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Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, de
fecha 24 de enero de 1967.

Materia: Trabajo

Recurrente: Ingenio Ozama

Abogado: Dr. José Enrique Hernández Machado, Lic. Rafael Al-
burquerque Zayas Bazán y Dr. Juan Esteban Ariza Men-
doza, Humberto Jiménez Eusebio •

Abogado: Dr. Julio Eligio Rodríguez

Dios, Patria y Libertad
República Dominicann

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la 'ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 1ro. del mes de Septiembre de 1967, años
124' de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la siguiente
sen	 cia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Ozama, empresa estatal con personalidad jurídica, con
su domicilio principal en San Luis, Distrito Nacional, con-
tra sentencia dictada en fecha 24 de enero de 1967 por la
Cámara de Trabajo del Distrito Nacional, cuyo dispositivo
se copiará más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. José Enrique Hernández Machado, cédula

57969, serie lra., por sí y por el Lic. Rafael Alburquerque
Zayas Bazán, cédula 4084 y el Dr. Juan Esteban Ariza Men-
doza, cédula 47326, ambas de la serie lra., abogados de la
parte recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Julio Eligio Rodríguez, cédula 19665, serie
18, abogado del recurrido Humberto Jiménez Eusebio, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por los aboga-
dos de la parte recurrente, depositado en la Secretaría de
la Suprema Corte de Justicia, en fecha 5 de abril de 1967
en el cual se invocan los medios que más adelante se in-
dican;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por su abogado en fecha 19 de abril de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 69 y siguientes del Código de
Trabajo, 18 del Reglamento 7676 de 1951, y 1, 20 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral intentada por Hum-
berto Jiménez Eusebio contra la Corporación Azucarera
Dominicana, y previa tentativa de conciliación, el Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, dictó en fecha 12
de setiembre de 1966, una sentencia cuyo dispositivo di..;
así: "Falla: Primero: Rechaza las conclusiones de la parte
demandada, por improcedentes y mal fundadas; Segundo:
Acoge en todas sus partes las conclusiones del demandante,
por ser justas y reposar sobre prueba legal; Tercero: De-
clara injustificado el despido y resuelto el contrato de tra-
bajo que ligaba a las partes, por culpa del patrono y con

responsabilidad para el mismo; Cuarto: Condena a la Cor-
poración Azucarera Dominicana, a pagarle al señor Hum-
berto Jiménez Eusebio, las sumas que le corresponden de
acuerdo con la ley, por los conceptos siguientes: 24 días de
salarios por preaviso; 15 días de salarios por auxilio de ce-
santía; 14 días de salarios por vacaciones no disfrutadas ni
pagadas; la regalía pascual correspondiente al año 1965; los
3 meses de salarios que a partir del día de la demanda, has_
ta la intervención de sentencia definitiva, acuerda el inci-
so 3ro. del artículo 84 del Código de Trabajo ya citado, todo
a base de un sueldo de RD$125.00 mensuales; Quinto: Con-
dena a la Corporación Azucarera Dominicana, al pago de
las costas del procedimiento, con distracción de las mismas
en provecho del Doctor Julio Eligio Rodríguez, quien afir-
ma haberlas avanzado en su totalidad"; b) que sobre ape-
lación interpuesta por la ahora recurrente, la Cámara de
Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Na-
cional, dictó en fecha 24 de enero de 1967, la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla:
Primero: Rechaza las conclusiones subsidiarias hechas por
el Ingenio Ozama a fines de comparecencia en la parte in-
timada según los motivos expuestos; Segundo: Declara re-
gular y válido en cuanto a la forma el recurso de apelación
interpuesto por el Ingenio Ozama en su calidad de cansa_
habiente de la extinta Corporación Azucarera Dominicana,
contra sentencia dictada por el Juzgado de Paz de Trabajo
del Distrito Nacional de fecha 12 de septiembre de 1966,
dictada en favor de Humberto Jiménez Eusebio, cuyo dis-
pos o ha sido copiado en parte anterior de esta misma
se ncia; Tercero: Relativamente al fondo reforma el or-
dinal Cuarto del dispositivo de la sentencia impugnada pa-
ra que rija del modo siguiente: Condena a la Corporación
Azucarera Dominicana, a pagarle al señor Humberto Ji-
ménez Eusebio las sumas que le corresponden de acuerdo a .
la Ley, por los conceptos siguientes: Veinticuatro (24) días
de salarios por Preaviso; Quince (15) días de salarios por
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Auxilio de Cesantía; Catorce (14) días por vacaciones; Diez
(10) días por proporción de Regalía Pascual correspondien-
te al año 1965; a una suma igual a los salarios que habría
recibido el trabajador desde el día de la demanda hasta
que recaiga sentencia definitiva, sin que la misma pase de
tres (3) meses de salarios; todas estas prestaciones a base
de un salario de Cuatro Pesos con Diez y Seis Centavos
(RD$4.16) diarios, deduciendo de todas estas condenaciones
la suma de Cincuenta y Tres Pesos Con Cincuenta y Ocho
Centavos (RD$53.58), según se ha expuesto en el cuerpo de
esta sentencia; Cuarto: Confirma en todos los demás as-
pectos la sentencia impugnada; Quinto: Condena a la parte
sucumbiente, Ingenio Ozama, al pago de las costas del pro-
cedimiento, de conformidad con los artículos 691 del Códi-
go de Trabajo, 5 y 16 de la Ley No. 302 del 18 de Junio de
1964, ordenando su distracción en favor del Dr. Julio Eligio
Rodríguez, quien afirma haberlas avanzado en su mayor
parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación los siguientes medios: Primer Medio: Violación
a la Economía de los artículos 68 y siguientes del Código
de Trabajo que regulan el Desahucio, y errónea aplicación
del artículo 18 del Reglamento No. 7676, de fecha 6 de oc-
tubre de 1951. Exceso de Poder. Violación, por desconoci-
miento, del artículo 71 del Código de Trabajo. Segundo
Medio: Desnaturalización de los documentos de la causa.

Considerando que en el primer medio del recurso, la
parte recurrente alega, n síntesis, que el dsahucio es una
figura jurídica con características propias, distintas del
pido, el cual supone la alegación, por parte del patrono, tie
una falta laboral a cargo del trabajador despedido; que es-
te carácter, como lo ha hecho la Cámara a-qua, no puede
atribuírsele a desahucio ejercido por la recurrente con res-
pecto al ahora recurrido; por la sola circunstancia de que
no hubiese sido comunicado a la autoridad laboral compe-

tente, como lo prescribe la ley, ya que ello implicaría re-
conocer al juez de la causa una faCultad propia del legis-
lador, o sea la de transmutar, a su voluntad, una situación
de derecho bien caracterizada en otra distinta: que según
se desprende de la economía del articulado qu regula el
desahucio, cuando se pagan todas las indemnizaciones la-
borales no existe la obligación legal de comunicar al De-
partamento de Trabajo la ocurrencia de ese pago, sino
simplemente como una información a fines de descargo de
la planilla correspondiente;

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que el trabajador demandante, ahora recurrido, estaba re-
lacionado con la parte recurrente, mediante un contrato de
trabajo por tiempo indefinido, o sea como pesador de cañas,
y que en fecha 30 de abril de 1965 el patrono dio por ter-
minado unilateralmente dicho contrato pagando al traba-
jador la suma de RD$53.58 por concepto de preaviso y au-
xilio de cesantía; que posteriormente el trabajador deman-
dó a su antiguo patrono, o sea al Ingenio Ozama, en pago
de las prestaciones correspondientes, alegando que había
sido despedido injustificadamente por dicho patrono, ya
que el desahucio operado con respecto a él carecía de va-
lidez y eficacia por no haberle sido notificado regularmen-
te; demanda que culminó con la sentencia ahora impugna-
da en casación;

Considerando que parí dictar su decisión la Cámara
a-qua se fundó en que tanto el Código de Trabajo como el

iicg
R lamento para la aplicación del mismo, prescriben que la

rte que hace uso de su derecho de desahucio debee comu-
arlo dntro de las 48 horas de esa ocurrencia al Departa-

mento de Trabajo o a las autoridades locales que hagan
sus veces, para que por éstas, a su vez, sea notificado por
correo certificado al desahuciado; y además en que, a jui_
do de dicha Cámara, la ausencia de dicha notificación en
la forma preceptuada por la Ley hace inexistente el desa-
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hucio transmutándose así la nueva situación creada en una
de despido injustificado, cuando como en la especie, la de-
cisión de poner fin unilateralmente al contrato proviene
del patrono; pero

Considerando que el desahucia se configura jurídica-
mente cuando una de las partes en el contrato de trabajo
decide poner fin unilateralmente a dicho contrato; que si
ciertamente el Código de Trabajo y el Reglamento para la
aplicación del mismo disponen que el desahucio debe ser
comunicado a las autoridades laborales que ellos especifi-
can, y por éstas a la parte con respecto a la cual se haga
uso del derecho de desahucio, en el plazo indicado, la omi-
sión de dicha formalidad no transforma por si sola, el desa-
hucio en despido, como tampoco en dimisión; que, de con-
siguiente al declarar la Cámara a.qua, en su decisión, la
inexistencia del desahucio y su conversión en una situación
de despido injustificado en base a no haberse notificado el
desahucio mediante las formalidades prescritas por el ar-
tículo 70 del Código de Trabajo y el artículo 18 del Regla-
mento No. 7676 de 1951, ha hecho en el caso una errónea
interpretación de la ley, por la cual la sentencia impugna-
da debe ser casada, sin que haya que ponderar los demás
agravios y medios del recurso;

Por tales motivo,s Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional en fecha 24 de enero de 1967, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fis,
llo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Insl ,
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribucio-
nes de tribunal de trabajo de segundo grado; Segundo:
Condena a la parte recurrida al pago de las costas, cuya
distracción se ordena en provecho de los abogados de parte
recurrente, licenciado Rafael Alburquerque Zayas Bazán, y
los doctores José Enrique Hernández Machado y Juan Es-

teban Ariza Mendoza, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran_
cisco Elpidio Beras.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
dincia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

4-



1610	 BOLETIN JUDICIAL

hucio transmutándose así la nueva situación creada en una
de despido injustificado, cuando como en la especie, la de-
cisión de poner fin unilateralmente al contrato proviene
del patrono; pero

Considerando que el desahucia se configura jurídica-
mente cuando una de las partes en el contrato de trabajo
decide poner fin unilateralmente a dicho contrato; que si
ciertamente el Código de Trabajo y el Reglamento para la
aplicación del mismo disponen que el desahucio debe ser
comunicado a las autoridades laborales que ellos especifi-
can, y por éstas a la parte con respecto a la cual se haga
uso del derecho de desahucio, en el plazo indicado, la omi-
sión de dicha formalidad no transforma por si sola, el desa-
hucio en despido, como tampoco en dimisión; que, de con-
siguiente al declarar la Cámara a-qua, en su decisión, la
inexistencia del desahucio y su conversión en una situación
de despido injustificado en base a no haberse notificado el
desahucio mediante las formalidades prescritas por el ar-
tículo 70 del Código de Trabajo y el artículo 18 del Regla-
mento No. 7676 de 1951, há hecho en el caso una errónea
interpretación de la ley, por la cual la sentencia impugna-
da debe ser casada, sin que haya que ponderar los demás
agravios y medios del recurso;

Por tales motivo,s Primero: Casa la sentencia dictada
por la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional en fecha 24 de enero de 1967, cuyo
dispositivo se ha copiado en parte anterior del presente fsv
llo, y envía el asunto por ante el Juzgado de Primera Ins'
tancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, en atribucio- '-
nes de tribunal de trabajo de segundo grado; Segundo:
Condena a la parte recurrida al pago de las costas, cuya
distracción se ordena en provecho de los abogados de parte
recurrente, licenciado Rafael Alburquerque Zayas Bazán, y
los doctores José Enrique Hernández Machado y Juan Es-

BOLETIN JUDICIAL
	 1611

teban Ariza Mendoza, quienes afirman haberlas avanzado
en su mayor parte.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figurón en su encabezamiento, en la au-
dincia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Recurrente: Delio Segura y la Corporación de Fomento Industrial
de la República Dominicana.

Abogado: Lic. Osvaldo Cuello López

Interviniente: Pedro Feliz, Flor María Santana y Josefa Rodríguez
Abogado: Dres. Manuel de Js. González F. y Milcíades Tejeda M.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Justi-
cia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ramón
Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. RaVelo de la Fuente,
Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel Lamarche
H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos 'del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 1 de setiembre de 1967, años 124' de la Independencia
y 105 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
corte de casación, la siguiente sentencia:

nSobre los recursos de casación interpuesto por Delit...
Segura, dominicano, maquinista, domiciliado en la casa No.'
124 de la calle Anacaona, de la ciudad de Barahona, cédula
No. 20627, serie 18, y la Corporación de Fomento Industrial
de, la República Dominicana, Industria de Sal y Yeso, hoy
Corporación de Empresas Estatales, contra la sentencia dic-
tada en sus atribuciones correccionales por la Corte de

Apelación de San Juan de la Maguana, en fecha 23 de di-
ciembre de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Osvaldo Cuello López, cédula No. 65, serie

10, abogado de los recurrentes, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a.qua, el día 3 de febrero de 1967, a requeri-
miento del abogado de los recurrentes, en la cual no se in-
voca ningún medio determinado de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado de los recu-
rrentes y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia el día 10 de julio de 1967, en el cual se invocan
los medios que luego se indican;

Visto el escrito de los intervinientes Pedro Feliz, Flor
María Santana y Josefa Rodríguez, firmado por sus abo-
gados Manuel de Jesús González F. y Milcíades Tejeda M.
y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia el día 10 de julio de 1967; *

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1 de la Ley 5771 de 1961, 320
del Código Penal; 1383 y 1384 del Código Civil y 1 y 65 de
la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
doc entos a que ella se refiere, consta: "a) que en el cru-i

a

 ttn
c linas—Duvergé del Municipio de Barahona, se produjo
u  colisión el 11 de octubre de 1962, entre una guagua
provista de la placa No. 26625, conducida por su propieta-
rio José Piezal Pérez y una locomotora propiedad de la
Corporación de Fomento Industrial de la República Domi-
nicana, (Industria Sal y Yeso), conducida por Delio Segura,
resultando varios pasajeros de la guagua con golpes y he-

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 23 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5771).
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ridas; b) en esa virtud el Procurador Fiscal del Distrito Ju-
dicial de Barahona apoderó al Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial referido, para que juzgara a José Pie-
zal Pérez prevenido del hecho de causar con la conducción
de un vehículo de motor con imprudencia e inobservancia
de las leyes y reglamentos, un accidente que ocasionó gol-
pes y heridas a varias personas, y a Delio Segura como au-
tor de ' golpes y heridas de conformidad con los artículos
319 y 320 del Código Penal; e) después de varios reenvíos
el Juzgado de Primera Instancia citado, conoció el proceso
y lo falló por su sentencia del 24 de mayo de 1963, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "FALLA:PRIMERO: Que debe de-
clarar y declara al nombrado José Piezal Pérez, de gene-
rales anotadas, culpable del delito de violación a la Ley
No. 5771, sobre accidente ocasionado con el manejo de ve-
hículo de motor, en perjuicio de los señores Josefa Rodrí-
guez, Angel María Batista, Orbito Pérez, Adelfa Andino
Ruiz, José Lucía Feliz, Pedro Pablo Ovalle, María de Je-
sús Batista, Angel María Cuevas, Silveria Batista, Daniel
Terrero, José Francisco Feliz, Francisca Féliz, Flor María
Santana y Pedro Feliz, y en consecuencia se le condena al
pago de una multa de RD$75.00 y al pago de las costas pe-
nales, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes; SE-
GUNDO: Que debe declarar y declara al nombrado Delio
Segura, de generales anotadas, culpable de violación a los
arts. 319 y 320 del Código Penal, en perjuicio de José Pie-
zal Pérez, y demás personas y en tal virtud se le condena
al pago de una multa de RD$50.00, y al pago de las costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; TERCE-
RO: Que debe declarar y declara buena y válida la cc.,-.sti-
tución en parte civil hecha en audiencia por los Doctóices
Juan Pablo Espinosa, a nombre y representación de Josefa
Rodríguez, y Dres. Alejandro Feliz Geraldo, Doro Buena-
ventura Vásquez, a nombre y representación de Pedro Fe-
liz y Flor María Santana; CUARTO: Condena a la Indus-
tria Sal y Yeso y a Delio Segura, al pago de una indemni-

zación de RD$1,000.00, solidariamente, a favor de Josefa
Rodríguez, parte civil constituida, como justa reparación
de los daños morales y materiales recibidos; QUINTO:
Condena a la Industria Sal y Yeso y a Delio Segura, al pago
de una indemnización de RD$1,500.00 solidariamente a fa-
vor de Flor María Santana, parte civilmente constituida,
como justa reparación de los daños morales y materiales
recibidos; SEXTO: Condena a la industria Sal y Yeso y a
Delio Segura solidariamente al pago de una indemnización
de RD$3,000.00, a favor de Pedro Feliz, parte civilmente
constituida por los daños morales y materiales recibidos;
SEPTIMO; Condena a la Industrial Sal y Yeso y a Delio
Segura, solidariamente al pago de las costas civiles distra-
yéndolas en provecho de los Dres. Juan Pablo Espinosa,
Alejandro Feliz Geraldo y Doro Buenaventura Vásquez
Acosta, quienes afirman haberlas avanzada en su mayor
parte"; d) sobre recursos de apelación interpuestos por De-
lio Segura y la Corporación de Fomento Industrial de la
República Dominicana, Industria Yal y Yeso, puesta en
causa como persona civilmente responsable, contra la sen-
tencia precitada, la Corte de Apelación de Barahona pro-
nunció la sentencia ahora impugnada en casación, con el
dispositivo que se transcribe a continuación: "FALLA: PRI-
MERO: Declarar regulares y válidos en la forma los recur-
sos de apelación interpuestos por José Piezal Pérez, Josefa
Rodríguez, Pedro Feliz, Flor María Santana, Industrial Sal
y Peso y Delio Segura, en fechas 27 y 28 del mes de mayo
del año 1963 contra sentencia correccional dictada por el
Juz • j do de Primera Instancia del Distrito Judicial de Ba-
r. ,na en fecha 24 del mes de mayo del año 1963, cuyo

ositivo figura en otra parte del presente fallo; SEGUN-
DO: Confirma en todas sus partes la sentencia recurrida;
TERCERO: Condena a la Industrial Sal y Yeso y a Delio
Segura al pago solidario de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en favor de los doctores Alejandro Fé-
liz Geraldo, Doro Buenaventura Vásquez Acosta, Manuel
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zación de RD$1,000.00, solidariamente, a favor de Josefa
Rodríguez, parte civil constituída, como justa reparación
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de Jesús González Feliz y Efraín Dotel Recio, quienes afir-
man haberlas avanzado en su totalidad; CUARTO: Conde-
na a José Pieza) Pérez y a Delio Segura al pago de las cos-
tas penales"; c) que sobre el recurso de casación interpues-
to por los hoy recurrentes, contra esa sentencia, la Supre-
ma Corte de Justicia dictó en fecha 24 de febrero de 1965,
una sentencia, cuyo dispositivo es el siguiente: "Primero:
Casa la sentencia dictada por la Corte de Apelación de Ba_
rahona en atribuciones correccionales, de fecha 20 de mar_
zo de 1964, cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Apelación
de San Juan de la Maguana; y, Segundo: Se declaran las
costas de oficio"; d) que dicha Corte dictó el fallo ahora
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular en la forma el recurso de ape-
lación intentada por el licenciado Osvaldo Cuello López, en
fecha 27 de mayo de 1963, a nombre y representación de
Delio Segura y de la Industria Sal y Yeso (Corporación de
Fomento Industrial de la República Dominicana), contra
sentencia correccional del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de Barahona, de fecha 24 de mayo de
1963, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta senten-
cia; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sentencia
apelada, en lo que a Delio Segura y la Industria Sal y Ye-
so (Corporación de Fomento Industrial de la República Do-
minicana) se refiere, precisando que las faltas cometidas
por Delio Segura, están previstas y sancionadas por los ar-
tículos 319 y 320 del Código Penal como se expresa en los

Jkmotivos de esta sentencia; TERCERO: Rechaza por -pro-
cedentes y mal fundadas en derecho las conclusione opre-
sentadas en audiencia por Delio Segura y la Industriaal
y Yeso (Corporación de Fomento Industrial de la República
Dominicana), en cuanto solicitan el rechazo de las deman-
das en daños y perjuicios intentadas por las partes civiles
constituidas y las condenaciones de éstas al pago de las
costas civiles; CUARTO: Condena a Delio Segura y la In-

dustria Sal y Yeso (Corporación de Fomento Industrial de
la República Dominicana), solidariamente al pago de las
costas penales y civiles, con distracción de estas últimas en
favor de los abogados, doctores Manuel de Jesús González
Feliz y Milcíades Tejeda Matos, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que en su memorial de casación, los re-
currentes invocan los siguientes medios: Primer Medio:
Errónea aplicación de los hechos de la causa; Segundo
Medio: Desnaturalización de las pruebas; Tercer Medio:
Falta de motivos; Cuarto Medio: Contradicción de motivos:

En cuanto a las condenaciones penales

Considerando que el prevenido recurrente alega en
síntesis en el memorial, que la causa eficiente del accidente
fue la falta cometida por el chofer de la guagua, pues tenía
la obligación de respetar el letrero que advertía el peligro
del paso de un tren por esa ruta; que el chofer al lanzarse
a cruzar la vía férrea sin cerciorarse previamente de la
proximidad de la locomotora, incurrió en la falta única y
exlcusiva del choque y sus consecuencias; que la Corte re-
tiene a cargo del recurrente un exceso de velocidad que no
ha podido establecer; que además, en la sentencia se afir-
ma que el maquinista no tocó el pito de la locomotora, no
obstante que los testigos que iban junto al maquinista afir-
man que oyeron el pito; que la Corte al retener como faltas
esas simples afirmaciones ha incurrido en desnaturalización
de s hechos y en los demás vicios y violaciones denuncia-

, pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados al debate, dio
por establecidos los siguientes hechos: a) que en fecha 11
de octubr de 1962, en el cruce Salinas—Duvergé, jurisdic-
ción de Barahona, se produjo un choque entre una locomo-
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ción de Barahona, se produjo un choque entre una locomo-
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tora propiedad de Industria de Sal y Yeso, C. por A., (Cor-
poración de Fomento Industrial de la República Dominica-
na), conducida por Delio Segura, y la guagua de pasajeros
placa pública No. 26625, conducida por su propietario José
Piezal Pérez; b) que a consecuencia de ese choque resulta-
ron con golpes y heridas varias personas, entre ellas las
constituidas en parte civil; c) que la colisión se produjo por
las faltas concurrentes del chofer Piezal y del Maquinista
Segura; d) que las faltas detenidas a cargo del prevenido
Segura son: 1) conducir la locomotora a velocidad impru-
dente no obstante saber que en ese tramo existía un cruce
de carretera y que no había un vigilante en dicho cruce; y
2) no hacer sonar el pito de la locomotora;

Considerando que la Corte a-qua para formar su con-
vicción en el sentido de que el maquinista Segura había co-
metido esas faltas, se fundó no solamente en los testimo-
nios oídos sino en los demás hechos y circunstancias del
proceso; que la apreciación hecha por los jueces del fondo
de los elementos de prueba aportados al debate, es una
cuestión de hecho que escapa al control de la casación a
menos que se haya incurrido en desnaturalización, lo que
no sucede en la especie; que la sentencia impugnada con-
tiene además motivos suficientes, pertinentes y congruen-
tes que justifican las condenaciones penales pronunciadas
contra el prevenido; que, por tanto, los medios de casación
invocados por el recurrente en el aspecto que se examina,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido Delio Segura el delito de gi,does
y heridas por imprudencia en perjuicio de varias persos,
delito previsto por el artículo 320 del Código Penal y casti-
gado por dicho texto legal con prisión de 6 días a 2 meses
y multa de 10 a 50 pesos o una de estas dos penas solamen-
te; que, por tanto, la Corte a-qua al condenar al prevenido
recurrente después de declararlo culpable del indicado de-
lito a una multa, aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que amerite
su casación;

En cuanto al aspecto civil

Considerando que cuando los jueces del fondo retienen
como causa eficiente de un delito, la concurrencia de faltas
distintas cometidas por los prevenidos, están en el deber,
para fijar el monto de las reparaciones civiles, de precisar
en que magnitud esas faltas han concurrido al daño, de
acuerdo con la gravedad de las mismas, a fin de repartir la
responsabilidad civil en la proporción correspondiente;

Considerando que la Corte a-qua, después de establecer
en el cuarto considerando de la sentencia impugnando, que
las faltas cometidas por Delio Segura "concurrieron con
las cometidas por José Piezal Pérez, y que las de uno y
otro fueron causa eficiente, inmediata y directa del acci-
dente", condenó, sin embargo, al maquinista Delio Segura
y a su comitente, la Industria Sal y Yeso, a pagar el total
de las indemnizaciones antes indicadas, sobre el único fun-
damento de que "entre el hecho cometido por Delio Segura
y los daños morales y materiales sufridos por los Qeñores
Josefa Rodríguez, Flor María Santana y Pedro Feliz, existe
una relación de causa a efecto", sin tomar en cuenta, co-
rno era su deber, las faltas cometidas por José Piezal Pé-
rez, que concurrieron a los "daños morales y materiales
sufrid s" por las personas constituídas en parte civil, si-
tuar
de

n que da lugar necesariamente a una distribución
sponsabilidad civil proporcionada a la gravedad de

las faltas retenidas como "causa eficientes inmediata y di.
recta del accidente"; que, en tales condiciones la senten-
cia impugnada debe ser casada en el punto relativo al
monto de las condenaciones civiles pronunciadas;

Por tales motivos, Primero: Admite a Pedro Feliz,
Flor María Santana y Josefa Rodríguez, como intervinien-
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tora propiedad de Industria de Sal y Yeso, C. por A., (Cor-
poración de Fomento Industrial de la República Dominica-
na), conducida por Delio Segura, y la guagua de pasajeros
placa pública No. 26625, conducida por su propietario José
Piezal Pérez; b) que a consecuencia de ese choque resulta-
ron con golpes y heridas varias personas, entre ellas las
constituidas en parte civil; c) que la colisión se produjo por
las faltas concurrentes del chofer Piezal y del Maquinista
Segura; d) que las faltas detenidas a cargo del prevenido
Segura son: 1) conducir la locomotora a velocidad impru-
dente no obstante saber que en ese tramo existía un cruce
de carretera y que no había un vigilante en dicho cruce; y
2) no hacer sonar el pito de la locomotora;

Considerando que la Corte a-qua para formar su con-
vicción en el sentido de que el maquinista Segura había co-
metido esas faltas, se fundó no solamente en los testimo-
nios oídos sino en los demás hechos y circunstancias del
proceso; que la apreciación hecha por los jueces del fondo
de los elementos de prueba aportados al debate, es una
cuestión de hecho que escapa al control de la casación a
menos que se haya incurrido en desnaturalización, lo que
no sucede en la especie; que la sentencia impugnada con-
tiene además motivos suficientes, pertinentes y congruen-
tes que justifican las condenaciones penales pronunciadas
contra el prevenido; que, por tanto, los medios de casación
invocados por el recurrente en el aspecto que se examina,
carecen de fundamento y deben ser desestimados;

Considerando que los hechos así establecidos constitu-
yen a cargo del prevenido Delio Segura el delito de glzipes
y heridas por imprudencia en perjuicio de varias persol".”,
delito previsto por el artículo 320 del Código Penal y casti-
gado por dicho texto legal con prisión de 6 días a 2 meses
y multa de 10 a 50 pesos o una de estas dos penas solamen-
te; que, por tanto, la Corte a-qua al condenar al prevenido
recurrente después de declararlo culpable del indicado de-
lito a una multa, aplicó una pena ajustada a la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés del prevenido recurrente, vicio alguno que amerite
su casación;

En cuanto al aspecto civil

Considerando que cuando los jueces del fondo retienen
como causa eficiente de un delito, la concurrencia de faltas
distintas cometidas por los prevenidos, están en el deber,
para fijar el monto de las reparaciones civiles, de precisar
en que magnitud esas faltas han concurrido al daño, de
acuerdo con la gravedad de las mismas, a fin de repartir la
responsabilidad civil en la proporción correspondiente;

Considerando que la Corte a-qua, después de establecer
en el cuarto considerando de la sentencia impugnando, que
las faltas cometidas por Delio Segura "concurrieron con
las cometidas por José Piezal Pérez, y que las de uno y
otro fueron causa eficiente, inmediata y directa del acci-
dente", condenó, sin embargo, al maquinista Delio Segura
y a su comitente, la Industria Sal y Yeso, a pagar el total
de las indemnizaciones antes indicadas, sobre el único fun-
damento de que "entre el hecho cometido por Delio Segura
y los daños morales y materiales sufridos por los Qeñores
Josefa Rodríguez, Flor María Santana y Pedro Feliz, existe
una relación de causa a efecto", sin tomar en cuenta, co-
mo era su deber, las faltas cometidas por José Piezal Pé-
rez, que concurrieron a los "daños morales y materiales
sufrid s" por las personas constituídas en parte civil, si-
tuac n que da lugar necesariamente a una distribución
de sponsabilidad civil proporcionada a la gravedad de
las faltas retenidas como "causa eficientes inmediata y di-
recta del accidente"; que, en tales condiciones la senten-
cia impugnada debe ser casada en el punto relativo al
nionto de las condenaciones civiles pronunciadas;

Por tales motivos, Primero: Admite a Pedro Feliz,
Flor María Santana y Josefa Rodríguez, como intervinien•.
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tes; Segundo; Casa en lo relativo al monto de las indem-
nizaciones acordadas, la sentencia de la Corte de Apela-
ción de San Juan de la Maguana de fecha 23 de diciembre
cc 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en Parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto así delimitado ante
la Corte de Apelación de San Cristóbal; Tercero: Rechaza
en sus demás aspectos los recursos de casación interpues-
tos por Delio Segura y la Corporación de Fomento Indus-
trial de la República Dominicana, Industria de Sal y Yeso,
contra la indicada sentencia; Cuarto: Condena a Delio Se-
gura al pago de las costas relativas a la acción pública; y,
Quinto: Compensa las costas relativas a la acción civil.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Gene-
ral, que certifico. (Fdo. Ernesto Curiel hijo.)

SENTENCIA DE FECHA 1 DE SEPTIEMBRE DEL 19C7

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 7 de octubre de 1966.

Materia: Correccional (Enriquecimiento ilícito)

Recurrente: Arturo R. Espaillat
Abogado: Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez

Interviniente: Ligia Estela Concepción Fernández Brea de Espai
llat.

Abogado: Dr. Juan José Matos Rivera

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló y Juan Bautista Rojas
Almánzar, asistidos del Secretario General, en la Sala don-
de celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domingo
de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 1ro. de Septiembre
de 1967, años 1249 de la Independencia y 1059 de la Res-
taur ión, dicta en audiencia pública, como corte de casa-
ció la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Arturo
R. Espaillat, dominicano, mayor de edad, casado, militar
retirado, domiciliado en esta ciudad, cédula 48150, serie 1,
Cr. sus atribuciones penales por la Corte de Apelación de
Santo Domingo, en funciones de Tribunal de Confiscacio-
nes, en fecha 7 de octubre , de 1966, cuyo dispositivo se co-
pia más adelante;
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, cédula

43139 serie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Juan José Matos Rivera, cédula 58884 se-
rie 1, abogado de la interviniente Ligia Estela Concepción
Fernández Brea de Espaillat, cédula 6611 serie 1, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 11 de octubre de 1966, a reque-
rimiento del abogado Dr. Ramón Pina Acevedo y Martí-
nez, en representación del recurrente en la cual se invocan
los medios que luego se indicarán;

Visto el memorial del recurrente suscrito por su abo-
gado, Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
4 de mayo de 1967;

Visto el escrito de la interviniente firmado por su abo-
gado y depositado en la Secretaría-de la Suprema Corte de
Justicia el día 7 de junio de 1966;

Vistos los escritos de ampliación del recurrente, de fe-
chas 6 y 12 de junio de 1967, firmados por su abogado Dr.
Ramón Pina Acevedo y Martínez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
l-erado y vistos los artículos 1 de la ley 5924 de 1962 sobre
Confiscación General de Bienes, 141 del Código de Fyce-
dimiento Civil y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Pro.:4-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
18 de octubre de 1962, el Fiscal del Tribunal de Confisca-
ciones por su Auto No. 630, sometió a Arturo R. Espaillat
por ante dicho tribunal, en sus atribuciones penales, por

violación del artículo 1 de la Ley 5924 de 1962, sobre Con-
fiscación General de Bienes; b) que apoderado del asunto
el Tribunal de Confiscaciones fue fijada la audiencia del
día 20 de febrero de 1964 para conocer de dicho someti-
miento; c) que a esa audiencia compareció el Lic. Quírico
Elpidio Pérez en su calidad de abogado y representante
del prevenido, en esa etapa del proceso, y concluyó de la
siguiente manera: "que descarguéis al inculpado Arturo
R. Espaillat por no haber incurrido a la violación del ar-
tículo P de la Ley 5924; se declaren las costas de oficio";
d) que después de solicitar el 'fiscal la condenación del pre-
venido, el referido Tribunal aplazó el fallo para una pró-
xima audiencia; e) que en fecha 6 de junio de 1964, se dic-
tó la Ley 285 que suprimió el Tribunal de Confiscaciones
y le confirió sus funciones a la Corte de Apelación de San-
to Domingo; f) que la referida Corte fijó la audiencia del
día 9 de marzo de 1966, para conocer del caso; g) que a
esa audiencia compareció el mismo abogado, Lic. Pérez, de-
fensor y apoderado especial del prevenido, en esa época,
concluyó solicitando el descargo; h) que la indicada Corte
después de oir el dictamen fiscal solicitando también el
descargo, aplazó el fallo para una próxima audiencia; i)
que en fecha 10 de marzo de 1966 la Corte a-qua dictó la
siguiente sentencia: "Falla: Primero: Se ordena la reaper-
tura de los debates a fin de que el prevenido Arturo R.
Espaillat, pruebe la procedencia de los bienes confiscados,
ya que solamente se ha limitado a justificar los cheques a
oue se refiere el expediente; Segundo: Se reenvía el co-
nocimiento de la causa para una próxima audiencia que se

rá próximamente; Tercero: Se reservan las costas"; j)
e fijada nuevamente la audiencia para el día 22 de agos-

.(. de 1966, y después de oir las conclusiones del ya indica-
do abogado y apoderado especial, Lic. Pérez, la Corte a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "Falla: Primero: Declara al nombrado Arturo R.
Fspaillat, culpable del delito de Enriquecimiento Ilícito,
hecho previsto y penado por el artículo primero de la Ley
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez, cédula

43139 serie 1, abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Juan José Matos Rivera, cédula 58884 se-
rie 1, abogado de la interviniente Ligia Estela Concepción
Fernández Brea de Espaillat, cédula 6611 serie 1, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua, en fecha 11 de octubre de 1966, a reque-
rimiento del abogado Dr. Ramón Pina Acevedo y Martí-
nez, en representación del recurrente en la cual se invocan
los medios que luego se indicarán;

Visto el memorial del recurrente suscrito por su abo-
gado, Dr. Ramón Pina Acevedo y Martínez y depositado
en la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia en fecha
4 de mayo de 1967;

Visto el escrito de la interviniente firmado por su abo-
gado y depositado en la Secretaría-de la Suprema Corte de
Justicia el día 7 de junio de 1966;

Vistos los escritos de ampliación del recurrente, de fe-
chas 6 y 12 de junio de 1967, firmados por su abogado Dr.
Ramón Pina Acevedo y Martínez;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
l-erado y vistos los artículos 1 de la ley 5924 de 1962 sobre
Confiscación General de Bienes, 141 del Código de N:)ce-
dimiento Civil y 1, 20, 43 y 65 de la Ley sobre Proct-
miento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en irs
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
18 de octubre de 1962, el Fiscal del Tribunal de Confisca-
ciones por su Auto No. 630, sometió a Arturo R. Espaillat
por ante dicho tribunal, en sus atribuciones penales, pm'

violación del artículo 1 de la Ley 5924 de 1962, sobre Con-
fiscación General de Bienes; b) que apoderado del asunto
el Tribunal de Confiscaciones fue fijada la audiencia del
día 20 de febrero de 1964 para conocer de dicho someti-
miento; e) que a esa audiencia compareció el Lic. Quírico
Elpidio Pérez en su calidad de abogado y representante
del prevenido, en esa etapa del proceso, y concluyó de la
siguiente manera: "que descarguéis al inculpado Arturo
R. Espaillat por no haber incurrido a la violación del ar-
tículo 19 de la Ley 5924; se declaren las costas de oficio";
d) que después de solicitar el 'fiscal la condenación del pre-
venido, el referido Tribunal aplazó el fallo para una pró-
xima audiencia; e) que en fecha 6 de junio de 1964, se dic-
tó la Ley 285 que suprimió el Tribunal de Confiscaciones
y le confirió sus funciones a la Corte de Apelación de San-
to Domingo; f) que la referida Corte fijó la audiencia del
día 9 de marzo de 1966, para conocer del caso; g) que a
esa audiencia compareció el mismo abogado, Lic. Pérez, de-
fensor y apoderado especial del prevenido, en esa época, y
concluyó solicitando el descargo; h) que la indicada Corte
después de oir el dictamen fiscal solicitando también el
descargo, aplazó el fallo para una próxima audiencia; i)
que en fecha 10 de marzo de 1966 la Corte a-qua dictó la
siguiente sentencia: "Falla: Primero: Se ordena la reaper-
tura de los debates a fin de que el prevenido Arturo R.
Espaillat, pruebe la procedencia de los bienes confiscados,
ya que solamente se ha limitado a justificar los cheques a

• que se refiere el expediente; Segundo: Se reenvía el co-
nocimiento de la causa para una próxima audiencia que se

rá próximamente; Tercero: Se reservan las costas"; j)
e fijada nuevamente la audiencia para el día 22 de agos-

a. de 1966, y después de oir las conclusiones del ya indica.
do abogado y anoderado especial, Lic. Pérez, la Corte a-qua
dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo es el
siguiente: "Falla: Primero: Declara al nombrado Arturo R.
Fspaillat, culpable del delito de Enriquecimiento Ilícito,
hecho previsto y penado por el artículo primero de la Ley
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5924, de fecha 26 de mayo de 1962, sobre Confiscación Ge.
reral de Bienes, y, en consecuencia, lo condena a sufrir la
pena de la Confiscación General de sus bienes; Segundo:
Condena al señor Arturo R. Espaillat, al pago de las cos-
tas";

Considerando que en el acta del recurso de casación,
levantada a requerimiento de su abogado Dr. Ramón Pina
Acevedo y Martínez, el prevenido invoca contra la senten-
cia impugnada, lo siguiente: "A— Inversión de los princi-
pios de la prueba en materia penal ya que ha puesto a car•
go la prueba en el caso del señor Arturo R. Espaillat, que
es un acusado a quien hay que probarle su culpabilidad;
B— desnaturalización de los hechos y pruebas del proce-
0 ya que hay evidencia clara en el expediente de la forma

lícita en que el recurrente obtuvo todos sus bienes; C)--
falta de motivo en la sentencia por cuanto la misma carece
de una motivación que justifique su dispositivo; D)— in-
constitucionalidad de la ley en el sentido de que se aplica
al señor Arturo R. Espaillat; E)— falta absoluta de prue-
bas en lo que toca la culpabilidad del recurrente y F)— en
fin por no estar conforme con ninguno de los términos de
la sentencia impugnada";

Considerando que en el memorial y en la ampliación
del mismo, el recurrente invoca contra la sentencia im-
pugnada los siguientes medios: Primer Medio: Violación de
los derechos de la defensa especialmente del artículo 8 in-
ciso 2 de la vigente Constitución Política de la República;
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de
base legal. Desnaturalización y falsa interpretcaión de
pruebas sometidas a debate; Tercer Medio: Violación y f ‘-:-
sa interpretación y aplicación del artículo 1 de la Ley 592
de fecha 26 de mayo de 1962; Cuarto Medio: Ausencia o
carencia absoluta de motivos en el fallo impugnado; Quin-
to Medio: Violación en otro aspecto del artículo 2 de la
Constitución de la República en sus incisos 2 y 5 de los
artículos 1387 y 1535 del Código Civil; Sexto Medio: Vio-

lación del artículo 184 del Código de Procedimiento Cri-
minal combinado con el artículo 8 inciso 2 escala j) de la
vigente Constitución de la República, así como el artículo
13 inciso 6 del Código de Procedimiento Civil, modificado
este último por la ley 1821 del 14 de octubre de 1948;

Considerando que en el acta de su recurso, el preveni-
do, por órgano de su abogado Dr. Ramón Pina Acevedo,
alega contra la sentencia impugnada lo siguiente: "A) in-
versión de los principios de la prueba en materia penal,
yL que ha puesto a cargo" de Arturo R. Espaillat que es el
prevenido, la prueba del caso, cuando al "acusado es a
quien hay que probarle su culpabilidad";

Considerando que evidentemente es preciso hacer una
triple distinción en cuanto al fardo de la prueba en esta
materia: primero; el caso de los familiares de Trujillo y

sus afines, quienes fueron confiscados por la Ley No. 48
ce 1963, lo que es un acto gubernamental del Poder Sobe-
rano y quienes no tienen derecho a recurso alguno; segun-
do; las personas afectadas con la pena de la confiscación
general de sus bienes por medio de una ley especial, quie-
nes pueden hacer sus impugnaciones, según lo determina
la ley, dentro de un plazo de treinta días, para demostrar
el origen legítimo de sus adquisiciones y colocar de ese
modo, fuera de la confiscación, aquellos bienes que pudie-
ran demostrar que no los adquirieron al amparo o por abu-
so del poder; y un tercer caso es el de una persona, some-
tida a requerimiento del Ministerio Público, en virtud de
la Ley No. 5924 de 1962 srllre Confiscación General de
Bie s, en cuya hipótesis es al Ministerio Público a quien
co sponde establecer la prueba del enriquecimiento iii-
c puesto a cargo de la persona sometida; pues esa perso-
na está indudablemente en nuestro derecho protegida por
una presunción de inocencia que debe ser destruída con
las pruebas aportadas en la instrucción de la causa, ya que
en ese caso el legislador no ha invertido el orden de la
prueba como ocurre, según se dijo antes, cuando la conf i s-
cación es ordenada por medio de una ley;
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lación del artículo 184 del Código de Procedimiento Cri;
rninal combinado con el artículo 8 inciso 2 escala j) de la
vigente Constitución de la República, así como el artículo
73 inciso 6 del Código de Procedimiento Civil, modificado
este último por la ley 1821 del 14 de octubre de 1948;

Considerando que en el acta de su recurso, el preveni-
do, por órgano de su abogado Dr. Ramón Pina Acevedo,
alega contra la sentencia impugnada lo siguiente: "A) in-
versión de los principios de la prueba en materia penal,
ya que ha puesto a cargo" de Arturo R. Espaillat que es el
prevenido, la prueba del caso, cuando al "acusado es a
quien hay que probarle su culpabilidad";

Considerando que evidentemente es preciso hacer una
triple distinción en cuanto al fardo de la prueba en esta
materia: primero; el caso de los familiares de Trujillo y
sus afines, quienes fueron confiscados por la Ley No. 48
oe 1963, lo que es un acto gubernamental del Poder Sobe-
rano y quienes no tienen derecho a recurso alguno; segun-
do; las personas afectadas con la pena de la confiscación
general de sus bienes por medio de una ley especial, quie-
nes pueden hacer sus impugnaciones, según lo determina
la ley, dentro de un plazo de treinta días, para demostrar
el origen legítimo de sus adquisiciones y colocar de ese
modo, fuera de la confiscación, aquellos bienes que pudie-
ran demostrar que no los adquirieron al amparo o por abu-
so del poder; y un tercer caso es el de una persona, some-
tida a requerimiento del Ministerio Público, en virtud de
la Ley No. 5924 de 1962 srhre Confiscación General de
Bie s, en cuya hipótesis es al Ministerio Público a quien
co sponde establecer la prueba del enriquecimiento iii-
c puesto a cargo de la persona sometida; pues esa perso-
na está indudablemente en nuestro derecho protegida por
una presunción de inocencia que debe ser destruída con
las pruebas aportadas en la instrucción de la causa, ya que
en ese caso el legislador no ha invertido el orden de la
prueba como ocurre, según se dijo antes, cuando la conf is-
cación es ordenada por medio de una ley;
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5924, de fecha 26 de mayo de 1962, sobre Confiscación Ge.
1-Eral de Bienes, y, en consecuencia, lo condena a sufrir la
pena de la Confiscación General de sus bienes; Segundo:
Condena al señor Arturo R. Espaillat, al pago de las cos-
tas";

Considerando que en el acta del recurso de casación,
levantada a requerimiento de su abogado Dr. Ramón Pina
Acevedo y Martínez, el prevenido invoca contra la senten-
cia impugnada, lo siguiente: "A— Inversión de los princi-
pios de la prueba en materia penal ya que ha puesto a car-
go la prueba en el caso del señor Arturo R. Espaillat, que
es un acusado a quien hay que probarle su culpabilidad;
B— desnaturalización de los hechos y pruebas del proce-
lo ya que hay evidencia clara en el expediente de la forma
lícita en que el recurrente obtuvo todos sus bienes; C)—
falta de motivo en la sentencia por cuanto la misma carece
de una motivación que justifique su dispositivo; D)— in-
constitucionalidad de la ley en el sentido de que se aplica
al señor Arturo R. Espaillat; E)— falta absoluta de prue-
bas en lo que toca la culpabilidad del recurrente y F)— en
fin por no estar conforme con ninguno de los términos de
la sentencia impugnada";

Considerando que en el memorial y en la ampliación
del mismo, el recurrente invoca contra la sentencia im-
pugnada los siguientes medios: Primer Medio: Violación de
los derechos de la defensa especialmente del artículo 8 in-
ciso 2 de la vigente Constitución Política de la República;
Segundo Medio: Desnaturalización de los hechos y falta de
base legal. Desnaturalización y falsa interpretcaión de`l'as
pruebas sometidas a debate; Tercer Medio: Violación y f
sa interpretación y aplicación del artículo 1 de la Ley 592
de fecha 26 de mayo de 1962; Cuarto Medio: Ausencia o
carencia absoluta de motivos en el fallo impugnado; Quin-
to Medio: Violación en otro aspecto del artículo 2 de la
Constitución de la República en sus incisos 2 y 5 de los
artículos 1387 y 1535 del Código Civil; Sexto Medio: Vio-
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Considerando que en la especie, es constante que en
fecha 10 de marzo de 1966, la Corte a-qua dictó una senten
cia cuyo dispositivo ha sido copiado anteriormente, y que
en definitiva ordena "la reapertura de los debates a fin de
que el prevenido Arturo R. Espaillat pruebe la proceden
cia de los bienes confiscados", y se reenvía la causa para
una nueva audiencia; que dicha Corte después de exter-
nado ese criterio, procedió a conocer del caso y condenó al
prevenido a la confiscación general de sus bienes, sin tener
en cuenta que a dicho prevenido, como sometido a la ac-
ción de la justicia por el ministerio público, había que pro-
barle la procedencia ilícita de todos y cada uno de sus bie-
nes; que, con ello, la Corte a-qua contrarió así un principio
fundamental de nuestro régimen jurídico; que, por tanto,
la Corte a-qua incurrió en la sentencia impugnada en la
violación de las reglas de la prueba, por lo cual dicha sen-
tencia debe ser casada sin que sea necesario ponderar los
demás medios del recurso;

Considerando que habiendo sido casada la sentencia
impugnada en virtud del recurso interpuesto por el pre-
venido Arturo R. Espaillat, no procede ponderar los pedi-
mentos que a los mismos 'fines, y a título de interviniente,
ha hecho Ligia Estela Concepción Fernández Brea de Es-
paillat;

Por tales motivos: Primero: Casa la sentencia de la
Corte de Apelación de Santo Domingo, dictada en funcio-
nes de Tribunal de Confiscaciones en fecha 7 de octubre
cie 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo, y envía el asunto ante la Corte de Ape-
lación de Santiago en las mismas funciones; y Segu'llo:
Declara las costas de oficio.

(Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernancío
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran.
asco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto Curiel hijo, Secreta.
r:o General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 6 de abril de 1967.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 2402)

Recurrente: Teófila María

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
tcia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de :a
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito N I.-
cional, hoy día 1 9 de septiembre del año 1967,. años 1249 de
la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au_
ciiencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófila
María, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la Sección de Mirlel
oel Municipio de San Francisco de Macorís, contra sentk_.-
eia dictada por la Corte de Apelación del Departamenk
Judicial de San Francisco de Macorís, en atribuciones co-
rreccionales y en grado de apelación, del 6 de abril de 1967,
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a.qua, a requerimiento de Teófila
María, en fecha 10 de abril de 1967, en el cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deh-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950:
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do.
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 1G
de octubre de 1964 la Segunda Cámara Penal del Juzgado
ae Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, regu-
larmente apoderado, dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia en defecto contra el prevenido Bienvenid o
'rayeras con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Que debe Pronunciar y Pronuncia el Defecto contra el pre-
venido Bienvenido Taveras de generales ignoradas, por no
haber comparecido a esta audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Que debe Declarar y Decla-
ra culpable a dicho prevenido del Delito de Violación a la
Ley 2402, en perjuicio del menor Santo María; TERCERO:
Que debe Fijar y Fija una pensión alimenticia mensual de
RD$4.00 (Cuatro Pesos Oro), para el sostenimiento de di-
cho menor a partir de la querella; CUARTO: Condenar y
Condena al referido prevenido a dos (2) años de prisión co-
rreccional y al pago de los costos; QUINTO: La Ejecución
provisional de la sentencia a partir de la querella no obs_
tante cualquier recurso"; b) no conforme con esa sentencia
1

,

,e prevenido interpuso en fecha 19 de octubre de 1964 no
curso de apelación por ante la Corte de Apelación del
epartamento Judicial de San Francisco de Macorís, la cual

dictó en fecha primero de diciembre de 1965 una sentencia
en atribuciones correccionales, con el siguiente dispositiva:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, el presente recurso de Apelación incoado por
el prevenido Bienvenido Taveras, contra la sentencia co.
treccional dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz
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SENTENCIA DE FECHA 1 9 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Francisco de
Macorís, de fecha 6 de abril de 1967.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 2402)

Recurrente: Teófila María

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_
tcia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
l3ergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito N p

-cional, hoy día 19 de septiembre del año 1967, años 124 9 de
la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teófila
María, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos, domiciliada y residente en la Sección de Mirabel
eel Municipio de San Francisco de Macorís, contra sente-.-
cia dictada por la Corte de Apelación del Departamer4
Judicial de San Francisco de Macorís, en atribuciones co-
rreccionales y en grado de apelación, del 6 de abril de 1967,
cuyo dispositivo se transcribe más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a.qua, a requerimiento de Teófila
María, en fecha 10 de abril de 1967, en el cual no se invoca
ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell-
berado y vistos los artículos 1 y 2 de la Ley 2402 de 1950:
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los do.
cumentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha 1(I
de octubre de 1964 . la Segunda Cámara Penal del Juzgado
cíe Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte, regu-
larmente apoderado, dictó en sus atribuciones correcciona-
les una sentencia en defecto contra el prevenido Bienvenin o
rayeras con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO:
Que debe Pronunciar y Pronuncia el Defecto contra el pre-
venido Bienvenido Taveras de generales ignoradas, por no
haber comparecido a esta audiencia no obstante haber sido
legalmente citado; SEGUNDO: Que debe Declarar y Decla-
ra culpable a dicho prevenido del Delito de Violación a la
Ley 2402, en perjuicio del menor Santo María; TERCERO:
Que debe Fijar y Fija una pensión alimenticia mensual de
RD$4.00 (Cuatro Pesos Oro), para el sostenimiento de di-
cho menor a partir de la querella; CUARTO: Condenar y
Condena al referido prevenido a dos (2) años de prisión co-
rreccional y al pago de los costos; QUINTO: La Ejecución
provisional de la sentencia a partir de la querella no ob.s_
tante cualquier recurso"; b) no conforme con esa sentencia1ee prevenido interpuso en fecha 19 de octubre de 1964 un

curso de apelación por ante la Corte de Apelación del
, partamento Judicial de San Francisco de Macorís, la cual

dictó en fecha primero de diciembre de 1965 una sentencia
en atribuciones correccionales, con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido en cuanto
a la forma, el presente recurso de Apelación incoado por
el prevenido Bienvenido Taveras, contra la sentencia ce.
r reccional dictada por la Segunda Cámara Penal del Juz
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gado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duarte,
de fecha diez y seis (16) de octubre de mil novecientos se.
senta y cuatro (1964), la cual condenó en Defecto al proce-
sado Bienvenido Taveras, a dos (2) años de prisión y costas
y le fijó una pensión alimenticia mensual de cuatro pesos
oro (RD$4.00) y ordenó la ejecución provisional de dicha
sentencia no obstante cualquier recurso, por el delito de
Violación a la ley No. 2402, en perjuicio del menor Sant. s
María, procreado con la querellante Teófila María; SEGUN.
DO: Revoca en todas sus partes la sentencia recurrida y la
Corte obrando por contrario imperio y autoridad propia,
Descarga al inculpado Bienvenido Taveras del hecho que
se le imputa, por no haberlo cometido; y, TERCERO:
clara las costas de oficio"; e) contra esa sentencia interpuso
recurso de oposición la querellante Teófila María, en fecha
28 de julio de 1966; el cual fue fallado por la Corte a-qua
por su sentencia de fecha 6 de abril de 1967, ahora impug-
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "FALLA:
PRIMERO: Declara regular y válido el recurso de oposición
intentado por la señora Teófila María, contra sentencia de
esta Corte de fecha 11 del mes de diciembre del año 1966,
que descargó al nombrado Bienvenido Taveras del delito
de violación a la Ley No. 2402, en perjuicio del menor San-
tos María, procreado por la oponente; SEGUNDO: Confir-
ma en todas sus partes la sentencia objeto del presente re-
curso de oposición; TERCERO: Declara las costas de oficio";

Considerando que el examen de la sentencia impugna-
da revela que para dictar esa sentencia la Corte a.qua se
fundó en los siguientes elementos de prueba sometidos pl
debate; "a) que el prevenido Bienvenido Taveras mantu\o
relaciones sexuales con la querellante Teófila María; b) qu
posteriormente a esas relaciones la querellante tuvo un rn-
ho el día 29 marzo de 1964, al cual le dió el nombre de San_
tos María; c) que la querellante alega que Bienvenido Ta-
veras es el padre del referido menor; d) que el prevenido
niega la paternidad que se le atribuye; e) que según decla-
raciones del testigo Angel Contreras, Teófila María era una

mujer fácil, que había tenido relaciones con varios hom_
bres; f) que no se ha probado que la gravidez de la quere-
llante fuera consecuencia de las relaciones sexuales cji,e
sostuvo con el prevenido; g) que según la prueba de sangre
ordenada por sentencia dela Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de DUaZ_

te, de fecha 9 de septiembre de 1964, practicada por el Dr.
Pedro Jorge Blanco, especialmente comisionado para tal
examen, resulta que el sistema A B O no excluye al pre-
venido Bienvenido Taveras como posible padre del niño
Santos María; sin embargo, el sistema M N excluye a dicho
prevenido como padre del indicado niño, ya que éste es 11,
siendo la madre M y Taveras N, y la unión de M y N sola-
mente engendran hijos M N, pero jamás M, como es el ti-
po de sangre de Santos María";

Considerando que de !os hechos así establecidos, m.,:-
diante el examen y la ponderación soberana de los elemen-
tos de juicio regularmente sometidos al debate, los jueces
del fondo apreciaron que no había pruebas que llevaran a
su ánimo la convicción de que el prevenido fuera el padre
del menor Santos María, procreado por la querellante Teo-
fila María;

Considerando que los jueces del fondo son soberanos
en la apreciación de las pruebas que se someten, lo cual es-
ca pa a la censura de la casación, salvo desnaturalizaciói.,
q ue no ha ocurrido en la especie, por lo cual el recurso de
casación de la madre querellante debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sac n interpuesto por Teófila María contra la sentencia de

orte de Apelación del Departamento Judicial de San
ancisco de Macorís, pronunciada en sus atribuciones c

rreccionales, en fecha 6 de abril de 1967, cuyo dispositivo
sa sido copiado en otra parte del presente fallo; y, Segundo:
Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco E.
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raciones del testigo Angel Contreras, Teófila María era una

mujer fácil, que había tenido relaciones con varios hom_
bres; f) que no se ha probado que la gravidez de la quere-
llante fuera consecuencia de las relaciones sexuales que
sostuvo con el prevenido; g) que según la prueba de sangre
crdenada por sentencia dela Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de Duar-
te, de fecha 9 de septiembre de 1964, practicada por el Dr.
Pedro Jorge Blanco, especialmente comisionado para tal
examen, resulta que el sistema A B O no excluye al pre-
venido Bienvenido Taveras como posible padre del niña
Santos María; sin embargo, el sistema M N excluye a dicho
prevenido como padre del indicado niño, ya que éste es M,
siendo la madre M y Taveras N, y la unión de M y N sola-
mente engendran hijos M N, pero jamás M, como es el ti-
po de sangre de Santos María";

Considerando que de los hechos así establecidos,
diante el examen y la ponderación soberana de los elemen-
tos de juicio regularmente sometidos al debate, los jueces
del fondo apreciaron que no había pruebas que llevaran a
su ánimo la convicción de que el prevenido fuera el padre
del menor Santos María, procreado por la querellante Teo-
fila María;

Considerando que los jueces del fondo son soberanus
en la apreciación de las pruebas que se someten, lo cual es-
capa a la censura de la casación, salvo desnaturalización,
q ue no ha ocurrido en la especie, por lo cual el recurso de
casación de la madre querellante debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sac	 n interpuesto por Teófila María contra la sentencia :le
1	 orte de Apelación del Departamento Judicial de San

ancisco de Macorís, pronunciada en sus atribuciones c)-
rreccionales, en fecha 6 de abril de 1967, cuyo dispositivo
sa sido copiado en otra parte del presente fallo; y, Segundo:
Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche 11.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco E.
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pidio Beras.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— ErneJ-
to Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados. y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 4 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Materia: Correccional

Prevenido: Miguel Soto Bautista, Diputado al Congreso Nacional.
Abogado: Dr. César León Flaviá.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Ju.,.
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A.1-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario Auxiliar, en la Sala donde celebra sus audien.
cias, en la ciudad de Santo Domingo, Distrito Nacional, hoy
día 4 de septiembre de 1967, años 124' de la Independe .i-
cia y 105" de la Restauración, dicta en audiencia pública,
como tribunal correccional y en única instancia, la presen-
te sentencia:

En la causa seguida a Miguel Soto Bautista, Diputado
al Congreso Nacional, dominicano, mayor de edad, casado,
carpintero, domiciliado y residente en esta ciudad, preveni_
do del lito de difamación en perjuicio del Doctor Enrique
A. Pe Jiménez;

ído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Magistrado Procurador General de la Repú-

blica, en la exposición de los hechos;
Oídas las declaraciones del querellante Doctor Enrique

A. Peña Jiménez y de los testigos Doctor Aliro Paulino
jo, Doctor Domingo Porfirio Rojas Nina y Francisca Noble
Ce Peña, tal como consta en el acta de audiencia;
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Oída la declaración del prevenido, tal como consta en
el acta de audiencia;

Oído el dictamen del Magistrado Ayudante del Proc'i-
redor General de la República;

AUTOS VISTOS:

Resulta que en fecha 21 de abril de 1967, el Doctor
Enrique A. Peña Jiménez, presentó querella contra Miguel
Soto Bautista, por el delito de difamación;

Resulta que en 'fecha 14 de junio de 1967, el Magistra-
do Procurador General de la República, apoderó a la Su-
prema Corte de Justicia, del hecho puesto a cargo de Mi-
guel Soto Bautista, prevenido del delito de difamación, en
perjuicio del Doctor Enrique A. Peña Jiménez;

Resulta que por auto de fecha 4 de julio de 1967, el
Presidente de la Suprema Corte de Justicia fijó la audien.
cia del día 28 de agosto de 1967, para conocer de la refe-
rida causa; que en esa fecha, la Suprema Corte de Justicia
dictó una sentencia reenviando el asunto para la audien,
cia del día de hoy, para conocer de la referida causa;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y visto el artículo 52 de la Ley número 6132, de
Expresión y Difusión del Pensamiento, de fecha 15 de di-,1
ciembre de 1962;

Considerando que el querellante Doctor Enrique A.
Peña Jiménez, declaró formalmente que desistía de su que..
ella, en vista de la retractación pública que en aiiencia

había hecho el prevenido de los hechos que le ha -1 im-
putado;

Considerando que el artículo 52 de la Ley número
6132, de Expresión y Difusión del Pensamiento, de fecha
15 de diciembre de 1962, dice así: Artículo 52: "En todos
los casos de persecuciones correccionales el desistimiento
del querellante o de la parte persiguiente detendrá la per..
secución iniciada";
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Por tales motivos, Falla: Primero: Se da acta al Doc-
tor Enrique A. Peña J iménez, del desistimiento formal que
ha hecho en audiencia, de su querella de fecha 21 de abril
ce 1967, contra el señor Miguel Soto Bautista, por el deli-
to de difamación y en consecuencia, se ordena el archivo
del expediente; y Segundo: Se declaran las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma.
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Jual
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
huccia.— La presente sentencia ha sido dada y firmada
por los señores Jueces que figuran en su encabezamientri,
en la audiencia pública del día, mes y año en él expresa.
cíos, y fue firmada, leída y publicada por mí Secretario Au-
xiliar, que certifica. (Firmado): Miguel Jacobo F.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma-
guana, de fecha 30 de noviembre de 1966.

Materia: Comercial

Recurrente: Sergio Melo Sánchez
Abogado: Lic. Angel Salvador Canó Pelletier

Recurrido: Caledonian Insurance Company, Limited
Abogado: Lic. Manuel E. Perelló P.

Dios, Patria y Libertad.
• República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sust i tuto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas AL-

mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distri
Nacional, hoy día 6 de septiembre del año 1967, años 121°
ce la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en
audiencia pública, como corte de casación, la siguiente\)en-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Serl.,,)
Melo Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, comer-
ciante, domiciliado y residente en San Juan de la Magua-
ria, cédula No. 5394, serie 10, contra sentencia de la Corte
de Apelación de San Juan de la Maguana, pronunciada en
sus atribuciones comerciales; en fecha 30 de noviembre de
1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Angel Salvador Canó Pelletier, cédula No.

334, serie 10, abogado del recurrente, en la lectura de susconclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
ae la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia el 7 de enero de 1967,
suscrito por el abogado del recurrente, en el cual se invc._
can los medios que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito en fecha 8 de
marzo de 1967,. por el Lic. Manuel E. Perelló P., cédula
No. 17730, serie 1 a, abogado de la Caledonian Insurance
Company, Limited, de Londres, Inglaterra, compañía de se-guros, debidamente autorizada y domiciliada en Santo Do.
mingo, representada en el país por la Compañía La Anti-
llana Comercial e Industrial, C. por A., domiciliada en San-
to Domingo;

Visto el memorial de ampliación suscrito por el abo-
gado del recurrente en fecha 12 de julio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1315, 1328 y 2279 del Código
Civil; 2, 49 y 58 de la Ley 4809, sobre tránsito de vehículos,
del 1957; 741 del Código de Procedimiento Civil; 109 del
Código de Comercio; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimien-
to de Casación;

onsiderando que en la sentencia impugnada y en los
mentos a que ella se refiere, consta: a) que con motivo

una colisión de vehículos de motor, Sergio Melo Sánchezactual recurrente, intentó por ante el Tribunal de PrimeraInstancia de Estrelleta, en sus atribuciones comerciales, unade
manda en daños y perjuicios, contra Adela Alcántara, en

su calidad de comitente del chofer Dante Batista; b) quechcho Tribunal dictó en fecha 20 de junio de 1966, una sen-
tencia con el siguiente dispositivo: "PRIMERO: Ratificar,

do.
c
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to de Casación;
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como en efecto Ratificamos, el defecto que fue pronuncia-
do en audiencia contra la señorita Adelita Alcántara y la
Caledonian Insurance Company por no haber compareci-
élo, a pesar de haber sido legalmente citados para ello; SE-
GUNDO: Declarar, como al efecto Declaramos, regular el
informativo testimonial del día 17 de mayo del 1966, cele_
brado por este Tribunal en audiencia pública; y regular
también el informe pericial del señor Clodomiro Duval, de
la misma fecha; TERCERO: Acoger, como al efecto Acoge-
mos, la demanda del señor Sergio Melo contra la señorita
Adelita Alcántara y la Caledonian Insurance Company, por
ser justa y reposar en prueba legal; Condenar, como al efes:-
to Condenamos, a la señorita Adelita Alcántara, a pagar
21 señor Sergio Melo inmediatamente la suma de Tres Mil
Novecientos Cincuenta Pesos con Cincuenta Centavos Oro
(RD$3,950.50), como justa reparación de los daños y per-
juicios que ha sufrido con motivo del accidente automovi-
lístico del 12 de septiembre del 1963; CUARTO: Condenar,
también, como al efecto Condenamos, a la señorita Adelita
Alcántara, al pago de las costas del procedimiento, con dis-
tracción de las mismas en provecho del Lic. Angel Salva-
dor Canó Pelletier, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad y QUINTO: Declarar, como al efecto Declaramos,
que la presente sentencia le es oponible a la Caledonian In..
surance Company"; c) que sobre el recurso de apelación de
la Caledonian Insurance Company, intervino la sentencia
ahora impugnada, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-

MERO: Declara regular en la forma el recurso de apelación
intentado por la Caledonian Insurance Company, v7ritra
sentencia comercial riel Juzgado de Primera Instarle ' de
la Estrelleta de fecha 20 de junio de 1966; SEGUNDO: ',e-
voca la sentencia apelada, y en consecuencia rechaza la ac-
ción en daños y perjuicios intentada por el señor Sergio
Melo Sánchez, contra la Caledonian Insurance Company-,
por carecer de la calidad necesria y no saber experimenta-
do ningún daño con motivo del choque automovilístico ocu-
rrido en Las Matas de Farfán, en fecha 12 de septiembre
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cel 1963; TERCERO: Rechaza las conclusiones del señor
Sergio Melo Sánchez. por improcedentes y mal fundadas
en derecho; CUARTO: Condena al señor Sergio Melo Sán-
chez al pago de las costas del procedimiento, tanto de pri.
mera instancia como de apelación, declarándolas distraídas
en favDr del licenciado Manuel E. Perelló P., abogado que
afirma haberlas avanzado en su totalidad";

Considerando que el recurrente invoca en su memc-
rial de casación los medios siguientes: "Primer Medio: Fa:-
sa motivación, y, como consecuencia, violación del artículo
58 de la Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículos y el ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 2279 del Código Civil, y, com.)
consecuencia, violación también de los artículos 1315 y 1328
del Código Civil, 109 del Código de Comercio y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Falta de moti-
vos, y, en consecuencia, violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando que en los desarrollos de los tres medies
reunidos, del memorial, el recurrente alega en síntesis: a)
que el artículo 58 de la Ley 4809 sobre tránsito de vehícu-
los dispone en su párrafo IV que ningún traspaso del de-
recho de própiedad de un vehículo de motor tendrá validez, .
para los fines de esa Ley, si no ha sido debidamente regii_
trado en la Dirección General de Rentas Internas; que di-
cho texto legal no deja dudas sobre el propósito de la Ley
de limitar los efectos del registros los fines de dicha Lev,
la cual tiene un carácter Duramente impositivo; b) que de
acuerd
ce m
éi e
higa

con el artículo 2279 del Código Civil en materia
les la posesión vale título; que el día del accidente

ba en posesión del vehículo cuyas averías han dado
a la presente litis; que como el caso se refiere a la

materia comercial existe libertad de pruebas, y por consi-gui
ente, la regla del artculo 1328 del Código Civil no esrigurosamente aplicable en materia comercial; c) que so-licitó a la Corte a-qua, de manera subsidiaria, lo que constuasí en la sentencia impugnada, que ordenara un informa.
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sa motivación, y, como consecuencia, violación del artículo
58 de la Ley No. 4809 sobre tránsito de vehículos y el ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil; Segundo Me-
dio: Violación del artículo 2279 del Código Civil, y, come
consecuencia, violación también de los artículos 1315 y 1328
del Código Civil, 109 del Código de Comercio y 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil; Tercer Medio: Falta de moti-
vos, y, en consecuencia, violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil;

Considerando que en los desarrollos de los tres medies
reunidos, del memorial, el recurrente alega en síntesis: a)
que el artículo 58 de la Ley 4809 sobre tránsito de vehícu-
los dispone en su párrafo IV que ningún traspaso del de-
recho de prdpiedad de un vehículo de motor tendrá validez, .
para los fines de esa Ley, si no ha sido debidamente regi::-
trado en la Dirección General de Rentas Internas; que di-
cho texto legal no deja dudas sobre el propósito de la Ley
de limitar los efectos del registro a los fines de dicha Lev,
la cual tiene un carácter ouramelte impositivo; b) que de
acuerd
de rn
él e
luga•

con el artículo 2279 del Código Civil en materia
les la posesión vale título; que el día del accidente

ba en posesión del vehículo cuyas averías han dado
a la presente litis; que como el caso se refiere a la

materia comercial existe libertad de pruebas, y por consi-guiente, la regla del artculo 1328 del Código Civil no esriguro
samente aplicable en materia comercial; e) que so-licitó a la Corte a-qua, de manera subsidiaria, lo que constaasí en la sentencia impugnada, que ordenara un informa.
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tivo para probar: a) que el camión del accidente estaba en
su poder desde que lo adquirió de Obdulio Melo, o sea des-
de el 4 de julio de 1963; b) que Domingo Lora guiaba el
camión el día del accidente, lo que hacía por cuenta de Ser-
gio Melo, quien lo había contratado para ese fin y le paga.
ha sus servicios; c) que el día del accidente dicho camión
venía de regreso de la Villa del Cercado en donde habla
ido en busca de arroz para la Factoría de Sergio Melo; que
a pesar de haber hecho ese pedimento, en la sentencia im-
pugnada no se dan motivos para negar la medida de ins-
trucción solicitada;

Considerando que, en efecto en el penúltimo consi&-
ando de la sentencia impugnada se expresa lo siguiente:
.que la parte intimada en apelación, señor Sergio Me!()
Sánchez, hace por sus conclusiones, una serie de pedimen_
tos, los cuales por carecer de calidad en el presente proce-
dimiento, procede que sean rechazados;

Considerando que si bien, contrariamente a lo alegado
por el recurrente, la Ley 4809 de 1957 no tiene un carácter
puramente impositivo, ya que por ella se reglamenta el
tránsito de vehículos de motor por nuestras vías terres.
tres, sin embargo, la disposición contenida en el párrafo IV
del artículo 58 de dicha Ley que establece que "no tendrá
validez ningún traspaso del derecho de propiedad- de u-1
vehículo de motor, para los fines de esta Ley, si no ha sido
debidamente registrado por la Dirección General de Ren•
tas Internas", constituye para otros fines, como el que se
persigue en el caso ocurrente, una presunción juris tantum,
que, por lo mismo, puede ser destruída por la prueba con-
traria; que el recurrente, con ese propósito, esto es, 'I con el
fin de probar que había adquirido el vehículo que 'sufnó
averías en el accidente, presentó ante la Corte a-qua los pe-.
dimentos subsidiarios antes mencionados; que, no obstante,
dicha Corte los rechazó por estimar que Sergio Melo Sán.
chez, carecía de calidad para ejercer su acción, cuando prc.--
cisamente, sus pedimentos tendían a demostrar esa calidad;
que en tales condiciones en la sentencia impugnada se vio-

16 el derecho de defensa, y, en consecuencia, ella debe ser
casada;

Considerando que al tenor del artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas podrán ser com-
pensadas cuando una sentencia es casada por violación de
las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de los.
jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronun-
ciada por la Corte de Apelación de San Juan de la Magua-
r a, en fecha 30 de noviembre de 1966, en sus atribuciones
comerciales cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
lación de Barahona; Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chup p ni.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juau
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car.
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que, en efecto en el penúltimo consid"-
iando de la sentencia impugnada se expresa lo siguiente:
.que la parte intimada en apelación, señor Sergio Melo
Sánchez, hace por sus conclusiones, una serie de pedimen.
tos, los cuales por carecer de calidad en el presente proce-
dimiento, procede que sean rechazados;
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por el recurrente, la Ley 4809 de 1957 no tiene un carácter
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ló el derecho de defensa, y, en consecuencia, ella debe ser
casada;

Considerando que al tenor del artículo 65 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación las costas podrán ser com_
pensadas cuando una sentencia es casada por violación de
las reglas procesales cuyo cumplimiento esté a cargo de 10.5
jueces;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia pronur.-
dada por la Corte de Apelación de San Juan de la Magu.t.
ra, en fecha 30 de noviembre de 1966, en sus atribuciones
comerciales cuyo dispositivo se copia en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape-
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
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señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año..en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua y en fecha 24 de diciembre
de 1966, a requerimiento del Doctor Carlos Cornielle, abo.
gado, cédula No. 7526, serie 18, quien actuaba en represen.
tación de los recurrentes; acta en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
F. erado y vistos los artículos 167, 168, 169 y 200 de la Ley
3489 de 1953, para el Régimen de las Aduanas, modifica-
das por las leyes 237 de 1964 y 302 del 30 de junio de 1966;

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo que a continua-
ción es transcrito: a) que con fecha 15 de octubre de 1966,
.1.a Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, regularmente apoderada por el
Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del
fallo que es objeto del presente recurso de casación; b) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio
Público, intervino la sentencia ahora impugnada, la cu31
contiene este dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nac'onal, en fecha 16 de octubre del año 1966, contra sen-
te la dictada en fecha 15 del mismo mes de octubre de

6, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime-
Instancia del Distrito Nacional, que contiene el siguien-

los nombrados
te dispositivo: "Falla: Primero: Se declara no culpables a
o

Medrano, Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro del de-
inse deo vbirealdeclos.

violación	

Paumier, Orlando Ramírez, Wilson

n a la Ley 3489, sobre contrabando, y en
consecuencia, se descargan por insuficiencia de pruebas;

1
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 3489)

ICecurrente: Rafael Paumier y compartes

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
lb ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
a los 6 días del mes de Septiembre de 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Paumier, cubano, mayor de edad, residente en Miami, Flo-
rida; Orlando Ramírez, colombiano, mayor de edad, res'.
Gente en Río Hacsa, Colombia; Wilson Medrano, colombia-
no, mayor de edad, residente en Cartagena, Colombia, ba-
rrio Santamaría, casa No. 23; Oscar Gil, colombiano, ni ;
yor de edad, residente en Baru, Colombia; Sergio Rosado",‘
colombiano, mayor de edad, residente en Chihuari, Colom-
bia, y Nelson Castro, colombiano, mayor de edad, residen-
te en Baru, Colombia, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de di-
ciembre de 1966 y en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo es copiado más adelante;
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sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 24 de diciembre de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 3489)

Recurrente: Rafael Paumier y compartes

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
11, ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
a los 6 días del mes de Septiembre de 1967, años 124^ de la
Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien_
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Rafael
Paumier, cubano, mayor de edad, residente en Miami, Flo-
rida; Orlando Ramírez, colombiano, mayor de edad, resi-
cente en Río Hacsa, Colombia; Wilson Medrano, colombia-
no, mayor de edad, residente en Cartagena, Colombia, ba-
rrio Santamaría, casa No. 23; Oscar Gil, colombiano, r
yor de edad, residente en Baru, Colombia; Sergio Rosad 

‘4
k.,

colombiano, mayor de edad, residente en Chihuari,
bia, y Nelson Castro, colombiano, mayor de edad, residen-
te en Baru, Colombia, contra la sentencia dictada por la
Corte de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de di-
ciembre de 1966 y en sus atribuciones correccionales, cu-
yo dispositivo es copiado más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos de casación levantada en
la Secretaría de la Corte a-qua y en fecha 24 de diciembre
de 1966, a requerimiento del Doctor Carlos Cornielle, abo-
gado, cédula No. 7526, serie 18, quien actuaba en represen.
tación de los recurrentes; acta en la cual no se invoca nin-
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 167, 168, 169 y 200 de la Ley
3489 de 1953, para el Régimen de las Aduanas, modifica-
das por las leyes 237 de 1964 y 302 del 30 de junio de 1966;

y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere, consta lo que a continua-
ción es transcrito: a) que con fecha 15 de octubre de 1966,

Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Nacional, regularmente apoderada por el
Ministerio Público, dictó, en sus atribuciones correcciona-
les, una sentencia cuyo dispositivo figura copiado en el del
fallo que es objeto del presente recurso de casación; b) que
sobre el recurso de apelación interpuesto por el Ministerio
Público, intervino la sentencia ahora impugnada, la cual
contiene este dispositivo: "Falla: Primero: Declara regular
y válido en cuanto a la forma, el recurso de apelación in-
terpuesto por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Nac i onal, en fecha 16 de octubre del año 1966, contra ser-
te la dictada en 'fecha 15 del mismo mes de octubre de

6, por la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Prime_
Instanciadel Distrito Nacional, que contiene el siguien-

te dispositivo: "Falla: Primero: Se declara no culpables a
los nombrados Rafael Paumier, Orlando Ramírez, Wilson
Medrano, Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro del de-
lito de violación a la Ley 3489, sobre contrabando, y en
consecuencia, se descargan por insuficiencia de pruebas;

1



ir

14

1644	 BOLETIN JUDICIAL

Segundo: Se ordena la devolución del cuerpo del delito a
su legítimo dueño; Tercero: Se declara las costas de oficio";
por haberlo interpuesto de acuerdo a las prescripciones le-
gales que rigen la materia; Segundo: Revoca la antes ex-
presada sentencia, y obrando por propia autoridad y con-
trario imperio, declara al nombrado Rafael Paumier, culpa-
ble de haber cometido el delito de tentativa de contrabo n-
do, y en consecuencia, se le condena a sufrir la pena de un
mes de prisión correccional y al pago de una multa de seis-
cientos cincuentisiete mil cuatrocientos veintiún pesos, con
quince centavos (RD$657,421.15); Tercero: Declara a los
nombrados Orlando Ramírez, Wilson Medrano, Oscar Gil,
Sergio Rosado y Nelson Castro, cómplices en el delito de
tentativa de contrabando, cometido por el nombrado Rafael
Paumier, y en consecuencia, se les condena a un mes de
prisión correccional y al pago de una multa de seiscientos
cincuentisiete mil cuatrocientos veitiún pesos con quince
centavos (RD$657,421.15) a cada uno; Cuarto: Se ordena el
comiso del buque "Lempira", con todos sus enseres, utili.
zado en el presente caso para tratar de introducir clandes.
tinamente las mercancías a territorio dominicano, así co..
mo los efectos incautados que constituyen el cuerpo del de-
lito; Quinto: Condena a los indicados prevenidos, al pago
solidario de las costas de ambas instancias";

Considerando que el examen de la sentencia que es
ahora impugnada, pone de manifiesto que la Corte a-qua
para condenar a Rafael Paumier por el delito de tentativa
de contrabando y a sus compañeros infractores por compli-
cidad en ese delito, se fundó, especialmente, en los si uien-
tes motivos: "que por la lectura en audiencia de los acu-
mentos que informan el presente expediente; por las de ‘a-
raciones de los prevenidos y por los hechos y circunstancias
de la causa, esta Corte ha establecido lo siguiente: que en
fecha 24 de junio de 1966, fueron sorprendidos los nombra-
dos Rafael Paumier, Orlando Ramírez, Wilson Medrano,
Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro, frente a la costa
de la Caleta, tratando de introducir mercancías al país Ge
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un modo clandestino, en el barco de matrícula hondureña
"Lempira"; "que los prevenidos ya mencionados han nega-
do haber tratado de introducir las referidas mercancías al
país, afirmando para tratar de justificar sus alegatos, que
salieron con las mercancías transportadas en el buque in-
dicado, de la isla Saint Thomas, donde las cargaron para
conducirlas a Port Moran, Jamaica,'y entregarlas a su des.
tintado Barned And Son, y que se vieron obligados a arri-
bar al lugar en que fueron aprehendidos en vista de que
el barco "Lempira" sufrió desperfectos en uno de sus mo-
tores"; "pero, que esta Corte estima que las afirmaciones
de los prevenidos, no están de acuerdo con la realidad le
los hechos, por las siguientes razones: porque la isla d'
Saint Thomas, se halla situada al noreste (N.E.) de la isla
de Puerto Rico y que para efectuar un viaje de allí a Ja-
maica, la ruta normal que debe seguir un buque en línea
recta, se halla a más de ciento cincuenta (150) kilómetros
de la costa de la Caleta, lugar donde fue apresado el barco,
de modo pues, que de haber sido cierto lo alegado por los
prevenidos, en el sentido de los desperfectos de uno de los
motores, más fácil le hubiera sido recalar a la costa de Pucr
to Rico, lugar mucho más cercano, ya que los mismos pre-
venidos declararon saber llegado a las costas dominicanas,
aespués de haber pasado por el Canal de La Mona, ruta que
ro debieron seguir a menos que no los indujera un interes
especial, como el de querer introducir clandestinamente
mercancías en el país", "que de acuerdo con la inspección
realizada a la nave "Lempira", por oficiales de la Marina
ée
pa
ci

rra, se estableció que dicha nave no tenía motivos
acer una arribada forzosa a nuestras costas, pues una

us máquinas se encontraba en perfectas condiciones de
funcionamiento y el otro motor, el cual los prevenidos ae-
gan estar descompuesto, fue porque le sacaron los inyecto-
res expresamente, es decir, intencionalmente, lo cual no °u:-
j a ninguna duda en el sentido de que fue para justificar su
a legada avería"; que "el hecho de que también la referida
motonave había sido provista de un silenciador a fin de
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mo los efectos incautados que constituyen el cuerpo del de-
lito; Quinto: Condena a los indicados prevenidos, al pago
solidario de las costas de ambas instancias";

Considerando que el examen de la sentencia que es
ahora impugnada, pone de manifiesto que la Corte a -qua
para condenar a Rafael Paumier por el delito de tentativa
de contrabando y a sus compañeros infractores por compli-
cidad en ese delito, se fundó, especialmente, en los si uien.
tes motivos: "que por la lectura en audiencia de los ocu-
mentos que informan el presente expediente; por las de
raciones de los prevenidos y por los hechos y circunstancias
de la causa, esta Corte ha establecido lo siguiente: que en
fecha 24 de junio de 1966, fueron sorprendidos los nombra-
dos Rafael Paumier, Orlando Ramírez, Wilson Medrano,
Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro, frente a la costa
de la Caleta, tratando de introducir mercancías al país de

un modo clandestino, en el barco de matrícula hondureña
"Lempira"; "que los prevenidos ya mencionados han nega-
do haber tratado de introducir las referidas mercancías a t
país, afirmando para tratar de justificar sus alegatos, que
salieron con las mercancías transportadas en el buque in-
dicado, de la isla Saint Thomas, donde las cargaron para
conducirlas a Port Moran, Jamaica,'y entregarlas a su des.
tintario Barned And Son, y que se vieron obligados a arri-
bar al lugar en que fueron aprehendidos en vista de que
el barco "Lempira" sufrió desperfectos en uno de sus mo-
tores"; "pero, que esta Corte estima que las afirmaciones
de los prevenidos, no están de acuerdo con la realidad
los hechos, por las siguientes razones: porque la isla
Saint Thomas, se halla situada al noreste (N.E.) de la isla
de Puerto Rico y que para efectuar un viaje de allí a Ja..
maica, la ruta normal que debe seguir un buque en línea
recta, se halla a más de ciento cincuenta (150) kilómetros
de la costa de la Caleta, lugar donde fue apresado el barco,
ce modo pues, que de haber sido cierto lo alegado por los
prevenidos, en el sentido de los desperfectos de uno de los
motores, más fácil le hubiera sido recalar a la costa de Puer
to Rico, lugar mucho más cercano, ya que los mismos pre-
venidos declararon saber llegado a las costas dominicanas,
aespués de haber pasado por el Canal de La Mona, ruta que
PO debieron seguir a menos que no los indujera un interes
especial, como el de querer introducir clandestinamente
mercancías en el país", "que de acuerdo con la inspección
realizada a la nave "Lempira", por oficiales de la Marina
Ce	 rra, se estableció que dicha nave no tenía motivos
Pa	acer una arribada forzosa a nuestras costas, pues una

us máquinas se encontraba en perfectas condiciones de
funcionamiento y el otro motor, el cual los prevenidos a.e-
gan estar descompuesto, fue porque le sacaron los inyecto-
res expresamente, es decir, intencionalmente, lo cual no d:-
l a ninguna duda en el sentido de que fue para justificar su
a legada avería"; que "el hecho de que también la referida
motonave había sido provista de un silenciador a fin de
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que el ruido de sus motores no pudiera ser percibido, u oí-
do, cuando se acercara a las costas dominicanas, comprob•i_
ción hecha, también, por los aludidos oficiales de la Marina
de Guerra Dominicana"; que, igualmente, "la existencia de
un supuesto manifiesto en el que constan partidas de mer-
cancías aparentemente destinadas a Jamaica, pero que no
concuerdan con las mercancías ocupadas dentro del buque,
.! a cual era mayor según los bultos encontrados, que la mer-
cancía que indicaba el manifiesto"; "que por información
suministrada por el Cónsul General de la República Domi-
nicana en Jamaica, a la Secretaría de Estado de Relaciones
Exteriores de nuestro país, el puerto donde alegan los pre-
venidos que iba a ser entregada la mercancía (Port Morar:)
es un puerto que sólo es utilizado para la exportación de
guineos y excepcionalmente, cuando el puerto de Kingston
está congestionado es cuando se autoriza que se descargue
allí mercancías, debido a que dicho puerto no tiene depósi_
tos"; que también el referido Cónsul General, constató de
acuerdo con dicho informe, que los señores Berned And Son
a quienes iban consignadas las mercancías, según lo afirman
los prevenidos, no tienen ningún representante en Port
Moran, supuesto lugar de destino de la nave y que dichos
señores le manifestaron al Cónsul, que no representaban a

motonave "Lempira", ni conocían a su capitán, y que
tampoco esperaban ninguna mercancía de dicha nave; que
por todo cuando acaba de ser dicho el Tribunal de Ape l a-
ción formó su íntima convicción "en el sentido de que el
prevenido Rafael Paumier intentó introducir clandestina-
mente las mercancías a que hemos hecho referencia \n el
país, (tejidos de rayón, algodón, whisky( etc.) con la ay.k4a
y asistencia de los nombrados Orlando Ramírez, Wilkn
Medrano, Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro.

Considerando que en el hecho que ha sido puesto a
cargo de los inculpados están claramente caracterizados íos
elementos constitutivos del delito de tentativa de contra-
bando y de complicidad en el mismo, previstos por los ar-
tículos 167, 168 y 169 de la Ley 3489 de 1953, para el Ré.

gimen de las Aduanas (modificados por la ley 302 de 1966),
y castigados por el artículo 200 de la referida Ley 3489,
modificada por la Ley 237 de 1964, vigente en el momento
de los hechos, (y luego modificado también por la Ley 302
de 1966), con el comiso de los artículos, productos, géneros
o mercancías objeto del contrabando, el de los animales, ve-
hículos, embarcaciones u otros medios de transporte y de
los objetos o instrumentos que hayan servido para la comi-
sión del hecho; multa de RD$5.00 por cada peso o fracción
dejado de pagar de los derechos e impuestos, y, en todos
los casos y circunstancias, conjuntamente con las sanciones
pecuniarias señaladas más arriba, se aplicará prisión de un
mes a un año; que, por consiguiente, los jueces del fondo
al ordenar el comiso del buque "Lempira", utilizado para
cometer el delito, y al condenar a cada uno de los preve-
nidos a 1 mes de prisión correccional, después de declarar-
los culpables de la indicada infracción aplicó, en ese aspec-
to, penas ajustadas a la ley;

Considerando que, sin embargo, en la sentencia impug-
nada consta que tanto el autor principal como los cómpli-
ces fueron condenados a pagar, cada uno de ellos, una mul-
ta de RD$657,421.15, monto del quíntuplo de los derechos
e impuestos eludidos; que, por el carácter indemnizator:o
de esa sanción, los jueces del fondo no podían pronunciar
sino una sola multa a cargo de los prevenidos y con la soli-
daridad legal establecida en el artículo 55 del Código Pe_
nal; que la Corte a-qua al proclamar en el dispositivo de la
sentencia impugnada, que esa multa debe ser pagada por

da uno" de los prevenidos, hizo una errónea aplicación
el artículo 200 de la Ley 3489, por lo cual la indicada sen-

tencia debe ser casada por vía de supresión y sin envío, en
cuanto a ese punto se refiere;

Considerando que examinada en sus demás aspectos,
la sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al
interés de los recurrentes vicio alguo que amerite su casa-
ción;
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Por tales motivos, Primero: Rechaza, salvo el punto s .-
fialado en los motivos, los recursos de casación interpues-
tos por Rafael Paumier, Orlando Ramírez, Wilson Medra-
no, Oscar Gil, Sergio Rosado y Nelson Castro, contra seri_
tencia dictada en sus atribuciones correccionales por la Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en fecha 24 de diciem-
bre de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte ante
rior del presente fallo; y Segundo: Condena a los recurren-
tes al pago solidario de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernanao
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.- -
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, ne
fecha 24 de enero de 1966.

Materia: Correccional (Viol. a la ley'5771)

Recurrente: José Isabel Arias y la Compañía de Seguros San lta
fael C. por A.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra.
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Md

nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E,-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, hoy día 6 de septiembre de 1967, años 124°
de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sea.
tencia:	 %eh.,

obre los recursos de casación interpuestos por José
1 Arias, persona civilmente responsable, dominicano,

yor de edad, soltero, cédula 10280, serie 32; y la Com-
pañía de Seguros San Rafael C. por A., entidad asegura-
aora, contra sentencia dictada en atribuciones correcciona-
les por la Corte de Apelación de Santo Domingo, en 'fecha
24 de enero de 1966, cuyo dispositivo dice así: "Falla: Pri-
mero: Declara bueno y válido en cuanto a la forma el re-
curso de apelación interpuesto en fecha 26 de mayo de
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1964, por los señores Héctor Darío Castro Javier, José Isa-
bel Arias y la Compañía San Rafael C. por A., contra la
sentencia dictada por la Primera Cámara de lo Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrtio Judicial Nulo..
nal; en fecha 15 de abril de 1964; por haber sido interpues-
to en tiempo hábil y de acuerdo con las leyes de procedi-
miento; Segundo: Se modifica la sentencia apelada en cuan-
to a la pena, y, al declarar al nombrado Víctor Daría Cas-
tro Javier culpable del delito de violación a la Ley No.
5771 (art. lro. letra c) sobre accidentes producidos por ve-
hiculos de motor, en perjuicio de José Altagracia Benítez,
lo condena al pago de una multa de RD$40.00; acogiendo
circunstancias atenuantes, así como al pago de las costas
penales; Tercero: Se confirma la sentencia recurrida en sus
demás aspectos; Cuarto: Se condena a Víctor Darío Castro
Javier, José Isabel Arias y a la Compañía San Rafael C.
i.or A., al pago de las costas civiles";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a.qua, en fecha 7 de febrero de 1966,
a requerimiento del Dr. Pedro Flores Ortiz, cédula 47715
serie lra., a nombre de los recurrentes, en la cual no se
invoca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos de la Ley 5771 de 1961; 10 de
la Ley 4117 de 1955, sobre seguros obligatorios cont : da.
ños ocasionados con vehículos de motor; y 1, 37 y 65 	 la
Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que al tenor del artículo 37 de la Ley
sobre Procedimiento de Casación, cuando el recurso de ca-
sación sea interpuesto por el Ministerio Público, por la par-
le civil o por la persona civilmente responsable, el depósito
de un memorial con la exposición de los medios en que se

funda, será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha MJ-
tivado el recurso en la declaración correspondiente; qur.•.
aunque ese texto legal se refiere solamente a las partes ya
mencionadas, su disposición debe aplicarse a la entidad ase-
guradora, que en virtud del artículo 10 de la Ley 4117 de
1955, sobre seguro obligatorio contra daños ocasionados por
vehículos de motor, haya sido puesta en causa;

Considerando que en el presente caso, los recurrentes
no invocaron, cuando declararon su recurso, ningún medio
determinado de casación; que dichos recurrentes tampoco
han presentado con posterioridad a la declaración del re-
curso, el memorial con la exposición de los medios que -93
sirven de fundamento; que por tanto, los presentes recur-
sos son nulos;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por José Isabel Arias, persona ci-
vilmente responsable, y la Compañía de Seguros San Ra.
fael C. por A., entidad aseguradora, contra sentencia dic-
tada en atribuciones correccionales por la Corte de Apela-
ción de Santo Domingo, en fecha 24 de enero de 1966, cuyo
dispositivo se copia en parte anterior del presente fallo; y,
Segundo: Condena a los recurrentes al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
ciuez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.-- Joaquín M. Alvarez Pero-136.—	 uan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldc
Roj	 arbuccia.— Ernesto Curiel sijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido daday firmada por loss
eñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-

dencia pública del día, mes y año en él expresados, y fu r,fir
mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que

certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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1955, sobre seguro obligatorio contra daños ocasionados por
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sirven de fundamento; que por tanto, los presentes recur-
sos son nulos;

Por tales motivos, Primero: Declara nulos los recursos
de casación interpuestos por José Isabel Arias, persona ci-
vilmente responsable, y la Compañía de Seguros San Ra.
fiel C. por A., entidad aseguradora, contra sentencia dic-
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mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 19£7

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de Jaragua, de fecha 8 de
mayo de 1967

Materia: Correccional
Recurrente: Roselia Rivas

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na.
cional, hoy día 6 de septiembre del año 1967, años 124 9 cle
la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-1
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roseliaj
Rivas, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos , domiciliada y residente en el Municipio de Jara-
gua, Provincia de Baoruco, cédula No. 1628, serie 5.1, coa.
tra sentencia del Juzgado de Paz de Jaragua, de fech ..,8 de
mayo de 1967, en sus atribuciones correccionales, cuy dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe Declarar,
como al efecto Declara, a los nombrados Enrique Pérez, Ra-

mona Matos y Roselia Rivas, de generales anotadas, por el
delito de sostener una riña, resultando la última con go..-
pes en distintas partes del cuerpo, y en consecuencia se le
condenan al pago de una multa de RD$1.00 cada uno; SE'

GUNDO: que debe Condenar y Condena, a los referidos in..
culpados al pago de las costas";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 	 •
Oído el dictamen del Magistsado Procurador General

de la 

Vista

R e p úebl iaccat

;a de casación de fecha 9 de mayo de 1967,
levantada en la Secretaría del Juzgado a-quo a requed.
miento de la recurrente Roselia Rivas, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311 y 463 del Código Penal;
167, 192 y 200 del Código de Procedimiento Criminal y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que según el artículo 1 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación sólo son susceptibles del recur_
so de casación las sentencias dictadas en última o única
instancia por los tribunales del orden judicial; que, en el
presente caso el Juzgado de Paz de Jaragua regularmente
apoderado, en sus atribuciones correccionales, del hecho
puesto a cargo de Roselia Rivas de haber sostenido una ri_
ña con Enrique Pérez y Ramona Matos, como consecuen-
cia de la cual ocasionó golpes curables antes de diez días
a sus contendientes, la condenó, acogiendo circunstancias
raitenueantes, a un peso de multa;

Considerando que si bien el attículo 167 del Código de
Procedimiento Criminal ha limitado la apelación en mate-

a d 

simple  policía, esa regla no rige cuando los Juzgados
actúan en materia correccional, como ocurrió en la

espese, caso en el cual el fallo dictado es susceptible deape
lación de acuerdo con el artículo 200 del mismo Código,vía de recurso, esta última, generalizada en beneficio det

odas las partes y contra todas las sentencias, excepto lo
establecido en el artículo 192 del citado Código; que sien-do, en consecuencia, apelable el fallo impugnado,"no podíaser rec

urrido en casación,, aún cuando la pena impuesta fue-

P,
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SENTENCIA DE FECHA 6 DE SEPTIEMBRE DEL 1901

Sentencia impugnada: Juzgado de Paz de Jaragua, de fecha 8 de
mayo de 1967

Materia: Correccional
Recurrente: Roselia Rivas

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 6 de septiembre del año 1967, años 124 9 cle
la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Roselia
Rivas, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios do-
mésticos , domiciliada y residente en el Municipio de Jara.
gua, Provincia de Baoruco, cédula No. 1628, serie 5.,3, coa.
tra sentencia del Juzgado de Paz de Jaragua, de fech\,•,8 de
mayo de 1967, en sus atribuciones correccionales, cuyk dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: que debe Declarar,
como al efecto Declara, a los nombrados Enrique Pérez,
mona Matos y Roselia Rivas, de generales anotadas, por el
delito de sostener una riña, resultando la última con go..
pes en distintas partes del cuerpo, y en consecuencia se le
condenan al pago de una multa de RD$1.00 cada uno; SE.

GUNDO: que debe Condenar y Condena, a los referidos in.
culpados al pago de las costas";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol; 	 •
Oído el dictamen del Magistsado Procurador General

de la República;

Vista el acta de casación de fecha 9 de mayo de 1967,
levantada en la Secretaría del Juzgado a-quo a requeri_
miento de la recurrente Roselia Rivas, en la cual no se ex-
pone ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311 y 463 del Código Penal;
167, 192 y 200 del Código de Procedimiento Criminal y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que según el artículo 1 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación sólo son susceptibles del recur_
so de casación las sentencias dictadas en última o única
instancia por los tribunales del orden judicial; que, en el
presente caso el Juzgado de Paz de Jaragua regularmente
apoderado, en sus atribuciones correccionales, del hecho
puesto a cargo de Roselia Rivas de haber sostenido una ri_
ña con Enrique Pérez y Ramona Matos, como consecuen-
cia de la cual ocasionó gol pes curables antes de diez días

sus contendientes, la condenó, acogiendo circunstancias
atenuantes, a un peso de multa;

Considerando que si bien el artículo 167 del Código de
Procedimiento Criminal ha limitado la apelación en ma-le-
ría de
de p

mple policía, esa regla no rige cuando los Juzgados
actúan en materia correccional, como ocurrió en la

espíe, caso en el cual el fallo dictado es susceptible deape
lación de acuerdo con el artículo 200 del mismo Código,vía de recurso, esta última, generalizada en beneficio det

odas las. partes y contra todas las sentencias, excepto loesta
blecido en el artículo 192 del citado Código; que sien_do , en consecuencia apelable el fallo impugnado,"no podíaser rec

urrido en casación, aún cuando la pena impuesta fuc-
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ra de un peso de multa, por lo cual el presente recurso no
puede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Roselia Rivas, contra la
sentencia del Juzgado de Paz de Jaragua de fecha 8 de ma,
yo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundo: Condena a la recu.

rrente al pago de las costas.
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A Amiama— Juan Bautista
Rojas Almánzar— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamien to, en la au-
aiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico, (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. de
Monte Cristi, de fecha 3 de noviembre de 1966.

Materia: Trabajo

Recurrente: Sindicato de Obreros Portuarios Autónomo de Man-
zanillo.

Abogada: Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, Dr. Antonio Bailes-
ter Hernández y Dr. Gerónimo Gilberto Cordero,

Recurrido: Grenada Company.
Abogado: Dres. Federico C. Alvarez hijo, Santiago Cruz López,

Lic. Federico C. Alvarez y Manuel de Ja Viñas hijo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernandó E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
las, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa_
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-

de Guzmán, Distrito Nacional, a los 8 días del mes
eptiembre de 1967, años 124^ de la Independencia y
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como

corte de casación, 	 siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Sincf-
, cato de Obreros Portuarios Autónomo de Manzanillo, Pro-v

incia de Monte Cristi, registrado con el No. 26/61 en laSecr
etaría de Estado de Trabajo, contra la sentencia dicta_

E

Ming
de
10

1
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ra de un peso de multa, por lo cual el presente recurso no
ruede ser admitido;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por Roselia Rivas, contra la
sentencia del Juzgado de Paz de Jaragua de fecha 8 de ma.
yo de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior del presente fallo; y, Segundo: Condena a la recu-

rrente al pago de las costas.
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-

velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A Amiama— Juan Bautista
Rojas Almánzar— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por les
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
aiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

i:NTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del D. J. cie
Monte Cristi, de fecha 3 de noviembre de 1966.

Materia: Trabajo

Recurrente: Sindicato de Obreros Portuarios Autónomo de Man-
zanilla

Abogado: Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, Dr. Antonio Bailes-
ter Hernández y Dr. Gerónimo Gilberto Cordero.

Recurrido: Grenada Company.
Abogado: Dres. Federico C. Alvarez hijo, Santiago Cruz López,

Lic. Federico C. Alvarez y Manuel de Js. Viñas hijo.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Borges Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
/as, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-

de Guzmán, Distrito Nacional, a los 8 días del mes
eptiembre de 1967, años 124" de la Independencia y
de la Restauración, dicta en audiencia pública, como

corte de casación, 11 siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Sindi-
cato de Obreros Portuarios Autónomo de Manzanillo, Pro..vincia de Monte Cristi, registrado con el No. 26/61 en laSec

retaría de Estado de Trabajo, contra la sentencia dicta-

ming
de
10
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da en fecha 3 de noviembre de 1966 por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi como

ribunal de Trabaje de segundo grado, cuyo dispositivo fi-
gura más adelante;

Oído el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, cédula 1772,
serie 67, por sí y per los Doctores Antonio Ballester Her-
nández, cédula 141, serie 48, y Gerónimo Gilberto Cordero,
cédula 36, serie 12 , todos abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oídos los Dres Federico C. Alvarez hijo, cédula 38684,
serie 31, y Santiago Cruz López, cédula 17640, serie 47.
por sí y por los Licdos. Federico C. Alvarez, cédula 4041,
serie 1, y Manuel de Js. Viñas hijo, cédula 9, serie 47, ta_
dos abogados de la parte recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es la Grenada Company, constitui-
da por las leyes del Estado de Delaware, Estados Unidos
cte América, con su domicilio en el país en la casa No. 21
de la calle José Gabriel García, de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 21 de diciem-
bre de 1966 y su ampliación de fecha 15 de 'febrero de 1967,
suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se in-
vocan contra la sentencia impugnada los medios que se in-
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de enero de
1967 y su ampliación de fecha 7 de abril de 1967, suscrito
por los abogados de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de habe "z1

liberado, y vistos los artículos 6, 12, 44, 311 y 380 del o_
digo de Trabajo; 1101, 1134, 1135, 1142, 1147 y 1315 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral que no pudo ser

conciliada ante la autoridad administrativa correspondien-
te, el Juzgado de Paz de Pepillo Salcedo, Provincia de
Monte Cristi, dictó en fecha 27 de junio de 1966, como Tri_
bunal de Primer Grado, una sentencia, cuyo dispositivo fi-
gura más adelante en el de la ahora impugnada; b) que.
sobre apelación del Sindicato, el Juzgado de Primera Ins..
tancia de Monte Cristi dictó en fecha 3 de noviembre cte
1966, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, la sen-
tencia que ahora se impugna, con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Declara, en cuanto a la forma, regular y
válido, el recurso de apelación interpuesto por el Sindicato
de Obreros Portuarios Autónomo (SOPA) de Manzanillo,
en fecha trece (13) del mes de julio del año en curso, 1966,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Pepillo Salcedo, en funciones de Tribunal de
Trabajo de Primer Grado, cuyo dispositivo se copia más
adelante; Segundo: Que debe Rechazar y Rechaza, las con-
clusiones presentadas por el Sindicato de Obreros Portua-
rios Autónomo (SOPA) de Manzanillo, las cuales se en_
cuentran copiadas en otra parte de la presente sentencia,
por imorocedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe
Confirmar y Confirma, la sentencia objeto del presente re-
curso de apelación, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Falla: Primero: Declara regular en la forma la
demanda introducida por el Sindicato de Obreros Portua-
rio Autónomo (SOPA) de Manzanillo; Segundo: Declara al
Juzgado de Paz Tribunal de Trabajo de primer grado com-
petente para conocer del asunto de que trata; Tercero: Re.
chamo la reclamación que hace el Sindicato de Obreros Por-

los Autónomo (SOPA) de Manzanillo, por improceden-
y mal fundada y Cuarto: Condena al referido Sindicato

e Obreros Portuarios Autónomo (SOPA) de Manzanillo, al
pago de las costas"; Cuarto: Que debe condenar y condena
a la parte apelante al pago de las costas";

Considerando, que, en su memorial de casación, el SiD_

dicato recurrente invoca los siguientes medios: Primer Me-
dio: Violación del artículo Segundo del Pacto Colectivo
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da en fecha 3 de noviembre de 1966 por el Juzgado de Pri..
mera Instancia del Distrito Judicial de Monte Cristi como
Tribunal de Trabajo de segundo grado, cuyo dispositivo fi-
gura más adelante;

Oído el Dr. Rafael Antonio Durán Oviedo, cédula 1772,
serie 67, por sí y per los Doctores Antonio Ballester Her-
nández, cédula 141, serie 48, y Gerónimo Gilberto Cordero,
cédula 36, serie 12 , todos abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oídos los Dres Federico C. Alvarez hijo, cédula 38684,
serie 31, y Santiago Cruz López, cédula 17640, serie 47.
por sí y por los Licdos. Federico C. Alvarez, cédula 4041,
serie 1, y Manuel de Js. Viñas hijo, cédula 9, serie 47, ta_
dosabogados de la parte recurrida, en la lectura de sus con-
clusiones; recurrida que es la Grenada Company, constitui-
da por las leyes del Estado de Delaware, Estados Unidos
cte América, con su domicilio en el país en la casa No. 21
de la calle José Gabriel García, de esta capital;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 21 de diciem-
bre de 1966 y su ampliación de fecha 15 de Tebrero de 1967,
suscrito por los abogados del recurrente, en el cual se in-
vocan contra la sentencia impugnada los medios que se in_
dican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 9 de enero de
1967 y su ampliación de fecha 7 de abril de 1967, suscrito
por los abogados de la recurrida;

La Suprema Corte de Justicia, después de habe -rl e-
hberado, y vistos los artículos 6, 12, 44, 311 y 380 del o-
digo de Trabajo; 1101, 1134, 1135, 1142, 1147 y 1315 del
Código Civil; 141 del Código de Procedimiento Civil; y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada y en 13s
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que con motivo de una demanda laboral que no pudo ser

conciliada ante la autoridad administrativa correspondien-
te, el Juzgado de Paz de Pepillo Salcedo, Provincia de
Monte Cristi, dictó en fecha 27 de junio de 1966, como Tri_
bunal de Primer Grado, una sentencia, cuyo dispositivo fi-
gura más adelante en el de la ahora impugnada; b) que.
sobre apelación del Sindicato, el Juzgado de Primera Ins-
tancia de Monte Cristi dictó en fecha 3 de noviembre cte
1966, como Tribunal de Trabajo de Segundo Grado, la sen-
tencia que ahora se impugna, con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: D: clara, en cuanto a la forma, regular y
válido, el recurso de apelación interpuesto por el Sindicato
de Obreros Portuarios Autónomo (SOPA) de Manzanillo,
c•n fecha trece (13) del mes de julio del año en curso, 1966,
contra la sentencia dictada por el Juzgado de Paz del Mu-
nicipio de Pepillo Salcedo, en funciones de Tribunal de
Trabajo de Primer Grado, cuyo dispositivo se copia más
adelante; Segundo: Que debe Rechazar y Rechaza, las con-
clusiones presentadas por el Sindicato de Obreros Portua-
rios Autónomo (SOPA) de Manzanillo, las cuales se en_
cuentran copiadas en otra parte de la presente sentencia,
por improcedentes y mal fundadas; Tercero: Que debe
Confirmar y Confirma, la sentencia objeto del presente re-
curso de apelación, cuyo dispositivo copiado textualmente
dice así: "Falla: Primero: Declara regular en la forma la
demanda introducida por el Sindicato de Obreros Portua-
rio Autónomo (SOPA) de Manzanillo; Segundo: Declara al
Juzgado de Paz Tribunal de Trabajo de primer grado com-
petente para conoce': del asuntó de que trata; Tercero: Re_
chala reclamación que hace el Sindicato de Obreros Per-
ti los Autónomo (SOPA) de Manzanillo, por improceden-
/1 y mal fundada y Cuarto: Condena al referido Sindicato
de Obreros Portuarios Autónomo (SOPA) de Manzanillo, al
Pago de las costas"; Cuarto: Que debe condenar y condena
a la parte apelante al pago de las costas";

Considerando, que, en su memorial de casación, el Sin-
dicato recurrente invoca los siguientes medios: Primer Me-
dio: Violación del artículo Segundo del Pacto Colectivo de
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Condiciones de Trabajo, suscrito entre el Sindicato de Obre.
ros Portuarios Autónomo de Manzanillo (SOPA) y la Gre-
nada Company, Compañía Agrícola e Industrial, constitui-
da de acuerdo con las Leyes del Estado de Delaware, Esta-
dos Unidos de Norteamérica en fecha 13 de enero de 1965,
Violación por falsa aplicación de los artículos 1134 y 1135
Gel Código Civil. Segundo Medio: Errada aplicación de :os
artículos 6, 12, 44 y 380 del Código de Trabajo. Tercer Me-
nao: Violación del artículo 1315 del Código Civil. Falta de
Motivos. Falta de Base Legal. Cuarto Medio: Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Motivación
insuficiente en la ponderación de documentos de la causa.
Falta de Base Legal. Falsa aplicación de los artículos 1101,
1142 y 1147 del Código Civil;

Considerando, que, en el primer medio del recurso, ?1
Sindicato alega, en síntesis, que la sentencia impugnada, al
rechazar su a pelación, ha violado el artículo 2 9 del Pacto
Colectivo de Condiciones de Trabajo celebrado entre c:1
Sindicato recurrente y la Grenada Company el 13 de ene.
ro de 1965, a que ya se ha hecho referencia, que dice así:
"Artículo 29 Durante la vigencia de este contrato, la Se-
gunda Parte (Grenada) conviene en no hacer cierres o pa-
os de trabajo. Sin embargo, si las condiciones económicas,

o por fuerza mayor o caso fortuito, hacen la marcha y con-
Ciciones de sus operaciones imposible o desventajosa, la
Segunda Parte (Grenada) podrá reducirlas o hacerlas ce-
sar, y la Primera Parte (Sindicato), conviene que ella o sus
miembr's, no harán huelgas o paros de trabajo, ni re " ?ci-
rán el ritmo de su trabajo, durante dicho período"; que 
acuerdo con la estipulación señalada, la Grenada —contr.
ricamente a lo que dice la sentencia— se obligó a no hacer
cierres o paros de trabajo durante la vigencia del Pacto en
perjuicio de los trabajadores protegidos por dicho Pacto;
que la sentencia, al confundir las obligaciones estipuladas
por el Pacto con las que podían resultar de los contratos
particulares referentes a la llegada, carga y descarga de ca-

da buque, ha desnaturalizado el sentido de dicho Pacto;
pero,

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos
en la interpretación de los contratos, a menos que incurran,

interoretarlos, en una desnaturalización de los mismos;
que, en la especie, para decidir que la recurrida no violó cl
artículo 29 del Pacto de que ya se ha hecho mérito, el Juz-
gado a-quo declara, en el 4 9 Considerando de su sentencia
"que no puede invocarse, como lo alega la parte apelante,
que la falta de llegada de barcos al Puerto de Manzanillo
de la Grenada Company o consignados a ella, constituye
un cierre o paro de trabajo, en razón de que el Pacto Colec-
tivo de Condiciones de Trabajos celebrado entre dichas par-
tes en fecha trece de enero del año mil novecientos sesenta
y cinco (1965), no crea, por sí solo, contratos de trabajo,
toda vez que los contratos de trabajo de acuerdo a ese Pac.
to, solamente se crean en cada oportunidad que arriba un
barco al Puerto de Manzanillo consignado a la Grenada
Company y termina con la carga o descarga de cada barco,
conforme a las disposiciones generales de los artículos 6 y
12 del Código de Trabajo"; que esta Suprema Corte estima
que la interpretación contenida en el motivo antes trans-
crito en nada desnaturaliza el Pacto cuya violación se ale-
ga; que en efecto, siendo contratos para servicios determi-
nados, como correctamente los califica la sentencia impug-
nada, los que ejecutaban los trabajadores protegidos por el
Pacto durante la estadía de cada barco, los paros o cierres

a no realización estipuló la recurrida en el artículo 2do.
1 Pacto durante la vigencia de éste (hasta el 17 de enero

e 1967), no podían ser otros que los que se produjeran
concomitantemente con el tiempo de estadía de cada bar-
co, lo que no consta en el proceso que haya sucedido era
ningún caso; que , por tales razones, el primer medio del re-
acuersesostirmefaedroente a la desnaturalización en la interpretación
del artículo 2do. del Pacto carece de fundamento y debe ser
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Condiciones de Trabajo, suscrito entre el Sindicato de Obre-
ros Portuarios Autónomo de Manzanillo (SOPA) y la Gre-
nada Company, Compañía Agrícola e Industrial, constitui-
da de acuerdo con las Leyes del Estado de Delaware, Esta-
dos Unidos de Norteamérica en fecha 13 de enero de 1965,
Violación por falsa aplicación de los artículos 1134 y 1135
del Código Civil. Segundo Medio: Errada aplicación de los
artículos 6, 12, 44 y 380 del Código de Trabajo. Tercer Me-
dio: Violación del artículo 1315 del Código Civil. Falta de
Motivos. Falta de Base Legal. Cuarto Medio: Violación del
artículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Motivación
insuficiente en la ponderación de documentos de la causa.
Falta de Base Legal. Falsa aplicación de los artículos 1101,
1142 y 1147 del Código Civil;

Considerando, que, en el primer medio del recurso, el
Sindicato alega, en síntesis, que la sentencia impugnada, al
rechazar su apelación, ha violado el artículo 2`" del Pacte
Colectivo de Condiciones de Trabajo celebrado entre c:1
Sindicato recurrente y la Grenada Company el 13 de ene-
ro de 1965, a que yo se ha hecho referencia, que dice así:
"Artículo 29 Durante la vigencia de este contrato, la Se-
gunda Parte (Grenada) conviene en no hacer cierres o pa-
ros de trabajo. Sin embargo, si las condiciones económicas,
o por fuerza mayor o caso fortuito, hacen la marcha y con-
diciones de sus operaciones imposible o desventajosa, la
Segunda Parte (Grenada) podrá reducirlas o hacerlas ce-
sar, y la Primera Parte (Sindicato), conviene que ella o sus
miembros, no harán huelgas o paros de trabajo, ni re ‘?ci-
rán el ritmo de su trabajo, durante dicho período"; que 12
acuerdo con la estipulación señalada, la Grenada —contr)
riamente a lo que dice la sentencia— se obligó a no hacer
cierres o paros de trabajo durante la vigencia del Pacto en
perjuicio de los trabajadores protegidos por dicho Pacto;
oue la sentencia, al confundir las obligaciones estipuladas
por el Pacto con las que podían resultar de los contratos
particulares referentes a la llegada, carga y descarga de ca-
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da buque, ha desnaturalizado el sentido de dicho Pacto;
pero,

Considerando, que los jueces del fondo son soberanos
en la interpretación de los contratos, a menos que incurran,
bi interpretarlos, en una desnaturalización de los mismos;
que, en la especie, para decidir que la recurrida no violó cl
artículo 29 del Pacto de que ya se ha hecho mérito, el Juz-
gado a-quo declara, en el 4° Considerando de su sentencia
`'que no puede invocarse, como lo alega la parte apelan'_e,
que la falta de llegada de barcos al Puerto de Manzanillo
de la Grenada Company o consignados a ella, constituye
un cierre o paro de trabajo, en razón de que el Pacto Colec-
tivo de Condiciones de Trabajos celebrado entre dichas par-
tes en fecha trece de enero del año mil novecientos sesenta
y cinco (1965), no crea, por sí solo, contratos de trabajo,
toda vez que los contratos de trabajo de acuerdo a ese Pac.
to, solamente se crean en cada oportunidad que arriba un
barco al Puerto de Manzanillo consignado a la Grenada
Company y termina con la carga o descarga de cada barco,
conforme a las disposiciones generales de los artículos 6 y
12 del Código de Trabajo"; que esta Suprema Corte estima
que la interpretación contenida en el motivo antes trans_
crito en nada desnaturaliza el Pacto cuya violación se ale-
ga; que en efecto, siendo contratos para servicios determi-
nados, como correctamente los califica la sentencia impug-
nada, los que ejecutaban los trabajadores protegidos por el
Pacto durante la estadía de cada barco, los paros o cierres
ct a no realización estipuló la recurrida en el artículo 2do.

1 Pacto durante la vigencia de éste (hasta el 17 de ene: c.
e 1967), no podían ser otros que los que se produjeran

concomitantemente con el tiempo de estadía de cada bar_
co,. lo que no consta en el proceso que haya sucedido en
ningún caso; que por tales razones, el primer medio del re-
curso referente a la desnaturalización en la interpretación
del artículo 2do. del Pacto carece de fundamento y debe ser
aesestimado;
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Considerando, que en el segundo medio del recurso, e;
Sindicato alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada
se ha hecho una errada interpretación al considerar a les
trabajadores portuarios protegidos por el Pacto de 1965 el-
/no trabajadores ocasionales, relacionándose su situación
con la prevista en los artículos 6 y 12 del Código de Traba-
jo, olvidando la existencia del Pacto Colectivo ya citado,
aue sizo fijos a esos trabajadores; pero,

Considerando, que, en las motivaciones de la sentencia
impugnada copiadas precedentemente y que esta Corte es-
tima ajustadas al verdadero sentido del Pacto invocado por
el Sindicato, ha quedado analizado el punto debatido, en el
sentido de que los trabajadores lo eran para tiempo de ser-
vicio determinado per la duración de la estadía de los bar-
cos en cuya carga y descarga operaban, que no tenían que
ser siempre los mismos trabajadores; que en dichas moti
vaciones se ha precisado claramente el efecto protectiva
aue tenía dicho Pacto para los trabajadores durante su
tiempo de labor, afecto limitado a que, durante esos perío-
dos, la Grenada no podía cerrar, parar o suspender dichos
trabajos sin responsabilidad por causas que no fueran las
previstas en el mismo Pacto; que esa protección, sin em-
bargo, no podía tener el efecto de trasmutar a dichos tr,-.-,-
bajadores en trabajadores fijos, como lo sostiene el Sindi-
cato; que por tanto, el segundo medio del recurso carece
también de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, rue, en el tercer medio del recurso, el
c\\Sindicato recurrente lo que hace, en síntesis, es insistir, ,n

nuevos alegatos, en la tesis de que, al probar la existenci .,
("el Pacto de 1965, y al declarar la Grenada que había deci-
ciido su retiro del país, la sentencia debió reconocer,. y no
lo hizo, que había sido violado el artículo 2° de dicho Pac-
to; que en el mismo medio se denuncia la violación, por la
sentencia impugnada, del artículo 1315 del Código Civil, a:
no conceder el Juzgado a-quo las medidas de instrucción
que pidió el Sindicato el 7 de octubre de 1966 fundándose,

dicho Juzgado, en que la letra del contrato era suficiente-
mente clara para resolver el litigio; pero,

Considerando, que, en motivaciones de la sentencia irri_
pugnada, que esta Corte estima ajustadas al sentido del
Pacto de 1965, se ha precisado el único efecto que tenía su
artículo 2" en protección de los trabajadores, efecto que con-
sistía en no hacerlo(' objeto de paros, cierres o suspensiones
durante los períodos intermitentes en que prestaban sus
servicios; que esa protección limitada (aparte de otras es-
tipulaciones del Pacto en provecho de los trabajadores que
no han sido objeto del litigio), no podía tener nada que ver
con la retirada general de la empresa del negocio a que se
dedicaba, hecho que sólo podía afectar eventualmente a
los empleados y trabajadores fijos; que siendo todas estas
cuestiones un asunto dependiente de la interpretación del
Pacto de 1965, que ya había sido aportado al tribunal, el
Juzgado a-qua actuó dentro de sus poderes regulares al no
conceder las medidas de instrucción a que se ha referido el
Sindicato recurrente; que, por tanto, el tercer medio del re-
curso carece también de fundamento y debe ser desesti.
mado;

Considerando, que, en el cuarto 3r último medio del re-
curso, el Sindicato recurrente alega que la sentencia im-
pugnada adolece de una motivación insuficiente y que ca-
rece de base legal acerca de diversos aspectos del caso; en-
tre los cuales cita sus conclusiones formales del 7 de octu..
bsere deneeli9a6;6p,

pero,
según el Sindicato, no se mencionan en la

Considerando, que, tal como resulta de los desarrollos
nteriores, el litigie objeto de la sentencia impugnada se

concretó y centralizó en la interpretación del artículo 29
del Pacto Colectivo de 1965 entre la Grenada y el Sindica-
to, cuya copia, no discutida por ninguna de las dos partes,
fue llevada al conocimiento del Juzgado a.quo; que, en ta-
les condiciones, para justificar la solución dada al caso bas-
taban motivaciones de derecho, como las que dio dicho Juz.
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Considerando, que en el segundo medio del recurso, el
Sindicato alega, en síntesis, que en la sentencia impugnada
se ha hecho una errada interpretación al considerar a los
trabajadores portuarios protegidos por el Pacto de 1965 co_
ino trabajadores ocasionales, relacionándose su situación
con la prevista en los artículos 6 y 12 del Código de Traba-
jo, olvidando la existencia del Pacto Colectivo ya citado,
cue sizo fijos a esos trabajadores; pero,

Considerando, que, en las motivaciones de la sentencia
impugnada copiadas precedentemente y que esta Corte es-
tima ajustadas al verdadero sentido del Pacto invocado por
el Sindicato, ha quedado analizado el punto debatido, en el
sentido de que los trabajadores lo eran para tiempo de ser-
vicio determinado per la duración de la estadía de los bar_
cos en cuya carga y descarga operaban, que no tenían que
ser siempre los mismos trabajadores; que en dichas moti
vaciones se ha precisado claramente el efecto protectiva
aue tenía dicho Pacto para los trabajadores durante su
tiempo de labor, efecto limitado a que, durante esos perío-
dos, la Grenada no podía cerrar, parar o suspender dichos
trabajos sin responsabilidad por causas que no fueran las
previstas en el mismo Pacto; que esa protección, sin em-
bargo, no podía tener el efecto de trasmutar a dichos trz-,-
bajadores en trabajadores fijos, como lo sostiene el Sindi-
cato; que por tanto, el segundo medio del recurso carece
también de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, rue, en el tercer medio del recurso, el
Sindicato recurrente lo que hace, en síntesis, es insistir, n
nuevos alegatos, en la tesis de que, al probar la existenci
óel Pacto de 1965, y al declarar la Grenada que había deci-
dido su retiro del país, la sentencia debió reconocer, y no
lo hizo, que había &do violado el artículo 2" de dicho Pac-
to; que en el mismo medio se denuncia la violación, por la
sentencia impugnada, del artículo 1315 del Código Civil, a:
no conceder el Juzgado a.quo las medidas de instrucción
que pidió el Sindicato el 7 de octubre de 1966 fundándose,

dicho Juzgado, en que la letra del contrato era suficiente-
mente clara para resolver el litigio; pero,

Considerando, que, en motivaciones de la sentencia im.
pugnada, que esta Corte estima ajustadas al sentido del
Pacto de 1965, se ha precisado el único efecto que tenía su
artículo 2" en protección de los trabajadores, efecto que con-
sistía en no hacerlos objeto de paros, cierres o suspensiones
durante los períodos intermitentes en que prestaban sus
servicios; que esa protección limitada (aparte de otras es-
tipulaciones del Pacto en provecho de los trabajadores que
no han sido objeto del litigio), no podía tener nada que ver
con la retirada general de la empresa del negocio a que so
dedicaba, hecho que sólo podía afectar eventualmente a
los empleados y trabajadores fijos; que siendo todas estas
cuestiones un asunto dependiente de la interpretación del
Pacto de 1965, que ya había sido aportado al tribunal, el
Juzgado a-qua actuó dentro de sus poderes regulares al no
conceder las medidas de instrucción a que se ha referido el
Sindicato recurrente; que, por tanto, el tercer medio del re_
curso carece también de fundamento y debe ser desesti-
mado;

Considerando, que, en el cuarto y, último medio del re-
curso, el Sindicato recurrente alega que la sentencia im-
pugnada adolece de una motivación insuficiente y que ca-
rece de base legal acerca de diversos aspectos del caso; en•
tre los cuales cita sus conclusiones formales del 7 de octu..
bre de1966, que, según el Sindicato, no se mencionan en )a
se encía; pero,

Considerando, que, tal como resulta de los desarrollos
nteriores, el litigie objeto de la sentencia impugnada se

concretó y centralizó en la interpretación del artículo 29
del Pacto Colectivo de 1965 entre la Grenada y el Sindica-
to, cuya copia, no discutida por ninguna de las dos partes,
fue llevada al conocimiento del Juzgado a.quo; que, en ta-
les condiciones, para justificar la solución dada al caso bas-
taban motivaciones de derecho, como las que dio dicho Juz.
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gado, según consta precedentemente; que el examen de la
sentencia impugnada muestra que en la audiencia del 7 de
octubre de 1966 el Juzgado a-quo concedió un plazo de 20
días a las dos partes para ampliar o modificar conclusio-
nes, en vista de lo cual el Sindicato recurrente presentó
sus conclusiones finales el 19 de octubre del mismo año,
que son las que figuran transcritas en la sentencia impug-
nada; que en tales condiciones, resultaba innecesario qi.12
se transcribieran las conclusiones del 7 de octubre, que po-
dían ser presentadas en igual forma o modificadas en Ja
audiencia subsiguiente, última efectuada para instrucción
del caso; que, por tales razones, el cuarto y último medio
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Sindicato de Obreros Portuarios
Autónomo de Manzanillo contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia de Montecristi como Tribu-
n. lade Trabajo de segundo grado, en fecha 3 de noviembre
de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al Sindicato recu-
rrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran_
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada po dos
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en .1-n
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 13
de diciembre de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Gerardo Aníbal Bencosme
Abogado: Dr. Luis Ramón Cordero G.

Recurrido: José G. Rincón
Abogado: Lic. Francisco Thevenin

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra..
nión Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Be:-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras;
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán_
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio.
nal, hoy día 8 de Septiembre del año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105 Q de la Restauración, dicta en audien-
cia 7iblica, como corte de casación, la siguiente sentencia.
,.....Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerardo

A iba' Bencosme, dominicano, mayor de edad, casado, agri_
e ltor, domiciliado y residente en el paraje "El Aguacate"
de la sección de "Plztanal" del Municipio de Cotuy, cédula
No. 29008, serie 54, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones civiles, de fecha 13 de Di-
ciembre de 1966, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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gado, según consta precedentemente; que el examen de la
sentencia impugnada muestra que en la audiencia del 7 de
octubre de 1966 el Juzgado a-quo concedió un plazo de 20
días a las dos partes para ampliar o modificar conclusio-
nes, en vista de lo cual el Sindicato recurrente presentó
sus conclusiones finales el 19 de octubre del mismo año,
que son las que figuran transcritas en la sentencia impug-
nada; que en tales condiciones, resultaba innecesario qua
se transcribieran las conclusiones del 7 de octubre, que po-
dían ser presentadas en igual forma o modificadas en la
audiencia subsiguiente, última efectuada para instrucción
del caso; que, por tales razones, el cuarto y último medio
del recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por el Sindicato de Obreros Portuarios
Autónomo de Manzanillo contra la sentencia dictada por el
Juzgado de Primera Instancia de Montecristi como Tribu-
n Jade Trabajo de segundo grado, en fecha 3 de noviembre
de 1966, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al Sindicato recu-
rrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran_
cisco Elpidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

i\\La presente sentencia ha sido dada y firmada po dos
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en .An
audiencia pública del día, mes y año en él expresados,
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo). Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 13
de diciembre de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Gerardo Aníbal Bencosme
Abogado: Dr. Luis Ramón Cordero G.

Recurrido: José G. Rincón
Abogado: Lic. Francisco Thevenín

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
nión Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos MI. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Be:-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beros;
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Se-
cretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 8 de Septiembre del año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105° de la Restauración, dicta en audien-
cia bíblica, como corte de casación, la siguiente sentencia.

,_ "Sobre el recurso de casación interpuesto por Gerardo
P' íbal Bencosme, dominicano, mayor de edad, casado, agri_Ií
c ltor, domiciliado y residente en el paraje "El Aguacate"

,

de la sección de "Pletanal" del Municipio de Cotuy, cédula
NO. 29008, serie 54, contra sentencia de la Corte de Apela-
ción de La Vega, en atribuciones civiles, de fecha 13 de Di-
ciembre de 1 966 cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
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Oído al Doctor Luis Ramón Cordero G., cédula No.
28384, serie 47, abogado del recurrente en la lectura de su';
conclusiones;

Oído el Lic. R. Francisco Thevenín, cédula No. 15914.
serie lra., abogado del recurrido José G. Rincón, dominica-
ro, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residentc
en la ciudad de Cotuy, cédula No. 267, serie 49, en la lec.
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Luis
Ramón Cordero G, abogado del recurrente, depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 15
de Marzo de 1967, en el cual se invocan los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por
su abogado Lic. R. Francisco Thevenín, en fecha 22 cle
Abril de 1967;

Visto el memorial de ampliación de fecha 29 de Mayo
de 1967, suscrito por el abogado del recurrente;

Visto el escrito de ampliación del memorial de defen.
sa, suscrito por el abogado del recurrido, en fecha 14 de
Julio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 158,
159 y 188 del Código de Procedimiento Civil, reformados;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; \‘

Considerando que en la sentencia impugnada y 	 s
documentos a que ella se refiere consta: a) Que el 31 de agos-
to de 1964 el Juzgado de Primera Instancia de Sánchez Ra-
mírez, dictó una sentencia en defecto por falta de compa-
recer contra Gerardo Aníbal Bencosme, por la cual fue con-
clenado a pagar al demandante José G. Rincón RD$900.00 a
título de indemnización por los daños y perjuicios experi-

mentados en una colisión de vehículos, más las costas; de.
clarándose oponible dicha sentencia a la Compañía de Se-
guros C. por A.; b) que esa sentencia fue notificada el 9
de septiembre de 1964; c) Que el 23 de Febrero y el 8 de
marzo de 1965 se realizaron actos de embargo conservata
ríos, siendo designado guardián el propio embagado Gerar-
clo Aníbal Bencosme; d) Que en esas mismas fechas le fue
rotificada la denuncia del embargo y se le citó en validez;
e) Que el 11 de marzo de 1965, Bencosme sizo formal opo-
sición a la sentencia que lo había condenado en defecto; y,
en esa misma fecha, constituyó abogado al Dr. Luis Ramón
Cordero G., para responder a la demanda en validez del
embargo conservatorio que se había hecho; f) que el 25 de
marzo de 1965 por instancia dirigida al Juez de Primera
Instancia, el oponente Bencosme, por medio de su abogado,
notificó la oposición y pidió comunicación de documentos;
g) Que el demandante Rincón le notificó avenir para dis-
cutir la validez del embargo conservatorio, el 8 de abril de
1965; h) Que el 18 de Noviembre de 1965, el Juzgado de
Primera Instancia apoderado de la demanda en validez del
embargo, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: "PRI.
MERO: Declara irrecibible la constitución de abogado for-
mulada por el Dr. Luis Ramón Cordero G., con objeto de
representar al señor Gerardo Aníbal Bencosme, por ser
frustratoria. SEGUNDO: Declara irrecibible la solicitud de
comunicación de documentos formulada por el señor Gerar-
do Aníbal Bencosme, por 'Ser frustratoria, improcedente y
mal fundada. TERCERO: Declara buenos y válidos los em-
bargofmobiliarios trabados en 'fecha 23 de Febrero y ocho
(8) 4" Marzo de 1965, contra el señor Gerardo Aníbal Ben-
cos e, y a favor del señor José G. Rincón, por estar aju;-tados a las disposiciones legales. CUARTO: Condena al se-
ñor Gerardo Aníbal Boncosme, al pago de las costas, y és-tas serán distraídas en provecho del Licdo. R. FranciscoThevenín, quien afirma haberlas avanzado en su mayorParte"; i) Que sobre recurso del demandado Bencosme, laC

orte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 13 de Di-



Oído al Doctor Luis Ramón Cordero G., cédula No.
28384, serie 47, abogado del recurrente en la lectura de su's
conclusiones;

Oído el Lic. R. Francisco Thevenín, cédula No. 15914.
serie lra., abogado del recurrido José G. Rincón, dominica-
ro, mayor de edad, comerciante, domiciliado y residente
en la ciudad de Cotuy, cédula No. 267, serie 49, en la lec.
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Luis
Ramón Cordero G, abogado del recurrente, depositado en
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia, en fecha 15
ele Marzo de 1967, en el cual se invocan los medios que se
indican más adelante;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito por
su abogado Lic. R. Francisco Thevenín, en fecha 22 de
Abril de 1967;

Visto el memorial de ampliación de fecha 29 de Mayo
Ce 1967, suscrito por el abogado del recurrente;

Visto el escrito de ampliación del memorial de defen-
sa, suscrito por el abogado del recurrido, en fecha 14 de
Julio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dei
berado y vistos los artículos 1315 del Código Civil; 138,
159 y 188 del Código de Procedimiento Civil, reformados;
y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación; \‘ ,

Considerando que en la sentencia impugnada y 	 s
documentos a que ella se refiere consta: a) Que el 31 de agos-
to de 1964 el Juzgado de Primera Instancia de Sánchez Ra-
mírez, dictó una sentencia en defecto por falta de compa-
recer contra Gerardo Aníbal Bencosme, por la cual fue con-
clenado a pagar al demandante José G. Rincón RD$900.00 a
título de indemnización por los daños y perjuicios experi.

mentados en una colisión de vehículos, más las costas; de.
clarándose oponible dicha sentencia a la Compañía de Se-
guros C. por A.; b) que esa sentencia fue notificada el 9
de septiembre de 1964; c) Que el 23 de Febrero y el 8 de
marzo de 1965 se realizaron actos de embargo conservato
ríos, siendo designado guardián el propio embagado Gerar-
clo Aníbal Bencosme; d) Que en esas mismas fechas le fua
rotificada la denuncia del embargo y se le citó en validez;
e) Que el 11 de marzo de 1965, Bencosme sizo formal opo-
sición a la sentencia que lo había condenado en defecto; y,
en esa misma fecha, constituyó abogado al Dr. Luis Ramón
Cordero G., para responder a la demanda en validez del
embargo conservatorio que se había hecho; f) que el 25 de
marzo de 1965 por instancia dirigida al Juez de Primera
Instancia, el oponente Bencosme, por medio de su abogado,
notificó la oposición y pidió comunicación de documentos;
g) Que el demandante Rincón le notificó avenir para dis-
cutir la validez del embargo conservatorio, el 8 de abril de
1965; h) Que el 18 de Noviembre de 1965, el Juzgado le
Primera Instancia apoderado de la demanda en validez del
embargo, dictó sentencia con el siguiente dispositivo: "PRI.
MERO: Declara irrecibible la constitución de abogado for-
mulada por el Dr. Luis Ramón Cordero G., con objeto de
representar al señor Gerardo Aníbal Bencosme, por ser
frustratoria. SEGUNDO: Declara irrecibible la solicitud de
comunicación de documentos formulada por el señor Gerar-
do Aníbal Bencosme, por 'Ser frustratoria, improcedente y
mal fundada. TERCERO: Declara buenos y válidos los em-
bargo mobiliarios trabados en Techa 23 de Febrero y ocho
(8)	 Marzo de 1965, contra el señor Gerardo Aníbal Ben-
cos e, y a favor del señor José G. Rincón, por estar aju;-tados a las disposiciones legales. CUARTO: Condena al se-ñor Gerardo Aníbal Boncosme, al pago de las costas, y é.3-
tas serán distraídas en provecho del Licdo. R. FranciscoThevenín, quien afirma haberlas avanzado en su mayorParte"; i) Que sobre recurso del demandado Bencosme, laCo

rte de Apelación de La Vega, dictó en fecha 13 de Di.

1664	 BOLETIN JUDICIAL	 BOLETIN JUDICIAL	 1665



BOLETIN JUDICIAL	 16671666
	

BOLETIN JUDICIAL

siembre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se
declara regular y válido el recurso de apelación interpuesto
por el señor Gerardc Aníbal Bencosme, a la sentencia civil
fechada 18 de Noviembre del 1965, rendida por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra_
niírez, en provecho del señor José G. Rincón. SEGUNDO:
Se confirma en todas sus partes, la dicha decisión, objeto
de esta alzada. TERCERO: Se condena al señor Gerardo
Aníbal Bencosme, como parte sucumbiente, al pago de los
costos legales, los cuales se distraen en provecso del Licdo.
Ricardo Francisco Thevenín, quien afirmó haberlos avan-
zado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente alega en apoyo de su
recurso, los siguientes medios: Primer Medio: Violación al
artículo 159 del Código de Procedimiento Civil; Violación
al artículo 158 del mismo Código; Segundo Medio: Viola-
ción al artículo 188 del Código de Procedimiento Civil;
Tercer Medio: Falta de Base Legal, Insuficiencia de Mota.
vos;

Considerando que en el desarrollo de los medios pul-
mero y segundo, los cuales se reúnen para su examen, el
recurrente alega en sintesis que la Corte a.qua al confirmar
el fallo de primera instancia desconoció al interpretarlo
erróneamente el artículo 159 del Código de Procedimiento
Civil, según el cual la oposición suspende la ejecución, siein
ere que no haya sido ordenada "no obstante oposición", que
estando como estaba pendiente de conocimiento 1 oposi-
ción contra el fallo en defecto que sirvió de base lra
embargo conservatorio la citada Corte, sin embargo, 	 -la.
tó frustratoria su constitución de abogado y su pedimento
de comunicación de documentos, formulados con motivo de
la demanda en validez de embargo y consecuentemente,
validó dicho embargo, sobre la base de que la oposición no
era admisible porque había sido hecha después de ejecuta-
da la sentencia contra la cual iba encaminado ese recurso:

que al fallar de ese modo, la citada Corte se pronunció in-
Jebidamente dentro de la demanda en validez, sobre el
propio recurso de oposición, el cual estaba comprometido
para ser considerado y decidido en una instancia distinta";
oue al negársele la comunicación de documentos pedida, se
violó el Artículo 188 del Código de Procedimiento Civ:l,
pues la comunicación de piezas se impone a los jueces a fin
cte salvaguardar el derecho de defensa; que por ello, sostie-
ne el recurrente, la sentencia debe ser casada;

Considerando que el examen del fallo impugnado, y de
los documentos a que él se refiere, muestran que habíaa
dos instancias distintas comprometidas 'entre las partes;
]ro. el recurso de oposición que el embargado había formu-
lado, contra la sentencia de primera instancia que en de-
fecto lo había condenado al pago de una indemnizaciór),
sentencia en virtud de la cual dicho embargo conservatorio
sabía sido autorizado y practicado; y 2do. la demanda en
validez del embargo practicado, para responder a la cual el
embargado Bencosme había constituido abogado al Dr. Luis
Ramón Cordero, quien por instancia dirigida al tribunal
había solicitado comunicación de documentos; que al discu-
tirse la demanda en validez, no era posible el negarle al
demandado el derecho de constituir abogado y de pedir co-
municación de documentos, pues lo primero le dejaba sin
comparecencia y sin defensa, y lo segundo impedía a suabogado el decidir ,después de estudiar las piezas de esaexpediente, si convenía o no aconsejarle al cliente el conti-
nuarpiscutiendo la validez del embargo, o por el contrario
la	 venieneia para su interés de asentir a dicha demanda,
hi tesis que son posibles siempre dentro de las incidencias
de un proceso; que al decidir la Corte a-qua que eran fros_
tratorias ambas medidas, es obvio que, no sólo desconocióel Artículo 188 del Código de Procedimiento Civil, sino que
era
l
esionó el derecho de defensa; que, por todo ello, la senten_

impugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar
los otros medios del recurso;
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siembre de 1966, la sentencia ahora impugnada en casa-
ción con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Se
declara regular y válido el recurso de apelación interpuesta
por el señor Gerarde Aníbal Bencosme, a la sentencia civil
fechada 18 de Noviembre del 1965, rendida por el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra.
niírez, en provecho del señor José G. Rincón. SEGUNDO:
Se confirma en todas sus partes, la dicha decisión, objeto
de esta alzada. TERCERO: Se condena al señor Geranio
Aníbal Bencosme, como parte sucumbiente, al pago de los
costos legales, los cuales se distraen en provecso del Licck.
Ricardo Francisco Thevenín, quien afirmó haberlos avan-
zado en su mayor parte";

Considerando que el recurrente alega en apoyo de su

recurso, los siguientes medios: Primer Medio: Violación al
artículo 159 del Código de Procedimiento Civil; Violación
al artículo 158 del mismo Código; Segundo Medio: Viola-
ción al artículo 188 del Código de Procedimiento Civil;
Tercer Medio: Falta de Base Legal, Insuficiencia de Mot:-
vos;

Considerando que en el desarrollo de los medios vil-
mero y segundo, los cuales se reúnen para su examen, el
recurrente alega en síntesis que la Corte a.qua al confirmar
el fallo de primera instancia desconoció al interpretarlo
erróneamente el artículo 159 del Código de Procedimiento
Civil, según el cual la oposición suspende la ejecución, sien,
Fre que no haya sido ordenada "no obstante oposición", que
estando como estaba pendiente de conocimiento la, oposi-
ción contra el fallo en defecto que sirvió de base 1:ira e/
embargo conservatorio la citada Corte, sin embargo, k,..;ta.
1'6 frustratoria su constitución de abogado y su pedirrLnto
de comunicación de documentos, formulados con motivo de

la demanda en validez de embargo y consecuentemente,
validó dicho embargo, sobre la base de que la oposición no
era admisible porque había sido hecha después de ejecuta.
da la sentencia contra la cual iba encaminado ese recurso:

aue al fallar de ese modo, la citada Corte se pronunció in-
c'ebidamente dentro de la demanda en validez, sobre el
propio recurso de oposición, el cual estaba comprometido
para ser considerado y decidido en una instancia distinta";
que al negársele la comunicación de documentos pedida, se
violó el Artículo 188 del Código de Procedimiento Civ:l,
pues la comunicación de piezas se impone a los jueces a fin
de salvaguardar el derecho de defensa; que por ello, sostie-
ne el recurrente, la sentencia debe ser casada;

Considerando que el examen del fallo impugnado, y de
los documentos a que él se refiere, muestran que habían
dos instancias distintas comprometidas entre las parte;;
lro. el recurso de oposición que el embargado había formu-
lado, contra la sentencia de primera instancia que en de-
fecto lo había condenado al pago de una indemnización,
sentencia en virtud de la cual dicho embargo conservatorio
sabía sido autorizado y practicado; y 2do. la demanda en
validez del embargo practicado, para responder a la cual el
embargado Bencosme había constituido abogado al Dr. Luis
Ramón Cordero, quien por instancia dirigida al tribunal
había solicitado comunicación de documentos; que al disco_
tirse la demanda en validez, no era -Posible el negarle al
"mandado el derecho de constituir abogado y de pedir co-municación de documentos, pues lo primero le dejaba sin
comparecencia y sin defensa, y lo segundo impedía a suabogado el decidir ,después de estudiar las piezas de esaexpediente, si convenía o no aconsejarle al cliente el conti-
nuarjeiscutiendo la validez del embargo, o por el contrariola,-nveniencia para su interés de asentir a dicha demanda,hiptesis que son posibles siempre dentro de las incidencias
de un proceso; que al decidir la Corte a-qua que eran frus_
tratorias ambas medidas, es obvio que, no sólo desconoció
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el Ar
tículo 188 del Código de Procedimiento Civil, sino quel

esionó el derecho de defensa; que, por todo ello, la senteti.
(las irntrPosil medios	

rseecrurcsaos;ada, sin necesidad de ponderar
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones
civiles en fecha 13 de Diciembre de 1966, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en sus atribuciones civiles; Segundo: Con_
dena al recurrido al pago de las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Luis Ramón Cordero, abo
gado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago O. Rojo Carbuccia. —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente ser tencia ha sido dada y firmada por !os
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, més y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967
Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha l7

de marzo de 1967.

Materia Criminal

Recurrente: Pedro Pablo Rivera Peguero

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada,. Presidente; Fernando E. Ravelo de laFuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secreta-rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en 

laciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 8 de septiembre del año 1967; años 1249 de la In_dependencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audienciap
ública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Pa-
blo Rivera Peguero, dominicano, mayor de edad, raso de
la Policía Nacional, domiciliado en Cotuí, cédula No. 981,s
erie 82, contra sentencia de la Corte de Apelación de LaVegpronunciada en ssu a tribuciones criminales, en fecha1 '-e 

marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-Mte;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generalde la República;
V

ista el acta de casación de fecha 23 de marzo de 1967,leva
ntada en la Secretaría de la Corte a.qua, suscrita porel Lic. R

amón B García G., cédula No. 976, serie 47, abo-
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Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribuciones
civiles en fecha 13 de Diciembre de 1966, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo, y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran-
cisco de Macorís, en sus atribuciones civiles; Segundo: Con-
dena al recurrido al pago de las costas, con distracción de
las mismas en provecho del Dr. Luis Ramón Cordero, abo
gado del recurrente, quien afirma haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos MI Lamarche H.— II11_
'niel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló .— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago O. Rojo Carbuccia. —
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente ser tencia ha sido dada y firmada por !os
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, més y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 8 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de La Vega, de fecha 17
de marzo de 1967.

Materia Criminal

Recurrente: Pedro Pablo Rivera Peguero

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel Llt-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras y Juan Bautista Rojas Almánzar, asistidos del Secreta-
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 8 de septiembre del año 1967, años 124° de la In-
dependencia y 105° de la Restauración, dicta en audienciapública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Pedro Pa-
blo Rivera Peguero, dominicano, mayor de edad, raso delo Policía Nacional, domiciliado en Cotuí, cédula No. 981,
serie 82, contra sentencia de la Corte de Apelación de La
Veg',4 pronunciada en ssu atribuciones criminales, en fecha

marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-124te;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;
Vista el acta de casación de fecha 23 de marzo de 1967,levantada en la Secretaría de la Corte a.qua, suscrita porel Lie . Ramón B García G., cédula No. 976, serie 47, abo-
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gado del recurrente, en la cual se invocan los medios que
se indican más adelante;

La SUprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 378, inciso 79 y 380 del Código
de Procedimiento Civil; 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
aocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que el día 12 de julio del 1945, fue sometido a la acción de
la justicia Pedro Pablo Peguero Rivera bajo la inculpación
del crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de José
del Carmen Rosa Ramírez; b) que en 'fecha 8 de septiembre
de 1965, el juez de Instrucción del Distrito Judicial de Sán-
chez Ramírez, dictó una providencia calificativa por la cual
envió a Pedro Pablo Peguero Rivera por ante el Tribunal
Criminal; e) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó
en fecha 3 de febrero de 1966, una sentencia cuyo dispos5-
tivo se copia más adelante; d) que sobre el recurso de ape-
lación del prevenido intervino la sentencia ahora impugna-
ca, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO.
Declarar bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Pedro Pablo Rivera
Peguero, contra sentencia criminal, dictada por el Juzgado
ce Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra-
mírez, de fecha 3 de febrero de 1966, cuyo dispositivo es
e! siguiente: Talla: Primero: Declara al nombrado pedra
Pablo Rivera Peguero, de generales anotadas, inculpa „del
crimen de Homicidio Voluntario, en perjuicio del qu ,.en
vida se llamó José del Carmen Rosa Ramírez, culpable de
dicho crimen y en consecuencia se le condena a once (11)
años de Trabajos Públicos; Segundo: Declara buena y váli-
cja la constitución en parte civil hecha por la señora Elvira
Pascual Gil Vda. Rosa, por mediación de su abogado Dr.
Rafael Emiliano Agramonte P.; Tercero: Condena al nom-
brado Pedro Pablo Rivera Peguero, al pago de una indem-

nización simbólica de RD$1.00; Cuarto: Condena al nom-
brado Pedro Pablo Rivera Peguero, al pago de las costos
civiles y penales; Quinto: Descarga a los nombrados Zoila
Iris Peralta, Erasmo Cruz, Rafael Araujo, Andrés Castaños,
Ramón Rodríguez. Napoleón Vargas y Daniel de Jesús Cas.
tillo, testigos declarados en rebeldía y condenados a una
multa de RD$10.00 cada uno, por haber justificado en au-
diencia su inasistencia; por haber sido hecho de acuerdo a
la Ley'; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Condena al inculpado Pedro
Pablo Rivera Peguero al pago de las costas";

Considerando que el recurrente ha invocado en el atta
ce casación la constitución irregular de la Corte a.qua, y
violaciones del Código de Procedimiento Criminal al adop-
tar los motivos de la sentencia de Primera Instancia;

Considerando que, según consta en dicha acta, el re.
currente alega que la Corte de Apelación de La Vega, al co-
nocer de este caso, estaba irregularmente integrada, ya que
el Dr. Adriano Matos Batista, actualmente Juez de dicha
Corte, había actuado en el proceso en su condición de Fis-
cal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, lo que inva.
hda la sentencia impugnada;

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada y los documentos del expedeinte muestran
que el Juez de la Corte de Apelación Dr. Adriano Matts
Batista conoció del presente caso y suscribió la sentencia
dictad al efecto, ahora impugnada en casación, a pesar de
hattr .!: actuado como Fiscal del Juzgado de Primera Instan-
cia; el Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en las prime..
•a diligencias relativas al presente proceso, entre ellas la
de requerir del Juez de Instrucción que procediera a reali-
zar la sumaria correspondiente por tratarse "de un hecho
que según se desprende de las piezas constituye un cri..
roen", lo que demuestra que dicho juez había formado un
juicio del caso y emitido su opinión sobre el mismo con an•ter

ioridad a la audiencia celebrada en apelación, y, por tan..
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gado del recurrente, en la cual se invocan los medios que
se indican más adelante;

La Súprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 378, inciso 7 9 y 380 del Código
de Procedimiento Civil; 1, 20, 23, 43 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
aocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente:
que el día 12 de julio del 1945, fue sometido a la acción de
la justicia Pedro Pablo Peguero Rivera bajo la inculpación
del crimen de homicidio voluntario, en perjuicio de José
del Carmen Rosa Ramírez; b) que en 'fecha 8 de septiembre
(le 1965, el juez de Instrucción del Distrito Judicial de Sán-
chez Ramírez, dictó una providencia calificativa por la cual
envió a Pedro Pablo Peguero Rivera por ante el Tribunal
Criminal; e) que apoderado del caso el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, dictó
en fecha 3 de febrero de 1966, una sentencia cuyo disposi-
tivo se copia más adelante; d) que sobre el recurso de ape.
la ción del prevenido intervino la sentencia ahora impugna-
ca, cuyo dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO:
Declarar bueno y válido en cuanto a la forma, el recurso de
apelación interpuesto por el inculpado Pedro Pablo Rivera
Peguero, contra sentencia criminal, dictada por el Juzgad-)
ce Primera Instancia del Distrito Judicial de Sánchez Ra.
mírez, de fecha 3 de febrero de 1966, cuyo dispositivo es
e! siguiente: Talla: Primero: Declara al nombrado Dedro
Pablo Rivera Peguero, de generales anotadas, inculpa
crimen de Homicidio Voluntario, en perjuicio del qu
vida se llamó José del Carmen Rosa Ramírez, culpable "de
dicho crimen y en consecuencia se le condena a once (11)
años de Trabajos Públicos; Segundo: Declara buena y váli-
c;a la constitución en parte civil hecha por la señora Elvira
Pascual Gil Vda. Rosa, por mediación de su abogado Dr.
Rafael Emiliano Agramonte P.; Tercero: Condena al nom-
brado Pedro Pablo Rivera Peguero, al pago de una indem.

nización simbólica de RD$1.00; Cuarto: Condena al nom-
brado Pedro Pablo Rivera Peguero, al pago de las costas
civiles y penales; Quinto: Descarga a los nombrados Zoila
Iris Peralta, Erasmo Cruz, Rafael Araujo, Andrés Castaños,
Ramón Rodríguez Napoleón Vargas y Daniel de Jesús Cas.
tillo, testigos declarados en rebeldía y condenados a una
multa de RD$10.00 cada uno, por haber justificado en au-
diencia su inasistzmcia; por haber sido hecho de acuerdo a
la Ley'; SEGUNDO: Confirma en todas sus partes la sen-
tencia recurrida; TERCERO: Condena al inculpado Pedro
Pablo Rivera Peguero al pago de las costas";

Considerando que el recurrente ha invocado en el atta
oe casación la constitución irregular de la Corte a.qua, y
violaciones del Código de Procedimiento Criminal al adop-
tar los motivos de la sentencia de Primera Instancia;

Considerando que, según consta en dicha acta, el re.
currente alega que la Corte de Apelación de La Vega, al co-
nocer de este caso, estaba irregularmente integrada, ya que
el Dr. Adriano Matos Batista, actualmente Juez de dicha
Corte, había actuado en el proceso en su condición de Fis-
cal del Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, lo que inva.
hda la sentencia impugnada;

Considerando que, en efecto, el examen de la senten-
cia impugnada y los documentos del expedeinte muestran
que el Juez de la Corte de Apelación Dr. Adriano Matcs
Batista conoció del presente caso y suscribió la sentencia
dictad al efecto, ahora impugnada en casación, a pesar de
hal:Y? actuado como Fiscal del Juzgado de Primera Instan-
cia el Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, en las prime-
ra diligencias relativas al presente proceso, entre ellas la
de requerir del Juez de Instrucción que procediera a reali-
zar la sumaria correspondiente por tratarse "de un hecho
que según se desprende de las piezas constituye un cri-
men", lo que demuestra que dicho juez había formado un
Juicio del caso y emitido su opinión sobre el mismo con an•ter

ioridad a la audiencia celebrada en apelación, y, por tan-

jkl



fit

1672	 BOLETIN JUDICIAL

to, debió abstenerse de integrar dicha Corte en virtud de
los artículos 378, inciso 7 9 y 380 del Código de Procedí.
miento Civil, aplicables en materia penal; que por tales
razones la sentencia impugnada debe ser casada;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
por la Corte de Apelación de La Vega, en sus atribucione'
criminales, en fecha 17 de marzo de 1967, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran.
cisco de Macorís; Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani — Manuel A. Amiama•— Francisco EL.
pidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto
Curiel hijo. Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, qu..1
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impuganda: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fechas 14 y 23 de noviembre de 1966.

Materia: Civiles
Recurrentes: Elsa Freites de Guerra y compartes (contra la sen

tencia del 14 de noviembre) y Milagros Martínez FéUz
contra la sentencia de fecha 23 de noviembre).
Abogado de Eisa Freites de Guerra y compartes: Lic.
Miguel E. Noboa Recio.
Abogados de Milagros Martínez Féliz: Licdos. Gilberto

Fiallo R., y Antinoe Fiallo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_
ticia, regularmente constituída por los Jueces Carlos Ma-
nuel Lamarche HeDríquez, Segundo Sustituto en funcio-
nes de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 13 días del mes
de septiembre de 1967, años 1249 de la Independencia y
1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
cc+Ae de casación, la siguiente sentencia:

1 Sobre los recursos de casación interpuestos por Esa
Freites de Guerra, dominicana, mayor de edad, casada, de
quehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta ciu-
dad, casa No 11 de la calle Cervantes, con cédula No. 5131,
serie lra., asistida y autorizada por su esposo, Mario Gue-
rra Sánchez; Ernesto A. Mathiss Freites, francés, mayor
°e edad, casado, comerciante, domiciliado en esta ciudad en
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criminales, en fecha 17 de marzo de 1967, cuyo dispositivo
ha sido copiado en parte anterior del presente fallo; y en-
vía el asunto por ante la Corte de Apelación de San Fran_
cisco de Macorís; Segundo: Declara las costas de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani — Manuel A. Amiama•— Francisco EL.
pidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Ernesto
Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impuganda: Corte de Apelación de Santo Domingo, en
fechas 14 y 23 de noviembre de 1966.
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Recurrentes: Elsa Freites de Guerra y compartes (contra la san

tencia del 14 de noviembre) y Milagros Martínez Féliz
contra la sentencia de fecha 23 de noviembre).
Abogado de Eisa Freites de Guerra y compartes: Lic.
Miguel E. Noboa Recio.
Abogados de Milagros Martínez Féliz: Licdos. Gilberto

Fiallo R., y Antinoe Fiallo.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_
ticia, regularmente constituida por los Jueces Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez, Segundo Sustituto en funcio-
nes de Presidente; Manuel D. Bergés Chupani, Manuel A.
Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joaquín M. Alvarez Pe-
relló, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo
Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sa-
la donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do-
mingo de Guzmán, Distrito Nacional, a los 13 días del mc-s
de septiembre de 1967, años 124" de la Independencia y
1059 de la Restauración, dicta en audiencia pública, como
cc+Ae de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Esa
Freites de Guerra, dominicana, mayor de edad, casada, de
ciuehaceres domésticos, domiciliada y residente en esta ciu..
dad, casa No 11 de la calle Cervantes, con cédula No. 5131,
serie ira., asistida y autorizada por su esposo, Mario Gue-
rra Sánchez; Ernesto A. Mathiss Freites, francés, mayor
ae edad, casado, comerciante, domiciliado en esta ciudad en



la Avenida Pasteur esquina Santiago, con cédula No. 161,
serie ira., Andrés A. Freites B., dominicano, mayor de
edad, casado, ingeniero, domiciliado en esta ciudad, en la
casa No. 73 de la calle José Contreras, con cédula No. 35519
serie lra., y Arsenio R. Freites B., dominicano, mayor de
edad, abogado, casado, domiciliado en la casa No. 123 de la
Avenida Independencia, con cédula No. 41200, serie lra.,
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 14 de No-
viembre de 1966; y por Milagros Martínez Feliz, dominica_
na, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, con
cédula No. 192848, serie lra., domiciliada en la casa No. 25
de la Avenida Independencia de esta ciudad, en su calidad
de madre y tutora legal de su hija menor, Mercedes Lau-
ra del Socorro, contra sentencia dictada por la misma Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones civile3,
en fecha 23 de Noviembre de 1966, sentencias cuyos dispo-
sitivos se copian más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol, corres-
pondiente a cada uno de estos recursos;

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio, cédula No. 1491,
serie lra., abogado de los recurrentes Sucesores Freites,
mencionados, en cuanto al primer recurso, en la lectura do
sus conclusiones;

Oído el Lic. Gilberto Fiallo, cédula No. 4534, serie
lra., por sí y por el Lic. Antinoe Fiallo, abogados de la re-
currida Milagros Martínez Féliz, en la lectura de sus ,«)n•
clusiones;

Oído el Lic. Gilberto Fiallo por sí y por el Lic. Antinoll
Fiallo, abogados de la recurrente Milagros Martínez Feliz,
en su calidad enunciada, en cuanto al segundo recurso, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. Manuel E. Noboa Recio, abogado de los
recurridos Sucesores Freites, mencionados, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera!
de la República, en cada uno de estos casos;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, Eisa
Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites, Andrés A.
Freites B., y Arsenio R Freites B., suscrito por su abogaoo
y depositado en la Suprema Corte de Justicia en fecha 18
de noviembre de 1966;

Visto el memorial de casación de la recurrente Mila-
gros Martínez Féliz, en su calidad conocida, suscrito por
sus abogados y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el día 25 de Enero de 1967;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscri-
to por su abogado y notificado a los abogados de Milagros
Martínez Feliz, en fecha 1° de abril de 1966;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito
por sus abogados y notificado al abogado de los Sucesores

Freites, en fecha 24 de Febrero de 1967;
Vistos los memnriales de ampliación de los recurrentes

y de los recurridos;

Vista la instancia de fecha 17 de Mafzo de 1967 sus-
crito por el Lic. Miguel E. Noboa Recio, abogado de los Su-
cesores Freites, solicitando que los dos recursos menciona-
dos, "se acumulen para ser conocidos y fallados por esta
Honorable Suprema Corte de Justicia, en funciones de Cor_
te de Casación, por una sola sentencia; o, en todo caso, di.-
poltr que ambos recursos se conozcan el mismo día para
.c ,1:1 fallados en la misma Techa por el estrecho vínculo de

nexidad existente entre ambos";

Visto el escrito de fecha 5 de abril de 1967, firmado
por el Lic. Antinoe Fiallo, actuando por sí y por el Lic.
Gilberto Fiallo, en réplica de la instancia que precede;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 6 de la ley 985 de 1945, 7 de
la ley de Registro de Tierras ,83 párrafo 3, 131, 141, 172 y
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la Avenida Pasteur esquina Santiago, con cédula No. 161,
serie lra., Andrés A. Freites B., dominicano, mayor de
edad, casado, ingeniero, domiciliado en esta ciudad, en la
casa No. 73 de la calle José Contreras, con cédula No. 35519
serie lra., y Arsenio R. Freites B., dominicano, mayor cae

edad, abogado, casado, domiciliado en la casa No. 123 de la
Avenida Independencia, con cédula No. 41200, serie lra.,
contra la sentencia dictada en atribuciones civiles, por la
Corte de Apelación de Santo Domingo de fecha 14 de No-
viembre de 1966; y por Milagros Martínez Feliz, dominica-
na, mayor de edad, soltera, de quehaceres domésticos, con
cédula No. 192848, serie lra., domiciliada en la casa No. 2G
de la Avenida Independencia de esta ciudad, en su calidad
de madre y tutora legal de su hija menor, Mercedes Lau-
ra del Socorro, contra sentencia dictada por la misma Cor-
te de Apelación de Santo Domingo, en atribuciones civile3,
en fecha 23 de Noviembre de 1966, sentencias cuyos dispo-
sitivos se copian más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol, corres-
pondiente a cada uno de estos recursos;

Oído el Lic. Miguel E. Noboa Recio,. cédula No. 1491,
serie lra., abogado de los recurrentes Sucesores Freites,
mencionados, en cuanto al primer recurso, en la lectura da
sus conclusiones;

Oído el Lic. Gilberto Fiallo, cédula No. 4534, serie
lra., por sí y por el Lic. Antinoe Fiallo, abogados de la re-
currida Milagros Martínez Féliz, en la lectura de sus on•
clusiones;

Oído el Lic. Gilberto Fiallo por sí y por el Lic. Antinok.
Fiallo, abogados de la recurrente Milagros Martínez Féliz,
en su calidad enunciada, en cuanto al segundo recurso, en
la lectura de sus conclusiones;

Oído el Lic. Manuel E. Noboa Recio, abogado de los
recurridos Sucesores Freites, mencionados, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera'
de la República, en cada uno de estos casos;

Visto el memorial de casación de los recurrentes, Eisa
Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites, Andrés A.
Freites B., y Arsenio R Freites B., suscrito por su abogaGo
y depositado en la Suprema Corte de Justicia en fecha 18
de noviembre de 1966;

Visto el memorial de casación de la recurrente Mila-
gros Martínez Feliz, en su calidad conocida, suscrito por
sus abogados y depositado en la Secretaría de la Suprema
Corte de Justicia el día 25 de Enero de 1967;

Visto el memorial de defensa de los recurridos, suscri-
to por su abogado y notificado a los abogados de Milagros
Martínez Feliz, en fecha 1 9 de abril de 1966;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, suscrito

por sus abogados y notificado al abogado de los Sucesores

Frenes, en fecha 24 de Febrero de 1967;
Vistos los memoriales de ampliación de los recurrentes

y de los recurridos;

Vista la instancia de fecha 17 de Marzo de 1967 sus-
crito por el Lic. Miguel E. Noboa Recio, abogado de los Su_
cesores Freites, solicitando que los dos recursos menciona-
dos, "se acumulen para ser conocidos y fallados por esta
Honorable Suprema Corte de Justicia, en funciones de Con_
te de Casación, por una sola sentencia; o, en todo caso, dis-
poltr que ambos recursos se conozcan el mismo día para

fallados en la misma Techa por el estrecho vínculo de
ilnexidad existente entre ambos";

Visto el escrito de fecha 5 de abril de 1967, firmado
por el Lic. Antinoe Fiallo, actuando por sí y por el Lic.
Gilberto Fiallo, en réplica de la instancia que precede;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 6 de la ley 985 de 1945, 7 de
la ley de Registro de Tierras ,83 párrafo 3, 131, 141, 172 y
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809 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la ley
sobre Procedimiento de Casación;

En cuanto a la solicitud de acumulación de los
expedientes.—

Considerando que por instancia de fecha 17 de marzo
de 1967 Gladys Nieves Freites Vda. Schueg, Elsa Freites
de Guerra, Amalia Freites Vda. Canivell, Ernesto A. Ma-
thiss Freites, Andrés A. Freites Barrera y Arsenio R. Frei_
tes Barrera, han pedido como se ha dicho, que los expe-
cientes relativos a los dos recursos de casación ya mencio-
nados se acumulen o sean conocidos el mismo día, para ser
fallados por la mima sentencia; que a ese pedimento se
ha opuesto la otra parte;

Considerando que como por la sentencia del 14 de no-
viembre de 1966 se dispuso el secuestro de los bienes re_
lictos de Ernesto B. Freites, medida ésta de carácter pro-
visional que puede ser ordenada en el curso de una litis,
es evidente que hay relación entre ese fallo y el del 23 de
noviembre de 1966 que decidió el fondo de la demanda en
investigación judicial de paternidad;; por lo cual, para fa_
cilitar una mejor comprensión de lo resuelto en ambos ca-
sos, la medida de acumulación de los expedientes debe ser
acordada; que, por tanto, procede acoger la solicitud arri-
ba dicha, y acumular ambos expedientes, como al efecto se
hace por la presente;

En cuanto al Secuestro.

Considesando que en la sentencia impugnada y en lk;
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de la demanda en reconocimiento de paternidad de la me.
n or "Mercedes Lama del Socorro" incoada por su madre
Milagros Martínez Feliz con fecha 10 de abril de 1966 el
Juez Presidente de la Cámara de lo Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-
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cia del Distrito Nacional, en funciones de Juez de los Re-
ferimientos, con fecha 30 del mes de agosto de 1966, dictó
una Ordenanza, con el siguiente dispositivo: "Resolvemcs:
primero: Ratificar el defecto pronunciado en audiencia con-
tra las co-demandadas Gladys Nieves Freites de Schueg y
su esposo Jorge Schueg, y Amalia Freites Vda. Canivell.
por no haber comparecido; Segundo:— Rechazar, según los
motivos ya expuestos, la excepción de nuestra incompeten-
cia, como Juez de los Referimientos propuesta por los co..
demandados Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss
Freites, Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B., para
conocer de la demanda en designación de un Administra..
clor Provisional de los bienes relictos por el finado Ernesto
B. Freites, según acto introductivo de instancia notificad::
por el ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Algua-
cil de Estrados de la Cámara de lo Civil y Comercial de la
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en fecha 15 de Julio de 1966; Terce-
ro:— Acoger las conclusiones presentadas por la señora
lagros Martínez Féliz, tutora legal de la menor de edad
Mercedes Laura del Socorro, parte demandante, tendentes
al nombramiento de un Administrador Provisional, por ser
justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia; a) Or-
cienar que sean puestos bajo secuestro todos los bienes mut.,
bles e inmuebles, cuentas bancarias y efectivos en cajas re-
lictos por Ernesto B. Freites, hasta tanto sea definitiva e
irrevocable la sentenció que en la demanda en declaración
de filiación natural y otros fines dictó la Cámara de lo

Comercial de la Primera Circunscripción que presi-.,'c. inos, en fecha 3 de Junio de 1965 y que fue recurrida en
pelación por los demandados en ésta instancia; b) Desig-

nar al señor Ignacio María González Rodríguez, dominica-
no, negociante, de este domicilio y residencia, Administra.
dor Secuestrario de dichos bienes muebles e inmuebles, con
poderes para administrarlo y percibir sus frutos al igual
oue un mandatario, sujeto a las previsiones de la ley; c)
Ordenar que dicho secuestrario-administrador reciba todos
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809 del Código de Procedimiento Civil, y 1 y 65 de la ley
sobre Procedimiento de Casación;

En cuanto a la solicitud de acumulación de los
expedientes.—

Considerando que por instancia de fecha 17 de marzo
de 1967 Gladys Nieves Freites Vda. Schueg, Elsa Freites
de Guerra, Amalia Freites Vda. Canivell, Ernesto A. Ma.-
thiss Freites, Andrés A. Freites Barrera y Arsenio R. Frei_
tes Barrera, han pedido como se ha dicho, que los expe-
cdentes relativos a los dos recursos de casación ya mencio-
nados se acumulen o sean conocidos el mismo día, para ser
fallados por la mima sentencia; que a ese pedimento se
ha opuesto la otra parte;

Considerando que como por la sentencia del 14 de no-
viembre de 1966 se dispuso el secuestro de los bienes re_
lictos de Ernesto B. Freites, medida ésta de carácter pro-
visional que puede ser ordenada en el curso de una litis,
es evidente que hay relación entre ese fallo y el del 23 de
noviembre de 1966 que decidió el fondo de la demanda 231

investigación judicial de paternidad;; por lo cual, para fa-
cilitar una mejor comprensión de lo resuelto en ambos ca-
sos, la medida de acumulación de los expedientes debe ser
acordada; que, por tanto, procede acoger la solicitud arri-
ba dicha, y acumular ambos expedientes, como al efecto se
hace por la presente;

En cuanto al Secuestro.

Considesando que en la sentencia impugnada y en 1
documentos a que ella se refiere consta: a) que en ocasión
de la demanda en reconocimiento de paternidad de la me.
nor "Mercedes Laura del Socorro" incoada por su madre
Milagros Martínez Feliz con fecha 10 de abril de 1966 el
Juez Presidente de la Cámara de lo Civil y Comercial de
In Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instan-

cia del Distrito Nacional, en funciones de Juez de los Re-
ferimientos , con fecha 30 del mes de agosto de 1966, dictó
una Ordenanza, con el siguiente dispositivo: "Resolvemos:
Primero: Ratificar el defecto pronunciado en audiencia con-
tra las co-demandadas Gladys Nieves Freites de Schueg y
su esposo Jorge Schueg, y Amalia Freites Vda. Canivell.
por no haber comparecido; Segundo:— Rechazar, según los
motivos ya expuestos, la excepción de nuestra incompeten-
cia, como Juez de los Referimientos propuesta por los co..
demandados Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss
Freites, Andrés A. Freites B ., y Arsenio R. Freites B., para
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por el ministerial Horacio Ernesto Castro Ramírez, Algua-
cil de Estrados de la Cámara de lo Civil y Comercial de ia
Primera Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, en fecha 15 de Julio de 1966; Terce-
ro:— Acoger las conclusiones presentadas por la señora M:-
lagros Martínez Feliz, tutora legal de la menor de edad
Mercedes Laura del Socorro, parte demandante, tendentes
al nombramiento de un Administrador Provisional, por ser
justas y reposar en prueba legal, y en consecuencia; a) Or-
cienar que sean puestos bajo secuestro todos los bienes mu•_
bles e inmuebles, cuentas bancarias y efectivos en cajas re-
lictos por Ernesto B. Freites, hasta tanto sea definitiva e
irrevocable la sentenció que en la demanda en declaración
de filiación natural y otros fines dictó la Cámara de lo Ci-
vil1 Comercial de la Primera Circunscripción que presi-
c- snos, en fecha 3 de Junio de 1965 y que fue recurrida en
dioelación por los demandados en ésta instancia; b) Desig-
nar al señor Ignacio María González Rodríguez, dominica-
no, negociante, de este domicilio y residencia, Administra.
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que un mandatario, sujeto a las previsiones de la ley; cl
Ordenar que dicho secuestrario-administrador reciba todos
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.los bienes muebles e inmuebles objeto del secuestro de ma-
nos de quien o quienes lo posean, bajo inventario prepara_
do ante el Notario Público del número del Distrito Nacio-
nal, Dr. Francisco José Canó Matos; d) Autorizar al secues-
trario ya designado para que durante su administración
gire contra las cuentas bancarias que figuran a nombre del
fallecido Ernesto B. Freites, en bancos nacionales o extran-
jeros radicados en el País, incluyendo las sucursales de di-
chos bancos para los gastos ordinarios de su gestión admi_
nistrativa incluidos sus honorarios y las erogaciones nece._
sartas para el mantenimiento de los bienes muebles e in-
muebles puesto bajo secuetro; e) Fijar en Doscientos pesos
Oro (RD$200.00) moneda de curso legal, la suma que .-i

1.ecuestrario deberá percibir mensualmente como anticipo
a los honorarios que establece la ley; f) Condenar a los se.
ñores Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites,
Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B., Gladys Nie_
ves Freites de Shueg y su esposo Jorge Schueg, y Amaia.
Freites Vda. Canivell, parte demandada que sucumbe, al
pago de las costas; y g) Ordenar que, la ejecución provisie_
nal de derecho de esta ordenanza, se lleve a efecto sin pres..
tación de fianza"; h) que Elsa Freites de Guerra y Com-
partes interpusieron recursos de apelación contra dicha or-
denanza y la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
a tribuciones  de Referimientos, con fecha 14 de Noviembre
áe 1966, dictó la sentencia ahora impugnada con el siguien-
te dispositivo: "Falla: Primero:— Declara bueno y válido
el recurso de apelación interpuesto por los señores Elsa
Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites,, Andr' z A.
Frenes B., y Arsenio R. Freites B., por haber sido inte
do dentro del plazo y de acuerdo con las demás prescrni.
ciones legales que rigen esta materia; Segundo:— Confzl
rna la Ordenanza recurrida dictada por el Juez-Presidente
de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
canscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en funciones de Juez de los Referimientos, de fe.
cha treinta (30) del mes de Agosto del año mil novecientos

sesenta y seis (1966), cuyo dispositivo se halla en el cuerpo
de la presente decisión; y Tercero: Condena a las partes
recurrentes señores Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Ma.
thiss Freites, Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B.,
al pago de las costas de la alzada y ordena su distracción a
favor de los Licenciados Antinoe Fiallo y Gilberto Fiallo
R., abogados de la parte recurrida, por haber afirmado ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que los recurrentes en su memorial de
casación invocan los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras.--
Segundo Medio: Violación de los artículos 83, párrafo 39
y 172 del Código de Procedimiento Civil.— Tercer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento C.
vil.— Falta de base legal.— Exceso de poder.— Cuarto Me..
dio: Violación del principio de que no se puede intentar
acción alguna sin tener la necesaria calidad para intentar-
la.— Violación del artículo 809 del Código de Procedimien-
•o Civil.—

Considerando que en el desarrollo de su primero y se-
gundo medio los recurrentes alegan que la Corte a.qua
violó las reglas de su propia competencia, pues en primer
término al tener conocimiento de qué las propiedades de
Ernesto B. Freites, cuyo secuestro se perseguía, habían si-
ao registradas en el Tribunal de Tierras en su favor, debió
Declinar inmediatamente dicho asunto por ante esa juris-
dicción y de lo contrario incurría en la violación del .ir-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; que de igual mo-
do Incurrió la Corte a.qua en la sentencia impugnada
la . violación del artículo 83, párrafo 39 y del artículo 172
...el Código de Procedimiento Civil, pues habiéndose pro_
tituesto por ante ella la excepción de incompetencia falló
dicha excepción y el fondo por una misma sentencia; pero,

Considerando que la Corte a.qua para resolver que en
el caso ocurrente no procedía la aplicación del artículo 7
de la Ley de Registro de Tierras, dijo en uno de los consi-
uerandos de la sentencia impugnada: "que en el presente



.los bienes muebles e inmuebles objeto del secuestro de ma-
nos de quien o quienes lo posean, bajo inventario prepara_
do ante el Notario Público del número del Distrito Nacio-
nal, Dr. Francisco José Canó Matos; d) Autorizar al secues-
trario ya designado para que durante su administración
gire contra las cuentas bancarias que figuran a nombre del
fallecido Ernesto B. Freites, en bancos nacionales o extran-
jeros radicados en el País, incluyendo las sucursales de di-
chos bancos para los gastos ordinarios de su gestión admi_
nistrativa incluidos sus honorarios y las erogaciones nece-
sarias para el mantenimiento de los bienes muebles e in-
muebles puesto bajo secuetro; e) Fijar en Doscientos pesos
Oro (RD$200.00) moneda de curso legal, la suma que
ecuestr ario deberá percibir mensualmente como anticipo

a los honorarios que establece la ley; f) Condenar a los se.
ñores Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites,
Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B., Gladys Nie-
ves Freites de Shueg y su esposo Jorge Schueg, y Amala
Freites Vda. Canivell, parte demandada que sucumbe,. al
pago de las costas; y g) Ordenar que, la ejecución provisio_
real de derecho de esta ordenanza, se lleve a efecto sin pres..
1:ación de fianza"; ID) que Elsa Freites de Guerra y Com-
partes interpusieron recursos de apelación contra dicha or-
denanza y la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
atribuciones de Réferimientos, con fecha 14 de Noviembre
áe 1966, dictó la sentencia ahora impugnada con el siguier.
te dispositivo: "Falla: Primero:— Declara bueno y válido
el recurso de apelación interpuesto por los señores Elsa
Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Freites, André.K; A.
Frenes B., y Arsenio R. Freites B., por haber sido inter,;:,:-:,-
áo dentro del plazo y de acuerdo con las demás prescriki„.
ciones legales que rigen esta materia; Segundo:— Confzi'l
n,a la Ordenanza recurrida dictada por el Juez-Presidente
de la Cámara de lo Civil y Comercial de la Primera
conscripción del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, en funciones de Juez de los Referimientos, de fe-
cha treinta (30) del mes de Agosto del año mil novecientos

sesenta y seis (1966), cuyo dispositivo se halla en el cuerpo
de la presente decisión; y Tercero: Condena a las partes
recurrentes señores Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Ma.
thiss Freites, Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B.,
al pago de las costas de la alzada y ordena su distracción a
favor de los Licenciados Antinoe Fiallo y Gilberto Fiallo
R., abogados de la parte recurrida, por haber afirmado ha-
berlas avanzado en su totalidad";

Considerando que los recurrentes en su memorial de
casación invocan los siguientes medios: Primer Medio: Vio-
lación del artículo 7 de la Ley de Registro de Tierras.- —
Segundo Medio: Violación de los artículos 83, párrafo 39
y 172 del Código de Procedimiento Civil.— Tercer Medio:
Violación del artículo 141 del Código de Procedimiento Ci.
vil.— Falta de base legal.— Exceso de poder.— Cuarto Me.
dio: Violación del principio de que no se puede intentar
acción alguna sin tener la necesaria calidad para intentar-
la.— Violación del artículo 809 del Código de Procedimien-
to Civil.—

Considerando que en el desarrollo de su primero y se-
gundo medio los recurrentes alegan que la Corte a-qua
violó las reglas de su propia competencia, pues en primer
término al tener conocimiento de qub las propiedades de
Ernesto B. Freites, cuyo secuestro se perseguía, habían si.
ao registradas en el Tribunal de Tierras en su favor, debió
declinar inmediatamente dicho asunto por ante esa juri3.
dicción y de lo contrario incurría en la violación del ..1r-
tículo 7 de la Ley de Registro de Tierras; que de igual mo-
do incurrió la Corte a.qua en la sentencia impugnada 2n
la jviolación del artículo 83, párrafo 3 9 y del artículo 172
el Código de Procedimiento Civil, pues habiéndose pro..,

uesto  por ante ella la excepción de incompetencia fati()
dicha excepción y el fondo por una misma sentencia; perra,

Considerando que la Corte a-qua para resolver que en
eI caso ocurrente no procedía la aplicación del artículo 7
de la Ley de Registro de Tierras, dijo en uno de los consi-
derandos de la sentencia impugnada: "que en el presente

BOLETIN JUDICIAL	 16791678	 BOLETIN JUDICIAL



caso, la demanda principal es una demanda puramente per-
sonal, en reconocimiento de una filiación natural de ia
competencia de la jurisdicción civil ordinaria y al ser
demanda en secuestro accesoria a la principal, cae también
centro de la misma competencia de la jurisdicción civil or-
dinaria, por lo que procede rechazar las conclusiones en
este aspecto";

Considerando que, en efecto, cuando se trata de un
saneamiento, o de una litis sobre derechos registrados, pa..
ra cuyos procedimientos tiene competencia exclusiva el Tri-
bunal de Tierras, calquiera medida provisional que acceso-
riamente se solicite, incluyendo el secuestro, es también de
la competencia exclusiva de dicha jurisdicción; pero, en el
presente caso no se trata de un saneamiento catastral, ni
de una litis sobre derechos registrados, pues lo que está en
juego en la especie no es el registro, la existencia o la nE)-
dificación de determinados derechos reales inmobiliarios,
principales o accesorios, sino una demanda en investigti-
ción judicial de paternidad, y, en partición de bienes, en
caso de tener éxito lo primero; que esa demanda, de carác-
ter personal, abarca por su naturaleza, una universalidad
de derechos, y por ende una universalidad de bienes (mue,
bles e inmuebles); que en tales condiciones no puede afir-
marse que se refiera exclusivamente a uno o varios inmue
bles registrados o por registrarse, por lo cual no entra den-
tro de la competencia que limitativamente tiene como tri-
bunal especial, el Tribunal de Tierras, y, por consiguiente,
la medida de secuestro, en el caso que se examina, corres-
pondía obviamente a los tribunales ordinarios; que, •130.:

otra parte, es preciso decidir que la comunicación al Mi -
terio Público no es una 'formalidad sustancial cuando
trata de una demanda urgente ante el Juez de los Refen_
mientos, y que, además nada se opone en ese caso a que la
excepción de incompetencia se falle por una misma senten-
cia, como lo ha hecho la Corte a.qua; que por todo ello,
los medios propuestos carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando que los recurrentes en los demás medios
alegan en síntesis: a) que reconocidos como fueron en la
sentencia impugnada como herederos y legatarios univer_
:ales de Ernesto B. Freites, tenían de pleno derecho la ad-
ministración de sus bienes y siendo ellos personas de sol-
vencia moral y material reconocidos, cuando se le arreba-
tase la posesión de esos bienes, por un exceso de poder, esa
administración no podía ser confiada a una tercera perso.
na sin que prestara una fianza que guardara relación con
lo apreciable del monto del patrimonio sucesoral; b) que la
sentencia impugnada carece de base legal al no ponderar
el testamento auténtico del finado Ernesto B. Freites del 7
de diciembre de 1954, que hacía que siendo ellos legatarios
universales les correspondiera de pleno derecho la adminis-
tración de los bienes del de cuyus; c) que la Corte a-qua,
entiende que para que una persona tenga calidad, le basta
ser parte en un litigio, lo que es un grave error ya que lo
cierto es que se tiene que tener calidad para poder ser par-
te en cualquier instancia judicial; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugna.
da, pone de manifiesto que la Corte a-qua para mantener
el secuestro ordenado por el Juez de los Referirnientos de
los bienes relictos por el finado Ernesto B. Freites, dio co_
mo fundamento entre otras razones; a) la existencia de una
demanda en reconocimiento judicial de paternidad inter-
puesta por Milagros Martínkz Feliz, como madre y tutora
legal de su hija menor Mercedes Ultra del Socorro, contra
los herederos del mencionado finado Ernesto B. Freites;
b ) cwf en el Tribunal de Primera Instancia en ocasión de
dieM demanda había quedado establecida la calidad de és-
ta /e) que en todo caso para intentar una acción de esa no_
turleza bastaba ser parte en el litigio; d) que dicha medida
cuya procedencia es de la soberanía de los jueces es pro-visional y conservatoria de los derechos de las partes en
litis; que esos motivos que son pertinentes justifican plena-mente lo resuelto per la Corte a-qua; y para ello no habíanec

esidad de referirse al testamento ni a la investidura le-
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caso, la demanda principal es una demanda puramente per-
sonal, en reconocimiento de una filiación natural de la
competencia de la jurisdicción civil ordinaria y al ser
demanda en secuestro accesoria a la principal, cae también
dentro de la misma competencia de la jurisdicción civil or-
dinaria, por lo que procede rechazar las conclusiones en
este aspecto";

Considerando que, en efecto, cuando se trata de un
saneamiento, o de una litis sobre derechos registrados, pa-
ra cuyos procedimientos tiene competencia exclusiva el Tr-
bunal de Tierras, calquiera medida provisional que acceso-
riamente se solicite, incluyendo el secuestro, es también de
la competencia exclusiva de dicha jurisdicción; pero, en el
presente caso no se trata de un saneamiento catastral, ni
¿te una litis sobre derechos registrados, pues lo que está en
juego en la especie no es el registro, la existencia o la M O -

dif ica ción de determinados derechos reales inmobiliarios,
principales o accesorios, sino una demanda en investigc-
ción judicial de paternidad, y, en partición de bienes, en
caso de tener éxito lo primero; que esa demanda, de carác_
ter personal, abarca por su naturaleza, una universalidad
de derechos, y por ende una universalidad de bienes (mue_
Hes e inmuebles); que en tales condiciones no puede af i r-
marse que se refiera exclusivamente a uno o varios inmue
bles registrados o por registrarse, por lo cual no entra den-
tro de la competencia que limitativamente tiene como tri-
bunal especial, el Tribunal de Tierras, y, por consiguiente,
la medida de secuestro, en el caso que se examina, corres-
pondía obviamente a los tribunales ordinarios; que, mor
otra parte, es preciso decidir que la comunicación al Mi
terio Público no es una 'formalidad sustancial cuando (:
trata de una demanda urgente ante el Juez de los Referi-
mientos, y que, además nada se opone en ese caso a que la
excepción de incompetencia se falle por una misma senten-
cia, como lo ha hecho la Corte a-qua; que por todo ello,
los medios propuestos carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

Considerando que los recurrentes en los demás medios
alegan en síntesis: a) que reconocidos como fueron en la
senten cia impugnada como herederos y legatarios univer-
ales de Ernesto B. Freites, tenían de pleno derecho la ad-

ministración de sus bienes y siendo ellos personas de sol-
vencia moral y material reconocidos, cuando se le arreba-
tase la posesión de esos bienes, por un exceso de poder, esa
administración no podía ser confiada a una tercera perso-
na sin que prestara una fianza que guardara relación con
lo apreciable del monto del patrimonio sucesoral; b) que la
sentencia impugnada carece de base legal al no ponderar
el testamento auténtico del finado Ernesto B. Freites del 7
de diciembre de 1954, que hacía que siendo ellos legatarios
universales les correspondiera de pleno derecho la adminis-
tración de los bienes del de cuyus; c) que la Corte a-qua,
entiende que para que una persona tenga calidad, le basta
ser parte en un litigio, lo que es un grave error ya que lo
cierto es que se tiene que tener calidad para poder ser par-
te en cualquier instancia judicial; pero,

Considerando que el examen de la sentencia impugna.
da, pone de manifiesto que la Corte a.qua para mantener
el secuestro ordenado por el Juez de los Referimientos de
los bienes relictos por el finado Ernesto B. Freites, dio co-
mo fundamento entre otras razones; a) la existencia de una
demanda en reconocimiento judicial de paternidad inter-
puesta por Milagros Martínqz Feliz, como madre y tutora
legal de su hija menor Mercedes Libra del Socorro, contra
les herederos del mencionado finado Ernesto B. Freites;
b) q

demanda había quedado establecida la calidad de és-
e) que en todo caso para intentar una acción de esa na-turleza bastaba ser parte en el litigio; d) que dicha medida

cuya procedencia es de la soberanía de los jueces es pro..visional y conservatoria de los derechos de las partes en
litis; que esos motivos que son pertinentes justifican plena-mente lo resuelto per la Corte a-qua; y para ello no habíanec

esidad de referirse al testamento ni a la investidura le-

en el Tribunal de Primera Instancia en ocasión de
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gal que pudiera resultar del mismo; que, por tanto, los me..
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

En cuanto al fondo.

Considerando que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en indagación judicial de paternidad y la.
quidación y partición de bienes, intentada por Milagros
Martínez Feliz, como tutora legal de su hija menor Mei._
cedes Laura del Socorro, la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, apodera-
da del asunto, dictó en fecha 3 de Junio de 1965, una sea»
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Da
Acta a Pedro María Freites, Ana Josefa Freites, Amalia
Freites Viuda Canivell, Ernesto Andrés Mathiss Freites,
Andrés A. Freites Barrera, y Arsenio Rafael Freites Barre.
ra, de los términos contenidos en el ordinal primero de sus
conclusiones transcritas al comienzo de esta sentencia, y
Rechaza, por los motivos ya enunciados, los demás ordina.
les de sus dichas conclusiones; Segundo: Acoge, como se
dirá a seguidas las conclusiones formuladas en audiencia
por la menor de edad, Mercedes Laura del Socorro, repre.
sentada legalmente por su madre tutora legal Milagros
Martínez Feliz, y en consecuencia,. Declara formalmente e3.
tablecida, de acuerdo con los documentos depositados por
dicha parte demandante, la Filiación Natural entre Ernes-
to B. Freites y su nija la ya mencionada menor ck edad
Mercedes Laura del Socorro, procreada con su ya dicho re.
presentante legal en este juicio Milagros Martínez Fék, y
consecuentemente: a) Ordena que a persecución y diligen-
cia de la ya mencionada parte demandante se proceda a las
operaciones de cuenta, liquidación y partición de los bie-
nes pertenecientes a la sucesión del finado Ernesto B. Frei-
tes entre las partes en causa, según sus derechos respect i

-vo; b) Comisiona al Notario Público Dr. Leonardo Matos

Berrido, de los de este Distrito Nacional, para que proceda
las operaciones de cuenta, liquidación y partición entre

las partes en causa, con todas sus consecuencias legales; c)
Nombra al Magistrado Juez_Presidente de este Tribunal.
Juez_Comisario para que presida esas operaciones; d) Or_
dena que los bienes inmuebles no susceptibles de cómoda
división en naturaleza entre las partes en causa, Sean Ven.
¿idos En Pública Licitación por ante el mismo Notario Co-
misionado, Dr. Leonardo Matos Berrido, sirviendo como
precio de primera puja el que fijará este Tribunal, en cada
caso, en vista de la estimación que de los mismos sea he-
cha por los peritos que habrán de ser nombrados; e) Nom_
bra, de oficio, a los Dres. Guillermo del Monte Urraca, Sal-
vador González Peguero y Ramón Julián Peña S., todas
abogados, de este domicilio y residencia, Peritos para que
informen al Tribunal respecto de si los bienes inmuebles de
cuya partición se trata son o no susceptibles de cómoda di-
visión en naturaleza y hagan la estimación de los mismos;
peritos éstos o los que las partes designen de común acuer-
do que habrán de prestar el juramento legal correspon.
diente, por ante el Juez_Comisario, antes de realizar las di .
ligencias periciales encomendádales; Tercero:Condena a la
parte demandada sucumbiente al pago de las costas de esta
instancia. Distraídas en provecho de los licenciados Gilber-
to Fiallo R., y Antinoe Fiallo, abogados de la parte deman-
dante"; b) que sobre recurso de alzada interpuesto contra
esa sentencia intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dis-positiyo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y
váli r:.-1O, en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter-
pielsto en fecha 23 de noviembre del año 1965, por los se.
fides Pedro María Freites, Ana Josefa Freites, Amaba
Freites Viuda Canivell, Ernesto Andrés Mathiss Freites,Andrés A. Freites Barrera y Arsenio Rafael Freites Barre-ra, contra la sentencia dictada en fecha tres (3) de junio delajurizogmaciiol novecientos

Pr i

mera sesenta y cinco (1965), por la Cámara
ce lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción de:

rimera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
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gal que pudiera resultar del mismo; que, por tanto, los me.
dios que se examinan carecen de fundamento y deben ser
desestimados;

En cuanto al fondo.

Considerando que en la sentencia impugnada y en les
documentos a que ella se refiere consta: a) que con motivo
de una demanda en indagación judicial de paternidad y U
quidación y partición de bienes, intentada por Milagros
Martínez Feliz, como tutora legal de su hija menor Me:_
cedes Laura del Socorro, la Cámara Civil y Comercial de
la Primera Circunscripción del Distrito Nacional, apodera-
da del asunto, dictó en fecha 3 de Junio de 1965, una sen-
tencia cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero: Da
Acta a Pedro María Freites, Ana Josefa Freites, Amalia
Freites Viuda Canivell, Ernesto Andrés Mathiss Freites,
Andrés A. Freites Barrera, y Arsenio Rafael Freites Barre-
ra, de los términos contenidos en el ordinal primero de sus
conclusiones transcritas al comienzo de esta sentencia, y
Rechaza, por los motivos ya enunciados, los demás ordina.
les de sus dichas conclusiones; Segundo: Acoge, como se
c;irá a seguidas las conclusiones formuladas en audiencia
por la menor de edad, Mercedes Laura del Socorro, repre-
2,entada legalmente por su madre tutora legal Milagros'
Martínez Feliz, y en consecuencia, Declara formalmente e3•
tablecida, de acuerdo con los documentos depositados por
dicha parte demandante, la Filiación Natural entre ErneJ-
to B. Freites y su rija la ya mencionada menor d1:- edad
Mercedes Laura del Socorro, procreada con su ya dich;.• re-
presentante legal en este juicio Milagros Martínez Félk, Y

consecuentemente: a) Ordena que a persecución y diligen-
cia de la ya mencionada parte demandante se proceda a las
operaciones de cuenta, liquidación y partición de los bie-
nes pertenecientes a la sucesión del finado Ernesto B. Frei
tes entre las partes en causa, según sus derechos respectk
yo; b) Comisiona al Notario Público Dr. Leonardo Matos

Berrido, de los de este Distrito Nacional, para que proceda
las operaciones de cuenta, liquidación y partición entre

las partes en causa, con todas sus consecuencias legales; e)
Nombra al Magistrado Juez-Presidente de este Tribunal.
Juez-Comisario para que presida esas operaciones; d) Or-
dena que los bienes inmuebles no susceptibles de cómoda
división en naturaleza entre las partes en causa, Sean Ven-
¿idos En Pública Licitación por ante el mismo Notario Co-
misionado, Dr. Leonardo Matos Berrido, sirviendo como
precio de primera puja el que fijará este Tribunal, en cada
caso, en vista de la estimación que de los mismos sea he-
cha por los peritos que habrán de ser nombrados; e) Nom_
bra, de oficio, a los Dres. Guillermo del Monte Urraca, Sal-
vador González Peguero y Ramón Julián Peña S., todas
abogados, de este domicilio y residencia, Peritos para que
informen al Tribunal respecto de si los bienes inmuebles de
cuya partición se trata son o no susceptibles de cómoda di-
visión en naturaleza y hagan la estimación de los mismos;
peritos éstos o los que las partes designen de común acuer-
do que habrán de prestar el juramento legal correspon.
diente, por ante el Juez-Comisario, antes de realizar las di..
ligencias periciales encomendádales; Tercero: . Condena a la
parte demandada sucumbiente al pago de las costas de esta
instancia. Distraídas en provecho de los licenciados Gilber-
to Fiallo R., y Antinoe Fiallo, abogados de la parte deman-
dante"; b) que sobre recurso de alzada interpuesto contra
esa sentencia intervino el fallo ahora impugnado, cuyo dis-
positivo es el siguiente: "Falla: Primero: Declara regular y
váli rrp , en cuanto a la forma, el recurso de apelación inter..

,sto en fecha 23 de noviembre del año 1965, por los se.
ficées Pedro María Freites, Ana Josefa Freites, Amalia
Freites Viuda Canivell, Ernesto Andrés Mathiss Freites,A

ndrés A. Freites Barrera y Arsenio Rafael Freites Barre-
ra , contra la sentencia dictada en fecha tres (3) de junio delano mil novecientos sesenta y cinco (1965), por la Cámara
de lo Civil y Comercial de la Primera Circunscripción de:Ju

zgado de Primera Instancia del Distrito Nacional, cuyo
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dispositivo figura copiado en otra parte del cuerpo de esta
sentencia; Segundo: Revoca en todas sus partes la senten
cia recurrida, y obrando por propia autoridad y contrario
imperio, declara inadmisible por caduca la demanda en de.
claración judicial de paternidad natural de que se trata, in-
coada por la señora Milagros Martínez Feliz, en su doble
calidad de madre y tutora legal de su hija menor Alerce.
des Laura del Socorro; y Tercero: Condena a la demandan-
te y recurrida en apelación, señora Milagros Martínez Fe
liz, al pago de las costas de ambas instancias";

Considerando aue la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Viola.
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
Segundo Medio: Falsa aplicación y falsa interpretación del
artículo 6 de la Ley 985 del 31 de agosto de 1945.

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
medio de casación la recurrente alega en síntesis: que la
sentencia impugnada ignora totalmente a los herederos de
Pedro María FreiteF y de Ana Freites,— que vinieron a
ser parte en la litis a partir de la muerte de sus causaha.
!sientes, es decir mucho antes de dictarse la sentencia recu-
rrida. Que habiendo omitido los nombres, profesiones y do-
micilios de éstos, dicha sentencia es nula por haber contra-
venido las disposiciones del artículo 141 del Código de Pr•-
cedimiento Civil y debe ser casada; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que como apelantes en el caso ocurrente, conjun ',1mente
con Pedro y Ana Freites, fallecidos, figuran Amalia 'Yeites
Vda. Canivell, Ernesto A. Mathiss Freites, Andrés A. /
tes Barrera y Arsenio R. Freites, cuyas generales con-V.;51e- 1
tas constan en la misma, y tratándose de un asunto
sible, el hecho de la omisión de los herederos de los dos pri.5
meros, no podía por si solo anular la sentencia hoy recu-
irida en casación, como lo pretende la actual recurrente;

Considerando que por otra parte, el examen de la su-
pradicha sentencia revela que, si bien la Corte a.qua en el

encabezamiento de su fallo hizo figurar los nombres de 16s
apelantes originarios, en el último Resulta de la misma,
menciona el acto de alguacil fechado a 30 del mes de Jun,o
de 1966, que contiene Renovación de Instancia, y en el va
se mencionan los nombres y demás generales de los here-
deros de Pedro y Ana Freites, por lo que la indicación s
ñalada no le pudo ocasionar ningún perjuicio a Milagros
Martínez Feliz, actual recurrente en casación, que en sus
actos subsiguientes siempre notificó y puso en causa, a las
personas mencionadas en dicho acto de alguacil; por lo cual
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
aesestimado;

Considerando que en el segundo y último medio la re_
currente alega en síntesis, que el plazo para interponer la
acción en reconocimiento de la filiación natural no debe
ser de cinco años a partir del nacimiento de la menor cuyo
reconocimiento se persigue; y termina pidiendo que la sen-
tencia de la Corte debe ser casada por no haber acogido esa
tesis, que fue la acogida por el Juez de Primera Instancia;
mantiene, además, que la Corte al fallar como lo hizo, 3co-
giendo la caducidad de la acción, incurrió en violación, fal-
sa aplicación y falsa interpretación del artículo 6 de la Ley
985, del 31 de agosto de 1945; pero,

Considerando que la imprescriptibilidad es la regla pa-
la las acciones intentadas por los hijos, en reclamación de
estado, pero la acción en investigación de la paternidad na-
tural para fines de reconocimiento judicial, como la presen-
te, hetido sometido por el legislador al dictar la ley 985 a
un. -lazo de 5 arios, exigencia que se funda en el propósito
dejlrevenir litigios a una fecha muy distante de los hechos
que pueden servir de base a la acción;

Considerando que la sentencia objeto del presente re-
curso revela: a) que la niña Mercedes Laura del Socorro
cuyo reconocimiento judicial se persigue nació el 28 de oc-t ubre de 1957; b) que Ernesto B. Freites falleció el día 2
de mayo de 1963; c) que la demanda introductiva de int:-
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dispositivo figura copiado en otra parte del cuerpo de esta
sentencia; Segundo: Revoca en todas sus partes la senten
cia recurrida, y obrando por propia autoridad y contrario
imperio, declara inadmisible por caduca la demanda en de.
claración judicial de paternidad natural de que se trata, in-
coada por la señora Milagros Martínez Feliz, en su doble
calidad de madre y tutora legal de su hija menor Merce.
des Laura del Socorro; y Tercero: Condena a la demandan-
te y recurrida en apelación, señora Milagros Martínez Fé.
liz, al pago de las costas de ambas instancias";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Viola..
ción del artículo 141 del Código de Procedimiento Civil;
Segundo Medio: Falsa aplicación y falsa interpretación del
artículo 6 de la Ley 985 del 31 de agosto de 1945.

Considerando que en el desenvolvimiento de su primer
medio de casación la recurrente alega en síntesis: que la
sentencia impugnada ignora totalmente a los herederos de
Pedro María FreiteF y de Ana Freites,— que vinieron a
ser parte en la litis a partir de la muerte de sus causaha.
Lientes, es decir mucho antes de dictarse la sentencia recu-
rrida. Que habiendo omitido los nombres, profesiones y do-
micilios de éstos, dicha sentencia es nula por haber contra-
venido las disposiciones del artículo 141 del Código de Pro-
cedimiento Civil y debe ser casada; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta
que como apelantes en el caso ocurrente, conjun .a,mente
con Pedro y Ana Freites, fallecidos, figuran Amalia ',reites
Vda. Canivell, Ernesto A. Mathiss Freites, Andrés A. 1:rei-
tes Barrera y Arsenio R. Freites, cuyas generales contle..
tas constan en la misma, y tratándose de un asunto indivi-
sible, el hecho de la omisión de los herederos de los dos pri-
meros, no podía por si solo anular la sentencia hoy recii-
irida en casación, como lo pretende la actual recurrente;

Considerando que por otra parte, el examen de la sil-
pradicha sentencia revela que, si bien la Corte a_qua en el
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encabezamiento de su fallo hizo figurar los nombres de 16s
apelantes originarias, en el último Resulta de la misma,
menciona el acto de alguacil fechado a 30 del mes de Jumo
de 1966, que contiene Renovación de Instancia, y en el que
se mencionan los nombres y demás generales de los here-
deros de Pedro y Ana Freites, por lo que la indicación
ñalada no le pudo ocasionar ningún perjuicio a Milagros
Martínez Feliz, actual recurrente en casación, que en sus
actos subsiguientes siempre notificó y puso en causa, a las
personas mencionadas en dicho acto de alguacil; por lo cunl
el medio que se examina carece de fundamento y debe ser
aesestimado;

Considerando que en el segundo y último medio la re.
currente alega en síntesis, que el plazo para interponer la
acción en reconocimiento de la filiación natural no debe
ser de cinco años a partir del nacimiento de la menor cuyo
reconocimiento se persigue; y termina pidiendo que la sen-
tencia de la Corte debe ser casada por no haber acogido esa
tesis, que fue la acogida por el Juez de Primera Instancia;
mantiene, además, que la Corte al fallar como lo hizo, Jco-

giendo la caducidad de la acción, incurrió en violación, fal-
del`sa aplicación y falsa interpretación del articulo 6 de la Ley

985, del 31 de agosto de 1945; pero,

Considerando que la imprescriptibilidad es la regla pa-
ra las acciones intentadas por los hijos, en reclamación de
estado, pero la acción en investigación de la paternidad na-
tural para fines de reconocimiento judicial, como la presen-
te, h2tido sometido por el legislador al dictar la ley 985 a
Un -.lazo de 5 arios, exigencia que se funda en el propósito
va revenir litigios a una fecha muy distante de los hechos

que pueden servir de base a la acción;
Considerando que la sentencia objeto del presente re..

curso revela: a) que la niña Mercedes Laura del Socorro
cuyo reconocimiento judicial se persigue nació el 28 de oc-
t ubre de 1957; b) que Ernesto B. Freites falleció el día 2de mayo de 1963; c) que la demanda introductiva de ins-
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tancia tendiente a que se declare a Ernesto B. Freites, pa-
dre de Mercedes Laura del Socorro, fue intentada por la
rcadre de ésta, su tutora legal, Milagros Martínez Feliz, en
fecha 10 de abril de 1964, esto es, cuando ya Mercedes Lan.
a del Socorro tenía 7 años y meses;

Considerando que en tales circunstancias la Corte a.qua,
el revocar la sentencia del Juez de Primera Instancia, y es
limar tardía la acción en reconocimiento judicial de pater-
nidad, intentada por Milagros Martínez Feliz, como madre
y tutora legal de su hija menor Mercedes Laura del Soco_
rro, lejos de violar, falsear o hacer una errada aplicación
del artículo 6 de la ley 985, de 1945, como lo alega la re..
currente, hizo una correcta interpretación y aplicación de;
mismo;

Considerando que además, cualquiera confusión que
pueda ofrecer la terminología usada por el legislador al dic..
tar la ley 985, y decir que la filiación paterna puede ser es-
tablecida en justicia a instancia de la madre o del hijo, ;e
discipa consultando la exposición de motivos de la misma

y, donde se especifican pormenorizadamente los puntos
que la inspiraron y especialmente lo improrrogable del pla
zo de los cinco años, a partir del nacimiento del hijo, para
que dicha acción pueda ser interpuesta;

Considerando que asimismo la sentencia impugnada re.
fleja que las prescripciones del artículo 328 del Código Ci-
vil sobre reclamación de estado, cuya imprescriptibilidad,
nadie discute, no deben ser asociadas a las disposiciones de
la ley 985 de 1945, que abrió las puertas a la indaga¿On de
la paternidad judicial, hasta ese momento cerradas d ni-
iivamente, y que sometida dicha acción a corto o largo ;la-
zo, representa un avance indiscutible en nuestra evolución
social; por consiguiente el segundo y último medio caree::
también de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que no es obstáculo alguno a la solución
que acaba de darse al presente recurso, lo resuelto antes
sobre el secuestro, pues siendo esta última una medida pro-

visional que cesa al ponerse fin a la litis que la ha origina-
do, ello no impide, cual que sea la suerte del fondo, el consi-
derar y juzgar, como ha resultado en el presente caso, que
el secuestro en el momento en que se ordenó por el tribu..
:,al, lo fue con una correcta sujeción a la ley;

En cuanto a las costas.

Considerando que según el artículo 131 del Código de
Procedimiento Civil, las costas pueden ser compensadas
cuando las partes sucumben en puntos respectivos de sus
conclusiones; que en el presente caso como han sido acumu-
lados los recursos que se fallan por medio de esta senten-
cia, y las partes en causa sucumben respectivamente, pro-
cede compensar las costas

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter-
puesto por Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Fre".
tes, Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
funciones de Referimientos, de fecha 14 de Noviembre de
1966, cuyo dispositivo se transcribe anteriormente; Segun-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Milagros
Martínez Feliz, contra la sentencia de la misma Corte, de
'fecha 23 de Noviembre de 1966, cuyo dispositivo se trans-
cribe también en parte anterior del presente fallo; Tercero:
Se compensan las costas relativas a casación.

(Fi rmados): Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
Bergé*Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio

Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro_
jas Almá.nzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que.
certifico. (Fdo•) Ernesto Curiel hijo.
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tancia tendiente a que se declare a Ernesto B. Freites, pa-
dre de Mercedes Laura del Socorro, fue intentada por la
madre de ésta, su tutora legal, Milagros Martínez Feliz, en
fecha 10 de abril de 1964, esto es, cuando ya Mercedes Lau-
a del Socorro tenía 7 años y meses;

Considerando que en tales circunstancias la Corte a.qua,
al revocar la sentencia del Juez de Primera Instancia, y es
limar tardía la acción en reconocimiento judicial de pater-
nidad, intentada por Milagros Martínez Feliz, como madre
y tutora legal de su hija menor Mercedes Laura del Soco
rro, lejos de violar, falsear o hacer una errada aplicación
del artículo 6 de la ley 985, de 1945, como lo alega la re-
currente, hizo una correcta interpretación y aplicación del
mismo;

Considerando que además, cualquiera confusión que
pueda ofrecer la terminología usada por el legislador al dic-
tar la ley 985, y decir que la filiación paterna puede ser es-
tablecida en justicia a instancia de la madre o del hijo, se
discipa consultando la exposición de motivos de la misma
ley, donde se especifican pormenorizadamente los puntos
que la inspiraron y especialmente lo improrrogable del pla
zo de los cinco años, a partir del nacimiento del hijo, para
que dicha acción pueda ser interpuesta;

Considerando que asimismo la sentencia impugnada re.
fleja que las prescripciones del artículo 328 del Código Ci-
vil sobre reclamación de estado, cuya imprescriptibilidad,
radie discute, no deben ser asociadas a las disposiciones de
la ley 985 de 1945, que abrió las puertas a la indaga -5n de
la paternidad judicial, hasta ese momento cerradas d i ni. .
iivamente, y que sometida dicha acción a corto o largo ;.la-
zo, representa un avance indiscutible en nuestra evolución
social; por consiguiente el segundo y último medio carece
también de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que no es obstáculo alguno a la solución
que acaba de darse al presente recurso, lo resuelto antes
sobre el secuestro, pues siendo esta última una medida pro-

visional que cesa al ponerse fin a la litis que la ha origina-
do, ello no impide, cual que sea la suerte del fondo, el consi-
derar y juzgar, como ha resultado en el presente caso, que
el secuestro en el momento en que se ordenó por el tribu.
Dal, lo fue con una correcta sujeción a la ley;

En cuanto a las costas.

Considerando que según el artículo 131 del Código de
Procedimiento Civil, las costas pueden ser compensadas
cuando las partes sucumben en puntos respectivos de sus
conclusiones; que en el presente caso como han sido acumu-
lados los recursos que se fallan por medio de esta senten-
cia, y las partes en causa sucumben respectivamente, pro
cede compensar las costas

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso inter_
puesto por Elsa Freites de Guerra, Ernesto A. Mathiss Frei_
tes, Andrés A. Freites B., y Arsenio R. Freites B., contra la
sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domingo, en
funciones de Referimientos, de fecha 14 de Noviembre de
1966, cuyo dispositivo se transcribe anteriormente; Segun-
do: Rechaza el recurso de casación interpuesto por Milagros
Martínez Feliz, contra la sentencia de la misma Corte, de
'fecha 23 de Noviembre de 1966, cuyo dispositivo se trans-
cribe también en parte anterior del presente fallo; Tercero:
Se compensan las costas relativas a casación.

(F i rmados): Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel D.
BergélChupani.— Manuel A . Amiama.— Francisco Elpielio
Berf-,1— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Ro.
javAlmánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada,,1(eFícidao.y

) Ernesto Curiel 
hiomí j S. ecretario General, qu?
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia de: Suprema Corte de Justicia dictada en audiencia, pú
blica como tribunal correccional en única instancia.

Causa seguida a: Buenaventura Polanco, Diputado al Congreso
Nacional.

Agraviado: Tomás Fernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 13 de septiembre del año 1967, años 124°
de la Independencia y 105" de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como tribunal correccional, y en única ins-,
tancia, la presente sentencia:

En la causa seguida a Buenaventura Polanco, Diputa. ,
do al Congreso Nacional, por la Provincia María rItnidad
Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, domickado
y residente en la calle Enriquillo No. 7 de la ciudad dek;;Va-
gua, cédula No. 742, serie 71, prevenido del delito de gol.
pes por imprudencia en perjuicio de Tomás Fernández;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al prevenido en sus generales de ley;
Oído al Magistrado Procurador General de la Repú-

blica en la exposición de los hechos;	

1

Oído al Secretario en la lectura de los documentos del
expediente;

Oídas las declaraciones del querellante Tomás Fernán.
dez y las del testigo Santiago Hierro, quien prestó el jura.
mento de decir "toda la verdad y nada más que la verdad
en cuanto le fuere preguntado";

Oídas las declaraciones del prevenido;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República, que terminan así: "Que se declare culpa-
ble y que se condene a RDS25.00 de multa y costas";

Vistos los documentos del expediente;

Autos Vistos:

Resulta que en fecha 9 de marzo de 1967, la P. N. le.
vantó un acta en donde consta que en la carretera Rincón-
San Francisco de Macorís, Buenaventura Polanco, Diputa-
do al Congreso Nacional, quien transitaba por esa carrete-
ra con su automóvil placa oficial No. 0-126 "había estro.
peado" con el mismo a Tomás Fernández, causándole trau-
matismos curables según Certificado del Médico Legista,
que obra en el expediente, en menos de diez días;

Resulta que después de las tramitaciones e interroga.
torios de lugar, el Magistrado Procurador General de la
República por auto de fecha 1.3 de julio de 1967, apoderó a
esta Suprema Corte de Justkia en atribuciones correccio-
nalys y en instancia única del hecho puesto a cargo del
venido Buenaventura Polanco, por tener la investidura de
iiputado al Congreso Nacional, todo en virtud del artícu-
lo 67 de la Constitución de la República;

Resulta que por Auto de fecha 2 de agosto de 1967 del
Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia, se
fijó la audiencia pública del día lunes 4 de septiembre
1967 , a las nueve de la mañana para conocer de la referida
causa;
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SENTENCIA DE FECHA 13 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia de: Suprema Corte de Justicia dictada en audiencia pú
blica como tribunal correccional en única instancia.

Causa seguida a: Buenaventura Polanco, Diputado al Congreso
Nacional.

Agraviado: Tomás Fernández.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H.. Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
I3ergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del 4
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 13 de septiembre del año 1967, años 124'
de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como tribunal correccional, y en única ins-
tancia, la presente sentencia:

En la causa seguida a Buenaventura Polanco, Diputa-
do al Congreso Nacional, por la Provincia María TV..nidad
Sánchez, dominicano, mayor de edad, casado, domicit»ado
y residente en la calle Enriquillo No. 7 de la ciudad de4‘,\Ia-
gua, cédula No. 742, serie 71, prevenido del delito de gol-
pes por imprudencia en perjuicio de Tomás Fernández;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al prevenido en sus generales de ley;
Oído al Magistrado Procurador General de la Repú.

blica en la exposición de los hechos;
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Oído al Secretario en la lectura de los documentos del
expediente;

Oídas las declaraciones del querellante Tomás Fernán.
dez y las del testigo Santiago Hierro, quien prestó el jura-
mento de decir "toda la verdad y nada más que la verdad
en cuanto le fuere preguntado";

Oídas las declaraciones del prevenido;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República, que terminan así: "Que se declare culpa-
ble y que se condene a RD$25.00 de multa y costas";

Vistos los documentos del expediente;

Autos Vistos:

Resulta que en fecha 9 de marzo de 1967, la P. N. le.
vantó un acta en donde consta que en la carretera Rincón-
San Francisco de Macorís, Buenaventura Polanco, Diputa-
do al Congreso Nacional, quien transitaba por esa carrete-
ra con su automóvil placa oficial No. 0.126 "había estro.
peado" con el mismo a Tomás Fernández, causándole tra s: -
matismos curables según Certificado del Médico Legista,
que obra en el expediente, en menos de diez días;

Resulta que después de las tramitaciones e interrogi-
torios de lugar, el Magistrado Procurador General de la
República por auto de „fecha 13 de julio de 1967, apoderó a
esta Suprema Corte de Justicia en atribuciones correccio-
nalp y en instancia única del hecho puesto a cargo del pr.,
venido Buenaventura Polanco, por tener la investidura de
.diputado al Congreso Nacional, todo en virtud del artícu-

410 67 de la Constitución de la República;

Magistrado Presidente de la Suprema Corte de Justicia, se
fijó la audiencia pública del día lunes 4 de septiembre de

causa;

esulta que por Auto de fecha 2 de agosto de 1967 del

967, a las nueve de la mañana para conocer de la referida
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Resulta que en la fecha que acaba de indicarse se ce.
lebró la audiencia pública, habiéndose interrogado al que-
:ellante, al testigo Santiago Hierro y al prevenido; y ha-
biéndose oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, aplazándose el fallo para una próxi_
ma audiencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado:

Considerando que según quedó establecido en el ple-
nario, por los medios de prueba que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, el prevenido
Buenaventura Polanco transitaba la noche del día 9 dí
marzo de 1967, por la carretera Rincón-San Francisco de
Macorís conduciendo su automóvil oficial placa No. 0-126,
de Sur a Norte, y estropeó con dicho automóvil a Tomí's
Fernández, quien iba en la misma dirección conduciendo
una carretilla cargada de frutos diversos; y ocasionándole
traumatismos que curaron en menos de diez días;

Considerando que tanto por la declaración del testigo
Santiago Hierro, como por la propia declaración del preve-
nido, quedó demostrado que el hecho se debió a la falta de
prudencia de dicho prevenido, quien según lo admitió, tran.
staba a ochenta kilómetros por hora, cuando el límite de
velocidad, según el artículo 5, letra c, de la Ley 4809, de
1957, es en las zonas rurales, de 60 kilómetros por hora;

Considerando que en los hechos así establecidos se 1/4en-
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delitóde.
golpes y heridas por imprudencia ocasionadas con el mane ji
de un vehículo de motor, curables en menos de diez días;,'
por lo cual procede declararlo culpable;

Considerando que el querellante pidió en audiencia la
reparación de los daños recibidos, estimados por él en Rll-
$200.00; y al día siguiente, depositó en secretaría un recibo
de descargo en favor del prevenido; pero, como él no llegó

a formalizar su pedimento desde el punto de vista fiscal,
no procede estatuir sobre el mismo;

Por tales motivos, La Suprema Corte de Justicia en
Nombre de la República por autoridad de la Ley, y vistos
los artículos 67 de la Constitución de la República; 1° letra
e) y 69 de la Ley No. 5771 de 1961; sobre accidentes ocasio-
nados por vehículos de motor; 463, escala Eta. del Código
Penal; y 194 del Código de Procedimiento Criminal, los
cuales dicen así:

Artículo 67 de la Constitución: "Corresponde exclusi_
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de
las demás atribuciones que le confiere la Ley: 1.— Conocer
en única instancia de las causas penales seguidas al Presi.
dente y al Vicepresidente de la República, a los Senadores,
Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de Esta-
do, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador Ge-
reral de la República. Jueces y Procuradores Generales de
las Cortes de Apelación, Abogado del Estado ante el Tri-
bunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de la Junta
Central Electoral y de la Cámara de Cuentas";

Artículo 19 letra c, y 6' de la Ley No. 5771: "El que
por torpeza. imprudencia, inadvertencia, negligencia o in_
observancia de las leyes y reglamentos, causare involunta-
riamente, con el manejo o conducción de un vehículo de
motor, un accidente que ocasione golpes o heridas se casti-
gará con las penas: De seis meses a dos años de prisión y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o impo..
.ibilidad para su trabajo durare veinte días o más"; y el
artlulo 6° de la indicada Ley dice: "Las circunstancias
a tenuantes del artículo 463 del Código Penal, podrán ser
jplicadas por los tribunales en todos los casos previstos por
"..a presente ley excepto cuando el autor del accidente ha
manejado el vehículo de motor sin haberse provisto nunca
de licencia o cuando al cometer el hecho abandone injusti-
ficadamente la v ;ctima c cuando se encuentre en estado ce
Embriaguez notoria y debidamente comprobada por un cer-
tificado médico";



BOLETIN JUDICIAL	 16911690	 BOLETIN JUDICIAL

Resulta que en la fecha que acaba de indicarse se ce.
lebró la audiencia pública, habiéndose interrogado al que-
rellante, al testigo Santiago Hierro y al prevenido; y ha.
biéndose oído el dictamen del Magistrado Procurador Ge-
neral de la República, aplazándose el fallo para una próxi_
ma audiencia;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado:

Considerando que según quedó establecido en el ple-
nario, por los medios de prueba que fueron regularmente
administrados en la instrucción de la causa, el prevenido
Buenaventura Polanco transitaba la noche del día 9 de
marzo de 1967, por la carretera Rincón-San Francisco de
Macorís conduciendo su automóvil oficial placa No. 0-126,
de Sur a Norte, y estropeó con dicho automóvil a Tombs
Fernández, quien iba en la misma dirección conduciendo
una carretilla cargada de frutos diversos; y ocasionándole
traumatismos que curaron en menos de diez días;

Considerando que tanto por la declaración del testigo
Santiago Hierro, como por la propia declaración del preve-
nido, quedó demostrado que el hecho se debió a la falta de
prudencia de dicho prevenido, quien según lo admitió, tran.
s'Aaba a ochenta kilómetros por hora, cuando el límite de
s, elocidad, según el artículo 5, letra c, de la Ley 4809, da
1957, es en las zonas rurales, de 60 kilómetros por hora;

Considerando que en los hechos así establecidos se en-
(-t'entran reunidos los elementos constitutivos del delito\.t de
golpes y heridas por imprudencia ocasionadas con el manej):,
de un vehículo de motor, curables en menos de diez días
por lo cual procede declararlo culpable;

Considerando que el querellante pidió en audiencia la
reparación de los daños recibidos, estimados por él en RD-
$200.00; y al día siguiente, depositó en secretaría un recibí
de descargo en favor del prevenido; pero, como él no lleg5

a formalizar su pedimento desde el punto de vista fiscal.
no procede estatuir sobre el mismo;

Por tales motivos, La Suprema Corte de Justicia en
Nombre de la República por autoridad de la Ley, y vistos
los artículos 67 de la Constitución de la República; 1 9 letra
(-) y 69 de la Ley No. 5771 de 1961, sobre accidentes ocasio-
nados por vehículos de motor; 463, escala 6ta. del Código
Penal; y 194 del Código de Procedimiento Criminal, los
cuales dicen así:

Artículo 67 de la Constitución: "Corresponde exclusi-
vamente a la Suprema Corte de Justicia, sin perjuicio de
las demás atribuciones que le confiere la Ley: 1.— Conocer
en única instancia de las causas penales seguidas al Presi-
dente y al Vicepresidente de la República, a los Senadore3,
Diputados, Secretarios de Estado, Subsecretarios de Esta-
do, Jueces de la Suprema Corte de Justicia, Procurador Ge-
reral de la República. Jueces y Procuradores Generales de
las Cortes de Apelación, Abogado del Estado ante el Tri-
bunal de Tierras, Jueces del Tribunal Superior de la Junta
Central Electoral y de la Cámara de Cuentas";

Artículo 1 9 letra c, y 6" de la Ley No. 5771: "El que
por torpeza. imprudencia, inadvertencia, negligencia o in-
observancia de las leyes y reglamentos, causare involunta-
riamente, con el manejo o conducción de un vehículo de
motor, un accidente que ocasione golpes o heridas se casti-
gará con las penas: De seis meses a dos años de prisión y
multa de cien a quinientos pesos, si la enfermedad o impo-
sibilidad para su trabajo durare veinte días o más"; y el
art?ulo 69 de la indicada Ley dice: "Las circunstancias
Itenuantes del artículo 463 del Código Penal, podrán ser
plicadas por los tribunales en todos los casos previstos por

•a presente ley excepto cuando el autor del accidente ha
manejado el vehículo de motor sin haberse provisto nunca
de licencia o cuando al cometer el hecho abandone injusti-
ficadamente la v íctima e cuando se encuentre en estado ce
embriaguez notoria y debidamente comprobada por un cer-
tificado médico";
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Artículo 463 del Código Penal, inciso 69 : "cuando el
Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión y
multa, los tribunales correccionales, en el caso de que exis-
tan circunstancias atenuantes, están autorizados para redu_
cir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y la multa
a menos de cinco pesos, aún en el caso de reincidencia. Tam-
bién podrán imponerse una u otra de las penas de que tra-
ta este párrafo, y aun sustituir la de prisión con la de mu-
ta, sin que en ningún caso puedan imponerse penas inferio-
r es a las de simple policía";

Artículo 194 del Código de Procedimiento Criminal:
' Toda sentencia de condena contra el procesado y contra
las personas civilmente responsables del delito o contra la
parte civil, los condenará a las costas. Las costas se liqui-
darán por la secretaría";

FALLA:

Declara a Buenaventura Polanco culpable del delito
de golpes por imprudencia producidos con el manejo de un
vehículo de motor, en perjuicio de Tomás Hernández; y lo
condena, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
al pago de una multa de RD$25.00 y al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por Ic..
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la atil
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, dé fecha 21
de junio de 1966.

Materia Civil

Recurrente: Teresa Salazar Viuda González
Abogado: Dr. Luis E. Senior y Lic. Carlos Tomás Noel

Recurrido: Corporación de Electricidad y Azucarera del Norte C.
por A.

Abogado: Lic. Francisco Augusto Lora y Dr. Amiris Díaz

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada. Presidente; Fernando E. Ravelo de 1.3
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do_
mingo de Guzmán, Distritó s Nacional, hoy día 15 de sep-
tiembre del año 1967, años 124 9 de la Independencia y 1059
cíe 4a Restauración, dicta en audiencia pública, como corte

e casación, la siguiente sentencia:
j	 Sobre el recurso de casación interpuesto por Teresa Sa-
lazar Vda. González, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, domiciliada en la sección de Can-
tabria del Municipio y provincia de Puerto Plata, cédula
No. 4357, serie 37, contra sentencia civil de fecha 21 de ju-
Dio de 1966, dictada por la Corte de Apelación de Santia-
go , cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Artículo 463 del Código Penal, inciso 6°: "cuando el
Código pronuncie simultáneamente las penas de prisión y
multa, los tribunales correccionales, en el caso de que exis-
tan circunstancias atenuantes, están autorizados para redu-
cir el tiempo de la prisión, a menos de seis días, y la multa
a menos de cinco pesos, aún en el caso de reincidencia. Tam-
bién podrán imponerse una u otra de las penas de que tra-
ta este párrafo, y aun sustituir la de prisión con la de mu,
ta, sin que en ningún caso puedan imponerse penas inferio-
res a las de simple policía";

Artículo 194 del Código de Procedimiento Criminal:
' Toda sentencia de condena contra el procesado y contri
las personas civilmente responsables del delito o contra la
parte civil, los condenará a las costas. Las costas se liqui-
darán por la secretaría";

FALLA:

Declara a Buenaventura Polar.co culpable del delito
de golpes por imprudencia producidos con el manejo de un
vehículo de motor, en perjuicio de Tomás Hernández; y io
condena, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
al pago de una multa de RD$25.00 y al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.-
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lc."
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la aul
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico.— (Firmauo): Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santiago, dé fecha 21
de junio de 1966.

Materia Civil

Recurrente: Teresa Salazar Viuda González
Abogado: Dr. Luis E. Senior y Lic. Carlos Tomás Noel

Recurrido: Corporación de Electricidad y Azucarera del Norte C.
por A.

Abogado: Lic. Francisco Augusto Lora y Dr. Amiris Díaz

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, FranciscoSlpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
uonde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Do_
mingo de Guzmán, Distriíb Nacienal, hoy día 15 de sep-
tiembre del año 1967, años 124 9 de la Independencia y 1059
cie 4a Restauración, dicta en audiencia pública, como cor±e
•-; e casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Teresa Sa-
lazar Vda. González, dominicana, mayor de edad, soltera,
de quehaceres domésticos, domiciliada en la sección de Can-
tabria del Municipio y provincia de Puerto Plata, cédula
No. 4357, serie 37, contra sentencia civil de fecha 21 de ju-
Dio de 1966, dictada por la Corte de Apelación de Santia-
go, cuyo dispositivo se copia más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Héctor Barón Goico, en representación del

Dr. Luis E. Senior, cédula No. 12521, serie 37, y del Lic.
Carlos Tomás Noel, cédula No. 765, serie 37, abogados cons-
tituídos por la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. F. R. Cantizano Arias, cédula No. 17554,
serie 37, en representación del Lic. Francisco Augusto Lo_
ra, cédula No. 4242, serie 31, y Dr. Amiris Díaz, cédula No.
41459, serie 31, abogados de la Corporación Dominicana de
Electricidad y Azucarera del Norte, C. por A., (División
Monte Llano), ambas empresas autónomas del Estado, la
primera domiciliada en esta ciudad y la segunda en Monte
Llano, Provincia de Puerto Plata, partes recurridas, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Luis
E. Senior, y el Lic. Carlos Nouel, abogados de la recurren-
te, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 11 de agosto de 1966, en el cual se invocan,
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados
de los recurridos, de fecha 20 de septiembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del:-
berado y vistos los artículos 156, 158, 159, 402 y 455 del
Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Le5; so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en Id
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que sobre demanda de Teresa Salazar Vda. González actual
recurrente, contra la Corporación Dominicana de Electrici-
dad y la Azucarera del Norte, C. por A., "División Monte
Llano", recurridas, el Juzgado de Primera Instancia de Pto.
Plata, dictó en fecha 23 de diciembre de 1963, una senten..
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cia en defecto por falta de comparecer, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y
Pronuncia el defecto contra las partes demandadas por no
haber comparecido; SEGUNDO: que debe condenar y Con-
dena, a la Corporación Dominicana de Electricidad y a la
Azucarera del Norte, C. por A., División "Montellano",
solidariamente, al pago de una indemnización de Diez Mil
Yesos Oro (RDS10,000.00), en provecho de la señora Teresa
Salazar Viuda González, a título de los daños y perjuicios
de todo orden experimentados por ella con motivo de
muerte de su hijo Victoriano González Salazar, quien mu-
rió electrocutado en fecha diez y seis de agosto del año mil
novecientos sesenta, en ocasión en que un camión, el ficha-
do No. 119, perteneciente al Ingenio Montellano, correspon-
diente a la Azucarera del Norte, C. por A., con placa para
el 2do. semestre de dicho año, No. 31780, conducido por el
chofer de dicha empresa, de nombre Nicolás Mieses, trope-
zó con un alambre del tendido eléctrico de la Corporación
Dominicana de Electricidad, en la carretera "Luperón",
tramo comprendido entre los kilómetros 5 al 7, a las 12:30
de la mañana; TERCERO: que debe condenar y condena a
la Corporación Dominicana de Electricidad y a la Azuca-
rera del Norte, C. por A., División "Montéllano", al pago
de las costas, con distracción de ellas en provecho de los
abogados, doctor Luis E. Senior y Licdo. Carlos Tomas
Nouel Simpson, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; y CUARTO: que debe comisionar y Comisiona
para la notificación de la presente sentencia, al alguacil or..
einlrio de este Juzgado de Primera Instancia, ciudadano
Domingo

año,

inagoo Cabrera"; b) que sobre oposición hecha por la3
3pcurridas en fecha 17 de febrero de 1964, dicho tribunal
lictó una sentencia en fecha 16 de septiembre del mencio-

cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
que debe declarar y declara pura y simplemente, nula y sin
ningún efecto, la Oposición a la sentencia de fecha veinti-
trés de diciembre del año mil novecientos sesenta y tres,
intentada por la Corporación Dominicana de Electricidad y
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Lic. Héctor Barón Goico, en representación del

Dr. Luis E. Senior, cédula No. 12521, serie 37, y del Lic.
Carlos Tomás Noel, cédula No. 765, serie 37, abogados cons-
tituidos por la recurrente, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. F. R. Cantizano Arias, cédula No. 17554,
serie 37, en representación del Lic. Francisco Augusto Lo_
ra, cédula No. 4242, serie 31, y Dr. Amiris Díaz, cédula No.
41459, serie 31, abogados de la Corporación Dominicana de
Electricidad y Azucarera del Norte, C. por A., (División
Monte Llano), ambas empresas autónomas del Estado, la
primera domiciliada en esta ciudad y la segunda en Monte
Llano, Provincia de Puerto Plata, partes recurridas, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el Dr. Luis
E. Senior, y el Lic. Carlos Nouel, abogados de la recurren-
te, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia en fecha 11 de agosto de 1966, en el cual se invocan,
contra la sentencia impugnada, los medios que se indican
más adelante;

Visto el memorial de defensa suscrito por los abogados
de los recurridos, de fecha 20 de septiembre de 1966;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber det_
berado y vistos los artículos 156, 158, 159, 402 y 455 del
Código de Procedimiento Civil; y 1, 20 y 65 de la Ley, so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que sobre demanda de Teresa Salazar Vda. González actual
recurrente, contra la Corporación Dominicana de Electrici.
dad y la Azucarera del Norte, C. por A., "División Monte
Llano", recurridas, el Juzgado de Primera Instancia de Pto.
Plata, dictó en fecha 23 de diciembre de 1963, una senten-
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cia en defecto por falta de comparecer, cuyo dispositivo es
el siguiente: "FALLA: PRIMERO: que debe pronunciar y
Pronuncia el defecto contra las partes demandadas por no
haber comparecido; SEGUNDO: que debe condenar y Con-
dena, a la Corporación Dominicana de Electricidad y a la
azucarera del Norte, C. por A., División "Montellano",
solidariamen te, al pago de una indemnización de Diez Mil
Pesos Oro (RD$10,000.00), en provecho de la señora Teresa
Salazar Viuda González, a título de los daños y perjuicios
de todo orden experimentados por ella con motivo de 'a
muerte de su hijo Victoriano González Salazar, quien mu-
rió electrocutado en fecha diez y seis de agosto del año mil
novecientos sesenta, en ocasión en que un camión, el ficha-
do No. 119, perteneciente al Ingenio Montellano, correspon-
diente a la Azucarera del Norte, C. por A., con placa para
el 2do. semestre de dicho año, No. 31780, conducido por el
chofer de dicha empresa, de nombre Nicolás Mieses, trope-
zó con un alambre del tendido eléctrico de la Corporación
Dominicana de Electricidad, en la carretera "Luperón",
tramo comprendido entre los kilómetros 5 al 7, a las 12:30
de la mañana; TERCERO: que debe condenar y condena a
la Corporación Dominicana de Electricidad y a la Azuca-
rera del Norte, C. por A., División "Montellano", al pago
de las costas, con distracción de ellas en provecho de los
abogados, doctor Luis E. Senior y Licdo. Carlos Tomás
Nouel Simpson, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad; y CUARTO: que debe comisionar y Comisiona
para la notificación de la presente sentencia, al alguacil or..
dinatio de este Juzgado de Primera Instancia, ciudadano
Domingo Cabrera"; b) que sobre oposición hecha por las
3:,?.curridas en fecha 17 de febrero de 1964, dicho tribunal
dictó una sentencia en fecha 16 de septiembre del mencio-
nado año, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
que debe declarar y declara pura y simplemente, nula y sin
ningún efecto, la Oposición a la sentencia de fecha veinti-
trés de diciembre del año mil novecientos sesenta y tres,
intentada por la Corporación Dominicana de Electricidad y
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la Azucarera del Norte, C. por A., por Actos números 13
(trece) y 14 (catorce), de fecha diez y siete de febrero de!
eño en curso, mil novecientos sesenta y cuatro, ambos, res-
pectivamente, (extra-judiciales), y luego ratificada con cons-
titución de abogado, por Actos números 12 (doce) y 15 (quin_
ce), de igual fecha que los anteriores, y de igual ministerial,
o sea Domingo Cabrera, ordinario del Juzgado de Primera
Instancia de este Distrito Judicial, por no contener ni lo,;
Actos extrajudiciales, ni los Actos constitutivos de aboga-
dos para postular en la referida oposición, ni haberse hecho
entes, ni después, dentro del plazo para el recurso, la expu-
Eición de los medies fundamentales de dicha oposición;
SEGUNDO: que debe rechazar y rechaza, como consecuen-
cia de la nulidad pronunciada, la excepción de comunica-
ción de documentes, presentada por la parte intimante; y
TERCERO: que debe condenar y condena a las empresas
oponentes al pago de las costas, ordenándose su distracción
en provecho de los abogados, doctor Luis E. Senior y Licdc.
Carlos Tomás Nouel Simpson, quienes afiman haberlas
avanzado totalmente"; e) que sobre demanda en perención
de la sentencia del 23 de diciembre de 1963, de las indica-
(las compañías ahora recurridas, hecha el 11 de noviembre
c e 1964, el citado Juzgado de Primera Instancia, dictó una
:,entencia en fecha 9 de abril de 1965, cuyo dispositivo dice
así: "PRIMERO: que debe pronunciar y Pronuncia el de-
fecto contra la parte intimante, por falta de concluir; SE.
GUNDO: que debe declarar y Declara Nula la Oposición in-
tentada en fecha once de noviembre del año mil novecien
tos sesenta y cuatro por la Azucarera del Norte, C. poi,- A.,
División Montellano, y la Corporación Dominicana de Elec.-

itricidad, contra sentencia de fecha veinte y tres de dicie l i-

bre del año mil novecientos sesenta y tres, por haberse u
intentado, por las mismas recurrentes en fecha diez y siete
de febrero de mil novecientos sesenta y cuatro, contra la
misma sentencia del veinte y tres de diciembre de mil no-
vecientos sesenta y tres, que culminó con sentencia del diez
y seis de septiembre de mil novecientos sesenta y cuatros

que lo rechazó declarándolo Nulo por causa de irregulari-
dad de forma, y con lo cual este Juzgado de Primera Ins-
tancia quedó desapoderado del asunto; y TERCERO: que
debe condenar y Condena a las recurrentes, al pago de las
costas, con distracción de ellas en provecho de los aboga.
dos de la parte intimada, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad"; d) que en fecha 8 de mayo de 1965, las
compañías recurridas interpusieron recurso de apelación
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Puer.
ro Plata, de 'fecha 23 de diciembre de 1963, cuyo dispositivc
ha sido copiado más arriba; f) que en fecha 8 de mayo de
1965, las Compañías recurridas interpusieron nuevo recur.
ro de oposición contra la sentencia del 23 de diciembre de
1963, de cuyo recurso desistieron por acto de fecha 18 del
mismo mes y año; g) que en fecha 24 de mayo de 1965, las
compañías recurridas apelaron de la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata

• de fecha 9 de abril del mismo año, cuyo dispositivo se ha
copiado más arriba; h) que sobre las apelaciones dichas, la
Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Une, para ser falla-
das por una sola sentencia, las referidas apelaciones inten-
tadas por las intimantes contra las sentencias de fecha 23
de diciembre de 1963 y 9 de abril de 1965, cuyos dispositi-
vos figuran copiados en otra parte de la presente sentencia,
SEGUNDO: Admite las apelaciones de que se trata y juz-
gando por propia autoridad y contrario imperio, revoca pre-
dicha? sentencia del nueve (9) de abril de mil novecientos
sesenta y cinco (1965) y declara perimida, nula y sin nin.
en valor ni efecto la indicada sentencia del veintitrés
(;i2) de diciembre de mil novecientos sesenta y tres (1963),
por no haber sido ejecutada por la intimada dentro del pla-
zo de los seis meses de su obtención; TERCERO: Declara a
la señora Teresa Salazar viuda González. mal fundada en
sus invocados fines de no recibir de que se trata; CUARTO:Condena a la intimada. parte que sucumbre, al pago de las
costas del procedimiento, con distracción de las mismas en
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la Azucarera del Norte, C. por A., por Actos números 13
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tos sesenta y cuatro por la Azucarera del Norte, C. pe,- A.,
División Montellano, y la Corporación Dominicana de Elec-
tricidad, contra sentencia de fecha veinte y tres de 	 -
bre del año mil novecientos sesenta y tres, por haberse ya
intentado, por las mismas recurrentes en fecha diez y siete
de febrero de mil novecientos sesenta y cuatro, contra la
misma sentencia del veinte y tres de diciembre de mil no-
vecientos sesenta y tres, que culminó con sentencia del diez
y seis de septiembre de mil novecientos sesenta y cuatro;

que lo rechazó declarándolo Nulo por causa de irregulari-
dad de forma, y con lo cual este Juzgado de Primera Ins-
tancia quedó desapoderado del asunto; y TERCERO: que
debe condenar y Condena a las recurrentes, al pago de las
costas, con distracción de ellas en provecho de los aboga.
uos de la parte intimada, quienes afirman haberlas avanza-
do en su totalidad"; d) que en fecha 8 de mayo de 1965, las
compañías recurridas interpusieron recurso de apelación
contra sentencia del Juzgado de Primera Instancia de Fuer.
ro Plata, de Techa 23 de diciembre de 1963, cuyo dispositiva
ha sido copiado más arriba; f) que en fecha 8 de mayo de
1965, las Compañías recurridas interpusieron nuevo recur.
ro de oposición contra la sentencia del 23 de diciembre de
1963, de cuyo recurso desistieron por acto de fecha 18 del
mismo mes y año; g) que en fecha 24 de mayo de 1965, las
compañías recurridas apelaron de la sentencia del Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de Puerto Plata
• de fecha 9 de abril del mismo año, cuyo dispositivo se ha
copiado más arriba; h) que sobre las apelaciones dichas, la
Corte a-qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Une, para ser falla-
das por una sola sentencia, las referidas' apelaciones inten-
tadas por las intimantes contra las sentencias de fecha 23
de diciembre de 1963 y 9 de abril de 1965, cuyos dispositi-
vos figuran copiados en otra parte de la presente sentencia,
SEGUNDO: Admite las apelaciones de que se trata y juz-
gando por propia autoridad y contrario imperio, revoca pre-
dicha? sentencia del nueve (9) de abril de mil novecientos
sesenta y cinco (1965) y declara perimida, nula y sin nin-
p".7n valor ni efecto la indicada sentencia del veintitrés
(-A) de diciembre de mil novecientos sesenta y tres (1963),
por no haber sido ejecutada por la intimada dentro del pla-
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favor del Licenciado Francisco Augusto Lora y del Doctor
Amiris Díaz Estrella, abogados, quienes afirman haberlas
avanzado en su mayor parte";

Considerando que la recurrente invoca en su memorial
de casación, los siguientes medios: Primer Medio: Violación
de los artículos 402 y 455 del Código de Procedimiento Ci,
vil; Segundo Medio: Falsa interpretación de los artículos
156, 158 y 159 del Código de Procedimiento Civil; y Tercer
Medio: Violación del Principio de la autoridad de la cosa
definitivamente juzgada;

Considerando que independientemente de los medios
propuestos, procede poner de manifiesto que como la pe.
rención de un fallo por defecto por falta de comparecer, no
es de orden público y puede cesar en ciertos casos, los jue-
ces del fondo debieron ponderar y no lo hicieron, qué in_
fluencia había producido sobre el mismo, el hecho de haber
interpuesto la hoy recurrida en casación una apelación en
fecha 8 de mayo de 1965 contra la sentencia condenatoria
c.el 23 de diciembre de 1963, pues los efectos jurídicos de
ese acto podían eventualmente influir sobre la invocada pe-
rención; que al no hacer esa ponderación, la Corte a-qua
incurrió en el vicio de falta legal, lo que da lugar a la ca-
sación del fallo dictado, vicio éste que puede ser suscitado
cte oficio por esta Corte; /y que hace innecesario ponderar
los medios propuestos;

Considerando que cuando una sentencia es casada por
falta de base 1.egal, las costas pueden ser compensadas;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia denn de
junio de 1966, dictada por la Corte de Apelación de Santia.
go, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior 1,;el
presente fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Ape.
lación de La Vega; Segundo: Se compensan las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Raye•
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El.
pidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago

BOLETIN JUDICIAL	 1699

Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario
General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él epresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, quc
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada : Cuarta Cámara de lo Penal del Juzgado de
Primera Instancia del Distrito Nacional, de fecha 12 de

abril de 1967.

Materia Penal.

Recurrente: Julián Ferreras y Reyes Moreta

Dios. Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar.
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber.
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán-
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre.
taño General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
'noy día 15 de Septiembre del año 1967, años 124" de la In-
dependencia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, resw.ctiva-
mente, por Julián Ferreras, plomero,, cédula No. 3513, resi-
dente en la calle Nicolás de Ovando No. 476, de la Ciu, lad
de Santo Domingo; y por Reyes Moreta, dominicana, 1 la-
yor de edad, de quehaceres domésticos, cédula No. 4067,
serie 11, residente en la calle Mella No. 48 de Las Matas de
Farfán, contra sentencia de la Cuarta Cámara de lo Penal
del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacional,
pronunciada en fecha 12 de abril de 1967, cuyo dispositivo
se copia más adelante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Generale

d ne la Secretaría

iRepública;v t as l 
s actasctas de los recursos de casación levantadas

 de la Cámara a-qua, a requerimiento de
cada uno de los recurrentes, de fecha 13 de abril de 1967,
en las cuales ambos recurrentes invocan el agravio que se
indica más adelante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 2, 7 y 8 de la Ley 2402, de
1950, y 1, 36 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa
ción;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta: a) que en fecha 16
ae septiembre de 1966, Reyes Moreta presentó una quere-
lla por ante la Policía Nacional de Santo Domingo, contra
Julián Ferreras, por el hecho de no cumplir éste con sus
obligaciones de padre de los menores de edad Milagros An-
tonia y Luis Alberto, procreados con ella; b) que apodera-
do del caso el Juzgado de Paz de la Quinta Circunscripción
del Distrito Nacional, dictó una sentencia en fecha 27 de
septiembre de 1966, con el siguiente dispositivo: "FALLA,PRIMERO: Pronuncia el defecto contra el nombrado JuliánFerrera, por no haber comparecido a la audiencia de este
día a pesar de haber sido legalmente citado por Ministerial
cie alguacil; SEGUNDO: Declara al nombrado Julián Ferre-ra, culpable de violación a la Ley 2402 y en consecuencia
se le asigna una pensión de RD$20.00 mensuales y acceso-
riamente 2 años de prisión correccional y pago de las cos-
tas" e) que sobre el recurso de apelación interpuesto por

contra

 prevenido

la sentencia

Julián Ferreras, intervino la sentencia ahora

1VIER . p:Inpun racei:ecra 

de

dispositivo es el siguiente: "FALLA:

pálido el recurso de Apelación interpuesto por el nombrado
Que debe declarar, como al efecto declara, bueno y

, e generales que constan en el expediente,
sentencia dictada en el Juzgado de Paz de la Quin_
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el prevenido Julián Ferreras, intervino la sentencia ahora

R
O:

Julián Ferrera, de generales que constan en el expediente ,contra la sentencia dictada en el Juzgado de Paz de la Quin-

1
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ta Circunscripción de este Distrito Judicial, en fecha 27 del
mes de marzo del Pilo 1967, que lo condenó a asignarles una
pensión de veinte pesos, moneda nacional, mensuales y a,j.
cesoriamente dos años de prisión a partir de la fecha de la
querella y al pago de las costas; (Querella presentada en
fecha 16 del mes de septiembre del año 1966); SEGUNDO:
se revoca la sentencia objeto del presente recurso de Ape-
lación, y en consecuencia se le fija a dicho prevenido el
pago de una pensión alimenticia, de Quince (RD$15.00) pe
sos moneda nacional, mensuales para la manutención de
los dos menores de nombres Milagros Antonia y Luis Al.
berto, procreados con la señora Reyes Moreta; TERCERO:

Se condena a sufrir dos años de prisión suspensiva, y al pa.
go de las costas penales";

Considerando que el artículo 36 de la Ley sobre Pro.
cedimiento de Casación dispone que los condenados a una
pena que exceda de seis meses de prisión correccional, no
podrán recurrir en casación si no estuvieren presos o en
libertad provisional bajo fianza;

Considerando que el recurrente Julián Ferreras fue
condenado a la pena de dos años de prisión correccional;
que no se ha establecido que dicho recurrente esté en pri.
sión, ni tampoco que haya obtenido su libertad provisional
bajo fianza, o la suspensión de la ejecución de la pena que
Je fue impuesta de conformidad con las disposiciones de 103
artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402, de 1950; que, por tanto,
el recurso de casación interpuesto por el recurrente Julián
Ferreras, no debe ser admitido; 	 \-

Considerando, en lo que respecta a la recurrente ftpyes
Moreta, que la sentencia impugnada pone de manifiestó l que
los jueces del fondo fijaron en 15 pesos mensuales la pen-
sión que debe pasarle el padre en falta a sus hijos menores
de edad, sin dar motivo alguno como lo requiere la LO.
r cerca de las necesidades de los dos menores, y de los
medios económicos de los padres; que, por tanto, la senten

-cia impugnada debe ser casada por falta de base legal

no contiene, en ese aspecto, los elementos de hecho necesa-
rios para que esta Suprema Corte pueda verificar si en la
especie la Ley ha sido bien o mal aplicada;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re..
curso de casación interpuesto por Julián Ferreras contra la
sentencia correccional dictada por la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha 12 de abril de 1967, cuyo dispositivo fue trans-
crito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa :a
indicada sentencia, en lo relativo al monto de la pensión
acordada y envía el asunto así delimitado ante el Juzgado
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal;
y, Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rolo Carbuccia.—
Lrnesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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ccerca de las necesidades de los dos menores, y de los
medios económicos de los padres; que, por tanto, la senten'
cia impugnada debe ser casada por falta de base legal, pues

no contiene, en ese aspecto, los elementos de hecho necesa.
ríos para que esta Suprema Corte pueda verificar si en la
especie la Ley ha sido bien o mal aplicada;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re.
curso de casación interpuesto por Julián Ferreras contra la
sentencia correccional dictada por la Cuarta Cámara de lo
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, de fecha 12 de abril de 1967, cuyo dispositivo fue trans-
crito en parte anterior del presente fallo; Segundo: Casa :a
indicada sentencia, en lo relativo al monto de la pensión
acordada y envía el asunto así delimitado ante el Juzgacio
de Primera Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal;
y, Tercero: Condena al prevenido recurrente al pago de las
costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
ciiencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de diciembre de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5771)

Recurrente: Elpidio Mella y compartes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma.
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Ei-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au.
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis.
trito Nacional, hoy día 15 del mes de Septiembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 105° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elpidio
Mella, dominicano, mayor de edad, chofer, residente en la
calle Manuel Ubaldo Gómez No. 120, de esta ciudad, Médula
7014, serie 24, e Irma Teresa Guzmán G., dominiCana, ma-
yor de edad, soltera, empleada pública, cédula 87354,
lra., domiciliada y residente en la calle Juan de Morfa No.
124 de esta ciudad, y por Julio Arturo Heinsen Simón, do-
minicano, mayor de edad, casado, oficinista, cédula 19376,
serie 37, domiciliado en la casa No. 54 de la calle José Con-
treras de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribu-

ciones correccionales, en fecha 15 de diciembre del 1964,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-
ría de la Corte a.qua, en fechas 2 de diciembre del 1965, a
requerimien to de los recurrentes Elpidio Mella e Irma Guz-
mán G., y 3 de diciembre del mismo año, a requerimiento
del recurrente Ju l io Arturo Heinsen Simón, y en las cuales
no se invocan medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedi..
miento Criminal; y 1, 20, 23 inciso 5, 37 y 43 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente automovilístico la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional pronunció, en fecha 18 de Junio del 1963, en sus
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositi-
vo se copia más adelante; b) que sobre los recursos de apc-
:ación interpuestos por Julio César Mella e Irma Teresa
Guzmán, partes civiles constituídas, por el prevenido Julio
Arturo Heinsen Simón, la Compañía E. T. Heinsen, C. por
A., y la Compañía de Seguros, San Rafael C. por A., inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice
1:sí:1`Falla: Primero: Declara regulares y válidos en cuanto
a la forma los recursos de apelación interpuestos, en fecha

de junio de 1963, por Julio César Mella e Irma Teresa
Guzmán partes civiles constituidas y el 11 de julio de 1963,
por el prevenido Julio Arturo Heinsen Simón, la Compa-
ñía E. T. Heinsen, C. por A., y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada en fecha 1 . 8
de Junio de 1963, por la Segunda Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual con-
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SENTENCIA DE FECHA 15 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 15 de diciembre de 1964.

Materia: Correccional (Viol. a la ley 5771)

Recurrente: Elpidio Mella y compartes.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de 13
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma.
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Ei-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au.
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis.
trito Nacional, hoy día 15 del mes de Septiembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Elpidio
Mella, dominicano, mayor de edad, chofer, residente en la
calle Manuel Ubaldo Gómez No. 120, de esta ciudad, lédula
7014, serie 24, e Irma Teresa Guzmán G., dominicana, ma-
yor de edad, soltera, empleada pública, cédula 87354, sol-le
Ira., domiciliada y residente en la calle Juan de Morfa No.
124 de esta ciudad, y por Julio Arturo Heinsen Simón, do.
minicano, mayor fie edad, casado, oficinista, cédula 19376,
serie 37, domiciliado en la casa No. 54 de la calle José Con-
treras de esta ciudad, contra la sentencia de la Corte de
Apelación de Santo Domingo, pronunciada en sus atribu-
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ciones correccionales, en fecha 15 de diciembre del 1964,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vistas las actas de casación levantadas en la Secreta-
ría de la Corte a.qua, en fechas 2 de diciembre del 1965, a
requerimiento de los recurrentes Elpidio Mella e Irma Guz-
mán G., y 3 de diciembre del mismo año, a requerimiento
del recurrente Ju l io Arturo Heinsen Simón, y en las cuales
no se invocan medios determinados de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 163 del Código de Procedi_
miento Criminal; y 1, 20, 23 inciso 5, 37 y 43 de la Ley so-
bre Procedimiento de Casación;

Considerando que en el fallo impugnado y en los do-
cumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de un accidente automovilístico la Segunda Cá-
mara Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional pronunció, en fecha 18 de Junio del 1963, en sus
atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispositi_
yo se copia más adelante; bl que sobre los recursos de apc-
:ación interpuestos por Julio César Mella e Irma Teresa
Guzmán, partes civiles constituídas, por el prevenido Julio
Arturo Heinsen Simón, la Compañía E. T. Heinsen, C. por
A., y la Compañía de Seguros, San Rafael C. por A., inter-
vino la sentencia ahora impugnada, cuyo dispositivo dice
;Isí:YFalla: Primero: Declara regulares y válidos en cuanto
a la forma los recursos de apelación interpuestos, en fecha
8 de junio de 1963, por Julio César Mella e Irma Teresa

Guzmán partes civiles constituidas y el 11 de julio de 1963,
por el prevenido Julio Arturo Heinsen Simón, la Compa-
ñía E. T. Heinsen, C. por A., y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., contra sentencia dictada en fecha 18
de Junio de 1963, por la Segunda Cámara Penal del Juzga_
do de Primera Instancia del Distrito Nacional, la cual con-

1
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tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en par.
te civil hecha por los señores Elpidio Mella e Irma Guz.
mán Gómez, por conducto de su abogado constituído
Rafael Aníbal Solimán Pérez, contra la Compañía de Segu..
ros "San Rafael", C. por A., Compañía E. T. Heinsen C.
por A., Julio Arturo Heinsen Simón; Segundo: Declara al
nombrado Julio Arturo Heinsen y Simón, de generales ano-
tadas, prevenido de violación a la Ley 5771, en perjuicio de
Julio César Mella e Irma Teresa Guzmán, culpables del re.
ferido delito, y, en consecuencia le condena al pago de una
multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a la Com-
pañía Nacional de Seguros "San Rafael", C. por A., Com..
pañía E. T. Heinsen, C. por A., y Julio Arturo Heinsen Si-
món, a pagar a cada uno de los señores Elpidio Mella ea
su calidad de padre del menor agraviado Julio César Me.
lla, e Irma Teresa Guzmán, una indemnización solidaria de
Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00) como justa reparación
por los daños morales y materiales ocasionados por el pre-
venido Julio Arturo Heinsen Simón con motivo del accl-
dente automovilístico; Cuarto: Condena al prevenido Julio
Arturo Heinsen Simón al pago de las costas penales; Quin-
to: Condena a la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
Rafael", C. por A., Compañía E. T. Heinsen C. por A., y
Arturo Heinsen al pago de las costas civiles, con distrac-
ción de las mismas en provecho del Dr. Rafael A. Solimán
Pérez, abogado de la parte civil constituida quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Segundo: Modifi&a los
zrdinales primero y segundo de la antes expresada decisión
para que rijan del siguiente modo, haciendo constar que vi
aludido segundo ordinal que se refiere al aspecto Penal de..
be figurar en primer término; Primero: Declara al nombra-
do Julio Arturo Heinsen Simón culpable de haber cometi-
do el delito de ocasionar golpes involuntarios con el mane-
jo de un vehículo de motor, que curaron después de veinte
días, en perjuicio de los señores Elpidio Mella e Irma Te-
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resa Guzmán Gómez y, en consecuencia, lo condena a pa-
gar una multa de veinte pesos oro, acogiendo circunstancias
atenuantes en su provecho; Segundo: Declara regulares y
válidas en cuanto a la forma las constituciones en partes ci..
viles hechas por Elpidio Mella en su calidad de padre del
del menor agraviado Julio César Mella y por Irma Teresa
Guzmán Gómez, en su propio nombre, contra Julio Arturo
Heinsen Simón, la Compañía E. T. Heinsen C. por A., y la
Compañía de Seguros San Rafael C. por A.; Tercero:
voca el ordinal tercero de la sentencia recurrida en cuan-
to condena a las compañías de Seguros San Rafael, C. por
A., y a la E. T. Heinsen, C. por A., a pagar sendas indemni-
zaciones de seiscientos pesos a favor de las partes civiles
constituidas, señores Elpidio Mella e Irma Teresa Guzman
Gómez, y, en consecuencia, declara improcedentes las con_
cienaciones pronunciadas contra las mencionadas Compa-
ñías; y en lo que se refiere al mencionado prevenido Julio
Arturo Heinsen Simón, lo condena a pagar una indemniza-
ción de Mil Pesos Oro a favor del señor Elpidio Mella y de
setecientos pesos a favor de Irma Teresa Guzmán, partes
civiles constituídas, como justa reparación por los daños
materiales y morales sufridos por estos con el motivo del
hecho delictuoso cometido por el repetido Julio Arturo
Heinsen Simón; Cuarto: Confirma el ordinal cuarto de la
decisión apelada; Quinto: Revoca el ordinal quinto de la
sentencia supra indicada, en cuanto condenó a las Compa-
ñías de Seguros San Rafael Cipor A., y a la E. T. Heinsen
C. por A., conjuntamente con Julio Arturo Heinsen, al pa-
go7de las costas civiles con distracción en favor del Dr. Ra
fael A. Solimán Pérez y declara que únicamente hay lugar

ja imponer dichas condenaciones en costas al nombrado Ju-
lio Arturo Heinsen Simón; Sexto: Condena a Julio Arturo
Heinsen Simón al pago de las costas penales de la presente
alzada; Séptimo: Condena a los señores Elpidio Mella e
Irma Teresa Guzmán Gómez, partes civiles constituidas
contra las compañías de Seguros San Rafael C. por A., y
la E. T. Heinsen C. por A., al pago de las costas civiles de
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tiene el siguiente dispositivo: "Falla: Primero: Declara re-
gular y válida en cuanto a la forma la constitución en par-
te civil hecha por los señores Elpidio Mella e Irma Guz-
mán Gómez, por conducto de su abogado constituido Df.
Rafael Aníbal Solimán Pérez, contra la Compañía de Segu.
ros "San Rafael", C. por A., Compañía E. T. Heinsen C.
por A., Julio Arturo Heinsen Simón; Segundo: Declara al
nombrado Julio Arturo Heinsen y Simón, de generales ano-
tadas, prevenido de violación a la Ley 5771, en perjuicio de
Julio César Mella e Irma Teresa Guzmán, culpables del re.
ferido delito, y, en consecuencia le condena al pago de una
multa de Veinte Pesos Oro (RD$20.00) acogiendo en su fa-
vor circunstancias atenuantes; Tercero: Condena a la Com-
pañía Nacional de Seguros "San Rafael", C. por A., Com.
pañía E. T. Heinsen, C. por A., y Julio Arturo Heinsen Si-
món, a pagar a cada uno de los señores Elpidio Mella ea
su calidad de padre del menor agraviado Julio César Me
lla, e Irma Teresa Guzmán, una indemnización solidaria de
Seiscientos Pesos Oro (RD$600.00) como justa reparación
por los daños morales y materiales ocasionados por el pre-
venido Julio Arturo Heinsen Simón con motivo del acci._
dente automovilístico; Cuarto: Condena al prevenido Julo
Arturo Heinsen Simón al pago de las costas penales; Quin-
to: Condena a la Compañía Nacional de Seguros "San Ra-
Rafael", C. por A., Compañía E. T. Heinsen C. por A., y
Arturo Heinsen al pago de las costas civiles, con distrae.
ción de las mismas en provecho del Dr. Rafael A. Solimán
Pérez, abogado de la parte civil constituída quien afirma
haberlas avanzado en su mayor parte; Segundo: Modifib los
ardinales primero y segundo de la antes expresada decisión
para que rijan del siguiente modo, haciendo constar que
aludido segundo ordinal que se refiere al aspecto Penal dt
be figurar en primer término; Primero: Declara al nombra-
do Julio Arturo Heinsen Simón culpable de haber cometi-
do el delito de ocasionar golpes involuntarios con el mane-
jo de un vehículo de motor, que curaron después de veinte
días, en perjuicio de los señores Elpidio Mella e Irma Te-

resa Guzmán Gómez y, en consecuencia, lo condena a pa-
gar una multa de veinte pesos oro, acogiendo circunstancias
atenuantes en su provecho; Segundo: Declara regulares y
válidas en cuanto a la forma las constituciones en partes ci-
viles hechas por Elpidio Mella en su calidad de padre del
del menor agraviado Julio César Mella y por Irma Teresa
Guzmán Gómez, en su propio nombre, contra Julio Arturo
Heinsen Simón, la Compañía E. T. Heinsen C. por A., y la
Compañía de Seguros San Rafael C. por A.; Tercero: Ra.
voca el ordinal tercero de la sentencia recurrida en cuan-
to condena a las compañías de Seguros San Rafael, C. por
A., y a la E. T. Heinsen, C. por A., a pagar sendas indemni•
zaciones de seiscientos pesos a favor de las partes civiles
constituidas, señores Elpidio Mella e Irma Teresa Guzmán
Gómez, y, en consecuencia, declara improcedentes las con-
denaciones pronunciadas contra las mencionadas Compa-
ñías; y en lo que se refiere al mencionado prevenido Julio
Arturo Heinsen Simón, lo condena a pagar una indemniza-
ción de Mil Pesos Oro a favor del señor Elpidio Mella y de
setecientos pesos a 'favor de Irma Teresa Guzmán, partes
civiles constituidas, como justa reparación por los daños
materiales y morales sufridos por estos con el motivo del
hecho delictuoso cometido por el repetido Julio Arturo
Heinsen Simón; Cuarto: Confirma el ordinal cuarto de la
decisión apelada; Quinto: Revoca el ordinal quinto de Ja
sentencia supra indicada, en cuanto condenó a las Compa-
ñías de Seguros San Rafael C. por A., y a la E. T. Heinsen
C.or A., conjuntamente con Julio Arturo Heinsen, al pa.
go7cle las costas civiles con distracción en favor del Dr. Ra
fael A. Solimán Pérez y declara que únicamente hay lugar

í a imponer dichas condenaciones en costas al nombrado Ju-
lio Arturo Heinsen Simón; Sexto: Condena a Julio Arturo
Heinsen Simón al pago de las costas penales de la presente
alzada; Séptimo: Condena a los señores Elpidio Mella e
Irma Teresa Guzmán Gómez, partes civiles constituidas
contra las compañías de Seguros San Rafael C. por A., y

la E. T. Heinsen C. por A., al pago de las costas civiles de
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ambas instancias hasta el límite en que estas se hayan pro..
(lucido, con distracción de las mismas, en provecho del Dr.
Abelardo de la Cruz Landrau, quien afirma haberlas avan_
zado en su totalidad".

Considerando, en cuanto al recurso de las partes civi.
les constituidas; que el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, la par-
te civil o la persona civilmente responsable, el depósito de
lin memorial con la exposición de los medios en que se
funda será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha me_
tivado dicho recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en la especie, las partes civiles cons_
tituídas, no han producido ningún memorial contentivo de
los medios en que fundan su recurso ni tampoco invocaron
esos medios al declarar su recurso de casación en la Secre-
taría de la Corte a-qua, por lo cual dicho recurso debe ser
declarado nulo;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido; que
los jueces están en el deber de motivar sus decisiones; que
en materia represiva es indispensable que ellos comprue-
ben en hecho la existencia de todas las circunstancias exi_
gidas para caracterizar la infracción, y que, en derecho, ca-
lifiquen estas circunstancias con relación a la ley que ha
sido aplicada;

Considerando, que en la especie, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la misma sólo contienq la
parte dispositiva, y carece totalmente de motivos que rela_
ten las circunstancias de hecho que caracterizan la infrac-
ción puesta a cargo del prevenido; que en tales condiciones
dicha sentencia debe ser casada por falta de motivos y de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de diciembre del 1964, cuyo

dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presenta
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal; Segundo: Declara nulo el recurso de casa.
ción interpuesto por Elpidio Mella e Irma Teresa Guzmán
G., contra la preindicada sentencia; Tercero: Declara las
costas relativas a la acción pública, de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
—Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.
—Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Ro..
jo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y 'firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
tue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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ambas instancias hasta el límite en que estas se hayan pro-
ducido, con distracción de las mismas, en provecho del Dr.
Abelardo de la Cruz Landrau, quien afirma haberlas avan_
zado en su totalidad".

Considerando, en cuanto al recurso de las partes civi.
les constituidas; que el artículo 37 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación dispone que cuando el recurso de
casación sea interpuesto por el Ministerio Público, la par-
te civil o la persona civilmente responsable, el depósito de
ltn memorial con la exposición de los medios en que se
funda será obligatorio, a pena de nulidad, si no se ha me-
tivado dicho recurso en la declaración correspondiente;

Considerando que en la especie, las partes civiles cons-
tituidas, no han producido ningún memorial contentivo de
los medios en que fundan su recurso ni tampoco invocaron
esos medios al declarar su recurso de casación en la Secre-
taría de la Corte a-qua, por lo cual dicho recurso debe ser
declarado nulo;

Considerando, en cuanto al recurso del prevenido; que
los jueces están en el deber de motivar sus decisiones; que
en materia represiva es indispensable que ellos comprue-
ben en hecho la existencia de todas las circunstancias exi_
gidas para caracterizar la infracción, y que, en derecho, ca..
lifiquen estas circunstancias con relación a la ley que ha
sido aplicada;

Considerando, que en la especie, el examen de la sen-
tencia impugnada muestra que la misma sólo contienq la
parte dispositiva, y carece totalmente de motivos que ret_
ten las circunstancias de hecho que caracterizan la infrac-
ción puesta a cargo del prevenido; que en tales condiciones
dicha sentencia debe ser casada por falta de motivos y de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por la Corte de Apelación
de Santo Domingo, en fecha 15 de diciembre del 1964, cuyo

dispositivo ha sido copiado en parte anterior del presente
fallo, y envía el asunto por ante la Corte de Apelación de
San Cristóbal; Segundo: Declara nulo el recurso de casa-
ción interpuesto por Elpidio Mella e Irma Teresa Guzmán
G., contra la preindicada sentencia; Tercero: Declara las
costas relativas a la acción pública, de oficio.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
—Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.
—Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Ro..
jo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
tue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Materia: Penal
Recurrente: Rafael Emilio Vargas

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be..
ras; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de Septiembre del año 1967, años 1049
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente set,.
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Emilio Vargas, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado en la Avenida Valerio No. 22 de
Santiago, cédula No. 6296, serie 39, contra sentencia c(1.-
ireccional de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri..
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha
3 de Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a-qua, en fecha 3 de Marzo de
1967, a requerimiento del Dr. Clyde Eugenio Rosario, en
,epresentac ión del recurrente, en la cual no se invoca nin.
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311 y 463 escala sexta del Có,
digo Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juzgado
de Paz de la Tercera Circunscripción de Santiago, regular-
mente apoderado, dictó en fecha 25 de Marzo de 1966, una
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Que debe declarar y declara al nombrado Rafael Emilio
Vargas, culpable de violar el artículo 311 del Código Pe.
val, y en consecuencia se condena al pago de una multa de
RD$2.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
en perjuicio del nombrado Persio Antonio Liz; SEGUNDO:
Se condena además al pago de las costas"; b) que sobre el
recurso del prevenido, la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia de Santiago, dictó la sentencia aho_
ra impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación.
'FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso
de apelación intentado por el inculpado Rafael Vargas, a
sentencia No. 109 de fecha 25 de Marzo de 1966, del Juzga-
do de Paz de la Tercera Circunscripción de este Municipio
ae Sa;itiago, por haberlo realizado en tiempo hábil y en la
forma establecida por la ley, que lo condenó al pago de una
multa de RD$2.00 y costas, acogiendo en su favor circuril-
tatcias atenuantes, por el delito de heridas voluntarias cu-
rables después de cinco y antes de diez días, en perjuicio
de Persio Antonio Liz; SEGUNDO: Se declara culpable alrecurrente Rafael Vargas del hecho puesto a su cargo, y
en consecuencia se con'frma la sentencia recurrida en todassus partes; TERCERO: Lo condena al pago de las costas";

Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de P•

mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha
3 de marzo de 1967.
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Sentencia impugnada: Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha
3 de marzo de 1967.

Materia: Penal
Recurrente: Rafael Emilio Vargas

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Be.
ras; Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de Septiembre del año 1967, años 104°
de la Independencia y 105 v de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente ser:.
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Rafael
Emilio Vargas, dominicano, mayor de edad, casado, co-
merciante, domiciliado en la Avenida Valerio No. 22 de
Santiago, cédula No. 6296, serie 39, contra sentencia c(l'-
ireccional de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de Pri.
mera Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha
3 de Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Cámara a_qua, en fecha 3 de Marzo de
1967, a requerimiento del Dr. Clyde Eugenio Rosario, en
representación del recurrente, en la cual no se invoca nin.
gún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 311 y 463 escala sexta del Có,
digo Penal; 194 del Código de Procedimiento Criminal, y 1
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que el Juzgado
de Paz de la Tercera Circunscripción de Santiago, regular-
mente apoderado, dictó en fecha 25 de Marzo de 1966, un'i
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Que debe declarar y declara al nombrado Rafael Emilio
Vargas, culpable de violar el artículo 311 del Código Pe.
l'al, y en consecuencia se condena al pago de una multa de
RD$2.00, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
en perjuicio del nombrado Persio Antonio Liz; SEGUNDO:
Se condena además al pago de las costas"; b) que sobre el
recurso del prevenido, la Tercera Cámara Penal del Juzga-
do de Primera Instancia de Santiago, dictó la sentencia aho..
ra impugnada, cuyo dispositivo se copia a continuación.
` FALLA: PRIMERO: Se declara bueno y válido el recurso
de apelación intentado por el inculpado Rafael Vargas, a
sentencia No. 109 de fecha 25 de Marzo de 1966, del Juzga-
do de Paz de la Tercera Circunscripción de este Municipio
de Salitiago, por haberlo realizado en tiempo hábil y en ]a
forma establecida por la ley, que lo condenó al pago de una
multa de RD$2.00 y costas, acogiendo en su favor circun -S-
taficias atenuantes, por el delito de heridas voluntarias cu-
rables después de cinco y antes de diez días, en perjuicio
de Persio Antonio Liz; SEGUNDO: Se declara culpable alrecurrente Rafael Vargas del hecho puesto a su cargo, y
en consecuencia se conTrma la sentencia recurrida en todas
SUS partes; TERCERO: Lo condena al pago de las costas";

BOLETIN JUDICIAL	 17111710	 BOLETIN JUDICIAL



II

1

1

. 	 1

4

Considerando que la Cámara a.qua mediante la pon.
deración de los elementos de prueba regularmente some.
tidos a la instrucción definitiva del proceso, dio por esta-
blecido los hechos siguientes: que en el momento en Tu;
Persio Antonio Liz sostenía una discusión con la esposa del
prevenido, este intervino violentamente propinándole va.
ríos golpes al primero que le ocasionaron excoriación en e)
hombro derecho y contusión con hematoma a nivel del pl.
rietal derecho. curables después de cinco y antes de diez
días;

Considerando que en los hechos así establecidos se en.
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de
golpes voluntarios previsto por el artículo 311, párrafo
n.o., del Código Penal, y sancionado por dicho texto con la
pena de seis a sesenta días de prisión correccional y multa
de cinco a sesenta pesos o una de estas dos penas solamen-
te; que, en consecuencia, la Cámara a.qua al condenar al
prevenido, después de declararlo culpable, al pago de una
multa de dos pesos acogiendo circunstancias atenuantes,
hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considernado que examinados en sus demás aspectos
'a sentencia impugnada, en lo que concierne al interés del
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca.
:ación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca.
:.ación interpuesto por Rafael Emilio Vargas, contra senten-
cia de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de P„imeri
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 3 de
Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al p¿go
de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma•
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis•
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc.
era.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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Considerando que la Cámara a.qua mediante la poi.
deración de los elementos de prueba regularmente some.
todos a la instrucción definitiva del proceso, dio por esta.
blecido los hechos siguientes: que en el momento en qu(:
Persio Antonio Liz sostenía una discusión con la esposa del
prevenido, este intervino violentamente propinándole va.
ríos golpes al primero que le ocasionaron excoriación en el
hombro derecho y contusión con hematoma a nivel del pl.
rietal derecho, curables después de cinco y antes de diez
días;

Considerando que en los hechos así establecidos se en.
cuentran reunidos los elementos constitutivos del delito de
golpes voluntarios previsto por el artículo 311, párrafo
iro., del Código Penal, y sancionado por dicho texto con la
pena de seis a sesenta días de prisión correccional y multa
de cinco a sesenta pesos o una de estas dos penas solamen-
te; que, en consecuencia, la Cámara a.qua al condenar al
prevenido, después de declararlo culpable, al pago de una
multa de dos pesos acogiendo circunstancias atenuantes,
hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considernado que examinados en sus demás aspectos
'a sentencia impugnada, en lo que concierne al interés de!
recurrente, no contiene vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca.
sación interpuesto por Rafael Emilio Vargas, contra senten-
cia de la Tercera Cámara Penal del Juzgado de P.,iment
Instancia del Distrito Judicial de Santiago, de fecha 3 de
Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copia en parte anterici
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pl.go
de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.-- Ma•
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan

Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc.
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Ma
guana, de fecha 24 de febrero de 1967.

Materia: Criminal

Recurrente: José Dolores Aponte

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

-Jt1-

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de septiembre del año 1967, años 124
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au.
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores Aponte, dominicano, mayor de edad, soltero, bracero,
domiciliado en el kilómetro 1 de la carretera a la S 'é'ccióri
de Juan Herrera del Municipio de San Juan de la Magua-
na, cédula No. 59330, serie 1 1, contra sentencia de la Corlie
de Apelación de San Juan de la Maguana, dictada en atri.
buciones criminales en fecha 24 de febrero de 1967, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

d. e la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a..qua, a requerimiento del recurren-
te, el 28 de febrero de 1967, en la cual no se invoca ningún
medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295, 296, 297, 302, modificado
por la Ley No. 64 de 1924, 463 del Código Penal; 277 del
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
aocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
que previo requerimiento del Magistrado Procurador Fis.
cal del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, el Juez
de Instrucción del mismo Distrito Judicial, dictó, en fecha
13 de mayo de 1966, su providencia calificativa, por la cual
iesolvió: "PRIMERO: declarar, como al efecto declaramos,
que existen en el presente caso cargos e indicios suficien-
tes, para inculpar al nombrado José Dolores Aponte, de ge-
nerales anotadas, como autor del crimen de Asesinato en la
persona de Dolores Durán García, hecho cometido en esta
ciudad, en fecha 29 de marzo del año 1966; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos al nombrado José Dolore3
Aponte por ante el Tribunal Criminal correspondiente, pa.
ra que allí sea juzgado de acuerdo a la ley; TERCERO: que
la presente providencia calificativa sea notificada dentro
del plazo de ley correspondiente, tanto al Magistrado Pro_
curadd• Fiscal de este Distrito Judicial, como al procesado;
(=UARTO: que un estado de los documentos y objetos que
han de obrar como elementos de convicción sean trasmití-
cLod por Secretaría al Magistrado Procurador Fiscal de este
Distrito Judicial, previo inventario de las piezas que io
componen,

tode

 1966, para los fines procesales"; b) que regularmente
apoderado el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-dicial d San Juan de la Maguana, dictó en fecha 4 de agos-de S

MERO:	 , una sentencia, cuyo dispositivo dice así: "PRI.
Declarar, como al efecto Declara, al nombrado Jo..
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de San Juan de la Mi
guana, de fecha 24 de febrero de 1967.

Materia: Criminal

Recurrente: José Dolores Aponte

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

4111
En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus::

ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La_
marcheH., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
rnánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de septiembre del año 1967, años 1249
de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en au.
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José Do-
lores Aponte, dominicano, mayor de edad, soltero, bracero,
domiciliado en el kilómetro 1 de la carretera a la S'cción
de Juan Herrera del Municipio de San Juan de la Magua-
na, cédula No. 59330, serie 1A.t , contra sentencia de la Corlie
de Apelación de San Juan de la Maguana, dictada en atri-
buciones criminales en fecha 24 de febrero de 1967, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta del recurso de casación levantada en la
Secretaría de la Corte a.qua, a requerimiento del recurren-
te, el 28 de febrero de 1967, en la cual no se invoca ningún
5nedio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 295, 296, 297, 302, modificado
por la Ley No. 64 de 1924, 463 del Código Penal; 277 del
Código de Procedimiento Criminal, y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
aocumentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a)
oue previo requerimiento del Magistrado Procurador Fis-
cal del Distrito Judicial de San Juan de la Maguana, el Juez
de Instrucción del mismo Distrito Judicial, dictó, en fecha
13 de mayo de 1966, su providencia calificativa, por la cual
resolvió: "PRIMERO: declarar, como al erecto declaramos,
que existen en el presente caso cargos e indicios suficien-
tes, para inculpar al nombrado José Dolores Aponte, de ge-
nerales anotadas, como autor del crimen de Asesinato en la
persona de Dolores Durán García, hecho cometido en esta
ciudad, en fecha 29 de marzo del año 1966; SEGUNDO: En-
viar, como al efecto enviamos al nombrado José Dolores
Aponte por ante el Tribunal Criminal correspondiente, pa-
ra que allí sea juzgado de acuerdo a la ley; TERCERO: quela presente providencia calificativa sea notificada dentro
del plazo de ley correspondiente, tanto al Magistrado Pro_
curadül Fiscal de este Distrito Judicial, como al procesado;

Distrito 

	

que u  previo inventario de las piezas que lo

n estado de los documentos y objetos que
han dede s jeobrar como elementos de convicción sean trasmita_
cx)s.' por Secretaría al Magistrado Procurador Fiscal de este

componen, para los fines procesales"; b) que regularmente
apoderado el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-

an uan de la Maguana, dictó en fecha 4 de agos-
t° de 1966, una sentencia, cuyo dispositivo dice así: "PRI-
MERO: Declarar, como al efecto Declara, al nombrado Jo-
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sé Dolores Aponte, de generales anotadas, culpable del cri..
men de Asesinato, en la persona de la que en vida respondía
al nombre de Dolores Durán García, y, en consecuencia, J,)

condena a sufrir Treinta Años de Trabajos Públicos; SE.

GUNDO: Se condena además a dicho acusado al pago de
las costas"; c) que sobre las apelaciones interpuestas, la
Corte a.qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular e.
'a forma los recursos de apelación intentados por el acusa.
co1 José Dolores Aponte, en fecha 8 de agosto de 1966 y por
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
San Juan, en fecha 9 del mismo mes y año, contra senten-
cia criminal del Jugado de Primera Instancia de San Jua
de fecha 4 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia en
otra parte de esta sentencia; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada en cuanto a la pena impuesta, y apreciando
n favor del acusado circunstancias atenuantes, lo condena

a sufrir veinte años de trabajos públicos; TERCERO: Con.
dena al acusado al pago de las costas de la alzada";

Considerando que la Corte a.qua dio por establecido
mediante el examen y ponderación de los elementos de
prueba regularmente aportados al debate contradictorio, :o
siguiente: a) que el acusado, el 29 de marzo de 1966, después
de comprar un machete en Santo Domingo, partió para San
Juan de la Maguana donde dio muerte a Dolores Durán
García; b) que por la propia declaración del acusado éste
formó el designio de dar muerte a la occisa cuan€p salió
ce la capital, lo cual realizó cuando llegó a la casa de la vic-
tima, tal como lo confirman los testigos;

Considerando que la premeditación que caracteriza e'
crimen de asesinato la funda la Corte a.qua de la manera si-
guiente: "CONSIDERANDO: Que el crimen anteriormente
señalado fue cometido con la circunstancia de la premedi ta

-ción, lo que se deduce del hecho de haber comprado el ma•
chete con el cual cometió el crimen como a las dos de la
tarde del día 29 de marzo de 1966, en la ciudad de Santa

Domingo, y haber venido a la ciudad de San Juan de ;a
Maguana, ese mismo día con el propósito de matar, lo que
constituye un asesinato";

Considerando que los hechos así establecidos configu-
ran el crimen de asesinato, previsto por los artículos 295,
296 y 297 del Código Penal, y sancionado por el artículo
302, modificado por la Ley No. 64 de 1924, del mismo Co-
digo con la pena de treinta años de trabajos públicos; que
?a Corte a.qua al condenar a José Dolores Aponte, después
de declararlo culpable, a sufrir la pena de 20 años de tra-
bajos públicos, de conformidad a la misma Ley 64, acogien.
do circunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación
de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al
interés del acusado, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores Aponte, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en atribuciones criminales, en fecha 24 de febre.
/o de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del
presente fallo; y, Segundo: Condena al acusado al pago de
las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.-- Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El.
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Rojas )Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia,_
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
senores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fuefir

mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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sé Dolores Aponte, de generales anotadas, culpable del cri..
men de Asesinato, en la persona de la que en vida respondia
al nombre de Dolores Durán García, y, en consecuencia, s.^
condena a sufrir Treinta Años de Trabajos Públicos; SE.
GUNDO: Se condena además a dicho acusado al pago de
las costas"; c) que sobre las apelaciones interpuestas, la
Corte a.qua dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo dis-
positivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara regular el
'a forma los recursos de apelación intentados por el acusa.
do José Dolores Aponte, en fecha 8 de agosto de 1966 y par
el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito Judicial de
San Juan, en fecha 9 del mismo mes y año, contra senten-
cia criminal del Jugado de Primera Instancia de San Jua
de fecha 4 de agosto de 1966, cuyo dispositivo se copia en
otra parte de esta sentencia; SEGUNDO: Modifica la sen-
tencia apelada en cuanto a la pena impuesta, y apreciando
cn favor del acusado circunstancias atenuantes, lo condena
a sufrir veinte años de trabajos públicos; TERCERO: Con.
dena al acusado al pago de las costas de la alzada";

Considerando que la Corte a.qua dio por establecido
mediante el examen y ponderación de los elementos de
prueba regularmente aportados al debate contradictorio, :o
siguiente: a) que el acusado, el 29 de marzo de 1966, después
de comprar un machete en Santo Domingo, partió para San
Juan de la Maguana donde dio muerte a Dolores Durán
García; b) que por la propia declaración del acusado éste
formó el designio de dar muerte a la occisa cuan<o sal;.5
de la capital, lo cual realizó cuando llegó a la casa de la víc-
tima, tal como lo confirman los testigos;

Considerando que la premeditación que caracteriza e'
crimen de asesinato la funda la Corte a.qua de la manera si-
guiente: "CONSIDERANDO: Que el crimen anteriormente
señalado fue cometido con la circunstancia de la premedi ta

-ción, lo que se deduce del hecho de haber comprado el ma'
chete con el cual cometió el crimen como a las dos de la
larde del día 29 de marzo de 1966, en la ciudad de Sant°
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Domingo, y haber venido a la ciudad de San Juan de ;a
Maguan a , ese mismo día con el propósito de matar, lo que
constituye

  Considerando
 u n a asesinato";icinua

 que o
t o

los hechos así establecidos configu_
ran el crimen de asesinato, previsto por los artículos 295,
296 y 297 del Código Penal, y sancionado por el artículo
302, modificado por la Ley No. 64 de 1924, del mismo Co-
digo con la pena de treinta años de trabajos públicos; que
la Corte a.qua al condenar a José Dolores Aponte, después
de declararlo culpable, a sufrir la pena de 20 años de tra-
bajos públicos, de conformidad a la misma Ley 64, acogien.
do circunstancias atenuantes, hizo una correcta aplicación
de la Ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos
la sentencia impugnada no contiene, en lo que respecta al
interés del acusado, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por José Dolores Aponte, contra senten-
cia dictada por la Corte de Apelación de San Juan de la
Maguana, en atribuciones criminales, en fecha 24 de febre.
o de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en otro lugar del

las costas.

(Firmados):

y, Segundo: Condena al acusado al pago de

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco Ei-
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista
Roj as .'Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

señ4. La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
ores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au_

diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Apelación intentada por el Lic. Angel Salvador González, demanda

en recusación contra el Magistrado Juez de Primera Ins
tancia del Distrito Judicial de Barahona, Dr. Juan Eurípi

des Matos Medina.

Recusante: Lic. Angel Salvador González

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel L • -
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; ni.
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E''.
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
(lel Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de septiembre de 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105^ d ela Restauración, dicta en audien-
cia pública, en grado de apelación, la siguiente sentencia;

Sobre la demanda en recusación intentada por el Lic.
Angel Salvador González, dominicano, mayor de edad, ca.
sado, abogado, cédula 777, serie 18, domiciliado en Baraho-
na, contra el Magistrado Juez de Primera Instancia d01 Dis-

trito Judicial de Barahona, Dr. Juan Eurípides Matos Me-
dina;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Magistrado Juez Primer Sustituto de Presiden-

te en la lectura de su Informe;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República, el cual concluye así: "Dictaminamos:
se declare inadmisible por tardío, el recurso de apelación

interpuesto por el Lic. Angel Salvador González, contra la
sentenc ia dictada por la Corte de Apelación de Barahona en
fecha 11 de agosto de 1967, por las razones apuntadas";

Vista el acta de recusación levantada en fecha 27 de
junio de 1967, en la Secretaría del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, en la cual se ex-
Donen los alegatos del Lic. Angel Salvador González en apo-
yo de su demanda;

Vista el acta levantada en la referida Secretaría en ie.
cha 30 de junio de 1967, en la cual el Juez del indicado Juz-
gado responde a los alegatos del recusante;

Vistos los demás documentos del expediente;
Resultando, que en la referida fecha del 27 de junio &A

1967, el Lic. Angel Salvador González, compareció ante la
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
judicial de Barahona y declaró que "recusa formalmente
al Magistrado Juez de Primera Instancia de este Distrito
Judicial de Barahona, Doctor Juan Eurípides Medina, Juez
en la causa cuyo conocimiento está fijado para hoy día 27
ce junio de 1967, en materia correccional, en oposición a
sentencia que por este mismo Tribunal le cpndenó por vio-
lación a la Ley de préstamo con desapoderámiento, siendo
!a parte querellante el Banco Agrícola de la República Do.
zninicana. Que el motivo de esta recusación es haber pr
sentado el exponente en esta fecha una querella contra di..
che Magistrado por denegación de justicia. Que las eviden..
cias relativas a esta recusación serán presentadas al Tribu..
nal correspondiente en tiempo y lugar oportunos";

Resultando, que la Corte de Apelación de Barahona
fue apoderada como Tribunal de Primer Grado para cono-ce4 de dicha recusación;

cusación
Primero: Desestima, por improcedente y mal fundada la re-

Resultando que dicha Corte dictó en fecha 11 de agos_
to de 1967 una sentencia cuyo dispositivo d ice así: "Falla:

propuesta por el Lic. Angel Salvador Gonzálezco
ntra el Dr. Juan Eurípides Matos Medina, Juez de Pi%
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 19G7

Apelación intentada por el Lic. Angel Salvador González, demanda
en recusación contra el Magistrado Juez de Primera Ins
tancia del Distrito Judicial de Barahona, Dr. Juan Eurípi
des Matos Medina.

Recusante: Lic. Angel Salvador González

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel L • -
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma.
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco E' .
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
Gel Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, hoy día 20 de septiembre de 1967, años 124° de la
Independencia y 105" d ela Restauración, dicta en audien-
cia pública, en grado de apelación, la siguiente sentencia;

Sobre la demanda en recusación intentada por el Lic.
Angel Salvador González, dominicano, mayor de edad, ca.
sado, abogado, cédula 777, serie 18, domiciliado en Baraho-
na, contra el Magistrado Juez de Primera Instancia d\-,1 Dis-

trito Judicial de Barahona, Dr. Juan Eurípides Matos Me.

dina;
Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Magistrado Juez Primer Sustituto de Presiden-

te en la lectura de su Informe;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República, el cual concluye así: "Dictaminamos:
se declare inadmisible por tardío, el recurso de apelación

interpuesto por el Lic. Angel Salvador González, contra la
sentenc i a dictada por la Corte de Apelación de Barahona en
fecha 11 de agosto de 1967, por las razones apuntadas";

Vista el acta de recusación levantada en fecha 27 de
junio de 1967, en la Secretaría del Juzgado de Primera Ins-
tancia del Distrito Judicial de Barahona, en la cual se ex.
ionen los alegatos del Lic. Angel Salvador González en apo-
yo de su demanda;

Vista el acta levantada en la referida Secretaría en fe.
cha 30 de junio de 1967, en la cual el Juez del indicado Juz-
gado responde a los alegatos del recusante;

Vistos los demás documentos del expediente;
Resultando, que en la referida fecha del 27 de junio del

1967, el Lic. Angel Salvador González, compareció ante la
Secretaría del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Barahona y declaró que "recusa formalmente
al Magistrado Juez de Primera Instancia de este Distrito
Judicial de Barahona, Doctor Juan Eurípides Medina, Juez
en la causa cuyo conocimiento está fijado para hoy día 27
ae junio de 1967, en materia correccional, en oposición a
sentencia que por este mismo Tribunal le cpndenó por vio_
lación a la Ley de préstamo con desapoderamiento, siendo
la parte querellante el Banco Agrícola de la República Do..
minicana. Que el motivo de esta recusación es haber pr,?-
sentado el exponente en esta fecha una querella contra d.
cho Magistrado por denegación de justicia. Que las eviden..
cias relativas a esta recusación seráripresentadas al Tribu..
nal correspondiente en tiempo y lugar oportunos";

Resultando, que la Corte de Apelación de Barahona
fue
e: de dicha	

ciapoderada como 	 de Primer Grado para cono-

Resultando que dicha Corte dictó en fecha 11 de agos-ctoondtrea

cusación propuesta por el Lic. Angel Salvador González

1e9167Dru. juna sentencia cuyo dispositivo dice así: "Falla:
Primero: Desestima, por improcedente y mal fundada la re-

Juan Eurípides Matos Medina, Juez de Pri.
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mera Instancia del Distrito Judicial de Barahona; Segundo:
Condena al recusante Lic. Angel Salvador González, al pa-
go de una multa de Veinte Pesos (RD$20.00) y al pago de
:as costas; Tercero: Ordena que la presente sentencia sea
comunicada al Magistrado Procurador General de esta Cor.
te de Apelación para los fines procedentes";

Resultando, que en fecha 29 de agosto del 1967, el Lic.
Angel Salvador González interpuso recurso de apelación
contra la indicada sentencia, y apoderada la Suprema Cor.
te de Justicia de dicha apelación, dictó en fecha 12 de sep-
tiembre de 1967 un auto mediante el cual se fijó la audien-
cia pública el día viernes 15 de septiembre de 1967 a las
11:30 de la mañana para oir el informe del Juez Primer
Sustituto del Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente, y las conclusiones
del Magistrado Procurador General de la República;

Resultando, que en la referida audiencia se dio lectu-
ra al referido informe, y presentó sus conclusiones el Prp.
curador General de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 130 y del 378 al 396 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando que al tenor del artículo 392 del Código
de Procedimiento Civil el que interponga apelación contra
una sentencia de recusación deberá hacerlo "dentro de los
cinco días siguientes al de la sentencia, por un acto en la
secretaría, con expresión de motivos y enunciando e .;1 depó-
sito hecho, en la misma Secretaría, de los documentos 2.1

apoyo"; que este plazo no es franco, no se aumenta en ra-
zón de la distancia, y corre a partir del día del pronuncia-
miento de la sentencia, y no desde la fecha de su notifica-
ción, a pena de caducidad;

Considerando, aue en la especie, el examen de los do-
cumentos del expediente muestra, que la sentencia contra
la cual se interpuso apelación fue dictada en fecha 11 de

agosto de 1967, y dicho recurso fue interpuesto el 29 de
agosto de 1967, esto es, después de vencido el plazo de cin_
co días indicado en la Ley para interponerlo; que en tales
condiciones el presente recurso de apelación debe ser decla-
rado inadmisible por tardío;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por tar-
dío el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Angd
Salvador González contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Barahona pronunciada en fecha 11 de agosto de
1967, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta sen-
tencia; Segundo: Condena al apelante al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henrí-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
—Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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mera Instancia del Distrito Judicial de Barahona; Segundo:
Condena al recusante Lic. Angel Salvador González, al pa-
go de una multa de Veinte Pesos (RDS20.00) y al pago de
las costas; Tercero: Ordena que la presente sentencia sea
comunicada al Magistrado Procurador General de esta Cor-
te de Apelación para los fines procedentes";

Resultando, que en fecha 29 de agosto del 1967, el Lic.
Angel Salvador González interpuso recurso de apelación
contra la indicada sentencia, y apoderada la Suprema Cor.
te de Justicia de dicha apelación, dictó en fecha 12 de sep.
tiembre de 1967 un auto mediante el cual se fijó la audien-
cia pública el día viernes 15 de septiembre de 1967 a las
11:30 de la mañana para oir el informe del Juez Primer
Sustituto del Presidente de la Suprema Corte de Justicia,
Lic. Fernando E. Ravelo de la Fuente, y las conclusiones
del Magistrado Procurador General de la República;

Resultando, que en la referida audiencia se dio lectu-
ra al referido informe, y presentó sus conclusiones el Pro.
curador General de la República;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deP-
berado y vistos los artículos 130 y del 378 al 396 del Código
de Procedimiento Civil;

Considerando que al tenor del artículo 392 del Código
de Procedimiento Civil el que interponga apelación contra
una sentencia de recusación deberá hacerlo 'dentro de los
cinco días siguientes al de la sentencia, por un acto en la
secretaría, con expresión de motivos y enunciando e depó-
sito hecho, en la misma Secretaría, de los documentos el
apoyo"; que este plazo no es franco, no se aumenta en ra-
zón de la distancia, y corre a partir del día del pronuntria-
miento de la sentencia, y no desde la fecha de su notifica-
ción, a pena de caducidad;

Considerando, que en la especie, el examen de los do-
cumentos del expediente muestra, que la sentencia contr a '
la cual se interpuso apelación fue dictada en fecha 11 de

agosto de 1967, y dicho recurso fue interpuesto el 29 de
agosto de 1967, esto es, después de vencido el plazo de cin-
co días indicado en la Ley para interponerlo; que en tales
condiciones el presente recurso de apelación debe ser decla-
rado inadmisible por tardío;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por tar-
dío el recurso de apelación interpuesto por el Lic. Ang..1
Salvador González contra la sentencia de la Corte de Ape-
lación de Barahona pronunciada en fecha 11 de agosto de
1967, cuyo dispositivo se copia en otra parte de esta sen-
tencia; Segundo: Condena al apelante al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
—Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

111
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
7 de diciembre de 1966.

Materia: Criminal

Recurrente: Juan Fcrreras Saten

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La_
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de septiembre
del año 1967, años 124 9 de la Independencia y 105 9 de 'a
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Fe-
rreras Saten, dominicano, mayor de edad, soltero, agricu l

-tcr, domiciliado'en el paraje de "La Poza" de la Sección
Dolo, Municipio de Barahona, cédula No. 4151, serie 18,
contra sentencia de la Corte de Apelación de Barahona, 'Ha
atribuciones criminales, de fecha 7 de diciembre de 1966,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genen1

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren.
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te, en fecha 12 de diciembre de 1966, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 7, 18, 295, 304, 309 y 311 del
código Penal; 277, 284 y 304 del Código de Procedimiento
Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca . .
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
previo requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Barahona, el Magistrado Juez de Ins-
trucción del mismo Distrito Judicial, en fecha 27 de abri
cie 1966, dictó su providencia calificativa, por la cual resol-
vió: "DECLARAR, como en efecto DECLARAMOS:— Que
existen cargos suficientes fundados para acusar al nombra.
do Juan Ferreras Saten, del crimen de Homicidio Volunta-
tic), perpetrado en la persona del que en vida respondía al
nombre de Regalado Carrasco; conexo con los delitos de
golpes y heridas, en perjuicio de las nombradas Lourdes
Carrasco y Altagracia Jiménez; MANDAMOS Y ORDENA.
MOS: PRIMERO: Enviar, como en efecto Enviamos, por
ante el Tribunal Criminal al acusado Juan Ferreras Satén,
rara que allí sea juzgado por las infracciones de que está
acusado, de acuerdo con la ley que rige la materia; SE.
GUNDO: Que la presente Providencia Calificativa sea noti-
ficada por nuestro Secretario, tanto al Magistrado Procura-
dor Fiscal, como al acusado; TERCERO: Que las actuacio..
nes de la instrucción y un estado de los documentos y ob-
jeto., que han de obrar como fundamento de convicción,
sean transmitidos al funcionario competente, para los fi.
nes que establece la ley"; b) que apoderado regularmente el
Juzgado de Primera Instancia de Barahona, en sus atribu-
ciones criminales en fecha 24 de junio de 1966, dictó una
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Que debe Declarar y Declara al prevenido Juan Ferreras
Satén, de generales anotadas, culpable del crimen de homi-
cidio voluntario, perpetrado en la persona del que en vida
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 1961

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Barahona, de fecha
7 de diciembre de 1966.

Materia: Criminal

Recurrente: Juan Ferreras Saten

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Juan Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Ro-
jo Carbuccia, asistidos del Secretario General, en la Sala
donde celebra sus audiencias, en la ciudad de Santo Domin-
go de Guzmán, Distrito Nacional, hoy día 20 de septiembre
del año 1967, años 124° de la Independencia y 105 9 de 'a
Restauración, dicta en audiencia pública, como corte de ca-
sación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Juan Fe-
rreras Saten, dominicano, mayor de edad, soltero, agricu!_
tcr, domiciliado'en el paraje de "La Poza" de la Sección
Dolo, Municipio de Barahona, cédula No. 4151, seri& 18,
contra sentencia de la Corte de Apelación de Barahona,
atribuciones criminales, de fecha 7 de diciembre de 1966,
cuyo dispositivo se copia más adelante; 	 o

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera

de la República;
Vista el acta del recurso de casación levantada en la

Secretaría de la Corte a-qua, a requerimiento del recurren.

te, en fecha 12 de diciembre de 1966, en la cual no se invo-
ca ningún medio determinado de casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 1, 7, 18, 295, 304, 309 y 311 del
Código Penal; 277, 284 y 304 del Código de Procedimiento
Criminal; y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Ca.
sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta lo siguiente: a) que
previo requerimiento del Magistrado Procurador Fiscal del
Distrito Judicial de Barahona, el Magistrado Juez de Ins-
trucción del mismo Distrito Judicial, en fecha 27 de abril
c",e 1966, dictó su providencia calificativa, por la cual resol-
vió: "DECLARAR, como en efecto DECLARAMOS:— Que
existen cargos suficientes fundados para acusar al nombra.
do Juan Ferreras Saten, del crimen de Homicidio Volunt..t_
iio, perpetrado en la persona del que en vida respondía al
nombre de Regalado Carrasco; conexo con los delitos de
golpes y heridas, en perjuicio de las nombradas Lourdes
Carrasco y Altagracia Jiménez; MANDAMOS Y ORDENA.
MOS: PRIMERO: Enviar, como en efecto Enviamos, por
ante el Tribunal Criminal al acusado Juan Ferreras Satén,
para que allí sea juzgado por las infracciones de que está
acusado, de acuerdo con la ley que rige la materia; SE.
GUNDO: Que la presente Providencia Calificativa sea noti-
ficada por nuestro Secretario, tanto al Magistrado Procura-
dor Fiscal, como al acusado; TERCERO: Que las actuacio.
nes de la instrucción y un estado de los documentos y ob-
jeto.? que han de obrar como fundamento de convicción,
sean transmitidos al funcionario competente, para los fi.

es que establece la ley"; b) que apoderado regularmente el
Juzgado de Primera Instancia de Barahona, en sus atribu-
ciones criminales, en fecha 24 de junio de 1966, dictó una
sentencia, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO:
Que debe Declarar y Declara al prevenido Juan Ferreras
Satén , de generales anotadas, culpable del crimen de homi-
cidio voluntario, perpetrado en la persona del que en vida
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respondía al nombre de Regalado Carrasco, conexo con el
delito de Golpes y Heridas, en perjuicio de las nombradas
Lourdes Carrasco y Altagracia Jiménez, y en consecuencia
se le condena a sufrir la pena de Cinco (5) años de Trabajos
Públicos,, acogiendo a su favor circunstancias atenuantes;
SEGUNDO: Se condena al prevenido al pago de las costas;
TERCERO: Se confisca el Cuerpo del Delito"; e) que sobre

apelación del Magistrado Procurador General de la Coz..
te de Apelación de Barahona, de fecha 6 de julio de 1966,
la Corte a.qua, dictó la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara
regular y válido en cuanto a la forma el recurso de apela.
ción interpuesto por el Procurador General de esta Corte.
En fecha 6 de julio de 1966, contra sentencia criminal dicta-
da en fecha 24 de junio de 1966, por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Barahona, cuyo dispositi-
vo figura copiado en otra parte del presente fallo; SEGUN.
DO: Modifica el fallo recurrido, en cuanto a la pena ira-
puesta al acusado Juan Ferreras Satén, y en consecuencia,
lo condena a Diez (10) años de Trabajos Públicos; TERCF.
RO: Condena al acusado Juan Ferreras Satén, al pago de
las costas";

Considerando que la Corte a-qua dio por establecidos,
mediante el examen y ponderación de los elementos de
prueba regularmente aportados al debate contradictorio.
los siguientes hechos: a) que el acusado Juan Ferreras Sa
ten reiteró su confesión, tal como lo había hecho en todas
las demás fases del proceso, en el sentido de haber %dada
muerte voluntariamente a Regalado Carrasco, y haber in-
ferido heridas curables en más de 20 días a su mujer Lour-
des Carrasco; b) que dicha confesión está corroborada per
los demás elementos ponderados en audiencia, en la cual
quedó establecido que el acusado también hirió a Altagra-
cia Jiménez (mujer del occiso), a quien infirió heridas cu-
rables en menos de diez días; e) que, la excusa legal de la
provocación, invocada por el acusado, fue rechazada sobre
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el fundamento de que la Corte a-qua formó su íntima con..
vicción de que los hechos de sangre comprobados a cargo
del acusado tuvieron su origen y motivo en una simple des.
avenencia doméstica, por lo cual descarta la referida ex-
cusa;

Considerando que los hechos así comprobados y admi_
tidos por la Corte a.qua constituyen el crimen de homicidio
voluntario y heridas voluntarias; previsto por los artículos
295, 309 y 311, y sancionado por el artículo 304, párrafo II
del Código Penal con la pena de Trabajos Públicos, que de
acuerdo con el artículo 18 del mismo Código es de tres a
veinte años; que al declarar al acusado culpable del crimen
de homicidio y heridas voluntarias y al condenarlo a su-
frir la pena de diez años de Trabajos Públicos así como al
pago de las costas, de conformidad con el artículo 277 del
Código de Procedimiento Criminal, aplicando el principio
del no cúmulo de penas, la indicada Corte hizo una correcta
aplicación de la Ley; que, en consecuencia, el presente re-
curso carece de fundamento y debe ser rechazado;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada, no contiene en lo que concierne al
Interés del recurrente, nigún vicio que amerite su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca.
sación interpuesto por Juan Ferreras Satén contra la sen-
tencia dictada por la Corte de Apelación de Barahona, en
sus atribuciones criminales, en fecha 7 de diciembre de
1966, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel

Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco E,-
Pidio Beras.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago
Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretarlo
General.

;
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provocación, invocada por el acusado, fue rechazada sobre
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La presente sentencia ha sido dada y firmada por 13;
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 20 DE SEPTIEMBRE DEL 19(1'7

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de Sánchez Ramírez, de fecha 18 de octubre de
1965.

Materia: Civil

Recurrente: José de la Cruz Ramos
Abogado: Dr. Leonardo A. Mejía Grau

Recurrido: Eduardo Cleto Moya
Abogado: Dr. Diógenes del Orbe

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La_
marche Henríquez, Segundo Sustituto de' Presidente; Ma-
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El-
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Ro-
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, err . la Sala donde celebra sus au-
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dls..
trito Nacional, hoy día 20 de septiembre de 1967, años 124°
de la Independencia y 105" de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
telicia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de
la Cruz Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor , cédula No. 6266, serie 32, domiciliado y residente
en la Sección Sabana del Río, Municipio de Cevicos, Pro-
vincia de Sánchez Ramírez, contra la sentencia dictada en
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de la Independencia y 105' de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tepcia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por José de
la Cruz Ramos, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, cédula No. 6266, serie 32, domiciliado y residente
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sus atribuciones civiles y en fecha 18 de octubre de 1965,
por el Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judiciui
de Sánchez Ramírez, actuando como tribunal de segundo
grado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Primero:
Declara regular y válido en la forma el presente recurso de
apelación interpuesto por José de la Cruz Ramos García;
Segundo: Confirma en todas sus partes la sentencia del iji
Juzgado de Paz de Cevicos de fecha 30 de octubre de 1964, ':91--
que condenó al recurrente José de la Cruz Ramos Garcia,
al pago de los años de arrendamiento dejados de pagar en
l'avor del señor Eduardo Cleto Moya y al desalojo inmedia.
to de los lugares ocupados dentro de la Parcela No. 27 del
Distrito Catastral No. 20 del Municipio de Cotuí, pertene.
cientes al señor Eduardo Cleto Moya; Tercero: Condena al
señor José de la Cruz Ramos García, al pago de las costas
y éstas distraídas en favor del Dr. Diógenes del Orbe, quien
afirma haberlas avanzado en su mayor parte";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Doctor Leonardo A. Mejía Grau, cédula No.

5906, serie 13, abogado del recurrente, en la lectura de sus
conclusiones;

Oído el Dr. Diógenes del Orbe, cédula 24215, serie 47,
abogado del recurrido Eduardo Cleto Moya, en la lectura
de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General '
de la República;

Visto el memorial de casación suscrito por el abogad'
del recurrente y depositado en la Secretaría General .de es-
ta  Suprema Corte de Justicia en fecha 9 de agosto de 1966. 91
en el cual son invocados los siguientes medios: Primer Me.
dio: Desnaturalización de los hechos; Segundo Medio: Falta
de base legal; Tercer Medio: Falta de motivos; Cuarto Me-
dio: Violación al artículo 1315 de Código Civil;

Visto el memorial de defensa de fecha 2 de septiembre II
de 1966, suscrito por el abogado del recurrido, en el cual
éste pide la inadmisibilidad del presente recurso de casa-
ción por haber sido intentado tardíamente; (	

id

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deii-
berado y vistos los artículos 133 y 1033 del Código de Pro-
cedimient o Civil, y 1, 5, 65, 66 y 67 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando, en cuanto al medio de inadmisión pro-
puesto por la parte recurrida, que los plazos de meses esta-
blecidos en las leyes de procedimiento deben ser contadus
de fecha a fecha, no computándose en ellos, de acuerdo con
la regla general establecida en el artículo 1033 del Código
de Procedimiento Civil, el día de la notificación, o sea el
dies a quo, y el del vencimiento, o sea el dies ad quem, cuan..
do estos plazos son francos, como en materia de casación;
cue, en consecuencia, existiendo constancia en el expedien-
te de que la sentencia ahora impugnada fue notificada, al
actual recurrente, el día 1ro. de abril de 1966, y de que el
memorial de casación fue depositado en la Secretaría de 'a
Suprema Corte de Justicia fuera del plazo de los dos meses
aumentado en razón de la distancia, esto es, que tal depósito
tuvo efecto en fecha 9 de agosto de 1966, habiendo, por tan-
te, transcurrido entre la notificación de la referida senten-
cia que es objeto del presente recurso y el depósito del su-
sodicho memorial, 4 meses y 8 días no francos, por lo que
el recurso de que se trata debe ser, de conformidad con lo
dispuesto por el artículo 5 de la Ley sobre Procedimiento
de Casación, declarado inadmisible por tardío, según lo ate.
ga y solicita la parte recurrida;

Considerando que en el presente C-áso no procede orde-
nar la,distracción de las costas en favor del abogado dei
recurrido que ha obtenido ganancia de causa, en razón de
que dicho abogado aunque ha pedido la distracción, no ha
afirmado que las ha avanzado en su mayor parte, como 'o
exige el artículo 133 del Código de Procedimiento Civil;

Por tales
C
urso de casación interpuesto por José de la Cruz Ramoscontra la sentencia dictada en sus atribuciones civiles y en

lecha 18 de octubre de 1965, por el Juzgado de Primera

iatad	 motivos, Primero: Declara inadmisible el re.

e
Instancia 	 Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, actuar:-
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ta	 motivos, Primero: Declara inadmisible el re.

de octubre de 1965, por el Juzgado de PrimeraInst
ancia el Distrito Judicial de Sánchez Ramírez, actuar.-
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do como tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo ya fue
copiado en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: Con..
dena al mencionado recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandi
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe.
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.
peral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por lo
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán ,Distrito Nacional, a los
22 días del mes de Septiembre de 1967, años 1249 de la In-
dependencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

l\ro. 24920,
Lamarche, ingeniero, dominicano, mayor de edad, cédula

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio V.

serie lra., domiciliado y residente en la casa No.
27 del Ensanche Naco, de esta ciudad; y Gladys León Vda.
P°u , quien actúa por sí y en su calidad de esposa común enbienes 

del finado ingeniero Marcial Pou Ricart, y de tutoralegal de su hija menor de edad Sonia Josefina Pou León;
Matilde María Pou León, cédula No. 108152, serie 1ra., y
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Materia: Trabajo.
Recurrente: Julio V. Lamarche y compartes.
Abogado: Dr. Rafael de Moya Grullím.

sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
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do como tribunal de segundo grado, cuyo dispositivo ya fue

copiado en otro lugar del presente fallo; y, Segundo: Con_
dena al mencionado recurrente al pago de las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernandi
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri.
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amia-
ma.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pe.
relló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osval-
do Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario Ge.
neral.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Nacional, de fecha 23 de febrero
de 1967.

Materia: Trabajo.
Recurrente: Julio V. Lamarche y compartes.
Abogado: Dr. Rafael de Moya Grurlón.

Recurrido: Manuel Villanueva Rosa Félix.
Abogados: Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel Mangual.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco ElpidioBeras, Joa-
quín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán ,Distrito Nacional, a los
22 días del mes de Septiembre de 1967, años 124 9 de la In-
dependencia y 1059 de la Restauración, dicta en audiencia
públicd, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Julio V.
Lamarche, ingeniero, dominicano, mayor de edad, cédula
No. 24920, serie 1ra., domiciliado y residente en la casa No.
27 del Ensanche Naco, de esta ciudad; y Gladys León Vda.
P°11 , quien actúa por sí y en su calidad de esposa común en
bienes del finado ingeniero Marcial Pou Ricart, y de tutora
legal de su hija menor de edad Sonia Josefina Pou León;
Y Matilde María Pou León, cédula No. 108152, serie 1ra., y
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Gladys Alicia Pou León, cédula No. 119136, serie lra., to-
das dominicanas, mayores de edad, exceptuando a Sonia Jo-
sefina, de oficios domésticos, domiciliadas en la casa No. 11
de la Avenida Tiradentes, Ensanche Naco, contra la senten-
cia dictada en fecha 23 de febrero de 1967 por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos los Dres. Vispérides Hugo Ramón García y Luis

Pichardo Cabral, en representación del Dr. Rafael de Moya
Grullón, cédula 1050, serie 56, abogado de los recurrentes
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Diógenes Medina y Medina, en represen-
tación de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel
Mangual, cédulas 24229, serie 18 y 18900, serie lra., abo-
gados del recurrido, en la lectura de sus conclusiones; re-
currido que es Manuel Villanueva Rosa Félix, dominicano,
mayor de edad, casado, albañil, domiciliado en la casa No.
112 de la calle 18 de esta ciudad, cédula 21748, serie 2;

Visto el memorial de casación de fecha 13 de marzo
de 1967, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de marzo de
1967, suscrito por los abogados del recurrido;

Vistos los escritos ampliativos de las dos partes, de fe-
chas 3 de abril y 5 de julio de 1967, respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 19 de Septiembre del
corriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte -de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Joaquín M. Alvarez Perelló, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la del i

-beración y fallo del recurso de casación de que se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 15 y 83 del Código de Procedi-
miento Civil, 69, 72, 81 y 84 del Código de Trabajo, 56 de
la Ley No. 637 de 1944 y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada por la oficina de Trabajo, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha lro. de marzo
de 1965 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Ordena la celebración de un informativo en la
presente litis a cargo de la parte demandada, para el escla-
recimiento de la misma, y se reserva el contra-informativo
de ley a la parte demandante; Segundo: Fija el lro. de abril
de 1965, a las 9:30 horas de la mañana, la audiencia para
conocer de la medida ordenada; Tercero: Se revocan las
costas para que sigan el curso de lo principal"; b) que en
fecha lro. de abril de 1967 tuvo efecto el informativo a que
acaba de hacerse referencia; e) que en fecha 16 de noviem-
bre de 1966 el mismo Juzgado dictó sobre el fondo del li-
tigio una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la
parte demandada, por improcedentes y mal fundadas; Se-
gundo: Rechaza el pedimento hl'cho por el demandante en
lo referente a que el patrono debe ser condenado al pago de
los salarios que el demandante hubiese devengado desde la
fecha de su despido, hasta la terminación de la obra para la
cual fue contratado, por los motivos antes mencionados, y
acoge las demás conclusiones de éste, por ser justas y re-
Posar en prueba legal; Tercero: Declara injustificado el des-
Pido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las par-
tes, por culpa de los patronos y con responsabilidad paralos	 .

—ismos ; Cuarto: Condena a los Ingenieros Marcial Pou
rlicart

rn 

y Julio V. Lamarche, a pagarle al señor Manuel Vi-
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Gladys Alicia Pou León, cédula No. 119136, serie lra., to-
das dominicanas, mayores de edad, exceptuando a Sonia Jo-
sefina, de oficios domésticos, domiciliadas en la casa No. 11
de la Avenida Tiradentes, Ensanche Naco, contra la senten-
cia dictada en fecha 23 de febrero de 1967 por la Cámara
de Trabajo del Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Nacional, cuyo dispositivo figura más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oídos los Dres. Vispérides Hugo Ramón García y Luis

Pichardo Cabral, en representación del Dr. Rafael de Moya
Grullón, cédula 1050, serie 56, abogado de los recurrentes,
en la lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Diógenes Medina y Medina, en represen-
tación de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Manuel
Mangual, cédulas 24229, serie 18 y 18900, serie lra., abo-
gados del recurrido, en la lectura de sus conclusiones; re-
currido que es Manuel Villanueva Rosa Félix, dominicano, ,
mayor de edad, casado, albañil, domiciliado en la casa No.
112 de la calle 18 de esta ciudad, cédula 21748, serie 2;

Visto el memorial de casación de fecha 13 de marzo
de 1967, suscrito por el abogado de los recurrentes, en el
cual se invocan contra la sentencia impugnada los medios
que se indican más adelante;

Visto el memorial de defensa de fecha 29 de marzo de
1967, suscrito por los abogados del recurrido;

Vistos los escritos ampliativos de las dos partes. de fe-
chas 3 de abril y 5 de julio de 1967, respectivamente;

Visto el auto dictado en fecha 19 de Septiembre del
corriente año 1967, por el Magistrado Presidente de la Su-
prema Corte 'de Justicia, por medio del cual llama al Ma-
gistrado Joaquín M. Alvarez Perelló, Juez de este Tribu-
nal, para integrar la Suprema Corte de Justicia, en la deli-
beración y fallo del recurso de casación de q ue se trata, de
conformidad con las Leyes Nos. 684, de 1934, y 926, de
1935;
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La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado, y vistos los artículos 15 y 83 del Código de Procedi-
miento Civil, 69, 72, 81 y 84 del Código de Trabajo, 56 de
la Ley No. 637 de 1944 y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Pro-
cedimiento de Casación;

Considerando, que, en la sentencia impugnada, y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una reclamación laboral que no pudo ser
conciliada por la oficina de Trabajo, el Juzgado de Paz de
Trabajo del Distrito Nacional dictó en fecha lro. de marzo
de 1965 una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Ordena la celebración de un informativo en la
presente litis a cargo de la parte demandada, para el escla-
recimiento de la misma, y se reserva el contra-informativo
de ley a la parte demandante; Segundo: Fija el 1ro. de abril
de 1965, a las 9:30 horas de la mañana, la audiencia para
conocer de la medida ordenada; Tercero: Se revocan las
costas para que sigan el curso de lo principal"; b) que en
fecha 1ro. de abril de 1967 tuvo efecto el informativo a que
acaba de hacerse referencia; e) que en fecha 16 de noviem-
bre de 1966 el mismo Juzgado dictó sobre el fondo del li-
tigio una sentencia con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri-
mero: Rechaza en todas sus partes las conclusiones de la
parte demandada, por improcetntes y mal fundadas; Se-
gundo: Rechaza el pedimento hIcho por el demandante en
lo referente a que el patrono debe ser condenado al pago de
los salarios que el demandante hubiese devengado desde la
fecha de su despido, hasta la terminación de la obra para la
cual fue contratado, por los motivos antes mencionados, y
acoge las demás conclusiones de éste, por ser justas y re-
Posar en prueba legal; Tercero: Declara injustificado el des-
Pido y resuelto el contrato de trabajo que ligaba a las par-
les, Por culpa de los patronos y con responsabilidad para
°s mismos; Cuarto: Condena a los Ingenieros Marcial Pou

Y Julio V. Lamarche, a pagarle al señor Manuel Vi-

IÍ
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Alicia Pou León, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 16 de
Noviembre de 1966, dictada en favor de Manuel Villanueva
Rosa Félix, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior de esta misma sentencia; Tercero: Relativamente al
fondo, reforma el ordinal cuarto del dispositivo de la sen-
tencia impugnada para que rija del modo siguiente: Conde-
na a los señores Ing. Julio V. Lamarche, Gladys Pereyra
Vda. Pou, Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou
Ricart, Gladys Alicia Pou León a pagar en favor del señor
Manuel Villanueva Rosa Félix, la suma de veintidós (22)
días de salario por concepto de prestaciones laborales (ar-
tículo 84 ordinal 2do. del Código de Trabajo); a siete (7)

días de salarios por concepto de Vacaciones; a una suma
igual a los salarios que habría recibido desde el día de la
demanda hasta que recaiga sentencia definitiva, sin que
los mismos pasen de tres meses (artículo 84 ordinal 3ro. Có-
digo de Trabajo), calculadas todas estas prestaciones a ba-
se de un salario de seis pesos con cuarenta centavos (RD-
($6.40) diarios; Cuarto: Revoca los ordinales quinto y sex-
to del dispositivo de la sentencia impugnada; Quinto: Con-
firma en los demás aspectos la sentencia impugnada; Sex-
to: Compensa las costas entre las partes en la proporción
de dos terceras partes a cargo de la recurrente y una ter-
cera parte a cargo del recurrido, ordenando su distracción
en provecho de los doctores Juan Luperón Vásquez, abo-
gado de la parte recurrida y Rafael de Moya Grullón, abo-
gado dh la recurrente, quienes afirman haberlas avanzado";

Considerando, que, los recurrentes invocan contra la
sen tencia impugnada, los siguientes medios: Primer Medio:
Violación del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil
Y falsa aplicación del artículo 56 de la Ley No. 637 sobre
Contrato de Trabajo. Segundo Medio: Violación del artícu-
lo 83 reformado del Código de Procedimiento Civil. Tercer
Medio: Violación del artículo 84 del Código de Trabajo. Fal-

ta de base legal.
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llanueva Rosa Félix, los valores que le corresponden por
concepto de 12 días de salario por preaviso, 10 días por Au-
xilio de Cesantía, 7 días por Vacaciones no disfrutadas ni
pagadas y la indemnización establecida en el inciso 3ro. del
artículo 84 del Código de Trabajo, correspondiente a tres
meses de salarios, todo a base de un salario de RD$8.40 dia-
rios, de conformidad con la tarifa de salario para esta clase
de operario; Quinto: Condena a los Ingenieros Marcial Pou
Ricart y Julio V. Lamarche, a pagarle al trabajador recla-
mante los salarios correspondientes a 8 días, así como al
pago de la suma de RD$370 por los conceptos de salarios
dejados de pagar y por diferencia de salarios dejados de
pagar, respectivamente, calculados éstos a razón de RD$8.40
diarios; Sexto: Condena a los patronos demandados al pago
de los intereses legales de las sumas correspondientes a sa-
larios adeudados, a partir del día de la demanda en justicia;
Séptimo: Ordena a los patronos cemandados expedir en fa-
vor del trabajador demandante, el Certificado a que se re-
fiere el artículo 63 del Código de Trabajo; Octavo: Condena
a los Ingenieros demandados al pago de las costas del pro-
cedimiento, ordenando la distracción de éstas en favor de
los abogados del demandante, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad"; d) que sobre apelación de los ac-
tuales recurrentes, intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechaza las conclusio-
nes de la parte recurrente señores Ingeniero Julio V. La-
marche, señora Gladys León Pereyra Viuda Pou, quien ac-
túa por sí, en su calidad de esposa común en bienes de su
esposo Ing. Marcial Pou Ricart, difunto y de tutora legal
de su hija menor de edad Sonia Josefina Pou León, Matilde
María Pou Ricart, Gladys Alicia Pou León, a fines de 'Pe'
rención de instancia y nulidad de la sentencia impugnada,
sePlin los motivos expuestos; Segundo: Declara regular Y

válida en cuanto a la forma el recurso de apelación incoa-
do por el Ing. Julio V. Lamarche, Gladys Pereyra Vda. Pou,
Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou Ricart, Gladys
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llanueva Rosa Félix, los valores que le corresponden por
concepto de 12 días de salario por preaviso, 10 días por Au-
xilio de Cesantía, 7 días por Vacaciones no disfrutadas ni
pagadas y la indemnización establecida en el inciso 3ro. del
artículo 84 del Código de Trabajo, correspondiente a tres
meses de salarios, todo a base de un salario de RD$8.40 dia-
rios, de conformidad con la tarifa de salario para esta clase
de operario; Quinto: Condena a los Ingenieros Marcial Pou
Ricart y Julio V. Lamarche, a pagarle al trabajador recla-
mante los salarios correspondientes a 8 días, así como al
pago de la suma de RD$370 por los conceptos de salarios
dejados de pagar y por diferencia de salarios dejados de
pagar, respectivamente, calculados éstos a razón de RD$8.40
diarios; Sexto: Condena a los patronos demandados al pago
de los intereses legales de las sumas correspondientes a sa-
larios adeudados, a partir del día de la demanda en justicia;
Séptimo: Ordena a los patronos demandados expedir en fa-
vor del trabajador demandante, el Certificado a que se re-
fiere el artículo 63 del Código de Trabajo; Octavo: Condena
a los Ingenieros demandados al pago de las costas del pro-
cedimiento, ordenando la distracción de éstas en favor de
los abogados del demandante, quienes afirman haberlas
avanzado en su totalidad"; d) que sobre apelación de los ac-
tuales recurrentes, intervino la sentencia ahora impugnada,
cuyo dispositivo dice así: "Primero: Rechaza las conclusio-
nes de la parte recurrente señores Ingeniero Julio V. La-
marche, señora Gladys León Pereyra Viuda Pou, quien ac-
túa por sí, en su calidad de esposa común en bienes de su
esposo Ing. Marcial Pou Ricart, difunto y de tutora legal
de su hija menor de edad Sonia Josefina Pou León, Matilde
María Pou Ricart, Gladys Alicia Pou León, a fines de 'P e

-rención de instancia y nulidad de la sentencia impugnada,
según los motivos expuestos; Segundo: Declara regular Y

válida en cuanto a la forma el recurso de apelación incoa--
do por el Ing. Julio V. Lamarche, Gladys Pereyra Vda. Pou,
Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou Ricart, Gladys

Alicia Pou León, contra sentencia dictada por el Juzgado
de Paz de Trabajo del Distrito Nacional, en fecha 16 de
Noviembre de 1966, dictada en favor de Manuel Villanueva
Rosa Félix, cuyo dispositivo ha sido copiado en parte an-
terior de esta misma sentencia; Tercero: Relativamente al
fondo, reforma el ordinal cuarto del dispositivo de la sen-
tencia impugnada para que rija del modo siguiente: Conde-
na a los señores Ing. Julio V. Lamarche, Gladys Pereyra
Vda. Pou, Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou
Ricart, Gladys Alicia Pou León a pagar en favor del señor
Manuel Villanueva Rosa Félix, la suma de veintidós (22)
días de salario por concepto de prestaciones laborales (ar-
tículo 84 ordinal 2do. del Código de Trabajo); a siete (7)
días de salarios por concepto de Vacaciones; a una suma
igual a los salarios que habría recibido desde el día de la
demanda hasta que recaiga sentencia definitiva, sin que
los mismos pasen de tres meses (artículo 84 ordinal 3ro. Có-
digo de Trabajo), calculadas todas estas prestaciones a ba-
se de un salario de seis pesos con cuarenta centavos (RD-
(S6.40) diarios; Cuarto: Revoca los ordinales quinto y sex-
to del dispositivo de la sentencia impugnada; Quinto: Con-
firma en los demás aspectos la sentencia impugnada; Sex-
to: Compensa las costas entre las partes en la proporción
de dos terceras partes a cargo de la recurrente y una ter-
cera parte a cargo del recurrido, ordenando su distracción
en provecho de los doctores Juan Lunerón Vás quez, abo-
gado de la parte recurrida y Rafael de Mova Grullón, abo-
gado ah la recurrente, quienes afirman haberlas avanzado";

Considerando, que, los recurrentes invocan contra la
sentencia impugnada, los siguientes medios: Primer Medio:
Vitlación del artículo 15 del Código de Procedimiento Civil
y falsa aplicación del artículo 56 de la Ley No. 637 sobre
Contrato de Trabajo. Segundo Medio: Violación del artícu-
lot a83dereformado

legal.

Id. del Código de Procedimiento Civil. Tercer
Medio: Violación del artículo 84 del Código de Trabajo. Fal-



Considerando, que, en el desarrollo del primer medio.
los recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia dictada
sobre el fondo por el Juzgado de Paz el 16 de noviembre de
1966, era una sentencia pronunciada cuando la instancia
estaba extinguida por disposición del artículo 15 del Códi-
go de Procedimiento Civil, ya que fue dictada mucho des-
pués de cumplir cuatro meses el interlocutorio celebrado
el lro. de abril de 1965; que al rechazar su apelación en el
sentido de que se declarara extinguida aquella instancia y
la anulación de la sentencia pasado el término ya indicado.
la Cámara a-qua ha violado el artículo 15 del Código de Pro-
cedimiento Civil aplicable en materia laboral, e igualmente
el artículo 56 de la Ley No. 637 de 1944, que sólo se refiere
a las nulidades de procedimiento, pero no a los plazos y
efectos de la perención; pero,

Considerando, que, si bien la Cámara a-qua, para no
declarar la nulidad de la sentencia del Juzgado de Paz del
16 de noviembre de 1966, como lo habían pedido en apela-
ción los actuales recurrentes, ha dado para ello un motivo
erróneo, como es el de que los litigios laborales no están
sujetos a la perención especial de instancia establecida en
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil porque el
artículo 56 de la Ley 637 de 1944 descarta en materia labo-
ral las nulidades de procedimiento, la solución dada por
dicha Cámara en lo relativo al rechazamiento de la peren-
ción está justificada en la especie, por las siguientes razo-
nes: el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, al
establecer una perención de instancia en un plazo 'mucho
más breve que el de la perención ordinaria (cuatro meses
y tres años, respectivamente), debe ser interpretado restric-
tivamente, el hecho que hace aplicable ese artículo, es que
en el Juzgado de Paz apoderado del caso se ordene un in
terlocutorio, esto es, una medida de instrucción que pre-
juzgue el fondo; en la especie, el examen de la medida que
ordenó el Juzgado de Paz el lro. de marzo de 1965 y se efec-
tuó el lro. de abril siguiente, muestra que se trató induda-

blemente de una medida de instrucción de carácter prepa-
ratorio, para la mejor sustanciación de la causa en general
que en nada prejuzgaba el caso; que ese propósito y carác-
ter de tal medida resulta inequívocamente de los propios
motivos de la sentencia del Juzgado de Paz del lro. de mar-
zo de 1965, que la ordenó; que, por tanto, el justificarse
la sentencia impugnada, en el punto que se examina, por
el motivo de derecho que acaba de darse, el medio pro-
puesto por los recurrentes acerca de ese punto, aunque ju-
rídicamente correcto, resulta inoperante en la presente es-
pecie;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan en síntesis que la sentencia im-
pugnada fue dada en violación del artículo 83 del Código
de Procedimiento Civil, por no haberse comunicado el ex-
pediente al Ministerio Público, no obstante que entre los
apelantes figuraba una menor; pero,

Considerando, que, en su escrito ampliativo del 3 de
abril de 1967 (pág. 4) los recurrentes renunciaron a ese me-
dio de casación; que por otra parte, en las-,diferencias la-
borales no es de lugar la comunicación al Ministerio Públi-
co, ya que cuanto puede haber en ellas de interés para el
orden público, para la protección de los menores y demás
casos objeto del artículo 83 del Código de Procedimiento
Civil, queda preservado por la formalidad, establecida en
la lpy 637 de 1944 de sujetar toda reclamación laboral a
una gestión conciliatoria a cargo del Departamento de Tra-
bajo o sus agentes en las diversas localidades;

'	 Considerando, que, en el tercer medio del recurso, se
alega , en síntesis, que la sentencia carece de base legal en
cuanto al cálculo de las prestaciones, al no establecerse el
tiempo que faltaba para la conclusión de la obra determi-
nada , como se requiere para la aplicación del artículo 84
del Código de Trabajo en sus ordinales 2 4 y 39 ; pero,
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Considerando, que, en el desarrollo del primer medio
los recurrentes alegan, en síntesis, que la sentencia dictada
sobre el fondo por el Juzgado de Paz el 16 de noviembre de
1966, era una sentencia pronunciada cuando la instancia
estaba extinguida por disposición del artículo 15 del Códi-
go de Procedimiento Civil, ya que fue dictada mucho des-
pués de cumplir cuatro meses el interlocutorio celebrado
el lro. de abril de 1965; que al rechazar su apelación en el
sentido de que se declarara extinguida aquella instancia y
la anulación de la sentencia pasado el término ya indicado.
la Cámara a-qua ha violado el artículo 15 del Código de Pro-
cedimiento Civil aplicable en materia laboral, e igualmente
el artículo 56 de la Ley No. 637 de 1944, que sólo se refiere
a las nulidades de procedimiento, pero no a los plazos y
efectos de la perención; pero,

Considerando, que, si bien la Cámara a-qua, para no
declarar la nulidad de la sentencia del Juzgado de Paz del
16 de noviembre de 1966, como lo habían pedido en apela-
ción los actuales recurrentes, ha dado para ello un motivo
erróneo, como es el de que los litigios laborales no están
sujetos a la perención especial de instancia establecida en
el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil porque el
artículo 56 de la Ley 637 de 1944 descarta en materia labo-
ral las nulidades de procedimiento, la solución dada por
dicha Cámara en lo relativo al rechazamiento de la peren-
ción está justificada en la especie, por las siguientes razo-
nes: el artículo 15 del Código de Procedimiento Civil, al
establecer una perención de instancia en un plazo 'mucho
más breve que el de la perención ordinaria (cuatro meses
y tres años, respectivamente), debe ser interpretado restric-
tivamente, el hecho que hace aplicable ese artículo, es que
en el Juzgado de Paz apoderado del caso se ordene un in
terlocutorio, esto es, una medida de instrucción que pre-
juzgue el fondo; en la especie, el examen de la medida que
ordenó el Juzgado de Paz el lro. de marzo de 1965 y se efec-
tuó el lro. de abril siguiente, muestra que se trató induda-

blemente de una medida de instrucción de carácter prepa-
ratorio, para la mejor sustanciación de la causa en general
que en nada prejuzgaba el caso; que ese propósito y carác-
ter de tal medida resulta inequívocamente de los propios
motivos de la sentencia del Juzgado de Paz del lro. de mar-
zo de 1965, que la ordenó; que, por tanto, el justificarse
la sentencia impugnada, en el punto que se examina, por
el motivo de derecho que acaba de darse, el medio pro-
puesto por los recurrentes acerca de ese punto, aunque ju-
rídicamente correcto, resulta inoperante en la presente es-
pecie;

Considerando, que, en el segundo medio de su memo-
rial, los recurrentes alegan en síntesis que la sentencia im-
pugnada fue dada en violación del artículo 83 del Código
de Procedimiento Civil, por no haberse comunicado el ex-
pediente al Ministerio Público, no obstante que entre los
apelantes figuraba una menor; pero,

Considerando, que, en su escrito ampliativo del 3 de
abril de 1967 (pág. 4) los recurrentes renunciaron a ese me-
dio de casación; que por otra parte, en las diferencias la-
borales no es de lugar la comunicación al Ministerio Públi-
co, ya que cuanto puede haber en ellas de interés para el
orden público, para la protección de los menores y demás
casos objeto del artículo 83 del Código de Procedimiento
Civil, queda preservado por la formalidad, establecida en
la I4ey 637 de 1944 de sujetar toda reclamación laboral a
una gestión conciliatoria a cargo del Departamento de Tra-
bajo o sus agentes en las diversas localidades;

•	 Considerando, que, en el tercer medio del recurso, se
alega , en síntesis, que la sentencia carece de base legal en
cuanto al cálculo de las prestaciones, al no establecerse el
tiempo que faltaba para la conclusión de la obra determi-
nada, como se requiere para la aplicación del artículo 84
del Código de Trabajo en sus ordinales 2 9 y 39 ; pero,
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Considerando, que, al declarar la sentencia en sus mo-
tivaciones que al trabajador recurrido le corresponden "los
salarios que había recibido hasta el término de la obra sin
que pasen de lo que corresponden por auxilio de cesantía
y preaviso, en este caso, 12 días de salario por preaviso y
10 días de auxilio de cesantía", dicha sentencia ha indica-
do implícitamente el tiempo máximo de trabajo remunera-
do que faltaba al recurrido; que, en lo concerniente a lo
concedido al recurrido a título de indemnización, la senten-
cia lo hace correctamente, esto es, calculable desde la de-
manda hasta la solución definitiva, sin que exceda de tres
meses; por todo lo cual el tercero y último medio del re-
curso carece de fundamento y debe desestimarse;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio V. Lamarche, Gladys León
Vda. Pou, Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou
León y Gladys Alicia Pou León, contra la sentencia dicta-
da en fecha 23 de febrero de 1967 por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas y las declara distraídas en
provecho de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Ma-
nuel Mangual, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Jokquin
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DE 1967

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil omercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, de fechas
16 de septiembre y 23 de noviembre de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Guillermo Acosta Estévez

Abogados : Dr. Rafael. A. Sierra C., y Dr. Eladio de Peña Rosa

Recurrido: José Vásquez Quintero (Se declaró la exclusión)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán_
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la Ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 22 de Septiembre del año 1967, años 124 9 de la In-
dependencia y 105" de la Restauración, dicta en audiencia.
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gui-
llermo Acosta Estévez, dominicano, mayor de edad, solterc,
obrero, domiciliado y residente en Jima Abajo, cédula No.

1819, serie 87, contra las sentencias dictadas por la Cámara
de lo Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de La Vega, en fechas 16 de Septiembre y 23 de
Noviembre de 1966, cuyos dispositivos se copiarán más adc.
]ante;
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Considerando, que, al declarar la sentencia en sus mo-
tivaciones que al trabajador recurrido le corresponden "los
salarios que había recibido hasta el término de la obra sin
que pasen de lo que corresponden por auxilio de cesantía
y preaviso, en este caso, 12 días de salario por preaviso y
10 días de auxilio de cesantía", dicha sentencia ha indica-
do implícitamente el tiempo máximo de trabajo remunera-
do que faltaba al recurrido; que, en lo concerniente a lo
concedido al recurrido a título de indemnización, la senten-
cia lo hace correctamente, esto es, calculable desde la de-
manda hasta la solución definitiva, sin que exceda de tres
meses; por todo lo cual el tercero y último medio del re-
curso carece de fundamento y debe desestimarse;„

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Julio V. Lamarche, Gladys León
Vda. Pou, Sonia Josefina Pou León, Matilde María Pou
León y Gladys Alicia Pou León, contra la sentencia dicta-
da en fecha 23 de febrero de 1967 por la Cámara de Tra-
bajo del Distrito Nacional cuyo dispositivo se ha copiado
en parte anterior del presente fallo; Segundo: Condena a los
recurrentes al pago de las costas y las declara distraídas en
provecho de los Dres. Juan Luperón Vásquez y Víctor Ma-
nuel Mangual, quienes afirman haberlas avanzado en su
totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Manuel D. Bergés Chupani.-
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Jokquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

Sentencia impugnada: Cámara de lo Civil omercial y de Trabajo
del Juzgado de Primera Instancia de La Vega, de fechas
16 de septiembre y 23 de noviembre de 1966.

Materia: Civil

Recurrente : Guillermo Acosta Estévez

Abogados : Dr. Rafael A. Sierra C., y Dr. Eladio de Peña Rosa

Recurrido: José Vásquez Quintero (Se declaró la exclusión)

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras,
Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Almán_
zar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secre-
tario General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en
la Ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Naciong.:,
hoy día 22 de SeptieMbre del año 1967, años 1249 de la In-
dependencia y 105" de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos por Gui_
aermo Acosta Estévez, dominicano, mayor de edad, solterc,
obrero, domiciliado y residente en Jima Abajo, cédula No.
1819, serie 87, contra las sentencias dictadas por la Cámara
c'.e lo Civil, Comercial y de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de La Vega, en fechas 16 de Septiembre y 23 de
Noviembre de 1966, cuyos dispositivos se copiarán más ade-
lante;
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19047, se-

rie 2, por sí y por el Dr. Eladio de Peña Rosa, cédula Ni.
11001, serie 47, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
oe la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por sus abogados y depositados en la Secretaría de la Supre.
ma Corte de Justicia, en fecha 24 de Febrero de 1967;

Vista la sentencia dictada por esta Suprema Corte de
Justicia, en fecha 15 del mes de Mayo del presente año, por
medio de la cual se declara la exclusión del recurrido José
Vásquez Quintero;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli_
berado y visto el principio III del Código de Trabajo, en su
parte final y los artículos 456 del Código de Procedimiento
Civil, 56 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) quo
con motivo de una demanda laboral que no pudo ser cone:-
liada, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de
La Vega, dictó en fecha 30 de Marzo de 1966, una renten«
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se orde.
na la rescisión del Contrato de Trabajo por tiempo indefi.
nido existente entre las partes: por causa de despido injus-
tificado ejercido por el patrono en perjuicio del trabajador;
SEGUNDO: Se condena al señor José Vásquez Quintero a
expedirle al trabajador Guillermo Acosta Estévez el Certi-'
ficado de que trata el artículo 63 del Código de Trabajo,
TERCERO: Se condena a dicho señor José Vásquez Quinte-
ro a pagarle al trabajador señor Guillermo Acosta Estévez
las siguientes prestaciones; 24 días por concepto de pre-
aviso que le corresponden de acuerdo con la Ley; 12 días

por concepto de vacaciones no tomadas ni pagadas; 90 días
por concepto de la Regalía Pascual correspondiente a los
cños 1963, 1964 y 1965; 45 días por concepto de auxilio de
cesantía ; 90 días por concepto de las indemnizaciones a que
se refiere el párrafo 3ro. del artículo 84 del Código de Tra-
bajo, todas estas prestaciones o indemnizaciones a razón
de un salario de RD$5.00 diarios; CUARTO: Se condena
señor José Vásquez Quintero, al pago de las costas distra-
yéndolas en favor de los Dres. Rafael A. Sierra C., y Ela-
dio de Peña Rosa, quienes afirman naberlas avanzado 2n

su mayor parte"; b) que contra esa sentencia recurrió en
apelación el ahora recurrido Vásquez Quintero y la Cáma-
ra a-qua, apoderada de dicho recurso, dictó en fecha 16 de
Septiembre una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara irregular el recurso de apela.
ción incoado por el señor José Vásquez Quintero, contra la
sentencia de fecha 30 de Marzo del año en curso (1966),
rendida por el Juzgado de Paz de Primera Circunscripción
de este municipio de La Vega, por no haber sido interpuesto
conforme a las disposiciones legales vigentes, y en conse-
cuencia, ordena que sea reparado el vicio de forma cometi-
do por el recurrente y Tija la audiencia pública del día vier-
nes que contaremos a 20 del mes de Octubre del año en cur-
so, a las nueve horas de la mañana, para conocer del fondo
del presente recurso; SEGUNDO: Condena al señor José
Vásquez Quintero, al pago de las costas para el pronuncia-
miento de esta sentencia, ordenando su distracción en pro-
vecho de los Dres. Rafael A. Sierra C., y Eladio de Peña
Rosa, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor pa-..
te"; e) que posteriormente la misma Cámara dictó en fecha
:23 de Noviembre de 1966, una segunda sentencia, impug-
nada en casación al igual que la anterior, y cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en
18 forma el presente recurso de apelación, después de ser
corregido el vicio de forma que lo afectaba, y en consecuen-
cia , Rechaza el medio de inadmisión contra el recurso, pro-
Puesto por la parte recurrida por improcedente e infunda-
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Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Rafael A. Sierra C., cédula No. 19047, se-

rie 2, por sí y por el Dr. Eladio de Peña Rosa, cédula Na.
11001, serie 47, abogados del recurrente, en la lectura de
sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
°e la República;

Visto el memorial de casación del recurrente, suscrito
por sus abogados y depositados en la Secretaría de la Supre-
ma Corte de Justicia, en fecha 24 de Febrero de 1967;

Vista la sentencia dictada por esta Suprema Corte de '1
Justicia, en 'fecha 15 del mes de Mayo del presente año, por
medio de la cual se declara la exclusión del recurrido José
Vásquez Quintero;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dei_
berado y visto el principio III del Código de Trabajo, en su
parte final y los artículos 456 del Código de Procedimiento
Civil, 56 de la Ley No. 637 sobre Contratos de Trabajo, 1,
20 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la decisión impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) quo
con motivo de una demanda laboral que no pudo ser conc:-
nada, el Juzgado de Paz de la Primera Circunscripción de
La Vega, dictó en fecha 30 de Marzo de 1966, una senten•
cia cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Se orde.
na la rescisión del Contrato de Trabajo por tiempo indefi-
nido existente entre las partes: por causa de despido injus-
tificado ejercido por el patrono en perjuicio del trabajador;
SEGUNDO: Se condena al señor José Vásquez Quintero a
expedirle al trabajador Guillermo Acosta Estévez el Certi-
ficado de que trata el artículo 63 del Código de Trabajo,
TERCERO: Se condena a dicho señor José Vásquez Quinte-
ro a pagarle al trabajador señor Guillermo Acosta Estévez
las siguientes prestaciones; 24 días por concepto de pre•
aviso que le corresponden de acuerdo con la Ley; 12 días
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por concepto de vacaciones no tomadas ni pagadas; 90 días
por concepto de la Regalía Pascual correspondiente a los
ralos 1963, 1964 y 1965; 45 días por concepto de auxilio de.
cesantía; 90 días por concepto de las indemnizaciones a que
se refiere el párrafo 3ro. del artículo 84 del Código de Tra_
bajo, todas estas prestaciones o indemnizaciones a razón
de un salario de RD$5.00 diarios; CUARTO: Se condena
señor José Vásquez Quintero, al pago de las costas distra-
yéndolas en favor de los Dres. Rafael A. Sierra C., y Eta-
dio de Peña Rosa, quienes afirman haberlas avanzado en
su mayor parte"; b) que contra esa sentencia recurrió en
apelación el ahora recurrido Vásquez Quintero y la Cáma-
ra a-qua, apoderada de dicho recurso, dictó en fecha 16 de
Septiembre una sentencia con el siguiente dispositivo:
"FALLA: PRIMERO: Declara irregular el recurso de apela.
ción incoado por el señor José Vásquez Quintero, contra la
sentencia de fecha 30 de Marzo del año en curso (1966),
rendida por el Juzgado de Paz de Primera Circunscripción
de este municipio de La Vega, por no haber sido interpuesto
conforme a las disposiciones legales vigentes, y en conse-
cuencia, ordena que sea reparado el vicio de forma cometi-
do por el recurrente y 'fija la audiencia pública del día vier-
nes que contaremos a 20 del mes de Octubre del año en cur-
so, a las nueve horas de la mañana, para conocer del fondo
del presente recurso; SEGUNDO: Condena al señor José
Vásquez Quintero, al pago de las costas para el pronuncia-
miento de esta sentencia, ordenando su distracción en pro-
vecho de los Dres. Rafael A. Sierra C., y Eladio de Peña
Rosa, quienes afirman haberlas avanzado en su mayor pa--
te"; c) que posteriormente la misma Cámara dictó en fecha
13 de Noviembre de 1966, una segunda sentencia, impug-
nada en casación al igual que la anterior, y cuyo dispositivo
dice así: "FALLA: PRIMERO: Declara bueno y válido en
la forma el presente recurso de apelación, después de ser
corregido el vicio de forma que lo afectaba, y en consecuen-
cia , Rechaza el medio de inadmisión contra el recurso, pro-
puesto por la parte recurrida por improcedente e infunda-
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do; SEGUNDO: Revoca la sentencia impugnada, rendida en
lecha 30 de Marzo de 1966, por el Juzgado de Paz de la Pri_
mera Circunscripción de La Vega, y obrando por contraric
imperio, Rechaza la demanda en cobro de las prestaciones
establecidas por el Código de Trabajo, incoado por el señor
Guillermo Acosta Estévez contra el señor José Vásquez
Quintero, mediante acto introductivo de instancia de fecha
28 de octubre de 1965, por carecer de fundamento; y, TER-
CERO: Condena al señor Guillermo Acosta E., al pago de
ias costas";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios contra la sentencia de
16 de Septiembre de 1966: Primer Medio: Violación por des.
conocimiento de los Artículos 691 del Código de Trabajo y
53 y 54 de la Ley No. 637 del 16 de Junio del 1944, sobre
contratos de trabajo, y Violación a las disposiciones de Or-
den Público. Segundo Medio: Violación por desconocimien-
to de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo y Nulidad
de dicha sentencia por no ponderar los documentos que le
fueron sometidos. Tercer Medio: Violación por falsa inter-
pretación del Artículo 56 de la Ley 637 sobre Contratos de
Trabajo arriba mencionada, y, fallo extrapetita. Cuarto
Medio: Insuficiencia y Contradicción de Motivos;

Considerando que, igualmente, en su memorial de ca-
sación el recurrente invoca los siguientes medios contra la
sentencia del 23 de Noviembre de 1966: Primer Medio:
Errónea interpretación del Artículo 56 de la Ley 637 sobre
Contratos de Trabajo, y Violación de las Disposiciones de
Orden Público Dispuestas en el Artículo 53 de la misma
Ley.— Segundo Medio: Contradicción de Motivos y Falta
Ce Base Legal.— Tercer Medio: Falsa Interpretación de La
Máxima "No Hay Nulidad Sin Agravio", y Violación al De-
recho de Defensa.— Cuarto Medio: Violación por Descono-
cimiento de los Artículos 81 y 82 del Código de Trabajo y
Nulidad de dicha Sentencia por no ponderar los documentos
que le fueron sometidos a su consideración.— Quinto Medio:

Desnaturalización de los Hechos de la Causa y Falta de Al( _
tivos;

Considerando que refiriéndose los presentes recursos
a dos sentencias relativas al mismo caso es procedente exa_
minar dichos recursos conjuntamente y decidirlo por una
sola sentencia;

Considerando que en apoyo de los medios tercero de
su primer recurso, y primero del segundo, el recurrente
Plega, en síntesis, que el actual recurrido, en lugar de in-
zentar su recurso de apelación contra la sentencia dictada
por el Juez de primer grado de jurisdicción, en fecha 30 de
Marzo de 1966, mediante acto de alguacil debidamente no..
tificado, lo hizo siguiendo las formalidades de los Artículos
589 del Código de Trabajo, que aún no está vigente, que .ta
Cámara a-qua, pese a que en realidad no existía acto alg:!_
no de apelación, pues las formalidades para declarar ési a
válidamente, no pueden ser sustituídas, dado su carácter,
por otras equivalentes, declaró eficaz una apelación legal-
mente inexistente; fundándose en las atribuciones que le
confiere el artículo 56 de la Ley No. 637, por todo lo cuLl
las sentencias impugnadas deben ser casadas;

Considerando que al tenor del Artículo 691 del Código de
Trabajo, mientras no estén funcionando los tribunales que
son creados por dicho Código, los procedimientos en caso
de litigio seguirán siendo regidos por los Artículos 47 vi
63-bis, inclusive, de la Ley No. 637 sobre Contratos de Tra_
bai o ; ,que aunque entre los artículos de la ley mencionada
no existe ninguna disposición especial relativa a las for.
malidades para recurrir en apelación en materia laboral,
no es menos cierto que dicha omisión puede ser suplida por
el derecho común > según resulta de la parte final del prin-
ciPio III del Código de Trabajo, el cual expresa que "en las
relaciones entre particulares, la falta de disposiciones espe.-
dales es suplida por el derecho común; que de consiguientela apelación contra las sentencias dictadas en materia labc-

• /al, que sean susceptibles de tal recurso deben ser inter-
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do; SEGUNDO: Revoca la sentencia impugnada, rendida en
lecha 30 de Marzo de 1966, por el Juzgado de Paz de la Pri-
mera Circunscripción de La Vega, y obrando por contrario
imperio, Rechaza la demanda en cobro de las prestaciones
establecidas por el Código de Trabajo, incoado por el señor
Guillermo Acosta Estévez contra el señor José Vásquez
Quintero, mediante acto introductivo de instancia de fecha
28 de octubre de 1965, por carecer de fundamento; y, TER.
CERO: Condena al señor Guillermo Acosta E., al pago de
las costas";

Considerando que en su memorial de casación el recu-
rrente invoca los siguientes medios contra la sentencia del
16 de Septiembre de 1966: Primer Medio: Violación por des.
conocimiento de los Artículos 691 del Código de Trabajo y
53 y 54 de la Ley No. 637 del 16 de Junio del 1944, sobre
contratos de trabajo, y Violación a las disposiciones de Or-
den Público. Segundo Medio: Violación por desconocimien-
to de los artículos 81 y 82 del Código de Trabajo y Nulidad
de dicha sentencia por no ponderar los documentos que le
fueron sometidos. Tercer Medio: Violación por falsa inter-
pretación del Artículo 56 de la Ley 637 sobre Contratos de
Trabajo arriba mencionada, y, fallo extrapetita. Cuarto
Medio: Insuficiencia y Contradicción de Motivos;

Considerando que, igualmente, en su memorial de ca-
ación el recurrente invoca los siguientes medios contra la

sentencia del 23 de Noviembre de 1966: Primer Medio:
Errónea interpretación del Artículo 56 de la Ley 637 sobre
Contratos de Trabajo, y Violación de las Disposiciones de
Orden Público Dispuestas en el Artículo 53 de la misma
Ley.— Segundo Medio: Contradicción de Motivos y Falla
Ce Base Legal.— Tercer Medio: Falsa Interpretación de La
Máxima "No Hay Nulidad Sin Agravio", y Violación al De-
recho de Defensa.— Cuarto Medio: Violación por Descono-
cimiento de los Artículos 81 y 82 del Código de Trabajo y
Nulidad de dicha Sentencia por no ponderar los documentos
que le fueron sometidos a su consideración.— Quinto Medio:

Desnaturalización de los Hechos de la Causa y Falta de 1\1( _
tivos;

Considerando que refiriéndose los presentes recursos
a dos sentencias relativas al mismo caso es procedente exa_
minar dichos recursos conjuntamente y decidirlo por una
sola sentencia;

Considerando que en apoyo de los medios tercero de
su primer recurso, y primero del segundo, el recurrente
alega, en síntesis, que el actual recurrido, en lugar de in-
tentar su recurso de apelación contra la sentencia dictada
por el Juez de primer grado de jurisdicción, en fecha 30 Ce
Marzo de 1966, mediante acto de alguacil debidamente nr,_
tificado, lo hizo siguiendo las formalidades de los Artículos
589 del Código de Trabajo, que aún no está vigente, que la
Cámara a-qua, pese a que en realidad no existía acto algu-
no de apelación, pues las formalidades para declarar ésI a
válidamente, no pueden ser sustituídas, dado su carácter,
por otras equivalentes, declaró eficaz una apelación legal-
mente inexistente; fundándose en las atribuciones que le
confiere el artículo 56 de la Ley No. 637, por todo lo cuLl
las sentencias impugnadas deben ser casadas;

Considerando que al tenor del Artículo 691 del Código de
Trabajo, mientras no estén funcionando los tribunales que
son creados por dicho Código, los procedimientos en caso
de litigio seguirán siendo regidos por los Artículos 47 1;1
63-bis, inclusive, de la Ley No. t37 sobre Contratos de Tra-
bajo; .que aunque entre los artículos de la ley mencionada
no existe ninguna disposición especial relativa a las for-
malidades para recurrir en apelación en materia laboral,
neo es menos cierto que dicha omisión puede ser suplida por
el derecho común según resulta de la parte final del prin-
cipio III del Código de Trabajo, el cual expresa que "en las
relaciones entre particulares, la falta de disposiciones espe-ciales es suplida por el derecho común; que de consiguiente
la apelación contra las sentencias dictadas en materia labo..
tal que sean susceptibles de tal recurso deben ser inter-



puestas siguiendo las formalidades del artículo 456 del CO..
digo de Procedimiento Civil, a cuyo tenor el acto de apela-
ción contendrá emplazamiento en los términos de la ley a
1 persona intimada, y deberá notificarse a dicha persona
o en su domicilio, bajo pena de nulidad;

Considerando que el examen de las decisiones impua,-_
nadas en casación revela, que el ahora recurrido, en lugar
(!e someterse a las prescripciones del Artículo 456 del C.
digo de Procedimiento Civil para dar constancia de su vn.
luntad de apelar contra la sentencia dictada por el Juez de
primer grado de jurisdicción en fecha 30 de Marzo de 1966,
se limitó a expresar su voluntad mediante declaración en
Secretaría, sin notificarla a su contraparte mediante acto
de alguacil dentro del plazo correspondiente lo cual habría
bastado para satisfacer el voto de la ley; y que, a su vez, la
Cámara a.qua, para justificar lo decidido en lo concernien-
te al aspecto procesal de la contestación, se 'fundó esencial.
mente en que, aún cuando el intimante en la apelación cn
lugar de declarar su recurso mediante acto de alguacil noti-
ficado a la parte contraria dentro del plazo legal, lo hizo
ciñéndose a las formalidades prescritas por el Artículo 589
del Código de Trabajo, no vigente todavía, tal irregulari-
dad no constituye "sino una nulidad por vicio de forma" ;a
cual era susceptible de ser reparada en virtud del Artículo
56 de la Ley 634, como lo fue por el acto de alguacil de fo
cha 6 de octubre de 1966, notificado a la ahora recurrente
por el intimante en apelación, según fue dispuesto por sen.
tencia dictada por la misma Cámara, en fecha 16 dé sep-
tiembre del año arriba citado;

Considerando que contrariamente a lo admitido por la
Cámara a.qua, en la especie no se trata de la existencia de
un vicio de forma susceptible de ser enmendado de confor-
midad con lo prescrito por el artículo 56 de la Ley No. 637.
sino de la inexistencia misma del acto que regularmente
debía apoderar a dicha Cámara de la impugnación del pa-
trono; que como consecuencia de lo anteriormente expues-

to. es preciso admitir que la Cámara a.qua, al dictar las de_
cisiones impugnadas, ha desconocido el principio III del
código de Trabajo. y violado los artículos 56 de la Ley No.
637, sobre Contratos de Trabajo, y 456 del Código de Pro-
cedimiento Civil; por lo que ambas decisiones deben ser
casadas, sin que haya que ponderar los demás medios de
casación tales minvocados;

;Por
r i
tvos, Primero: Casa las sentencias dicta-

das por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Ve.
ga, dictadas respectivamente en fechas 16 de Septiembre y
13 de Noviembre de 1966, cuyos dispositivos han sido trans-
critos en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de Santiago; Segundo: Condena al recurrido al pa-
go de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de
:os doctores Rafael A. Sierra C., y Eladio de Peña Rosa,
quienes han declarado haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— 1W.i-
r.uel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francia_
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez perelró.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran ,en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue fi rmadaa 1, eida y publicada por mí, Secretario Generaloue certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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puestas siguiendo las formalidades del artículo 456 del Co..
digo de Procedimiento Civil, a cuyo tenor el acto de apela-
ción contendrá emplazamiento en los términos de la ley a
1 persona intimada, y deberá notificarse a dicha persona
o en su domicilio, bajo pena de nulidad;

Considerando que el examen de las decisiones impug_
nadas en casación revela, que el ahora recurrido, en lugar
c'e someterse a las prescripciones del Artículo 456 del Có.
digo de Procedimiento Civil para dar constancia de su vo-
luntad de apelar contra la sentencia dictada por el Juez de
primer grado de jurisdicción en fecha 30 de Marzo de 1966,
se limitó a expresar su voluntad mediante declaración en
Secretaría, sin notificarla a su contraparte mediante acto
de alguacil dentro del plazo correspondiente lo cual habría
bastado para satisfacer el voto de la ley; y que, a su vez, la
Cámara a_qua, para justificar lo decidido en lo concernien-
te al aspecto procesal de la contestación, se 'fundó esencial-
mente en que, aún cuando el intimante en la apelación en
lugar de declarar su recurso mediante acto de alguacil nott.
ficado a la parte contraria dentro del plazo legal, lo hizo
ciñéndose a las formalidades prescritas por el Artículo 589
del Código de Trabajo, no vigente todavía, tal irregulari-
dad no constituye "sino una nulidad por vicio de forma"
cual era susceptible de ser reparada en virtud del Artículo
56 de la Ley 634, como lo fue por el acto de alguacil de fc--
cha 6 de octubre de 1966, notificado a la ahora recurrente
por el intimante en apelación, según fue dispuesto por sen•
tencia dictada por la misma Cámara, en fecha 16 dé sep-
tiembre del año arriba citado;

Considerando que contrariamente a lo admitido por la
Cámara a-qua, en la especie no se trata de la existencia ae
un vicio de forma susceptible de ser enmendado de confor-
midad con lo prescrito por el artículo 56 de la Ley No. 637,
sino de la inexistencia misma del acto que regularmente
debía apoderar a dicha Cámara de la impugnación del pa-
trono; que como consecuencia de lo anteriormente expues•

lo, es preciso admitir que la Cámara a.qua, al dictar las de-
eisione-s impugnadas, ha desconocido el principio III del
Código de Trabajo. y violado los artículos 56 de la Ley No.
637, sobre Contratos de Trabajo, y 456 del Código de Pro-
cedimiento Civil; por lo que ambas decisiones deben ser
casadas, sin que haya que ponderar los demás medios de
casación invocados;

Por tales motivos, Primero: Casa las sentencias dicia-
das por la Cámara Civil, Comercial y de Trabajo de La Ve-
ga, dictadas respectivamente en fechas 16 de Septiembre y
23 de Noviembre de 1966, cuyos dispositivos han sido trans-
critos en parte anterior del presente fallo, y envía el asun-
to por ante la Cámara de Trabajo del Juzgado de Primera
Instancia de Santiago; Segundo: Condena al recurrido al pa-
go de las costas, cuya distracción se ordena en provecho de
:os doctores Rafael A. Sierra C., y Eladio de Peña Rosa,
quienes han declarado haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos MI. Lamarche H.— M:i-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francia.
co Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Pereltó.— Juan
Bautista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuc-
cia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por losseñores Jueces que figuran„en su encabezamiento, en laaudiencia pública del día, mes y año en él expresados, yfue firmada, leída y publicada por mí, Secretario Generaloue certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domingo, cíe

fecha 21 de diciembre de 1966.

Máteria: Penal (Viol. a la Ley 355 del Código Penal)

Recurrente: Luis Rafael Mejía Salazar

Interviniente: Reyna María Marte Genao (madre y tutora legal de
Elena Confesora Marte)

Abogado: Dr. Domingo Porfirio Rojas N.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel R.
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarche
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A!.
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, a los 22 días del mes de Septiembre de 1967, años

1249 de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta
en audiencia pública, como corte de casación, la .,siguiente
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis Ra-
fael Mejía Salazar, dominicano, mayor de edad. Raso de la
Policía Nacional, domiciliado en esta ciudad, con cedilla
No. 6085 serie 41, contra la sentencia de la Corte de Apela.
ción de Santo Domingo, de fecha 21 de diciembre de 1966,
cuyo dispositivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Domingo Porfirio Rojas Nina, abogad o de

la interviniente Reyna María Marte Genao, dominicana,
mayor de edad, soltera, domiciliada en la casa No. 340 de
la calle María Montez de esta ciudad, con cédula No. 4150
serie 35, quien actúa como madre y tutora legal de su hija
menor Elena Confesora Marte, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente en fecha 13
de Febrero de 1967, en la cual no se invoca ningún media,
determinado de casación;

Visto el escrito firmado por el abogado de la intervi.
r i ente, de fecha 2 de mayo de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli
Lerado y vistos los artículos 355 y 463 del Código Penal, y
1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por sustracción de menor, pre-
sentada por Reyna María Marte, contra Luis Rafael Mejía
Salazar, con fecha 18 de Junio de 1966, la Cuarta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, debidamente apoderada, luego de, varios recursos, dic';,5una sentencia en sus atribuciones correccionales, en fecha
2 del mes de octubre de 1966, cuyo dispositivo se transcribea continuación: Falla: Primero: Se declara culpable al nom-
brado Luis R. Mejía S., de generales que constan en el ex-
pe,édiente, de violación al artículo 355 del Código Penal
(sustracción de menor) en perjuicio de la menor Elena Con-
fesora Marte, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Cuarenta Pesos Moneda Nacional (RD$40.00)
Y a l pago de las costas, acogiendo en su favor circunstan..ias atenuantes; Segundo: Se declara bueno Y válido la. consti tución en parte civil hecha por el Dr. P. Rojas Nina,

4



1746
	

BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada : Corte de Apelación de Santo Domingo, dn

fecha 21 de diciembre de 1966.

Materia: Penal (Viol. a lá Ley 355 del Código Penal)

Recurrente: Luis Rafael Mejía Salazar

Interviniente: Reyna María Marte Genao (madre y tutora legal

Elena Confesora Marte)
Abogado: Dr. Domingo Porfirio Rojas N.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel R.
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarch e

Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be•
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-

mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien.
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, a los 22 días del mes de Septiembre de 1967, años
1249 de la Independencia y 105 9 de la Restauración, dict
en audiencia pública, como corte de casación, la siguien
sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Luis
fael Mejía Salazar, dominicano, mayor de edad. Raso de
Policía Nacional, domiciliado en esta ciudad, con cedo
No. 6085 serie 41, contra la sentencia de la Corte de Apela
ción de Santo Domingo, de fecha 21 de diciembre de 1966
cuyo dispysitivo se copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol; 	 411
Oído al Dr. Domingo Porfirio Rojas Nina, abogado
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la interviniente Reyna María Marte Genao, dominicana,
mayor de edad, soltera, domiciliada en la casa No. 340 de
la calle María Montez de esta ciudad, con cédula No. 4150
serie 35, quien actúa como madre y tutora legal de su hija
menor Elena Confesora Marte, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído' el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista el acta del recurso levantada en la Secretaría de
la Corte a-qua, a requerimiento del recurrente en fecha 13
de Febrero de 1967, en la cual no se invoca ningún medió
determinado de casación;

Visto el escrito 'firmado por el abogado de la intervi.
riente, de fecha 2 de mayo de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber dell.
• Lerado y vistos los artículos 355 y 463 del Código Penal, y

1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
d ocumentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una querella por sustracción de menor, pre-
sentada por Reyna María Marte, contra Luis Rafael Mejía
Salazar, con fecha 18 de Junio de 1966, la Cuarta Cámara
Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Nacio-
nal, debidamente apoderada, luego de varios recursos, dicó
una sentencia en sus atribuciones correccionales, en fecha
';?. del mes de octubre de 1966, cuyo dispositivo se transcribea continuación: Falla: Primero: Se declara culpable al nom-b
rado Luis R. Mejía S., de generales que constan en el ex-

pediente, de violación al artículo 355 del Código Penal(sustracción de menor) en perjuicio de la menor Elena Con-
fesora Marte, y en consecuencia se le condena al pago de
una multa de Cuarenta Pesos Moneda Nacional (RD$40.00)y al pago de las costas, acogiendo en su favor circunstan.cias atenuantes; Segundo: Se declara bueno Y válido la, consti

tución en parte civil hecha por el Dr. P. Rojas Nina,
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a nombre de la Sra. Reyna María Marte G., madre de la
menor agraviada, y se condena al nombrado Luis R. Me-
jía S., a pagar una indemnización de Doscientos Pesos 1\ilo-
rieda Nacional (RD$200.00) y al pago de las costas civiles
causadas, con distracción de las mismas en favor del Dr.
P. Rojas Nina"; b) que sobre los recursos de apelación in,
terpuestos, intervino la sentencia ahora impugnada: "Falla:
Primero: Declara, regular y válido en cuanto a la forma los
recursos de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal
del Distrito Nacional; la parte civil Reyna María Marte y
el prevenido Luis Rafael Mejía Salazar, por haber sido in..
terpuesto en tiempo hábil contra la sentencia de fecha tres
(3) de octubre de 1966, dictada por la Cuarta Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional y cuyo dispositivo dice: "Falla:
Primero: Se declara culpable al nombrado Luis R. Meiv.
S., de generales que constan en el expediente, de violacién
al artículo 355 del Código Penal (sustracción de menor)
en perjuicio de la menor Elena Confesora Marte, y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de Cuarenta
Pesos Moneda Nacional (RD$40.00) y al pago de las costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara bueno y válido la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. P. Rojas Nina, a nombre de la Sra. Reina
María Marte G., madre de la menor agraviada, y se conde-
na al nombrado Luis R. Mejía S., a pagar una indemniza.
ción de Doscientos Pesos Moneda Nacional (RD$200.00) y
al pago de las costas civiles causadas, con distracción (12

las mismas en favor del Dr. P. Rojas Nina'; por haber sida
hecha conforme las prescripciones legales; Segundo: je
pronuncia el defecto contra la parte civil constituída por no
haber comparecido no obstante haber sido debidamente ci-
tada; Tercero: Se modifica la sentencia apelada, y la Corte
obrando por propia autoridad, condena al prevenido Luís
Rafael Mejía Salazar a sufrir un mes de prisión correccio-
r al; Cuarto: Confirma la sentencia apelada en sus demás
espectos; Quinto: Condena a Luis Rafael Mejía Salazar, al
pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados al debate dio
por establecidos los siguientes hechos: a) que el prevenid)
Luis Rafael Mejía Salazar sostenía relaciones amorosas con
la joven de catorce años de edad, Elena Confesora Marte;
b) que dicho prevenido en el año 1966, sustrajo a la referí_
da menor de la casa de la madre bajo cuya guarda se en.
contraba y la trasladó a la casa de una tal Negra con fines
deshonestos;

Considerando que los hechos así establecidos a carga
del prevenido se encuentran reunidos los elementos consti-
tutivos del delito de sustracción de una menor de edad, de
catorce años, previsto por el artículo 355 del Código Penal
y sancionado por el mismo texto con la pena de 1 a 2 arios
de prisión y multa de $200.00 a $500.00; que al condena-
al prevenido después de declararlo culpable a un mes de
prisión correccional, después de acoger circunstancias ate_
nuantes, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles que
los jueces del fondo establecieron que la agraviada Reyna
María Marte, sufr i ó a consecuencia del delito cometido por
el prevenido daños morales y materiales cuyo monto fija-
ron soberanamente en la suma de $200.00; que por tanto
el condenar al prevenido a esa suma a título de indemniza_
ción en provecho de Reyna María Marte, hicieron una C3-
rrecta aplicación del artículo 1332 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sententia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés del recurrente vicio alguno que justifique su casación;

Considerando en cuanto al pedimento de la parte in..te*jviniente, relativo a la omisión en que incurrió la Corte
a -qua en la sentencia impugnada al no ordenar la compcn_
ración con prisión de la indemnización a ella acordada, co-
mo el único recurrente en casación lo ha sido el prevenidosu situación no puede ser agravada a base a su propio re-
curso, por lo cual el pedimento de la parte intervinien1 e
'n° Puede ser acogido;
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a nombre de la Sra. Reyna María Marte G., madre de la
menor agraviada, y se condena al nombrado Luis R. Me-
jía S., a pagar una indemnización de Doscientos Pesos Mo-
neda Nacional (RD$200.00) y al pago de las costas civiles
causadas, con distracción de las mismas en favor del Dr.
P. Rojas Nina"; b) que sobre los recursos de apelación in.
terpuestos, intervino la sentencia ahora impugnada: "Falla:
Primero: Declara, regular y válido en cuanto a la forma los
recursos de apelación interpuestos por el Procurador Fiscal
del Distrito Nacional; la parte civil Reyna María Marte y
el prevenido Luis Rafael Mejía Salazar, por haber sido in.
terpuesto en tiempo hábil contra la sentencia de fecha tres
13) de octubre de 1966, dictada por la Cuarta Cámara Pe-
nal del Distrito Nacional y cuyo dispositivo dice: "Falta:
Primero: Se declara culpable al nombrado Luis R. Mein,
S., de generales que constan en el expediente, de violación
al artículo 355 del Código Penal (sustracción de menor)
en perjuicio de la menor Elena Confesora Marte, y en con-
secuencia se le condena al pago de una multa de Cuarenta
Pesos Moneda Nacional (RD$40.00) y al pago de las costas,
acogiendo en su favor circunstancias atenuantes; Segundo:
Se declara bueno y válido la constitución en parte civil he-
cha por el Dr. P. Rojas Nina, a nombre de la Sra. Reina
María Marte G., madre de la menor agraviada, y se conde-.
na al nombrado Luis R. Mejía S., a pagar una indemniza•
ción de Doscientos Pesos Moneda Nacional (RD$200.00) y

al pago de las costas civiles causadas, con distracción de

las mismas en favor del Dr. P. Rojas Nina'; por haber sida-)
hecha conforme las prescripciones legales; Segundo: ..-Se
pronuncia el defecto contra la parte civil constituida por no
haber comparecido no obstante haber sido debidamente ci-
tada; Tercero: Se modifica la sentencia apelada, y la Corte
obrando por propia autoridad, condena al prevenido Luis
Rafael Mejía Salazar a sufrir un mes de prisión correccio-
r al; Cuarto: Confirma la sentencia apelada en sus demás
aspectos; Quinto: Condena a Luis Rafael Mejía Salazar,
pago de las costas";

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera..
ción de los elementos de prueba aportados al debate dio
por establecidos los siguientes hechos: a) que el prevenid.)
Luis Rafael Mejía Salazar sostenía relaciones amorosas con
la joven de catorce años de edad, Elena Confesora Marte;
b) que dicho prevenido en el año 1966, sustrajo a la referí_
da menor de la casa de la madre bajo cuya guarda se en.
contraba y la trasladó a la casa de una tal Negra con fines
deshonestos;

Considerando que los hechos así establecidos a carg..,
del prevenido se encuentran reunidos los elementos consti-
tutivos del delito de sustracción de una menor de edad, de
catorce años, previsto por el artículo 355 del Código Penal
y sancionado por el mismo texto con la pena de 1 a 2 años
de prisión y multa de $200.00 a $500.00; que al condena-
al prevenido después de declararlo culpable a un mes de
prisión correccional, después de acoger circunstancias ate..
nuantes, hizo una correcta aplicación de la Ley;

Considerando en cuanto a las condenaciones civiles que
los jueces del fondo establecieron que la agraviada Reyna
María Marte, sufr i ó a consecuencia del delito cometido por
el prevenido daños morales y materiales cuyo monto fija-
ron soberanamente en la suma de $200.00; que por tanto
el condenar al prevenido a esa suma a título de indemniza-
ción en provecho de Reyna María Marte, hicieron una ea.
rrecta aplicación del artículo 1382 del Código Civil;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al ir•
terés del recurrente vicio alguno que justifique su casación;

Cons iderando en cuanto al pedimento de la parte in.

s 

Puede

ciósner naocopguidedoe; ser agravada a base a su propio je-
cu



BOLETIN JUDICIAL	 17511750	 BOLETIN JUDICIAL

Por tales motivos, Primero: Admite como interviniehte
Reyna María Marte Genao; Segundo: Rechaza el recurso

interpuesto por el prevenido Luis Rafael Majía Salazar con.
tra la sentencia de la Corte de Apelación del Distrito Na..
cional, de fecha 21 de diciembre de 1966, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Tercero: Con-
dena al recurrente al pago de las costas con distracción, la;
civiles, en provecho del Dr. Domingo P. Rojas Nina, quien
afirmó haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos M.
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.--
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia — Ernesto Curiel hijo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por io;
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au-
ciencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

SENTENCIA DE FECHA 22 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 19 de enero de 1967.

Materia: Correccional.
Recurrente: Israel Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez, Enrique Ca-

sado Cuervo y Jesús Villar Saiz.

Abogado: Dres. Juan Rafael Grullón Castañeda y Miguel Angel
Ruiz Brache.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Juan Bautista Rojas
Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Na-
cional, hoy día 22 de septiembre del ño 1967, años 124°
de la Independencia y 1059 de la Restauración, dicta en au-
diencia pública, como corte de casación, la siguiente sen-
tencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Israel
/104 Almonte, dominicano, domiciliado en la casa N 9 7 dela calle 35-Oeste del Ensanche Luperón, de esta ciudad, cé-
lula N' 2771, serie 66; Pedro Ceipo Pérez, dominicano, do.
nlieiliado en el Paraje El Higo, del Central Boca Chica, cé-
dula N9 26585, serie la.; Enrique Casado Cuervo, domini-
el/no, domiciliado en la casa N° 2 de la calle La Marina, de
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Recurrente: Israel Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez, Enrique Ca-

sado Cuervo y Jesús Villar Saiz.

Abogado: Dres. Juan Rafael Grullón Castañeda y Miguel Angel
Ruiz Brache.

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
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Por tales motivos. Primero: Admite como intervinieLte
Reyna María Marte Genao; Segundo: Rechaza el recurso

interpuesto por el prevenido Luis Rafael Majía Salazar con.
tra la sentencia de la Corte de Apelación del Distrito Na
cional, de fecha 21 de diciembre de 1966, cuyo dispositivo
se copia en parte anterior del presente fallo; Tercero: Con-
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firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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la ciudad de Samaná, cédula N° 137253, serie la., y Jesús
Villar Saiz, dominicano. domiciliado en la casa N 9 191 de
Arroyo Hondo, de esta ciudad, cédula N° 81866, serie la.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fe-
cha 19 de enero de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el día 20 de enero de 1967, a requerimien-
to del abogado Dr. Carlos Cornielle hijo. cédula N° 7526.
serie 18, en representación de los recurrentes, en la cual se
ir.voca lo que se dirá más adelante;

Vistos los memoriales suscritos por los Doctores Juan
Rafael Grullón Castañeda y Miguel Angel Ruiz Brache, en
representación de los recurrentes, depositados en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de mayo
de 1967, en los cuales se invocan los medios que luego se
indican;

Visto el escrito de ampliación firmado por los aboga-
dos Ruiz y Grullón, en representación de los recurrentes, y
depositados en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia el día 11 de agosto de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de-
liberado y vistos los artículos 167, 168, 169 y 200 de la Ley
3489 de 1953, modificados por las leyes 237 de. 1964 y 302
de 1966; 3, 7 y 38 del Código de Justicia de las Fuerzal
madas de la. República Dominicana; y 1 y 65 de la Ley sc>"
bre Proced : rniento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fech
de diciembre de 1966, la Primera Cámara Penal del Dist.

to Nacional, apoderada por el Ministerio Público dictó en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el del fallo ahora impugnado; b) que
sobre los recursos de alzada interpuestos contra esa sen-
tencia, intervino el fallo ahora impugnado cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular en
la forma, el recurso de Apelación interpuesto por los pre-
venidos Ismael Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez, Enrique
Casado Cuervo y Jesús Villar Saiz, contra sentencia dictada
por la Primera Cámara de lo Penal del Distrito Nacional, de
fecha cinco (5) de diciembre de 1966, y cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Enrique
Casado Cuervo, de generales que constan, Culpable del de-
lito de Contrabando, y en consecuencia se le condena a su-
frir la pena de Seis (6) Meses de Prisión Correccional y al
pago de una multa de Nueve Mil Cuatrocientos Noventa y
Siete Pesos Oro (RD$9,497.00); Segundo: Se declara a los
nombrados Ismael Moor Almonte. Pedro Ceipo Pérez y Je-
sús Villar Saiz, de generales anotadas. Culpables de com-
plicidad en el delito de Contrabando puesto a su cargo de
Enrique Casado Cuervo, y en consecuencia, se les condena
a Israel Moor Almonte y Jesús Villar Saiz, a sufrir la pena
de Un (1) Mes de Prisión Correccional y al nombrado Pe-
dro Ceipo Pérez, a sufrir la pena de Seis (6) Meses de Pri-
sión Correccional y a cada uno al pago de sendas multas
de Nueve Mil Cuatrocientos Noventa v Siete Pesos Oro
(RD$9.497.00); Terearo: Se condena a los mencionados pre-
veriidos, al pago de las costas; Cuarto: Se ordena el comiso
de las mercancías objetos del contrabando: Quinto: Se or-
dena la confiscación de la nave "Shark V., utilizada para
la introducción del contrabando, y Sexto: Se ordena el des-
glose del expediente en lo que respecta al nombrado Angel
González Aguilar y Alvarez, para que sea juzgado separa-
damente en una próxima audiencia y en cuanto a éste se

•	
mreisdearvd eoaln laascsostas'; Por haber sido interpuesto de confor-

prescripciones legales; SEGUNDO: Confirma
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la ciudad de Samaná, cédula N° 137253, serie la., y Jesús
Villar Saiz, dominicano. domicil:ado en la casa N 9 191 de
Arroyo Hondo, de esta ciudad, cédula N° 81866, serie la.,
contra la sentencia dictada en sus atribuciones correccio-
nales por la Corte de Apelación de Santo Domingo en fe-
cha 19 de enero de 1967, cuyo dispositivo se copia más ade-
lante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

Vista el acta de los recursos levantada en la Secretaría
de la Corte a-qua el día 20 de enero de 1967, a requerimien-
to del abogado Dr. Carlos Cornielle hijo. cédula N° 7526.
serie 18, en representación de los recurrentes, en la cual se
invoca lo que se dirá más adelante;

Vistos los memoriales suscritos por los Doctores Juan
Rafael Grullón Castañeda y Miguel Angel Ruiz Brache, en
representación de los recurrentes, depositados en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 29 de mayo
de 1967, en los cuales se invocan los medios que luego se
indican;

Visto el escrito de ampliación firmado por los aboga-
dos Ruiz y Grullón, en representación de los recurrentes, y

depositados en la Secretaría de la Suprema Corte de Justi-
cia el día 11 de agosto de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después da haber de*
liberado y vistos los artículos 167, 168, 169 y 200 de la Ley
3489 de 1953, modificados por las leyes 237 de. 1964 y 302
de 1966; 3, 7 y 38 del Código de Justicia de las Fuerzal Ar*
madas de la. República Dominicana; y 1 y 65 de la Ley sc>"
bre Proced : rniento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fech
de diciembre de 1966, la Primera Cámara Penal del Dist
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to Nacional, apoderada por el Ministerio Público dictó en
sus atribuciones correccionales, una sentencia cuyo dispo-
sitivo se transcribe en el del fallo ahora impugnado; b) que
sobre los recursos de alzada interpuestos contra esa sen-
tencia, intervino el fallo ahora impugnado cuyo dispositivo
es el siguiente: "FALLA: PRIMERO: Declara, regular en
la forma, el recurso de Apelación interpuesto por los pre-
venidos Ismael Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez, Enrique
Casado Cuervo y Jesús Villar Saiz, contra sentencia dictada
por la Primera Cámara de lo Penal del Distrito Nacional, de
fecha cinco (5) de diciembre de 1966, y cuyo dispositivo di-
ce así: 'Falla: Primero: Se declara al nombrado Enrique
Casado Cuervo, de generales que constan, Culpable del de-
lito de Contrabando, y en consecuencia se le condena a su-
frir la pena de Seis (6) Meses de Prisión Correccional y al
pago de una multa de Nueva Mil Cuatrocientos Noventa y
Siete Pesos Oro (RD$9,497.00); Segundo: Se declara a los
nombrados Ismael Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez y Je-
sús Villar Saiz, de generales anotadas, Culpables de com-
plicidad en el delito de Contrabando puesto a su cargo de
Enrique Casado Cuervo, y en consecuencia, se les condena
a Israel Moor Almonte y Jesús Villar Saiz, a sufrir la pena
de Un (1) Mes de Prisión Correccional y al nombrado Pe-
dro Ceipo Pérez, a sufrir la pena de Seis (6) Meses de Pri-
sión Correccional y a cada uno al pago de sendas multas
de Nueve Mil Cuatrocientos Nove.nta v Siete Pesos Oro
(RD$9.497.90); Terearo: Se condena a los mencionados pre-
veiiidos, al pago de las costas; Cuarto: Se ordena el comiso
de las mercancías objetos del contrabando: Quinto: Se or-
dena la confiscación de la nave "Shark V., utilizada para
la introducción del contrabando, y Sexto: Se ordena el des-
glose del expediente en lo que respecta al nombrado Angel
González Aguilar y Alvarez, para que sea juzgado separa-
damente en una próxima audiencia y en cuanto a éste se
reserva las costas'; Por haber sido interpuesto de confor-

• midad con las prescripciones legales; SEGUNDO: Confirma

J
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la antes mencionada sentencia en todas sus partes; TERCE-
RO: Condena a los prevenidos Enrique Casado Cuervo, Is-
mael Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez y Jesús Villar Saiz,
al pago de las costas penales";

Considerando que en el acta de su recurso los recu-
rrentes invocan lo siguiente: Violación "de los artículos 3
y siguientes y 7 y siguientes del Código de Justicia de las
Fuerzas Armadas por falta de base legal, y por haberse
condenado a los procesados a una multa superior a la que
jurídicamente debía serle aplicada con motivo del valor de
los impuestos presumiblemente dejados de pagar";

Considerando que en sus memoriales, los recurrentes
invocan contra la setencia impugnada, los siguientes me-
dios: Primer Medio: Violación al princip io constitucional de
la irretroactividad de la Ley; Segundo Medio: Exceso de po-
der; Tercer Medio: Incompetencia; Cuarto Medio: Falta de
base legal; Quinto Medio: Desnaturalización de los hechos;
Sexto Medio: Violación de las leyes 3489 y 237 de fechas 14
de febrero de 1953 y 2 de mayo de 1964, respectivamente;

Considerando que en el desenvolvimiento de su tercer
medio de casación, los recurrentes alegan que como entre
ellos hay dos oficiales de la Marina de Guerra, los preve-
nidos Moor y Ceipo, y como el hecho que se les imputa se
dice cometido por dichos militares en el ejercicio de sus
funciones, la jurisdicción competente para conocer de esos
hechos es la jurisdicción militar y no la penal ordi-
naria; que en la especie, tanto la Primera Cámara Penal del
Distrito Nacional como la Corte a-qua, se declararon Com-
petentes para conocer del presente proceso; que al fallar
de ese modo violaron las disposiciones de los artículos 3y
siguientes y 7 y siguientes del Código de Justicia Militar'
de las Fuerzas Armadas; Pero,

Considerando que si bien es cierto que el párrafo 39
del artículo 3 del Código de Justicia de las Fuerzas Arma-
das establece que son de la competencia de las jurisdicio-
nes militares las infracciones cometidas por militares en el

ejercicio de sus funciones, sea cual fuere el lugar donde
fueren cometidas, también es verdad que el artículo 7 del
indicado Código dispone que cuando militares o asimila-
dos perseguidos por un crimen o un delito de la competen-
cia de las jurisdicciones militares, tengan como coautores
o cómplices a personas no sujetas a esa jurisdicción todos
los inculpados indistintamente serán enviados ante los tri-
bunales ordinarios;

Considerando que como en la especie se trata de per-
secuciones contra militares y no militares, la jurisdicción
ordinaria que ha sido apoderada, es la competente; que.
por tanto el medio que se examina carece de fundamento
y debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios quinto y sexto de casación, reunidos, los recurrentes
alegan en síntesis que la instrucción realizada por la Junta
He Oficiales de la Marina de Guerra, consistente en 48 in-
terrogatorios, acerca del presente delito de contrabando.
es nula y no puede servir de "elementos ; .de prueba sufi-
cientes para la Corte a-qua formar su criterio"; que si di-
cha Corte entendió que además de las mercancías que te-
nían su documentación correcta y que correspondían a Fri-
goríficos Quisqueya, C. por, ,A., existían otras que no esta-
ban amparadas en documentación-4tlguna, tal irregularidad
no podía constituir el delito de contrabando, sino que de-
bió procederse en ese caso de conformidad con el artículo
42 y siguientes de la Ley 3489 sobre bultos que se descar-
gan de más o de menos; que, sin embargo, los testigos han
afirmado que cuando se bajaron los bultos estaban presen-
tes las autoridades aduanales y que no había bultos de más;
que nadie ha podido señalar connivencia alguna de los mi-
¡tares con particulares para cometer un delito de contra-

bando que no se ha establecido; q ue la guagua de los Asti-
Meros Dominicanos, aunque oficial, es para servicio de los
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indicado Código dispone que cuando militares o asimila-
dos perseguidos por un crimen o un delito de la competen-
cia de las jurisdicciones militares, tengan como coautores
o cómplices a personas no sujetas a esa jurisdicción todos
los inculpados indistintamente serán enviados ante los tri-
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Considerando que como en la especie se trata de per-
secuciones contra militares y no militares, la jurisdicción
ordinaria que ha sido apoderada, es la competente; que.
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y debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento de los me-
dios quinto y sexto de casación, reunidos, los recurrentes
alegan en síntesis que la instrucción realizada por la Junta
ca e Oficiales de la Marina de Guerra, consistente en 48 in-
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blando

afirmado que cuando se bajaron los bultos estaban presen-
tes las autoridades aduanales y que no había bultos de más;
que nadie ha podido señalar connivencia alguna de los mi-
litares con particulares para cometer un delito de contra-

que no se ha establecido; que la guagua de los Asti-
eros Dominicanos, aunque oficial, es para servicio de los
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particulares y el prevenido Moor tenía facultad para orde-
nar que las referidas mercancías, que estorbaban la ade-
cuada reparación del barco, fuesen sacadas del mismo; que
ese hecho aislado no puede constituir connivencia alguna
que comprometa la responsabilidad de ese Oficial ni la de
su subalterno que cumplió la orden; que las mercancías en-
contradas en la casa I\1 9 191 de la calle 12 de Arroyo Hondo
de esta ciudad, no fueron de las que trajo el barco Shark V
el 30 de abril de 1966, pues las que trajo ese barco fueron
entregadas con su documentación correcta a los Frigorífi-
cos Quisqueya, por las autoridades aduanales; que la Corte
a-qua al proclamar que esas mercancías llegaron de con_
trabando por dicho barco, desnaturalizó los hechos de la
causa; que dicha casa fue allanada sin que se cumplieran las
disposiciones del artículo 5 de la Ley 3489; que la Corte
a-qua afirma que el prevenido Casado Cuervo confesó que
las referidas mercancías llegaron en el barco Shark V, pero
dicho prevenido jamás hizo esa confesión; que, por todo
ello, en la sentencia impugnada se ha incurrido en los vicios
y violaciones denunciados en los medios que se proponen;
pero,

Considerando que la Corte a-qua mediante la pondera-
ción de los elementos de prueba aportados en la instrucción
de la causa, dio por establecidos los siguientes hechos: "a)
que en fecha 30 de abril de 1966, arribó al puerto de Haina
con la finalidad de reparar una supuesta avería que sufría
la Motonave Shark V.; b) que dicha embarcación traía am-
parada en documentos de aduana en forma regular, produc-
tos consignados para los Frigoríficos Quisqueya, C. por A.,
los cuales fueron legalmente retirados por la mencionada
empresa de la indicada embarcación; c) aue junto con los
referidos productos de los Frigoríficos Quisqueya. C. por
A., también traía la supramencionada nave una gran can-
tidad de mercancías sin ninguna documentación legal que
las amparara; d) que aprovechándose de la situación seria-
lada, el nombrado Enrique Casado Cuervo, dueño de la ern- r

barcación, en combinación con los oficiales de la Marina de
Guerra Dominicana, Israel Moor Almonte, y Pedro Ceipo
Pérez, introdujeron ilegalmente las mercancías antes seña-
ladas, trasbordándolas a una lancha propiedad del preveni-
do Enrique Casado Cuervo, que estaba en reparación en los
Astilleros Navales Dominicanos, de Haina, y luego en fe-
cha cinco (5) del mes de mayo del año 1966, sacaron ilegal-
mente las mercancías de la lancha en que habían sido tras-
bordadas, y las trasladaron a la casa N" 191 de la calle N° 12
de Arroyo Hondo, en connivencia con el prevenido, Villar
Saiz, quien la ocupaba para tales fines valiéndose para ello
de una camioneta color verde, placa oficial N° 1442, propie-
dad de los Astilleros Navales Dominicanos, lugar donde fue-
ron ocupados por las autoridades judiciales al practicarse
los allanamientos correspondientes";

Considerando que los jueces del fondo para formar su
convicción en el sentido en que lo han hecho, ponderaron
no solamente los 48 interrogatorios de la Junta Investiga-
dora, que como elementos de juicio figuraron en el proce-
so. sino también los resultados tanto de la propia instnic-
ción realizada por dicha Corte, como la realizada por la
Primera Cámara Penal, y los demás hechos":3y circunstan-
cias de la causa; que el examen de las declaraciones de los
testigos que figuran en el expediente muestran que a di-
chas declaraciones no se les ha dado un sentido y un alcan-
ce distintos a su verdadera naturaleza sin que tenga influen-
cia alguna para la aplicación de - la Ley No. 3489. de 1953,
el hecho de que anteriormente a la introducción del contra-
bando se descargaran del barco otros bultos que no figura-
ron en el contrabando; que la circunstancia de que los jue-
ces del fondo, en el uso de sus facultades de apreciación del
valor del testimonio, hayan estimado que los hechos ocu-rrieron en forma distinta a como lo pretenden los recu-
rrentes, no sionifica q ue d i chos jueces hayan desnaturali-
zado tales declaraciones; que en consecuencia, los jueces delfondé	 han podido, como lo hicieron, llegar a la convicción
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1758
	

BOLETIN JUDICIAL

de que los recurrentes cometieron los hechos que se le im-
putan sin que tal convencimiento, que ha sido el resultado
de la soberana apreciación de dichos jueces pueda ser cen-
surado en casación; que, por todo ello, los medios que se
examinan carecen de fundamento y deben ser desestima-
dos;

Considerando que en el desenvolvimiento de su pri-

mer medio de casación, los recurrentes alegan en sínte-
sis que la Corte a-qua aplicó en el caso la ley 302 del 30 de
junio de 1966 a hechos que se dicen cometidos en abril o
mayo de ese mismo año, esto es, acaecidos con anterioridad
a dicha ley; pero,

Considerando que la circunstancia de que la Corte
mencione en la sentencia impugnada, la Ley 302 de 1966
y no la ley 237 de 1964 que estaba vigente cuando ocurrie-
ron los hechos carece de relevancia en el caso (salvo lo que
se dirá más adelante) porque las penas que se le aplicaron
a los prevenidos recurrentes, figuraban también dentro de
las disposiciones de la ley 237; que, por tanto, el medio que
se examina carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desenvolvimiento de su segun-
do medio de casación los recurrentes alegan en síntesis.
que la Corte a-qua al ordenar la confiscación del barco
Shark V, como la embarcación utilizada para cometer el
contrabando, incurrió en exceso de poder, porque esa con-
fiscación sólo procede cuando la embarcación pertenezca a
los autores o cómplices del delito, pero no cuando pertenece
a otra persona; que como en el presente caso dicha embar-
cación pertenece a Pedro E. Amador la referida Corte in-
currió en el vicio ya señalado, pero,

Considerando aue si los recurrentes no son los dueños
de dicha embarcación, como lo afirman, es obvio que ellos
no pueden tener interés en invocar el medio que se exa-
mina;
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Considerando en cuanto a la falta de base legal invo-
cada en el cuarto medio, que la sentencia impugnada con-
tiene motivos suficientes, pertinentes y congruentes que
justifican su dispositivo y una descripción de los hechos y
circunstancias de la causa que ha permitido a esta Supre-
ma Corte de Justicia verificar que en la especie, los jueces
del fondo han hecho una correcta aplicación de la Ley;

Considerando que los hechos así establecidos por la
Corte a-qua constituyen a cargo del prevenido Casado Cuer-
vo, el delito de contrabando y a cargo de los demás preve-
nidos la complicidad en el mismo hecho, infracciones pre-
vistas por los artículos 167 y 168, de la Ley 3489 de 1953
sobre Régimen para las Aduanas, modificados por la Ley
237 de 1964, vigente en el momento de los hechos, y casti-
gados por el artículo 200 de aquella Ley modificado tam-
bién por la Ley 237, con las siguientes penas: "con el co-
miso de los artículos, productos, géneros o mercancías ob-
jeto del contrabando, el de los animales, vehículos, embar-
caciones u otros medios de transporte y de los objetos o ins-
trumentos que hayan servido para la comisión del hecho;
multa de RD$5.00 por cada peso o fracción dejado de pagar
de los derechos e impuestos, y, en todos los casos y circuns-
tancias, conjuntamente con las sanciones pecuniarias seña-
ladas más arriba, se aplicará prisión de un mes a un año";
que, por consiguiente, la Corte a-qua al condenar a los pre-
venidos Enrique Casado Cuervo y a Pedro Ceipo Pérez, a 6
meses de prisión, y a los demás prevenidos a 1 mes, y al or-
denar el comiso del Barco Shark V como la embarcación
utilizada para cometer el contrabando, dicha Corte aplicó
sanciones ajustadas a la Ley;

Considerando que finalmente, los recurrentes alegan
en el acta de su recurso y en el sexto medio de su memo-
rial, que a cada uno de ellos se les aplicó una multa de RD-
$9,497.90 que no es el quíntuple de los derechos e im pues-
tos eludidos y que al 'fallar de ese modo se han desnatura-

• lizado los hechos;
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•	
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0 hechos;

et u n no  es el quíntupla de los derechos e impues-
tos eludidos y que al 'fallar de ese modo se han desnatara_
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Considerando que, en la sentencia impugnada se con-

dena tanto al autor principal como a los cómplices a pagar,
cada uno de ellos, una multa de RD$9,497.00, entendiendo
esa Corte por error de cálculo, que esa suma constituye el
quíntuplo de los derechos e impuestos eludidos, cuando el
quíntuplo de RD$2540.07 (derechos dejados de pagar) as-
ciende realmente a RD$12,700.05; que, por el carácter in-
demnizatorio de esa sanción, los jueces del fondo no podían
pronunciar, según la ley, sino una sola multa a cargo de to-
dos los prevenidos y con la solidaridad legal establecida en
el artículo 55 del Código Penal; que la Corte a-qua al pro-
clamar en el dispositivo de la sentencia impugnada, que esa
multa debe ser pagada por "cada uno' de los prevenidos,
hizo una errónea aplicación del artículo 200 de la Ley 3489,
por lo cual la indicada sentencia debe ser casada por vía
de supresión y sin envío, en cuanto a ese punto se refiere,
puesto que no queda nada por juzgar en ese aspecto;

Considerando que examinada en sus demás aspectos la
sentencia impugnada no contiene en lo concerniente al in-
terés de los recurrentes, vicio alguno que justifique su ca-
sación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza salvo lo dicho en
los motivos de la presente, el recurso de casación inter-
puesto por Israel Moor Almonte, Pedro Ceipo Pérez, En-
rique Casado Cuervo y Jesús Villar Saiz, contra la senten-
cia dictada en sus atribuciones correccionales por la Corte
de Apelación de Santo Domingo, en fecha 19 de enero de
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; y Segundo: Condena a los recurrentes al pa-
go de las costas.

Firmados: Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Rave-
lo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.

e
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras, de fecha 20 de febrero

de 1967.

Materia: Tierras

Recurrente: Félix María Núñez Brito
Abogado: Dres. Víclor Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdomo

hecurrido: Carlita García Lara
Abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra.
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; In la.
ruel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco I...
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au.
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 27 días del mes de Septiembre de 1961,
años 1249 de la Independencia y 1059 de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si.
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix 1`.1-a*
ria Núñez Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, domiciliado y residente en el Kilómetro 15 de la carr e

-tera Sánchez (Tábara) Abajo, cédula No. 1544, serie 9,
contra la sentencia dictada por el Tribunal de Tierras, en
grado de apelación, en materia de interdicto posesorio, e5

fecha 20 de Febrero de 1967, cuyo dispositivo se copia
Md

adelante;
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Dra. Altagracia Grecia Maldonado P., en

representación de los Dres. Víctor Manuel Mangual y Vi-
cente Pérez Perdomo, cédulas Nos. 18900 y 8888. series lra..
y 23, respectivamente, abogados del recurrente, en la lec-
tura OdedsoueslcDonrc

. Rafael 
Lconclusiones;
Lolet Santamaría, cédula No. 4455,

c 	 65, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonnelly,
cédula No. 18849, serie 56, abogado de la recurrida Car,:ta
García Lara, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
No.,499, serie 12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador Genera.
de la vRi setpo úebll imc ae;

memorial de casación de fecha 19 de abril de
1967, suscrito por los abogados del recurrente Dres. Víctor
Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdomo, depositado eu
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia;

Visto el memorial de defensa de fecha 23 de mayo de
1967, suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de
la recurrida;

Visto el escrito de ampliación y réplica de fecha 25 de
Julio de 1967, suscrito por los abogados del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber
berado y vistos los artículos 255 de la Ley de Registro de
Tierras; 2246, 2247 y 2251 del Código Civil; 23, 141 y 75
del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en lo:;
doclimentos a que ella se refiere consta: a) Que con motivode una demanda posesoria intentada por ante el Juzgado
de Paz de Azua, por Félix María Núñez Brito contra Car.

41/ei d
da •	u

litanGianrtceírapLueasrtao, dicho Juzgado de Paz 

einterpueston 

fecha 13 de agos-to de 1 962, dictó sentencia declarando su incompetencia pa-
ecidir dicha demanda; b) que sobre recurso de apeia.

por Félix María Núñez Brito, parte de-
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Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oída a la Dra. Altagracia Grecia Maldonado P., en

representación de los Dres. Víctor Manuel Mangual y Vi-
e-ente Pérez Perdomo, cédulas Nos. 18900 y 8888. series lra..
y 23, respectivamente, abogados del recurrente, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Rafael Lolet Santamaría, cédula No. 4455,
serie 65, en representación del Dr. J. O. Viñas Bonnelly,
cédula No. 18849, serie 56, abogado de la recurrida Car.ita
García Lara, dominicana, mayor de edad, soltera, de oficios
domésticos, domiciliada y residente en esta ciudad, cédula
No. 499, serie 12, en la lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General.
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 19 de abril de
1967, suscrito por los abogados del recurrente Dres. Víctor
Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdomo, depositado e 1,
la Secretaría de la Suprema Corte de Justicia;

Visto el memorial de defensa de fecha 23 de mayo de
1967, suscrito por el Dr. J. O. Viñas Bonnelly, abogado de
la recurrida;

Visto el escrito de ampliación y réplica de fecha 25 de
Julio de 1967, suscrito por los abogados del recurrente;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber del'..
berado y vistos los artículos 255 de la Ley de Registro de
Tierras; 2246, 2247 y 2251 del Código Civil; 23, 141 y 75
del Código de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre
Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
doctunentos a que ella se refiere consta: a) Que con motivo
de una demanda posesoria intentada por ante el Juzgado

' de Paz de Azua, por Félix María Núñez Brito contra Car.
lita García Lara, dicho Juzgado de Paz en fecha 13 de agos-
to de 1962, dictó sentencia declarando su incompetencia pa-

dillb decidir dicha demanda; b) que sobre recurso de apea.
ció» interpuesto por Félix María Núñez Brito, parte de-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 19ti

Sentencia impugnada: Tribunal de Tierras, de fecha 20 de febr(r,
de 1967.

Materia: Tierras

Recurrente: Félix María Núñez Brito
Abogado: Dres. Víctor Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdo

Recurrido: Carlita García Lara
abogado: Dr. J. O. Viñas Bonnelly

L.	 Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel ha.
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma.
ruel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Ei•
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista RJ.
jas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos
del Secretario General, en la Sala donde celebra sus au.
diencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional, a los 27 días del mes de Septiembre de 1957,
años 124° de la Independencia y 105° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, corno corte de casación, la si.
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Félix la-
na Núñez Brito, dominicano, mayor de edad, soltero, cho-
fer, domiciliado y residente en el Kilómetro 15 de la carre-
tera Sánchez (Tábara) Abajo, cédula No. 1544, serie 10,
contra la sentencia dictada por el Tribunal de Tierras, 2.11
grado de apelación, en materia de interdicto posesorio, en
f echa 20 de Febrero de 1967, cuyo dispositivo se copia
adelante;
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ral, como la Sentencia No. 10 de fecha 13 de Agosto de

mandante, el Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicción ,,
1962, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Azun,

Original Adalberto Maldonado Hernández, designado por cuyos dispositivos han sido copiados en otra parte del pre..
sente fallo y obrando por propia autoridad y contrario irn_

el Tribunal Superior de Tierras, según la ley, para conoce: p

	

de dicho recurso, dictó en fecha 17 de noviembre de 1961,	
erio Rechaza, la demanda en Interdicto Posesorio lanzada

por el señor Félix María Núñez Brito (Negro), en fecha 2

	

una sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "Prime. 	 de Febrero de 1962, por haber sido iniciada la acción, fue_
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el pr:e ra del año en que comenzó a ocupar dichos terrenos la se-
sente recurso de apelación interpuesto por los Doctores Víc• fiora Carlita García Lara. Cuarto: Condena al señor Félixton Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdomo, a nombre y María Núñez Brito (Negro), al pago de las costas del pre-en representación del señor Félix María Núñez Brito, sobre
interdicto posesorio, dictado por el Juzgado de Paz del Mu,

sentecroencsuidresora";n

Considerando que en su memcrial de casación, el re.nicipio de Azua, en fecha 13 de agosto de 1962; Segundo:
	Pronuncia el defecto contra la intimada señora Carlita Gar. 	 currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: a)

V

	

cía, por no haber comparecido ante este Tribunal no obs. 	 Violación por inaplicación del artículo 75 del Código de

	

tante haber sido legalmente citada; Tercero: Revoca en to- 	 Procedimiento Civil y de todos los textos legales respecto
a la constitución de abogado. b) Violación por falsa aplica-das sus partes la sentencia apelada y en consecuancia Or-

	

dena el desalojo inmediato de la señora Carlita García de 	 ción del artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras. Se.
gundo Medio: a) Violación por falta aplicación del artículolos terrenos de cuya turbación se trata, poseídos por el s2.

	

ñor Félix María Núñez Brito, quien para tales fines deberá 	 23 del Código de Procedimiento Civil. b) Violación por in-

	

notificarle a dicha señora Carlita García, la presente sen• 	 aplicación de los artículos 2246, 2247, 2251 del Código Ci.
tencia; Cuarto: Condena a la señora Carlita García, al Pa- vil y de las disposiciones especiales respecto al Estado de
go de las costas"; h) Que sobre recurso de oposición inter- Fuerza y la violencia en la República Dominicana. Tercer
puesto por Carlita García Lara, el citado tribunal, dictó Medio: a) Violación al artículo 141 del Código de Procedí_

miento Civil. b) Falta e insuficiencia de motivos. Cuartoen fecha 20 de febrero de 1967, le sentencia ahora impug.

	

nada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri.	 Medio: a) Desnaturalización de los hechos y circunstancias
mreo: Declara, regular y válido el recurso de oposición in de la causa. b) Falta de Base Legal.
tentado por la señora Carlita García Lara, contra Sentencia

Considerando que en el desarrollo del primer mectlo,

	

No. 1 de fecha 17 de Noviembre de 1964, de este mismo 	 el recurrente alega en síntesis que la recurrida constituyó

	

Tribunal sobre Interdicto Posesorio, respecto de una Pur.	
primero como abogado al Lic. Antonio Germosén May',

	

ción de terreno dentro de las Parcelas Nos. 8 del Municipio	 quien fue sustituido por el Dr. Ramón E. Noboa Sención, y	Ce Azua, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de	 que luego sin haberse notificado un nuevo cambio de abe-

	

conformidad con las Leyes de Procedimiento. Segundo: De.	
gado, el Dr. José Oscar Viñas B. compareció a la audien-

	

clara, la nulidad de la información Testimonial celebrad a
	cia en que se conoció del caso en apelación, como abogado

	

por este Tribunal en la audiencia de fecha 26 de Septiemb re
	de la recurrida; y estima el recurrente que al admitir el

de 1966, por haber sido realizado en violación de losar- 	 tribunal a-quo esa representación, violó el Artículo 255 detítulos, 260 y 261 del Código de Procedimiento Civil. Te'• 	 la Ley de Registro de Tierras y los artículos 75 y 404 del

	

cero: Revoca, tanto la Decisión No. 1 de fecha 17 de N(	 41,
viembre de 1964, dictada en defecto por este mismo Tribu-

*	 411i
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mandante, el Juez del Tribunal de Tierras de Jurisdicci¿n
Original Adalberto Maldonado Hernández, designado por
el Tribunal Superior de Tierras, según la ley, para conoce:
de dicho recurso, dictó en fecha 17 de noviembre de 1961,
una sentencia en defecto cuyo dispositivo dice así: "Prime.
ro: Declara regular y válido en cuanto a la forma, el pr..
sente recurso de apelación interpuesto por los Doctores Víc-
tor Manuel Mangual y Vicente Pérez Perdomo, a nombre y

en representación del señor Félix María Núñez Brito, sobre
interdicto posesorio, dictado por el Juzgado de Paz del Mu.
nicipio de Azua, en fecha 13 de agosto de 1962; Segundo:
Pronuncia el defecto contra la intimada señora Carlita Gar.
cia, por no haber comparecido ante este Tribunal no obs.
tante haber sido legalmente citada; Tercero: Revoca en to-
das sus partes la sentencia apelada y en consecuancia O --
clena el desalojo inmediato de la señora Carlita García c1,2
los terrenos de cuya turbación se trata, poseídos por el 8;2-
ñor Félix María Núñez Brito, quien para tales fines deber4
notificarle a dicha señora Carlita García, la presente san-
tencia; Cuarto: Condena a la señora Carlita García, al oa-
go de las costas"; b) Que sobre recurso de oposición inter.
puesto por Carlita García Lara, el citado tribunal, dicta
en fecha 20 de febrero de 1967, 11,. sentencia ahora impug
nada en casación, con el siguiente dispositivo: "Falla: Pri.

mreo: Declara, regular y válido el recurso de oposición in-
tentado por la señora Carlita García Lara, contra Sentencia
No. 1 de fecha 17 de Noviembre de 1964, de este mismo
Tribunal sobre Interdicto Posesorio, respecto de una Por.
ción de terreno dentro de las Parcelas Nos. 8 del Municipio

Azua, por haber sido interpuesto en tiempo hábil y de
conformidad con las Leyes de Procedimiento. Segundo: -De-
clara, la nulidad de la información Testimonial celebrada
por este Tribunal en la audiencia de fecha 26 de Septiembre
de 1966, por haber sido realizado en violación de los ar-
tículos, 260 y 261 del Código de Procedimiento Civil. Te".

Cero: Revoca, tanto la Decisión No. 1 de fecha 17 de N%
viembre de 1964, dictada en defecto por este mismo Tribu-1
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como la Sentencia No. 10 de fecha 13 de Agosto de
ri962, dictada por el Juzgado de Paz del Municipio de Anta,
ovos dispositivos han sido copiados en otra parte del pre.
sente fallo y obrando por propia autoridad y contrario im-
perio Rechaza, la demanda en Interdicto Posesorio lanzad 3
por  el señor Félix María Núñez Brito (Negro), en fecha 2
de Febrero de 1962, por haber sido iniciada la acción, fue-
ra del año en que comenzó a ocupar dichos terrenos la se-
flora Carlita García Lara. Cuarto: Condena al señor Félix
María Núñez Brito (Negro), al pago de las costas del pre-
sente recurso";

Considerando que en su memcrial de casación, el re.
currente invoca los siguientes medios: Primer Medio: a)
Violación por inaplicación del artículo 75 del Código de
Procedimiento Civil y de todos los textos legales respecto
a la constitución de abogado. b) Violación por falsa aplica-
ción del artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras. Se..
gundo Medio: a) Violación por falta aplicación del artículo
23 del Código de Procedimiento Civil. b) Violación por in-
aplicación de los artículos 2246, 2247, 2251 del Código Ci.
vil y de las disposiciones especiales respecto al Estado de
Fuerza y la violencia en la República Dominicana. Tercer
Medio: a) Violación al artículo 141 del Código de Procedi-
miento Civil. b) Falta e insuficiencia de motivos. Cuarto
Medio: a) Desnaturalización de los hechos y circunstancas
de la causa. b) Falta de Base Legal.

Considerando que en el desarrollo del primer meato,
el recurrente alega en síntesis que la recurrida constituyó
primero como abogado al Lic. Antonio Germosén May!,
quien fue sustituido por el Dr. Ramón E. Noboa Sención, y
que luego sin haberse notificado un nuevo cambio de abs›-
gado,

,
 el Dr. José Oscar Viñas B., compareció a la audien-

cia en que se conoció del caso en apelación, como abogad-)
de la recurrida; y estima el recurrente que al admitir eltri

bunal a-quo esa representación, violó el Artículo 255 cl-
la Ley de Registro de Tierras y los artículos 75 y 404 c1.21
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Código de Procedim iento Civil, textos que disponen: el prjj
mero, que en las acciones posesorias ante el Tribunal de
Tierras se observará n las reglas del derecho común, y les
otros dos que se refieren a la forma de constituir abogado y
2 la apelación de las sentencias de los jueces de Paz; pero

Considerand o que si bien la constitución de abogadj
por el demandado debe hacerse por acto de abogado a ab%,
gado, ha sido admitido que la misma puede también reqiii
tar de las circunstancias de la causa; de tal modo que cuan7,
do no hay formal constitución de abogado, ésta puede re.
sultar de las enunciaciones del acta de audiencia, si el-4

circunstancias dan a conocer el nombre y las cualidades de
abogado; que en la especie es constante por el examen de
la sentencia impugnada que el Dr. Viñas Bonnelly se pre.
sentó a la audiencia ante el Tribunal de Tierras, en grado
de apelación, y declaró que venia en representación de la

recurrida, de quien había recibido el mandato correspon.:
diente; actuación que no ha sido ulteriormente denegaría
por quien tenía derecho a hacerlo, o sea, la parte represen-
tada; que en tales condiciones, el juez a-quo podía admU,r
como lo hizo, que el abogado Dr. Viñas Bonnelly ostenta-
ba regularmente esa representación. por mandato de la paf.
te interesada y en sustitución del abogado anterior, sobre

todo que con ello no se irrogaba perjuicio alguno al derecho
de defensa de la contraparte, razón esta última que también
fue ponderada en el fallo que se examina; que por consi.
guiente en dicho fallo no se ha incurrido en las violaciones
que se invocan en este medio, por lo cual carece de funda-
mento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo y le
cer medios, los cuales se reúnen para su examen, alega en
sintesis el recurrente, que el juez a-quo al declarar que el
demandante inició su demanda posesoria fuera del año' que
prescribe la ley, violó por inaplicación los Artículos 2246,
2247 y 2251 del Código Civil, y el Artículo 23 del Códug)
de Procedimiento Civil, texto este último que establece un
plazo de un año a partir de la turbación, para las demanda`

:rias; que además, no dio motivos suficientes para
justificar su decisión en este aspecto de la litis;

Considerando que sobre este punto en el fallo impug-
nado consta que el Juez a-quo, en el séptimo Considerando
dij o lo siguiente: "Que en cuanta al segundo pedimento.,
se ha establecido que la señora Carlita García, obtuvo la
licencia No. 3716 de fecha 11 de Abril de 1960, para cons-
truir una casa de madera y zinc en la Carretera Azua-San
Juan, expedida por la Secretaría de Estado de Obras Públi-
cas y Comunicaciones; Que la demanda en turbación inter_
tada por el señor Félix María Núñez Brito, contra Cartita
García, fue lanzada en fecha 7 de Julio de 1961 (Doc. No.
2), de la cual desistió mediante acto No. 1 de fecha 2 de
Febrero de 1962, (Doc. No. 3) y por el mismo acto repitió
dicha demanda; Que evidentemente, de conformidad con
esa documentación se pone de manifiesto que el día 11 -le
Abril de 1960, ya la señora Carlita García se encontraba
•cupando esos terrenos; Que es el propio Félix María Nú-
ñez Brito quien se ha encargado de robustecer estos hechos,
cuando en el acto de Alguacil No. 7 de fecha 7 de Julio de
1961, notificado a requerimiento suyo, dice en el atendido
No. 2 lo siguiente: "Atendido: Que hace unos ocho meses
la señora Carlita García (la demandada) construyó en la
referida porción de terreno legalmente poseído por mi re-
queriente unas mejoras"; y luego agregó en la primera par-
te del Octavo Considerando de su sentencia lo siguiente:
"Que en consecuencia, desde el día 11 de Abril de 1960, al
día de la demanda en turbación de posesión ocurrida en fe
cha 2 de Febrero de 1962, transcurrió más de un año, lo
gue pone de manifiesto que la acción fue intentada fuer:
del plazo que para tal fin prescribe el Artículo 23 del Le.
d igo de Procedimiento Civil";

' Considerando aue por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte, sin lugar a dudas, que si bien la demandada Cartita
García Lara se proveyó de una licencia para construir el
11 de abril de 1960, y la demanda contra ella fue lanzada
el 7 de julio de 1961, lo que parece situar la demanda fuera
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Código de Procedim iento Civil, textos que disponen: el pri.

mero, que en las acciones posesorias ante el Tribunal de I
Tierras se observarán las reglas del derecho común, y los,

otros dos que se refieren a la forma de constituir abogado y.

e la apelación de las sentencias de los jueces de Paz; per()
Considerando que si bien la constitución de abogadj

por el demandado debe hacerse por acto de abogado a ab-,
gado, ha sido admitido que la misma puede también reqd.,
tar de las circunstancias de la causa; de tal modo que cuan.
do no hay formal constitución de abogado, ésta puede IE.
sultar de las enunciaciones del acta de audiencia, si e5z.3
circunstancias dan a conocer el nombre y las cualidades de'
abogado; que en la especie es constante por el examen (1^
la sentencia impugnada que el Dr. Viñas Bonnelly se pre.
sentó a la audiencia ante el Tribunal de Tierras, en grado
de apelación, y declaró que venia en representación de la
recurrida, de quien había recibido el mandato correspo:i.
diente; actuación que no ha sido ulteriormente denegada
por quien tenía derecho a hacerlo, o sea, la parte represen-
tada; que en tales condiciones, el juez a-quo podía admitir
como lo hizo, que el abogado Dr. Viñas Bonnelly ostenta-
ba regularmente esa representación. por mandato de la par.
te interesada y en sustitución del abogado anterior, sobre
todo que con ello no se irrogaba perjuicio alguno al derecha
de defensa de la contraparte, razón esta última que también
fue ponderada en el fallo que se examina; que por consl.
guiente en dicho fallo no se ha incurrido en las violaciones
que se invocan en este medio, por lo cual carece de fun
mento y debe ser desestimado;

Considerando que en el desarrollo del segundo y le
cer medios, los cuales se reúnen para su examen, alega en
sintesis el recurrente, que el juez a-quo al declarar que el
demandante inició su demanda posesoria fuera del año que
prescribe la ley, violó por inaplicación los Artículos 2246,
2247 y 2251 del Código Civil, y el Artículo 23 del Códig)
de Procedimiento Civil, texto este último que establec e 110
plazo de un año a partir de la turbación, para las demanda5

posesorias ; que además, no dio motivos suficientes para
justificar su decisión en este aspecto de la litis;

dikw Considerando que sobre este punto en el fallo impug-
ado consta que el Juez a-quo, en el séptimo Considerando

dijo lo siguiente: "Que en cuanto al segundo pedimento,
se ha establecido que la señora Carlita García, obtuvo la
licencia No. 3716 de fecha 11 de Abril de 1960, para cons-
truir una casa de madera y zinc en la Carretera Azua-Saa
Juan, expedida por la Secretaría de Estado de Obras Públa-
cas y Comunicaciones; Que la demanda en turbación inten-
tada por el señor Félix María Núñez Brito, contra Carilta.
García, fue lanzada en fecha 7 de Julio de 1961 (Doc. No.
2), de la cual desistió mediante acto No. 1 de fecha 2 de
Febrero de 1962, (Doc. No. 3) y por el mismo acto repitió
dicha demanda; Que evidentemente, de conformidad con
esa documentación se pone de manifiesto que el día 11 'le
Abril de 1960, ya la señora Carlita García se encontraba
ocupando esos terrenos; Que es el propio Félix María Nú-
ñez Brito quien se ha encargado de robustecer estos hechos,
cuando en el acto de Alguacil No. 7 de fecha 7 de Julio de
1961, notificado a requerimiento suyo, dice en el atendido
No. 2 lo siguiente: "Atendido: Que hace unos ocho meses
la señora Carlita García (la demandada) construyó en la
referida porción de terreno legalmente poseído por mi re-
queriente unas mejoras"; y luego agregó en la primera par-
te del Octavo Considerando de su sentencia lo siguiente:
"Que en consecuencia, desde el die 11 de Abril de 1960, al
día de la demanda en turbación de posesión ocurrida en fe
cha 2 de Febrero de 1962, transcurrió más de un año, lo
que pone de manifiesto que la acción fue intentada fueza
del plazo que para tal fin prescribe el Artículo 23 del Ces-
digo de Procedimiento Civil";

Considerando que por lo que acaba de copiarse se ad-
vierte, sin lugar a dudas, que si bien la demandada Carlita
García Lara se proveyó de una licencia para construir el
11 de abril de 1960, y la demanda contra ella fue lanzada
e17 de julio de 1961, lo que parece, situar la demanda fuera
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del año, no hay constancia de que ella iniciara la construeI
ción, característica de la turbación alegada, en la misma fe,»
cha del permiso que tenía, pues el mismo acto de demap.
da expresa que "hace ocho meses la demandada" construyó
en el terreno objeto de la posesión "unas mejoras"; sena. '
lando con ello que la alegada turbación de la posesión, no ,.
ocurrió realmente a juicio del demandante, sino tiempo
después de la fecha del mencionado permiso de construc,
ción; o sea, sólo ocho meses antes de lanzarse la demanda;
que a este respecto, el fallo impu gnado, según resulta de sii.1

examen, revela que el juez a-quo no dio motivos suficicri.
tes para justificar lo decidido, pues debió explicarse en di-
cho fallo, por cuáles medios llegó el juez a la convicción
de que la turbación de la posesión ocurrió, en hechos, en 1 ..di

misma fecha del permiso de construcción, punto de part;
tomado por dicho juez para calcular el plazo; que esa fat . 1

de motivos vicia la sentencia impugnada en el punto que
se examina; que no resta fuerza a ese razonamiento el he.
cho de que el demandante notificara el 2 de febrero de
1962 un acto de desistimiento por haber entendido errónea-
mente que había apoderado a un juez incompetente, pues
por ese acto él reiteró la demanda, lo que significa que di-
cho acto no implicaba un desistimiento de la acción, lo que
hubiera dejado sin efecto, según el artículo 2247 del Códi-
go Civil la interrupción de la prescripción del plazo de un
año, producida por la citación en justicia aunque fuera he-
cha ante un juez que se juzgó luego incompetente; pues
conforme al Artículo 2246 del Código Civil "la citación jo.
dicial aunque se haga ante un juez incompetente interrum.
pe la prescripción"; y además, es de regla que la prescrip.
cón de la acción posesoria está sometida a las mismas cau-
sas de interrupción de las prescripciones ordinarias; que en
tales condiciones al hacer sus cálculos el Juez a-quo debió
tener en cuenta los efectos jurídicos que debía producl
para los fines de la interrupción del plazo de un año, la ci-
tación judicial primeramente hecha, y no la segunda cita,
ción; y debió dar motivos suficientes, y no lo hizo, para

justificar en hechos, (si era ese su convencimiento jurídico),
que no obstante las previsiones legales preanalizadas, el
plazo de un año se había vencido porque la turbación había
tenido lugar en realidad en la misma fecha del permiso ue
construcción ; que, por consiguiente la sentencia impugnada
debe ser casada por insuficiencia de motivos, sin necesidad
de ponderar los otros medios y alegatos del recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando la sentencia fuere casada por falta de motivos;

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal de Tierras, en grado de apelación, en n a-
teria de interdicto posesorio, en fecha 20 de Febrero de
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juez del Tribu-
iial de Tierras de Jurisdicción Original, que al efecto sea
designado para el caso por el Tribunal Superior de Tierra:
en virtud del artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras;
Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car
hieda.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
senores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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del año, no hay constancia de que ella iniciara la construe,n.
ción, característica de la turbación alegada, en la misma fe.
cha del permiso que tenía, pues el mismo acto de deman. .
ca expresa que "hace ocho meses la demandada" construyó
en el terreno objeto de la posesión "unas mejoras"; sena.:
lando con ello que la alegada turbación de la posesión, ne
ocurrió realmente a juicio del demandante, sino tiempo
después de la fecha del mencionado permiso de construe..
ción; o sea, sólo ocho meses antes de lanzarse la demanda;
que a este respecto, el fallo impu gnado, según resulta de sa. )
examen, revela que el juez a-quo no dio motivos suficien:,
tes para justificar lo decidido, pues debió explicarse en di-
cho fallo, por cuáles medios llegó el juez a la convicci¿zi
de que la turbación de la posesión ocurrió, en hechos, en la
misma fecha del permiso de construcción, punto de partida
tomado por dicho juez para calcular el plazo; que esa falta
de motivos vicia la sentencia impugnada en el punto aue
se examina; que no resta fuerza a ese razonamiento el he.
cho de que el demandante notificara el 2 de febrero de
1962 un acto de desistimiento por haber entendido errónea-
mente que había apoderado a un juez incompetente, pues
por ese acto él reiteró la demanda, lo que significa que di-
cho acto no implicaba un desistimiento de la acción, lo que
hubiera dejado sin efecto, según el artículo 2247 del Códi-
go Civil la interrupción de la prescripción del plazo de un
año, producida por la citación en justicia aunque fuera he-:
cha ante un juez que se juzgó luego incompetente; pues;
conforme al Artículo 2246 del Código Civil "la citación ju.:.
dicial aunque se haga ante un juez incompetente interruni.
pe la prescripción"; y además, es de regla que la prescrip.
c:ón de la acción posesoria está sometida a las mismas cau-
sas de interrupción de las prescripciones ordinarias; que en
tales condiciones al hacer sus cálculos el Juez a-quo dcaió.	 Itener en cuenta los efectos jurídicos que debía producrI,
para los fines de la interrupción del plazo de un año, la e l

-tación judicial primeramente hecha, y no la segunda cita. 1
ción; y debió dar motivos suficientes, y no lo hizo, para
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justificar en hechos, (si era ese su convencimiento jurídico},
que  no obstante las previsiones legales preanalizadas, el
plazo de un año se había vencido porque la turbación habla
tenido lugar en realidad en la misma fecha del permiso ue
construcción ; que, por consiguiente la sentencia impugnacia
debe ser casada por insuficiencia de motivos, sin necesidad
de ponderar los otros medios y alegatos del recurrente;

Considerando que las costas pueden ser compensadas,
según el artículo 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casa-
ción, cuando la sentencia fuere casada por falta de motivos;

Por tales motivos; Primero: Casa la sentencia dictada
por el Tribunal de Tierras, en grado de apelación, en na-
teria de interdicto posesorio, en fecha 20 de Febrero de
1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y envía el asunto por ante el Juez del Tribu-
Dal de Tierras de Jurisdicción Original, que al efecto sea
designado para el caso por el Tribunal Superior de Tierra:-
en virtud del artículo 255 de la Ley de Registro de Tierras;
Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran•
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car
Luccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
senores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Barahona,
de fecha 19 de agosto de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Banco de Reservas de la República Dominicana
Abogado: Dr. Carlos Bienvenido Montás Guerrero

Recurrido: La Toral Hermanos
Abogado: Dr. Ráfael Da'vid Vidal y Dr. Carlos A. Castillo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t7cia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel 1_, 1.
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos de
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio
r al, hoy día 27 de septiembre del año 1967, años 124° de
Independencia y 105° de la Restauración, dicta en audien.
cla pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
de Reservas de la República Dominicana, institución orga-
nizada por la Ley No. 6133 de 1962, con su domicilio prin-
cipal en el edificio No. 71 de la calle Isabel la Católica di:
esta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 19 de agos-
to de 1966 por el Juzgado de Primera Instancia de Baraho-
na en atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así: "FA.
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar y Declara Nulo el pro-
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cedimiento de Falsa Subasta iniciado por el Banco de Re-
servas de la República Dominicana. sobre la Parcela No. 5
(?el Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Enriquillo
amparada con el correspondiente certificado de título en
favor de Toral Hermanos C. por A., por no haber sido orde-
nada por sentencia de este Tribunal, la reventa en pública
subasta de dicho inmueble y por haber sido cancelada la
Inscripción Provisional Hipotecaria, antes de transcurrir
el plazo de dos meses contados a partir de la fecha en que
::dquirió la autoridad de la cosa juzgada, la sentencia dic..
tada contra el deudor; SEGUNDO: Que debe Condenar y
Condena al Banco de Reservas de la República Dominicana.
1,1 pago de las costas del procedimiento";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Carlos Bienvenido Montás Guerrero, cé-

dula No. 18102 serie 2, abogado del recurrente, en la lectu.
a de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 31 de octubre
de 1966, suscrito por el abogado del recurrente, en el cuil
se invocan contra la sentencia impugnada los medios si-
guientes: "Primer Medio: Violación del artículo 141 del CS-
cbgo de Procedimiento Civil Dominicano y falta de Base
Legal; Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del Co.
digo Civil; Tercer l%Iedio: Violación del artículo 739 del Có-
digo de Procedimiento Civil Dominicano; Cuarto Medio:
Violación de los artículos 729, 735, 736, 737 y 738 del Có.
digo de Procedimiento Civil Dominicano"; y su escrito ani.
pliativo del 24 de julio de 1967;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha
5 de junio de 1967, suscrito por sus abogados Rafael David
Vidal y Carlos A. Castillo, cédulas Nos. 26045, serie 18 y
5992, serie 18, respectivamente; recurrida que es La Toril
Hermanos C. por A., compañía de comercio organizada por
11,s leyes dominicanas, domiciliada en la calle Padre Bilurii
No. 18 de la ciudad de Barahona, en el cual se invoca con-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de Barahona,
de fecha 19 de agosto de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Banco de Reservas de la República Dominicana
Abogado: Dr. Carlos Bienvenido Montás Guerrero

Recurrido: La TItral Hermanos
Abogado: Dr. Rafael DaVid Vidal y Dr. Carlos A. Castillo

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
t: cia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la

uente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La.
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be.
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos de;
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio.
ral, hoy día 27 de septiembre del año 1967, años 124° de 11..,
Independencia y 105" de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Banco
de Reservas de la República Dominicana, institución orga-
nizada por la Ley No. 6133 de 1962, con su domicilio prin-
cipal en el edificio No. 71 de la calle Isabel la Católica dí.:
esta ciudad, contra la sentencia dictada en fecha 19 de agos-
to de 1966 por el Juzgado de Primera Instancia de Baraho-
na en atribuciones civiles, cuyo dispositivo dice así: "FA.
LLA: PRIMERO: Que debe Declarar y Declara Nulo el pro-

BOLETIN JUDICIAL	 1771

cedimiento de Falsa Subasta iniciado por el Banco de Re-
servas de la República Dominicana. sobre la Parcela No. 5
del Distrito Catastral No. 4 del Municipio de Enriquillo
amparada con el correspondiente certificado de título en
favor de Toral Hermanos C. por A., por no haber sido orde-
nada por sentencia de este Tribunal, la reventa en pública
subasta de dicho inmueble y por haber sido cancelada la
Inscripción Provisional Hipotecaria, antes de transcurrir
el plazo de dos meses contados a partir de la fecha en que
,dquirió la autoridad de la cosa juzgada, la sentencia dic..
tada contra el deudor; SEGUNDO: Que debe Condenar y
Condena al Banco de Reservas de la República Dominicana,
al pago de las costas del procedimiento";

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Carlos Bienvenido Montás Guerrero, cé.

dula No. 18102 serie 2, abogado del recurrente, en la lectu.
la de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación de fecha 31 de octubre
de 1966, suscrito por el abogado del recurrente, en el cu 11
se invocan contra la sentencia impugnada los medios si-
guientes: "Primer Medio: Violación del artículo 141 del Có-
digo de Procedimiento Civil Dominicano y falta de Base
Legal; Segundo Medio: Violación del artículo 1315 del CO.

digo Civil; Tercer Medio: Violación del artículo 739 del Có-
digo de Procedimiento Civil Dominicano; Cuarto Medio:
Violación de los artículos 729, 735, 736, 737 y 738 del Có.
digo de Procedimiento Civil Dominicano"; y su escrito am-
pliativo del 24 de julio de 1967;

Visto el memorial de defensa de la recurrida, de fecha
5 de junio de 1967, suscrito por sus abogados Rafael David
Vidal y Carlos A. Castillo, cédulas Nos. 26045, serie 18 y
5992, serie 18, respectivamente; recurrida que es La Toril
Hermanos C. por A., compañía de comercio organizada poi
11,s leyes dominicanas, domiciliada en la calle Padre Biluni
No. 18 de la ciudad de Barahona, en el cual se invoca con-
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tra el recurso de casación del medio de inadmisión que más
adelante se indica;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 739 del Código de Procedí.
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que la compañía recurrida, en la prime..
ra parte de su memorial de defensa sostiene que en el casa
ocurrente el recurso de casación es inadmisible, en virtud
del artículo 739 del Código de Procedimiento Civil, según
e".. cual las sentencias de los Juzgados de Primera Instancia
que fallaron sobre las nulidades en materia de falsa subas.
ta se podrán impugnar solamente por la vía de la apela
c,ón;

Considerando que, el examen del dispositivo copiado
precedentemente muestra que la sentencia impugnada lo
aue falló fue, en su primera parte, un incidente de la natu-
raleza indicada por la compañía recurrida, y en su segunda
parte una cuestión de fondo relativa a una inscripción hi-
potecaria provisional, por lo cual por el derecho común en
ese punto está sujeto iguwmente al recurso de apelación,
Que, por tanto, la sentencia impugnada, en los dos aspectos
expresados de su dispositivo estaba sujeta al recurso de
apelación; que, en tales condiciones, en virtud del artículo
1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, no es admi-
sible por extemporáneo el recurso de casación contra esa
sentencia; que, por otra parte, según consta en el memorial
de defensa, el Banco recurrente en casación interpuso con-
tra la sentencia impugnada, en fecha 9 de septiembre de
1966, un recurso de alzada ante la Corte de Apelación de
Barahona, recurso que dicha Corte, según consta también
en el expediente, falló el 21 de julio de 1967; con todo lo
cual la recurrente reconoció que el recurso de apelacióti
era el pertinente en el estado en que se encontraba el caso;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por
extemporáneo el recurso de casación interpuesto por el
Banco de Reservas de la República Dominicana contra la
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sentencia dictada en fecha 19 de agosto de 1966 por el Juz_
gado de Primera Instancia de Barahona en sus atribucion.: s

v	

cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente

 costas,
fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de

stas, y las distrae en provecho de los Dres. Rafael D; i_lai 
vid Vidal y Carlos A. Castillo, abogados de la compañía re-
currida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad.;

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra•
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El.
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que Tiguran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.
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tra el recurso de casación del medio de inadmisión que más
adelante se indica;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 739 del Código de Procedí.
miento Civil y 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de
Casación;

Considerando que la compañía recurrida, en la prime-
ra parte de su memorial de defensa sostiene que en el casa
ocurrente el recurso de casación es inadmisible, en virtud
del artículo 739 del Código de Procedimiento Civil, según
el cual las sentencias de los Juzgados de Primera Instancia
que fallaron sobre las nulidades en materia de falsa subas.
tu se podrán impugnar solamente por la vía de la apela
c,ón;

Considerando que, el examen del dispositivo copiado
precedentemente muestra que la sentencia impugnada lo
aue falló fue, en su primera parte, un incidente de la natal_
raleza indicada por la compañía recurrida, y en su segunda
parte una cuestión de fondo relativa a una inscripción hi-
potecaria provisional, por lo cual por el derecho común en
ese punto está sujeto iguwmente al recurso de apelación;
aue, por tanto, la sentencia impugnada, en los dos aspectos
expresados de su dispositivo estaba sujeta al recurso de
apelación; que, en tales condiciones, en virtud del articula
1 de la Ley sobre Procedimiento de Casación, no es admi-
sible por extemporáneo el recurso de casación contra esa
sentencia; que, por otra parte, según consta en el memorial
de defensa, el Banco recurrente en casación interpuso con-
tra la sentencia impugnada, en fecha 9 de septiembre de
1966, un recurso de alzada ante la Corte de Apelación de
Barahona, recurso que dicha Corte, según consta también
en el expediente, falló el 21 de julio de 1967; con todo lo
cual la recurrente reconoció que el recurso de apelaciód
era el pertinente en el estado en que se encontraba el caso;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible por
extemporáneo el recurso de casación interpuesto por el
Banco de Reservas de la República Dominicana contra la
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sentencia dictada en fecha 19 de agosto de 1966 por el Juz_
gado de Primera Instancia de Barahona en sus atribuciom-s
civiles, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas, y las distrae en provecho de los Dres. Rafael Da-
vid Vidal y Carlos A. Castillo, abogados de la compañía re-
currida, quienes afirman haberlas avanzado en su totalidad;

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— F. E. Ra-
velo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche H.— Manuel
D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francisco El.
pidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bautis-
ta Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.—
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que 'figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Firmado): Ernesto Curiel hijo.



SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia Impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Pedro
de Macorís de fecha 7 de febrero de 1967.

Materia: Trabajo

Recurrente: Innio Consuelo

Abogado: Dr. José Enrique Hernández M., Lic. Rafael Alburque:'-
que Zayas Bazán y el Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza.

Recurrido: Aurelio Crispin
Abogado: Dr. Generoso Ramírez Morales

Dios, Patria y Libertad
República Dominicrana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, primer sustituto de presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas A l-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre dle año 1967, años 124 9 de la
Independencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencL:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Consuelo, empresa estatal con personalidad jurídica.
con su domicilio en el batey principal del ingenio, munici-
pio y provincia de San Pedro de Macorís, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de San
Pedro de Macorís, en atribuciones se Tribunal de Trabajo

de Segundo Grado, en fecha 7 de febrero de 1967, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. José Enrique Hernández M. por sí y por

el Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán y el Dr. Juan
Esteban Ariza Mendoza, cédulas Nos. 57969, 4084 y 47326,
series 1 1, respectivamente, abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Generoso Ramírez Morales, cédula N Q 11460,
serie 25, abogado del recurrido Aurelio Crispín, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus abo-
gados y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia, en fecha 17 de marzo de 1967;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por su abogado, en fecha 11 de abril de 1967, en el cual se
circunscribe a proponer un medio de inadmisión contra el
recurso;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 452 del Código Civil, 1, 5, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral que no pudo ser conci-
l iada, intentada por Aurelio Crispín contra el Ingenio Con-
suelo, el Juzgado de Paz de San Pedro de Macorís, en fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, dictó en
fecha 25 de marzo de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronunciar yPronuncia el defecto contra la parte demandada la Corpo-
ración Azucarera de la República Dominicana (Ingenio
Consuelo) por no haber comparecido a la audiencia de fe-
cha 25 de enero de 1966, no obstante haber sido legalmen-
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia de San Pedro
de Macorís de fecha 7 de febrero de 1967.

Materia: Trabajo

Recurrente: Ingenio Consuelo

Abogado: Dr. José Enrique Hernández M., Lic. Rafael Alburquer-
que Zayas Bazán y el Dr. Juan Esteban Ariza Mendoza.

Recurrido: Aurelio Crispín
Abogado: Dr. Generoso Ramírez Morales

Dios, Patria y Libertad
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, primer sustituto de presidente; Carlos Manuel La-
marche H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. *
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audiencias,
en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacio-
nal, hoy día 27 de septiembre dle año 1967, años 124" de la
Independencia y 105' de la Restauración, dicta en audien-
cia pública, como corte de casación, la siguiente sentencia.:

Sobre el recurso de casación interpuesto por el Inge-
nio Consuelo, empresa estatal con personalidad jurídica,
con SU domicilio en el batey principal del ingenio, munici-
pio y provincia de San Pedro de Macorís, contra la senten-
cia dictada por el Juzgado de Primera Instancia de San
Pedro de Macorís, en atribuciones se Tribunal de Trabajo
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de Segundo Grado, en fecha 7 de febrero de 1967, cuyo
dispositivo se copia más adelante;

Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. José Enrique Hernández M. por sí y por

el Lic. Rafael Alburquerque Zayas Bazán y el Dr. Juan
Esteban Ariza Mendoza, cédulas Nos. 57969, 4084 y 47326,
series 1 1, respectivamente, abogados del recurrente, en la
lectura de sus conclusiones;

Oído el Dr. Generoso Ramírez Morales, cédula N 9 11460,
serie 25, abogado del recurrido Aurelio Crispín, en la lec-
tura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial del recurrente, suscrito por sus abo-
gados y depositado en la Secretaría de la Suprema Corte
de Justicia, en fecha 17 de marzo de 1967;

Visto el memorial de defensa del recurrido, suscrito
por su abogado, en fecha 11 de abril de 1967, en el cual se
circunscribe a proponer un medio de inadmisión contra el
recurso;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 452 del Código Civil, 1, 5, 20
y 65 de la Ley sobre Procedimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda laboral que no pudo ser conci-
liada, intentada por Aurelio Crispín contra el Ingenio Con_
suelo, el Juzgado de Paz de San Pedro de Macorís, en fun-
ciones de Tribunal de Trabajo de Primer Grado, dicte en
fecha 25 de marzo de 1966, una sentencia con el siguiente
dispositivo: "FALLA: PRIMERO: Que debe Pronunciar y
Pronuncia el defecto contra la parte demandada la Corpo-

"
ración Azucarera de la República Dominicana (Ingenio
Consuelo) por no haber comparecido a la audiencia de fe-
cha 25 de enero de 1966, no obstante haber sido legalmen-
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te citada; SEGUNDO: Que debe condenar a la Corporación
Azucarera de la República Dominicana (Ingenio Consuelo)
a pagar al señor Aurelio Crispín los Emolumentos corres-
pondientes al Desahucio, desde el año 1945; TERCERO:
Que debe Condenar y Condena a la Corporación Azucarera
de la República Dominicana (Ingenio Concuelo) a pagarle al
demandante señor Aurelio Crispín quince (15) días de va-
caciones; CUARTO: Que debe Condenar y Condena a la
parte demandada la Corporación Azucarera de la República
Dominicana, (Ingenio Consuelo) al pago de las costas"; b)
oue contra dicha decisión recurrió en apelación el ahora re_
currente, y el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 7 de fe-
brero de 1967 la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que antes de hacer.
derecho sobre el fondo de la presente demanda debe Or-
denar, como en efecto Ordena, que por vía de la Secretaría
de este Juzgado de Primera Instancia, la parte intimada,
señor Aurelio Crispín, comunique a su contra parte la Cor-
poración Azucarera de la República Dominicana, los docu-
mentos que hará uso en la presente demanda; SEGUNDO:
Que debe ordenar, como en efecto Ordena, la celebración
de un informativo y la comparecencia personal de las par-
tes, dejando en reserva el contra informativo para la otra
parte; TERCERO: Que debe Fijar, como en efecto Fija, el
el plazo de Tres (3) días, a partir de la notificación de esta
sentencia, y del depósito de los documentos, para que la Cor-
poración Azucarera Dominicana, tome válida comunicación
de ellos; CUARTO: Que debe Reservar, como en efecto Re-
serva, las costas, para que sigan la suerte de lo principal";

Considerando que el recurrido, o sea Aurelio Crispín
ha propuesto la inadmisión del recurso, fundándose en que
la sentencia impugnada es una sentencia preparatoria, por
lo cual no podía ser recurrida por la vía de la casación, sino
después de haber sido fallado el fondo;

Considerando que se reputa sentencia preparatoria la
dictada para la sustanciación de la causa, y para poner el

pleito en estado de recibir fallo definitivo; que estas sen-
tencias, contrariamente a las de carácter interlocutorio, no
pueden ser recurridas en casación sino después de la senten,
-cia definitiva;

Considerando que el examen de la decisión impugnada
revela que el tribunal a-quo, al dictarla, se limitó a orde-

comparecencia personal de las partes, una comuni-
n
caacr la comparecencia

de documentos y un informativo testimonial; medi-
das todas ordenadas de oficio, ya que no fueron demanda-
das por la ahora recurrente en sus conclusiones, ni por el
recurrido, quien según resulta de la misma decisión im-
pugnada, ni compareció ni se hizo representar en la audien-
cia, aunque erróneamente se consigne que el informativo
testimonial fuera solicitado por él;

Considerando que la ya expresada decisión tiene, co-
mo se ha alegado, un indiscutible carácter de preparatoria;
que ésto no solamente resulta de por sí, de las disposicio-
nes que ordenan una comunicación de documentos y la
comparecencia personal de las partes, sino aun de lo dis-
puesto con respecto a la celebración del informativo; que,
en efecto, esta medida de instrucción tendía solamente a es-
clarecer la jurisdicción que la pronunció acerca de la sus-
tancia misma del litigio y sus alcances, en general, sin que
prejuzgue el fondo de la causa, que es el carácter distinti-
vo de las decisiones preparatorias; que, en consecuencia, al
ser recurrida en casación la sentencia impugnada, antes de
que el fondo de la contestación fuera fallado, dicho recurso
debe ser declarado inadmisible;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Ingenio Consuelo, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en atribu-
ciones de tribunal de trabajo de segundo grado, en fecha 7

jéle 
febrero de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-

e anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
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te citada; SEGUNDO: Que debe condenar a la Corporación
Azucarera de la República Dominicana (Ingenio Consuelo)
a pagar al señor Aurelio Crispín los Emolumentos corres-
pondientes al Desahucio, desde el año 1945; TERCERO:
Que debe Condenar y Condena a la Corporación Azucarera
de la República Dominicana (Ingenio Concuelo) a pagarle al
demandante señor Aurelio Crispín quince (15) días de va-
caciones; CUARTO: Que debe Condenar y Condena a la
parte demandada la Corporación Azucarera de la República
Dominicana, (Ingenio Consuelo) al pago de las costas"; b)
oue contra dicha decisión recurrió en apelación el ahora re_
currente, y el Juzgado de Primera Instancia del Distrito
Judicial de San Pedro de Macorís, dictó en fecha 7 de fe-
brero de 1967 la sentencia ahora impugnada, cuyo dispo-
sitivo dice así: "FALLA: PRIMERO: Que antes de hacer
derecho sobre el fondo de la presente demanda debe Or-
denar, como en efecto Ordena, que por vía de la Secretaría
de este Juzgado de Primera Instancia, la parte intimada,
señor Aurelio Crispín, comunique a su contra parte la Cor-
poración Azucarera de la República Dominicana, los docu-
mentos que hará uso en la presente demanda; SEGUNDO:
Que debe ordenar, como en efecto Ordena, la celebración
de un informativo y la comparecencia personal de las par-
tes, dejando en reserva el contra informativo para la otra
parte; TERCERO: Que debe Fijar, como en efecto Fija, el
el plazo de Tres (3) días, a partir de la notificación de esta
sentencia, y del depósito de los documentos, para que la Cor-
poración Azucarera Dominicana, tome válida comunicación
de ellos; CUARTO: Que debe Reservar, como en efecto Re-
serva, las costas, para que sigan la suerte de lo principal";

Considerando que el recurrido, o sea Aurelio Crispí.
ha propuesto la inadmisión del recurso, fundándose en que
la sentencia impugnada es una sentencia preparatoria, por
lo cual no podía ser recurrida por la vía de la casación, sino
después de haber sido fallado el fondo;

Considerando que se reputa sentencia preparatoria la
dictada para la sustanciación de la causa, y para poner el

pleito en estado de recibir fallo definitivo; que estas sen-

teivan	 contrariamente a las de carácter interlocutorio, nod
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s ser recurridas en casación sino después de la senten,
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nsiderando que el examen de la decisión impugnada
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definitiva;
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tribunal a-quo, al dictarla, se limitó a orde-

nar la comparecencia personal de las partes, una comuni-
cación de documentos y un informativo testimonial; medi-
das todas ordenadas de oficio, ya que no fueron demanda-
das por la ahora recurrente en sus conclusiones, ni por el
recurrido, quien según resulta de la misma decisión im-
pugnada, ni compareció ni se hizo representar en la audien-
cia, aunque erróneamente se consigne que el informativo
testimonial fuera solicitado por él;

Considerando que la ya expresada decisión tiene, co-
mo se ha alegado, un indiscutible carácter de preparatoria;
que ésto no solamente resulta de por sí, de las disposicio-
nes que ordenan una comunicación de documentos y la
comparecencia personal de las partes, sino aun de lo dis-
puesto con respecto a la celebración del informativo; que,
en efecto, esta medida de instrucción tendía solamente a es-
clarecer la jurisdicción que la pronunció acerca de la sus-
tancia misma del litigio y sus alcances, en general, sin que
prejuzgue el fondo de la causa, que es el carácter distinti-
vo de las decisiones preparatorias; que, en consecuencia, al
ser recurrida en casación la sentencia impugnada, antes de
que el fondo de la contestación fuera fallado, dicho recurso
debe ser declarado inadmisible;

Por tales motivos, Primero: Declara inadmisible el re-
curso de casación interpuesto por el Ingenio Consuelo, con-
tra sentencia dictada por el Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Judicial de San Pedro de Macorís, en atribu-
ciones de tribunal de trabajo de segundo grado, en fecha 7
e febrero de 1967, cuyo dispositivo ha sido copiado en par-

te anterior del presente fallo; Segundo: Condena al recu-
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rrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena el,
provecho del Dr. Generoso Ramírez Morales, quien afirma
haberlas avanzado en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.—F. E. Rave-
lo de la Fuente.—Carlos Manuel Lamarche Henríquez,
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.—	 nesto Curiel hijo, Secretario General.

La prelente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hijc.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de enero de 1965.

Materia: Correccional

Recurrente: Mario Antonio Acevedo Ledesma
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez

Interviniente: Compañía de Seguros San Rafael C. por A., y Gua
rina Tejeda

Abogado: Dr. Rafael Cabrera Hernández
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Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus.
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarch?
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Eergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos ael
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacional, a los 27 días del mes de Septiembre de 1967,
años 1249 de la Independencia y 105° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

o

Sobre el recurso de casación interpuesto por Mario An-
tonio Acevedo Ledesma, dominicano, mayor de edad, inge-
niero, casado, con cédula No. 1835 serie 23, domiciliado en
la casa No. 3 de la calle Elvira de Mendoza de esta ciudad,
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
t° Domingo, en atribuciones correccionales, de fecha 20 de
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rrente al pago de las costas, cuya distracción se ordena en
provecho del Dr. Generoso Ramírez Morales, quien afirma
haberlas avanzad o en su totalidad.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruíz Tejada.—F. E. Raye_
lo de la Fuente.—Carlos Manuel Lamarche Henríquez.—
Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Fran-
cisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan
Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo Car-
buccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por loe
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certificó. (Fdo.) Ernesto Curiel hij c.

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 20 de enero de 1965.

Materia: Correccional

Recurrente: Mario Antonio Acevedo Ledesma
Abogado: Dr. Rafael L. Márquez

Interviniente: Compañía de Seguros San Rafael C. por A., y Gua
rina Tejeda

Abogado: Dr. Rafael Cabrera Hernández

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Carlos Manuel Lamarchc
Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D.
Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Be-
ras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista Rojas Al-
mánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos ael
Secretario General, en la Sala donde celebra sus audien-
cias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito
Nacicnal, a los 27 días del mes de Septiembre de 1967,
años 124v de la Independencia y 105° de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si..
guiente sentencia:

Sobre el recurso de casación inter puesto por Mario An-
tonio Acevedo Ledesma, dominicano, mayor de edad, inge-
niero, casado, con cédula No. 1835 serie 23, domiciliado en
la casa No. 3 de la calle Elvira de Mendoza de esta ciudad,
contra sentencia dictada por la Corte de Apelación de San-
to Domingo, en atribuciones correccionales, de fecha 20 de
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del señor Mario Antonio Acevedo Ledesma; Segundo: Se
condena al inculpado José del Carmen Nova a una muita
(je RD$20.00; Tercero: Se declara regular y válido la cons-
titución en parte civil del señor Mario Antonio Acevedo Le-
resma, representado por los Abogados Doctores Fermín Pé-
rez Peña, A. Sandino González de León, y Bienvenido Mon-
tero de los Santos; Cuarto: Se fija una indemnización de
RD$1,500.00 a favor de Mario Antonio Acevedo Ledesma,
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos; Quinto: Que declara civilmente responsable a la
señora Guarina Tejeda, y a la Compañía Aseguradora San
Rafael C. por A., y los condena al pago de las costas civiles
con distracción en provecho de los Abogados Doctores Fer-
mín Pérez Peña, A. Sandino González de León y Bienveni-
do Montero de los Santos quienes afirman haberlas avara_
zado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de alzada
interpuesto contra esa sentencia, intervino el fallo ahora
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime.
ro: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
intentados en fecha 17 de noviembre de 1964, por José del
Carmen Nova, Guarina Tejeda y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., en sus respectivas calidades de pre-
venido, persona civilmente responsable y Compañía Ase_
guradora, en fecha 18 de noviembre de 1964, por la parte
civil constituída señor Mario Acevedo Ledesma, contra 'zen-
tencia de fecha 16 del citado mes de noviembre, dictada por
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se declara culpable al nombrado José del Carmen
Nova, por violación a la Ley No. 5771. en perjuicio del se-
ñor Mario Antonio Acevedo Ledesma; Segundo: Se condena
ül inculpado José del Carmen Nova a una multa de RD.
$20.00; Tercero: Se declara regular y válido la constitución
en parte civil del señor Mario Antonio Acevedo Ledesma.
representado por los Abogados Doctores Fermín Pérez Pe-
ña, A. Sandino González de León, y Bienvenido Montero
Ce los Santos; Cuarto: Se fija una indemnización de PD-
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Enero del año 1965, cuyo dispositiv o se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Cabrera Hernández, cédula No.

32741, serie 31, abogado de los intervinientes, la Comper.
añílaa

de Seguros San Rafael C. por A., y Guarina Tejeda, 
lectura de sus conclusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurado r General

de la República;
Vista el acta del recurso de casación, levantada en la Se-

cretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 del mes de diciembre
de 1966, a requerimiento del abogado del recurrente, en la

cual no se invoca ningún medio determinad o de casación;

Visto el memcrial suscrito por el abogado del recurren-
te, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus-
ticia el día 2 del mes de Junio de 1967, en el cual se invo-
can los medios que se indicarán más adelante;

Visto el escrito firmado por el abogado de los intervi-
nientes, depositado en la Secretaría de esta Suprema Corte
el día 2 del mes de Junio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli.
berado y vistos los artículos 1' letra c de la Ley 5771 de
1961; 1315, 1382 y 1384 del Código Civil; 130 y 133 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro.

cedimient o de Casación;
Considerando que en la sentencia impugnad a y en los

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de un accidente de automóvil, a consecuencia del cual
frió golpes curables después de diez días, Mario A su.ntonio

Acevedo Ledesma, ocurrido en la Avenida Independencia
de esta ciudad, en fecha 3 de agosto año 1964, la Cuar;1
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, apoderada por el Ministerio Público,
tó en fecha 16 de Noviembre de 1964, y en atribuciones
correccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado José 

dek4

Carmen Nova, por violación a la Ley No. 5771, en perjuii°,



del señor Mario Antonio Acevedo Ledesma; Segundo: Se
condena al inculpado José del Carmen Nova a una multa
de RD$20.00; Tercero: Se declara regular y válido la cocas_
titución en parte civil del señor Mario Antonio Acevedc Le-
desma, representado por los Abogados Doctores Fermín Pé-
rez Peña, A. Sandino González de León, y Bienvenido Mon-
tero de los Santos; Cuarto: Se fija una indemnización de
BD$1,500.00 a favor de Mario Antonio Acevedo Ledesma,
como justa reparación por los daños morales y materiales
sufridos; Quinto: Que declara civilmente responsable a la
señora Guarina Tejeda, y a la Compañía Aseguradora San
Rafael C. por A., y los condena al pago de las costas civiles
con distracción en provecho de los Abogados Doctores Fer-
mín Pérez Peña, A. Sandino González de León y Bienveni-
do Montero de los Santos quienes afirman haberlas avara_
zado en su mayor parte"; b) que sobre el recurso de alzada
interpuesto contra esa sentencia, intervino el fallo ahora
impugnado, cuyo dispositivo es el siguiente: "Falla: Prime.
ro: Declara regulares y válidos los recursos de apelación
intentados en fecha 17 de noviembre de 1964, por José del
Carmen Nova, Guarina Tejeda y la Compañía de Seguros
San Rafael, C. por A., en sus respectivas calidades de pre-
venido, persona civilmente responsable y Compañía Ase-
guradora, en fecha 18 de noviembre de 1964, por la parte
civil constituida señor Mario Acevedo Ledesma, contra 'zen-
tencia de fecha 16 del citado mes de noviembre, dictada por
la Cuarta Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia
del Distrito Nacional, con el siguiente dispositivo: "Falla:
Primero: Se declara culpable al nombrado José del Carmf-n
Nova, por violación a la Ley No. 5771. en perjuicio del se-
ñor Mario Antonio Acevedo Ledesma; Segundo: Se condena
41 inculpado José del Carmen Nova a una multa de RD.
:120.00; Tercero: Se declara regular y válido la constitución
en parte civil del señor Mario Antonio Acevedo Ledesma.
representado por los Abogados Doctores Fermín Pérez Pe_
ña, A. Sandino González de León, y Bienvenido Montero
ce los Santos; Cuarto: Se fija una indemnización de RD-
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Enero del año 1965, cuyo dispositiv o se copia más adelante;

Oído al Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Dr. Rafael Cabrera Hernández, cédula No.

	

32741, serie 31, abogado de los intervinien tes , la Compañía	 1

de Seguros San Rafael C. por A., y Guarina Tejeda, er. la

lectura de sus conclusiones;
Oído el dictamen del Magistrado Procurador General

de la República;

	

Vista el acta del recurso de casación, levantada en la Se 	 ''

cretaría de la Corte a-qua, en fecha 5 del mes de diciembre
de 1966, a requerimiento del abogado del recurrente, en la
cual no se invoca ningún medio determinad o de casación;

Visto el memorial suscrito por el abogado del recurren- 1,
te, depositado en la Secretaría de la Suprema Corte de Jus. 
ticia el día 2 del mes de Junio de 1967, en el cual se invo-
can los medios que se indicarán más adelante;

Visto el escrito firmado por el abogado de los intervi.
nientes, depositado en la Secretaría de esta Suprema Corte
el día 2 del mes de Junio de 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli- "
berado y vistos los artículos 1^ letra c de la Ley 5771 de
1961; 1315, 1382 y 1384 del Código Civil; 130 y 133 del Có-
digo de Procedimiento Civil; y 1 y 65 de la Ley sobre Pro.

cedimient o de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los -

documentos a que ella se refiere, consta: a) que en ocasión
de un accidente de automóvil, a consecuencia del cual su-
frió golpes curables después de diez días, Mario Antonio
Acevedo Ledesma, ocurrido en la Avenida Independencia
de esta ciudad, en fecha 3 de agosto año 1964, la Cuarta'
Cámara de lo Penal del Juzgado de Primera Instancia del
Distrito Nacional, apoderada por el Ministerio Público,
tó en fecha 16 de Noviembre de 1964, y en atribuciones
correccionales, una sentencia con el siguiente dispositivo:
"Falla: Primero: Se declara culpable al nombrado José de
Carmen Nova, por violación a la Ley No. 5771, en perjuici°

.1
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$1,500.00 a favor de Mario Antonio Acevedo Ledesma, cc
mo justa reparación por los daños morales y materiales su_
fridos; Quinto: Que declara civilmente responsable a la se-
ñora Guarina Tejeda, y a la Compañía Aseguradora SI:n
Rafael, C. por A., y los condena al pago de las costas civiles
con distracción en provecho de los abogados doctores Fer_
mín Pérez Peña, A. Sandino González de León y Bienveni_
do Montero de los Santos, quienes afirman haberlas avan-
lado en su mayor parte'. Segundo: Revoca la antes mencio.
Lada sentencia para que rija del siguiente modo: Primero:
Declara al nombrado José del Carmen Nova, culpable de
haber ocasionado golpes involuntarios con el manejo de un
vehículo de motor, en perjuicio del señor Mario Antonio
Acevedo Ledesma, que curaron antes de diez días y en con_
secuencia, acogiendo en su favor circunstancias atenuantes,
y tomando en consideración que hubo también falta por
parte de la víctima, condena al dicho inculpado José ciel
Carmen Nova al pago de una multa de RD$10.00; Segundo:
Rechaza, por improcedente y mal fundada la constitución
en parte civil hecha por el señor Mario Antonio Acevedo
Ledesma, contra la señora Guarina Tejeda, en su caliciadafi
de propietaria del vehículo que ocasionó el accidente; Ter-
cero: Declara buena y válida la constitución en parte c ivil ah,

hecha por el señor Mario Antonio Acevedo Ledesma, con.'
tra el prevenido José del Carmen Nova, en su condición de
persona que ocasionó el daño; Cuarto: Condena al nomb:a-
co José del Carmen Nova, a pagar al señor Mario Antonio
Acevedo Ledesma, parte civil constituida, una indemniza-
ción de RD$300.00 a título de indemnización, como justa
reparación por los daños morales y materiales sufridos por.
éste con motivo del hecho delictuoso cometido por el refe-
rido prevenido José del Carmen Nova; Quinto: Condena a
José del Carmen Nova, al pago de las costas penales"; e

Considerando que el recurrente invoca en su memorial
ee casación los siguientes medios: Violación y falsa aplica-
ción del artículo 1384 del Código Civil; Desnaturalización
de los hechos de la causa y exceso de poder; Falta de Base 1

Legal y falta de motivos e insuficiencia de motivos; Inter-
pretación de los motivos y del Dispositivo.

Considerando que en estos medios, que por su relación
se reúnen para su examen, el recurrente alega en síntesis:
a) que la Corte a.qua violó en la sentencia impugnada las
prescripciones del artículo 1384 del Código Civil toda vez
que falló como si dicho artículo sólo comprendiera la rela-
ción del propietario con la cosa inanimada, y no abarcara
asimism o las relaciones entre comitente y preposé; b) que
al considerar en su sentencia únicamente la primera situa-
ción, sin la parte civilmente responsable, ni la Compañía
haberse opuesto a que la demanda en cuestión abarcaba
también el segundo aspecto, es decir la relación de comí_
tente y preposé, la Corte a.qua cometió un exceso de poder
y al mismo tiempo incurrió en la sentencia en el vicio de
desnaturalización _de los hechos; e) que al fallar como lo
hizo, pronunciándose en el sentido de que la demanda ori-
ginaria sólo se refería a que Guarina Tejeda era propieta-
ria del automóvil, con que se había ocasionado los golpes
a Mario Antonio Acevedo Ledesma, sin decir nada de la
relación de dependencia o subordinación, entre la dueña de
dicho vehículo y el conductor que lo manejaba, no se hizo
la ponderación debida de las piezas y circunstancias del ex-
pediente por lo que la sentencia impugnada carece de base
legal; d) que habiendo discordancia entre el montante de
la indemnización señalada en los motivos, y la fijada en el
dispositivo, se impone la interpretación de la sentencia re
currida y dicha irregularidad la hace anulable; pero,

Considerando que en la sentencia impugnada consta:
"que Mario Antonio Acevedo Ledesma se ha constituido en
el presente caso, en parte civil, contra Guarina Tejeda, en
su condición de dueño del vehículo que ocasionó el acci-
dente, y no como comitente del prevenido";

Considerando que en efecto, emplazada Guarina Teje-
da en su calidad de propietaria y no habiendo en la sen-
tencia que se impugna, constancia de que ninguna de las

rtes planteara ni mucho menos suministrara prueba dej
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que el conductor del vehículo que causó el accidente, fues.
en ningún momento empleado o encargado de éste, es ob-
vio, que en tales condiciones la Corte a.qua en la sentencia
impugnada, juzgó bien el caso, y esta debe mantenerse nu

sólo por las razones que en ella se dan, sino también por
las que acaban de expresarse;

Considerando que si es un hecho cierto, que frente al
emplazamiento y conclusiones del hoy recurrente Mario An-
tonio Acevedo Ledesma, la parte accionada como civilmen.
te responsable, Guarina Tejeda, y la Compañía Asegurado_
ra se limitaron a solicitar el rechazo de la demanda que se
había incoado en su contra, en vez de haber concluido Pro-
poniendo expresamente la incompetencia de la Corte a.qua,
el hecho de ésta, implícitamente haber suscitado dicha ex.
cepción de oficio, no puede haber constituído un exceso ae
poder, ni desnaturalización de los hechos, como lo alegó el
recurrente, ya que tratándose en puridad de una acción ci-
vil, llevada ante la jurisdicción penal, sin que 'fuese acceso.
ria de un delito o cuasi-delito, de esa naturaleza, hacía que
se tratara en la especie, de una incompetencia absoluta, que
lo podía ser cubierta por el silencio de las partes;

Considerando que la Corte a-qua, en la sentencia im
pugnada, hizo una justa y correcta ponderación de todos
los documentos del expediente y el examen de dicha sen.
tencia muestra que ella contiene motivos suficientes y per-
tinentes, que justifican plenamente su dispositivo, no ado.

leciendo en consecuencia, del vicio de falta de base legal;
Considerando que en cuanto al pedimento de inter-

pretación de sentencia en lo que concierne a la cuantía de
la indemnización acordada a cargo del prevenido, pues en
los motivos se expresa que son tres mil pesos y en el "dis.
positivo trescientos pesos, tal pedimento que debe ser so-
metido a la Corte a.qua, no corresponde resolverlo a esta
Suprema Corte de Justicia, por lo cual debe declararse in

-admisible;
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Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca_
sación interpuesto por Mario Antonio Acevedo Ledesma,
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domin_
co, dictada en atribuciones c orreccionales, en fecha 20 de
Enero de 1965, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas, distrayendo las civiles, en favor del Dr. Ra_
tael Cabrera Hernández, quien afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel h.jo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



1784	 BOLETIN JUDICIAL BOLETIN JUDICIAL	 1785

que el conductor del vehículo que causó el accidente, fuesó
en ningún momento empleado o encargado de éste, es 01;
vio, que en tales condiciones la Corte a.qua en la sentencia
impugnada, juzgó bien el caso, y esta debe mantenerse no

sólo por las razones que en ella se dan, sino también por
las que acaban de expresarse;

Considerando que si es un hecho cierto, que frente al
emplazamiento y conclusiones del hoy recurrente Mario An-
tonio Acevedo Ledesma, la parte accionada como civilmen.
te responsable, Guarina Tejeda, y la Compañía Asegurado-
ra se limitaron a solicitar el rechazo de la demanda que se
había incoado en su contra, en vez de haber concluido oro.
poniendo expresamente la incompetencia de la Corte a.qua,
el hecho de ésta, implícitamente haber suscitado dicha ex.
cepción de oficio, no puede haber constituído un exceso ae
poder, ni desnaturalización de los hechos, como lo alega el
recurrente, ya que tratándose en puridad de una acción ci-
vil, llevada ante la jurisdicción penal, sin que fuese acceso.
ria de un delito o cuasidelito, de esa naturaleza, hacía que
se tratara en la especie, de una incompetencia absoluta, que
/to podía ser cubierta por el silencio de las partes;

Considerando que la Corte a-qua, en la sentencia in;
pugnada, hizo una justa y correcta ponderación de todos
ios documentos del expediente y el examen de dicha sen.
tencia muestra que ella contiene motivos suficientes y per-
tinentes, que justifican plenamente su dispositivo, no ado-

leciendo en consecuencia, del vicio de falta de base legal;
Considerando que en cuanto al pedimento de inter-

pretación de sentencia en lo que concierne a la cuantía de
la indemnización acordada a cargo del prevenido, pues el
los motivos se expresa que son tres mil pesos y en el 'dis-
positivo trescientos pesos, tal pedimento que debe ser so-
metido a la Corte a.qua, no corresponde resolverlo a esta

Suprema Corte de Justicia, por lo cual debe declararse in-

admisible;

Por tales motivos; Primero: Rechaza el recurso de ca-
sación interpuesto por Mario Antonio Acevedo Ledesma,
contra sentencia de la Corte de Apelación de Santo Domin_
go, dictada en atribuciones correccionales, en fecha 20 de
Enero de 1965, cuyo dispositivo se copia en parte anterior
del presente fallo; Segundo: Condena al recurrente al pago
de las costas, distrayendo las civiles, en favor del Dr. Ra-
fael Cabrera Hernández, quien afirma haberlas avanzado.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Carlos Ma-
nuel Lamarche Henríquez.— Manuel D. Bergés Chupani.—
Manuel A. Amiama.— Francisco Elpidio Beras.— Joaquín
M. Alvarez Perelló.— Juan Bautista Rojas Almánzar.—
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Ernesto Curiel h jo,
Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



1786	 BOLETIN JUDICIAL

SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DE 1967

Sentencia impugnada: Juzgado de Primera Instancia del Distrito'
Judicial de Salcedo, de fecha 11 de abril de 1967.

Materia : Correccional.

Recurrente: 
Magistrado Procurador Fiscal del D. J. de Salcedo y

Dr. Luis Ramón Cordero (en representación de Rosa De-
lia Abreu éste último), c. s. a Leopoldo Morán (a) Bule.

Abogado: Dr. Ramón Cordero.

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En nombre de la República, la Suprema Corte de Jus_
ticia, regularmente constituída por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Manuel La-
marche Henríquez, Segundo Sustituto de Presidente; Ma.
nuel D. Bergés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco El.
pidio Beras, Joaquín M. Alvarez Perelló, Juan Bautista
Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asis-
tidos del Secretario General, en la Sala donde celebra sus
audiencias, en la ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Dis-
trito Nacional. a los 27 días del mes de Septiembre de 1967,
años 124' de la Independencia y 105' de la Restauración,
dicta en audiencia pública, como corte de casación, la si-
guiente sentencia:

Sobre los recursos de casación interpuestos, respeai.
vamente, por el Magistrado Procurador Fiscal del Distrito
Judicial de Salcedo; y por el Dr. Luis Ramón Cordero, cé-

dula 28384, serie 47, a nombre y representación de Rosa
Delia Abreu, dominicana, mayor de edad, soltera, residente
en la casa No. 9 de la calle Duarte, de La Vega, contra lak
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sentencia del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju-
dicial de Salcedo, de fecha once de abril de 1967, cuyo dis-
positivo será transcrito más adelante;

Oído el Alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído el Dr. Ramón Cordero en la lectura de sus con-

clusiones;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Vista las actas de los recursos de casación levantada
en la Secretaría del Juzgado a.quo, a requerimiento de ca-
da uno de los dos recurrentes, en 'fechas 14 y 20 de abril de
1967, respectivamente;

Visto el memorial de fecha 16 de junio de 1967 suscri-
to por el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo,
en el cual se invocan los medios que se indican más ade_
lante;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber deli-
berado y vistos los artículos 1, 4 y siguientes de la Ley
1014 del 11 de octubre de 1935; 7 y 8 de la Ley 2402, de
1950, y 1, 20 y 43 de la Ley sobre Procedimiento de Ca-sación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere, consta: a) que en fecha
28 de enero de 1965 Rosa Delia Abreu presentó por ante
el Procurador Fiscal del Distrito Judicial de Salcedo, una
q
uerella contra Leopoldo Morán, residente en Los Cacaos,

Mu
nicipio de Salcedo, por el hecho de no querer atender alm

enor Vinicio de Jesús Corona, procreado con dicha quere-
llante ; b) que apoderado del caso el Juzgado de Paz delMul

kicipio de Tenares, fueron citados, el prevenido y la que_rell
ante, por ante el Fiscalizador de ese Juzgado de Paz,

para fines de conciliación, no habiendo comparecido dichoPrel/
enido; c) que dicho Juzgado de Paz dictó en fecha 10el fe
brero de 1967, una sentencia con el siguiente disposi-
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tivo: "Falla: Primero: Que debe declarar como al efecto
declara al nombrado Leopoldo Morán (a) Bule, de genera-

les ignoradas, culpab le de haber violado la Ley No.
menor

2402,

en sus artículos 2 y 4 párrafo 4, como padre del 
nicio de Jesús Corona, de 3 años de edad, procreado con la
señora Rosa Delia Abreu; Segundo: Que debe condenar y

condena al nombrado Leopoldo Morán (a) Bule, a la pena
ce dos (2) arios de prisión correccional suspendida. Terce-
ro: Que debe fijar y fija la suma de RD$10.00 pesos men-

suales para la manutenc ión , del menor Vinicio de Jesús Co.
rona; Cuarto: Que debe ordenar y ordena al prevenid o Coa

ejecución provisional de la sentencia, y al pago de las cos-

tas"; que sobre el recurso de apelación 1 interpuesto por el '

Dr. Héctor A. Almánzar, cédula 7021, serie 64, en represen-
tación del prevenido Leopoldo Morán, intervin o la senten-

cia ahora impugnada, pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dis-
positivo es el siguiente: Falla: Primero: Se Reenvía el co-
nocimiento de la causa seguida contra el nombrado Leo-
poldo Morán (a) Bule, inculpado de violar la Ley 2402 en
perjuicio de un menor, para una próxima audiencia a fin
de una mejor sustanciación; Segundo: Se Ordena la liber-
tad del prevenido mediante fianza de RD$700.00; 

Terce.

ro: Se Reservan las costas";
Considerando que en el memorial del Procurador Fis-

cal del Distrito Judicial de Salcedo se invocan los medios

siguientes: Primer Medio: Falsa aplicación del artículo 4

de la Ley 1014; Segundo Medio: Violación de los artículos
7 y 8 de la Ley 2402; y en el memorial de la recurrente, re-
presentada por el Dr. Luis Ramón Cordero, se invocan los
siguientes medios: Primer Medio: Interpretación errónea
Ce la Ley 1014; Segundo Medio: Violación de las dispo5le

io-

nes de los artículos 7 y 8 de la Ley 2402;
Considerando que aun cuando en el ordinal primero

de la sentencia impugnada se ordena el reenvío de la tausa
para una mejor sustanciación, haciendo que en ese asper't°

'Ithk
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la sentencia no sea susceptible del recurso de casación, es
evidente que los recurrentes se han limitado a impugnar
el ordinal segundo, que estableció una fianza para que el
prevenido obtuviera su libertad provisional, que es un fallo
definitivo sobre ese punto; que por tanto, el presente recur-
so de casación es admisible en cuanto a este último punto
se refiere;c on s

ierando que, el Procurador Fiscal recurrente ale_
ga en el segundo medio que la libertad provisional bajo
fianza puede ser ordenada en materia correccional; pero,
"que ello no es obstáculo para que en un caso particular el
legislador derogue tal principio, tal como ha ocurrido" al
dictar los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402";

Considerando que, en efecto en esos artículos 7 y 8 de
la Ley 2402 está establecida la manera mediante la cual el
condenado a prisión por violación de esa Ley puede obte-
ner su libertad; que es obtemperando al cumplimiento de
lo que ha dispuesto la sentencia que lo ha condenado a su-
ministrar la pensión impuéstale en beneficio de los meno-
res cuya paternidad le es atribuída; que al resolver el caso
de distinta manera, es obvio que el Juzgado a.quo hizo una

1 errada aplicación de la ley, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar los
demás medios propuestos;

Considerando que al ser casada la sentencia impugna-
da en virtud del recurso interpuesto por e] Procurador Fis_
cal, se hace innecesario ponderar los medios propuestos
por

 rp lvae cmh a
ad; re querellante, porque la casación ordenada le
ap 

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictadaen atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 11 de

jrimera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia

a ril de 1967, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte
tenor del presente fallo, y envía el asunto, por ante la
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tivo: "Falla: Primero: Que debe declarar como al
declara al nombrado Leopoldo Morán (a) Bule, de genera-
les ignoradas, culpable de haber violado la Ley No. 240Vi_

2,

en sus artículo s 2 y 4 párrafo 4, como padre del menor 
nicio de Jesús Corona, de 3 años de edad, procreado con la

señora Rosa Delia Abreu; Segundo: Que debe condenar y

condena al nombrado Leopoldo Morán (a) Bule, a la pena
ce dos (2) arios de prisión correccional suspendida. Terce.
ro: Que debe fijar y fija la suma de RD$10.00 pesos men-
suales para la manutención, del menor Vinicio de Jesús Coa

-

rona; Cuarto: 
Que debe ordenar y ordena al prevenido 

ejecución provisiona l de la sentencia, y al pago de las cos_
tas"; que sobre el recurso de apelación tinterpuesto por el
Dr. Héctor A. Almánzar, cédula 7021, serie 64, en represen_
tación del prevenido Leopoldo Morán, intervin o la senten-

cia ahora impugnada, pronunciada por el Juzgado de Pri-
mera Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, cuyo dis-
positivo es el siguiente: Falla: Primero: Se Reenvía el co-
nocimiento de la causa seguida contra el nombrado Leo-
poldo Morán (a) Bule, inculpado de violar la Ley 2402 en
perjuicio de un menor, para una próxima audiencia a fin
de una mejor sustanciación; Segundo: Se Ordena la liber.

tad del prevenido mediante fianza de RD$700.00; 
Terce.

ro: Se Reservan las costas";
Considerando que en el memorial del Procurador Fis.

cal del Distrito Judicial de Salcedo se invocan los medios

siguientes: Primer Medio: Falsa aplicación del artículo 4

de la Ley 1014; Segundo Medio: Violación de los artículos
7 y 8 de la Ley 2402; y en el memorial de la recurrente, re-
presentada por el Dr. Luis Ramón Cordero, se invocan los
siguientes medios: Primer Medio: Interpretación errónea

de la Ley 1014; Segundo Medio: Violación de las dispo5leio.

nes de los artículos 7 y 8 de la Ley 2402;
Considerando que aun cuando en el ordinal primero

de la sentencia impugnada se ordena el reenvío de la tausao
para una mejor sustanciación, haciendo que en ese aspePt
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la sentencia no sea susceptible del recurso de casación, es
evidente que los recurrentes se han limitado a impugnar
el ordinal segundo, que estableció una fianza para que el
prevenido obtuviera su libertad provisional, que es un fallo
definitivo sobre ese punto; que por tanto, el presente recur-
so de casación es admisible en cuanto a este último punto
se r ecf ioenr

Considerando que, el Procurador Fiscal recurrente ale_
ga en el segundo medio que la libertad provisional bajo
fianza puede ser ordenada en materia correccional; pero,
"que ello no es obstáculo para que en un caso particular el
legislador derogue tal principio, tal como ha ocurrido" al
dictar los artículos 7 y 8 de la Ley No. 2402";

Considerando que, en efecto en esos artículos 7 y 8 de
la Ley 2402 está establecida la manera mediante la cual el
condenado a prisión por violación de esa Ley puede obte-
ner su libertad; que es obtemperando al cumplimiento de
lo que ha dispuesto la sentencia que lo ha condenado a su-
ministrar la pensión impuéstale en beneficio de los meno-
res cuya paternidad le es atribuída; que al resolver el caso
de distinta manera, es obvio que el Juzgado a.quo hizo una
errada aplicación de la ley, por lo cual la sentencia im-
pugnada debe ser casada, sin necesidad de ponderar los
demás medios propuestos;

Considerando que al ser casada la sentencia impugna-
da en virtud del recurso interpuesto por el Procurador Fis_
cal, se hace innecesario ponderar los medios propuestos
apor r.0 h lvae cmadrea;   querellante, porque la casación ordenada lep

Por tales motivos, Primero: Casa la sentencia dictada
en atribuciones correccionales por el Juzgado de Primera
Instancia del Distrito Judicial de Salcedo, de fecha 11 dea ril de 1967, cuyo dispositivo ha sido transcrito en parte

terior del presente fallo, y envía el asunto, por ante la
rimera Cámara Penal del Juzgado de Primera Instancia



1790

del Distrito Judicial de San Francisco de Macorís; y, Segun,
do: Declara las costas de oficio.

(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.—
 Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel Lamarche Henri-
quez.— Manuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.
Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—RoJuan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo jo

Secretario General.
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, 

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en él expresados, y
fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General,
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: 
Segunda Cámara pnal del Juzgado de Pri-

mera Instancia de Santiago, de fec
e

ha 31 de marzo de 1967

teria: Correccional

urrente: Manuel Etanislao Frías Brito

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Ssustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joa-
quín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 27 de Septiembre del año 1967, años 124o. de la Indepen-
dencia y 105o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,
C01110 corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel Eta-
nislao Frías Brito, dominicano, mayor de edad, chófer, cé-
dula No. 5362, serie 33, domiciliado y residente en Luperón,Pro

vincia de Puerto Plata, contra la sentencia dictada enatribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penaldel J
uzgado de Primera Instancia de Santiago, en fecha 31

de Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copiará más adelante;
. Oído el alguacil de turno en la lectura del rol;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de
República;

BOLETIN JUDICIAL
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del Distrito Judicial de San Francisco de Macorís; y, 
Segun,

do: Declara las costas de oficio.
(Firmados:) Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. 
Ravelo de la Fuente.— Carlos Manuel LamaA

rche
Amiama,

Henri-

quez.— Manuel D. Bergés Chupa 	 Manuel . 

Francisco Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.—
Juan Bautista Rojas Almánzar.— Santiago Osvaldo Rojo .
Carbuccia.— Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los
señores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la
audiencia pública del día, mes y año en 

él expresados, y

fue firmada, leída y publicada por mí, Secretario General.
que certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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SENTENCIA DE FECHA 27 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: 
Segunda Cámara penal del Juzgado de Pri-

mera Instancia de Santiago, de fecha 31 de marzo de 1967

3rateria: Correccional

urrente: Manuel Etanislao Frías Brito

Dios, Patria, y Libertad.
República, Dominicana

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Ssustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar-
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Bergés
Chupani; Manuel A. Amiama; Francisco Elpidio Beras; Joa-
quín M. Alvarez Perelló; Juan Bautista Rojas Almánzar y
Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secretario
General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la ciu-
dad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional, hoy
día 27 de Septiembre del año 1967, años 124o. de la Indepen-
dencia y 105o. de la Restauración, dicta en audiencia pública,como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por Manuel Eta-n
islao Frías Brito, dominicano, mayor de edad, chófer, cé-

dula No. 5362, serie 33, domiciliado y residente en Luperón,Pro
vincia de Puerto Plata, contra la sentencia dictada enatribuciones correccionales por la Segunda Cámara Penaldel Ju

zgado de Primera Instancia de Santiago, en fecha 31
de Marzo de 1967, cuyo dispositivo se copiará más adelante;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General de

ReOpiúdboliecla;alguacil de turno en la lectura del rol;
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Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-

cretaría de la Cámara a-qua, en fecha 7 de abril del año de

1967, en la cual no se invoca ningún medio determinado de

casación;
La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-

cado y vistos los artículos 1ro. de la Ley 5771 del 31 de di-
ciembre de 1961, 1y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

Casación;
Considerando que en la sentencia impugna da y en los

documentoS a que ella se refiere consta lo siguiente : a) que

con motivo de una colisión habida en fecha 28 de Abril de
1965, en la ciudad de Santiago de los Caballerosilvó

, entrada del

camino que conduce a Jacagua, entre el automóvil placa No.
el31415, manejado por Rubí Guaroa Santana Peralta, y pla-

ca No. 32089, guiado por Manuel Estanislao Frías Brito, co-
liSión a consecuencia de la cual resultaron con golpes varias
personas, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción

de Santiago, dictó en fecha 25 de Febrero de 1966 una sen-
tencia cuyo dispositivo se resume en el de la sentencia im-
pugnada; b) que sobre apelación interpuesta por el preveni-
do Manuel Estanislao Frías, la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicialentencia

de San-

tiago dictó en fecha 4 de Octubre de 1966, una s 	
cu-

yo dispositivo se resume, igualment e, en el de la decisión im-

pugnada; c) que sobre oposición interpues ta por el actual

recurrente, la misma Cámara dictó la decisión ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PR

n-

I-

MERO: 
Declara bueno y válido el recurso de Oposición i

terpuesto por Manuel Estanislao Frías, por ser interpue,sto
en tiempo hábil contra sentencia No. 661 del 4 de Octubre de

1966 cuyo dispositiv o es el siguiente: PRIMERO: Pronuncia

defecto contra el nombrado Manuel Estanislao Frías, dege-
nerales ignoradas, por no haber comparec ido a la audiencia

de este día no obstante haber sido legalmente citadoón
; S

GUNDO: 
Declara bueno y válido el recurso de Apelaci

terpuesto por el prevenido Manuel Estanislao Frías contra
sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción
de este Municipio de fecha 25 de Febrero de 1966, que al de-
clararlo culpable de violar el Artículo 92 ley 4809 y 3 de la
ley 5771 en consecuencia lo condenó al pago de una multa
de RD$3.00 (Tres Pesos Oro), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, condenándolo además a una indem-
nización a liquidarles experimentados por los hechos puesto
a cargo del inculpado y al pago de las costas, por haber sido
interpuesto en tiempo hábil; TERCERO: Confirma en cuan-
to al fondo la sentencia recurrida en todas sus partes; CUAR-
TO: Condena al susodicho procesado al pago de las costas
del procedimiento; SEGUNDO: En cuando al fondo confirma
la sentencia recurrida en todas sus partes";

• Considerando que la Cámara a-qua dio por estableció
la ponderación de los diversos elementos de prueba some-
tidos al debate, que el día 28 de Abril de 1965, mientras
Rubí Guaroa Santana Peralta manejaba un automóvil por la
Avenida Imbert, próximo a la entrada del camino de Gura-
bo, tuvo una colisión con otro automóvil manejado por Ma-
nuel Etanislao Frías Brito, que transitaba en sentido opues-
to; que a consecuencia del choque, el vehículo que conducía
Santana Peralta, fue arrojado por un precipicio, yendo a
chocar con una casa que destruyó en parte, y produciendo
golpes curables después de 6 días y antes de 10, a Andrés
Guzmán, Nicolás Antonio Peña, Nuris Antonia de los San-
tos y Ligia Altagracia Tavárez, quienes eran pasajeros del
mismo vehículo; y, por último, que el accidente se debió a la
falta cometida por el prevenido, quien transitaba por la par-
te de la vía que correspondía transitar a Santana Peralta;

Considerando que los hechos así establecidos soberana-
mente por la Cámara a-qua constituyen a cargo del preveni-.)

el delito de golpes producidos por imprudencia con el ma-
ejo de un vehículo de motor, curables después de seis días
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terpuesto por el prevenido Manuel Estanislao Frías contra
sentencia del Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción
de este Municipio de fecha 25 de Febrero de 1966, que al de-
clararlo culpable de violar el Artículo 92 ley 4809 y 3 de la
ley 5771 en consecuencia lo condenó al pago de una multa
de RD$3.00 (Tres Pesos Oro), acogiendo en su favor cir-
cunstancias atenuantes, condenándolo además a una indem-
nización a liquidarles experimentados por los hechos puesto
a cargo del inculpado y al pago de las costas, por haber sido
Interpuesto en tiempo hábil; TERCERO: Confirma en cuan-
to al fondo la sentencia recurrida en todas sus partes; CUAR-
TO: Condena al susodicho procesado al pago de las costas
del procedimiento; SEGUNDO: En cuando al fondo confirma
la sentencia recurrida en todas sus partes";

411111 Considerando que la Cámara a-qua dio por establecid ),
la ponderación de los diversos elementos de prueba sonie-
tidos al debate, que el día 28 de Abril de 1965, mientras
Rubí Guaroa Santana Peralta manejaba un automóvil pur la
Avenida Imbert, próximo a la entrada del camino de Gura-
ho, tuvo una colisión con otro automóvil manejado por Ma-
, ,uel Etanislao Frías Brito, que transitaba en sentido opues-
to; que a consecuencia del choque, el vehículo que conducía
Santana Peralta, fue arrojado por un precipicio, yendo a
chocar con una casa que destruyó en parte, y produciendo
golpes curables después de 6 días y antes de 10, a Andrés
Guzmán, Nicolás Antonio Peña, Nuris Antonia de los San-
tos y Ligia Altagracia Tavárez, quienes eran pasajeros del
mismo vehículo; y, por último, que el accidente se debió a la
falta cometida por el prevenido, quien transitaba por la par-
te de la vía que correspondía transitar a Santana Peralta;o

Considerando que los hechos así establecidos soberana-
mente por la Cámara a-qua constituyen a cargo del preveni-o

el delito de golpes producidos por imprudencia con el ma-
i)Pio de un vehículo de motor, curables después de seis días

Vista el acta del recurso de casación levantada en la Se-
cretaría de la Cámara a-qua, en fecha 7 de abril del año de
1967, en la cual no se invoca ningún medio determinado de
casación;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber delibe-
rado y vistos los artículos 1ro. de la Ley 5771 del 31 de di-
ciembre de 1961, 1 y 65 de la Ley sobre Procedimiento de

Casación;
Considerando que en la sentencia impugnada y en los

documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una colisión habida en fecha 28 de Abril de
1965, en la ciudad de Santiago de los Caballeros, entrada del
camino que conduce a Jacagua, entre el automóvil placa No.
31415, manejado por Rubí Guaroa Santana Peralta, y el pla-
ca No. 32089, guiado por Manuel Estanislao Frías Brito, co-
lisión a consecuencia de la cual resultaron con golpes varias
personas, el Juzgado de Paz de la Segunda Circunscripción
de Santiago, dictó en fecha 25 de Febrero de 1966 una sen-
tencia cuyo dispositivo se resume en el de la sentencia im-
pugnada; b) que sobre apelación interpuesta por el preveni-
do Manuel Estanislao Frías, la Segunda Cámara Penal del
Juzgado de Primera Instancia del Distrito Judicial de San-
tiago dictó en fecha 4 de Octubre de 1966, una sentencia cu-
yo dispositivo se resume, igualmente, en el de la decisión im-
pugnada; e) que sobre oposición interpuesta por el actual
recurrente, la misma Cámara dictó la decisión ahora impug-
nada en casación, cuyo dispositivo dice así: "FALLA: PRI-
MERO: Declara bueno y válido el recurso de Oposición in-
terpuesto por Manuel Estanislao Frías, por ser interpuesto
en tiempo hábil contra sentencia No. 661 del 4 de Octubre de
1966 cuyo dispositivo es el siguiente: PRIMERO: Pronuncia
defecto contra el nombrado Manuel Estanislao Frías, des: ge-
nerales ignoradas, por no haber comparecido a la audiencia
de este día no obstante haber sido legalmente citado;
GUNDO: Declara bueno y válido el recurso de Apelación id,
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y antes de diez, delito previsto en el Artículo 1ro. de la Ley
No. 5771 del 31. de Diciembre de 1961, y penado con el aca,
pite a) del mismo texto legal, con la pena de seis días a seis
meses de prisión correccional y multa de seis a ciento ochen-
ta pesos; que, de consiguiente, al condenar al prevenido,
después de declararlo culpable del indicado delito, acogiendo
circunstancias atenuantes a una multa de RD$3.00, la Cáma-
ra a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerandil en cuanto a las condenaciones civiles, que
los jueces del fondo establecieron que como consecuencia de
la infracción cometida por el prevenido Manuel Etanislao
Frías Brito, las personas constituidas en parte civil, y ya
antes mencionadas, sufrieron daños y perjuicios morales y
materiales; que, por tanto, al condenar al ya dicho prevenido
al pago de una indemnización a establecer por estado, en fa-
vor de las personas constituidas en parte civil, la Cámara
a-qua hizo, también en ese aspecto, una buena aplicación
de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Manuel Etanislao Frías Brito, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 31 de Marzo
de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de

las costas.
(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando

E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
po Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbucci.2.
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue fir-

mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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y antes de diez, delito previsto en el Artículo 1ro. de la Ley
No. 5771 del 31 de Diciembre de 1961, y penado con el aca-
pite a) del mismo texto legal, con la pena de seis días a seis
meses de prisión correccional y multa de seis a ciento ochen-
ta pesos; que, de consiguiente, al condenar al prevenido,
después de declararlo culpable del indicado delito, acogiendo
circunstancias atenuantes a una multa de RD$3.00, la Cáma-
ra a-qua hizo una correcta aplicación de la ley;

Considerand% en cuanto a las condenaciones civiles, que
los jueces del fondo establecieron que como consecuencia de
la infracción cometida por el prevenido Manuel Etanislao
Frías Brito, las personas constituidas en parte civil, y ya
antes mencionadas, sufrieron daños y perjuicios morales y
materiales; que, por tanto, al condenar al ya dicho prevenido
al pago de una indemnización a establecer por estado, en fa-
vor de las personas constituidas en parte civil, la Cámara
a-qua hizo, también en ese aspecto, una buena aplicación
de la ley;

Considerando que examinada en sus demás aspectos, la
sentencia impugnada no contiene, en lo concerniente al inte-
rés del prevenido, vicio alguno que justifique su casación;

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso de casa-
ción interpuesto por Manuel Etanislao Frías Brito, contra
la sentencia dictada en sus atribuciones correccionales, por
la Segunda Cámara Penal del Juzgado de Primera Instan-
cia del Distrito Judicial de Santiago, en fecha 31 de Marzo
de 1967, cuyo dispositivo se ha copiado en parte anterior del
presente fallo, y Segundo: Condena al recurrente al pago de
las costas.

(Firmados) : Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernando
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos MI. Lamarche H.— Ma-
nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
po Elpidio Beras.— Joaquín M. Alvarez Perelló.— Juan Bau-
tista Rojas Almánzar y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.
Ernesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por los se-
ñores Jueces que figuran en su encabezamiento, en la au-
diencia pública del día, mes y año en él expresados y fue fir-

mada, leída y publicada por mí, Secretario General, que cer-
tifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.

40-
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SENTENCIA DE FECHA 29 DE SEPTIEMBRE DEL 1967

Sentencia impugnada: Corte de Apelación de Santo Domingo, de
fecha 31 de octubre de 1966.

Materia: Civil

Recurrente: Compañía Dominicana de Seguros C. por A.
Abogado: Lic. Bernardo Díaz hijo

4 	
Recurrido: Heriberto Ramírez Valenzuela
Abogado: Dr. Víctor V. Valenzuela

Dios, Patria y Libertad.
República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
ticia, regularmente constituida por los Jueces Manuel Ra-
món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar•
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta.
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de Septiembre del año 1967, años 124" de la In.
dependencia y 105" de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com..
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., organizada de
acuerdo con las leyes de la República, domiciliada en la , ,:a-
sa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad, re.
presentada por su Presidente, Hugo Villanueva Garmendía.
dominicano, mayor de edad, casado, asegurador, domicili.
do en esta ciudad, contra la sentencia, dictada en sus at '\...
buciones civiles por la Corte de Apelación de Santo Domi
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go, en fecha 31 de Octubre del 1966, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, serie

18, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238.
serie 12, abogado del recurrido, que lo es Heriberto Ramí-
rez Valenzuela, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en la casa No. 39 de la calle EstrelleUl
de la ciudad de San Juan de la Maguana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12 de Enero
de 1967, suscrito por el abogado de la Compañía recurrente;

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado
del recurrido, y notificado a la recurrente por acto de al..
guacil de fecha 15 de Marzo del 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d -li-
berado y vistos los artículos 1146, 1147, 1153, 1315 y 1316
del Código Civil; 78, 79, 80, 141, 188, 189 y 190 del Código
de Procedimiento Civil, lro. de la Ley 1015 del 1936, único
de la Ley 362 del 1932, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda intentada por Heriberto Ramí_
zez Valenzuela contra la Compañía Dominicana de Segu
ros, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en fecha 1ro. de Abril de 1965, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO.
R . ifica el defecto pronunciado en audiencia contra la Com-(

ñía Dominicana de Seguros, C. por A., parte demandada,
or falta de concluir; Segundo:— Acoge por ser justas y
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República Dominicana.

En Nombre de la República, la Suprema Corte de Jus-
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món Ruiz Tejada, Presidente; Fernando E. Ravelo de la
Fuente, Primer Sustituto de Presidente; Carlos Ml. Lamar- 111'
che H., Segundo Sustituto de Presidente; Manuel D. Ber-
gés Chupani, Manuel A. Amiama, Francisco Elpidio Beras i.,
y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia, asistidos del Secreta.
rio General, en la Sala donde celebra sus audiencias, en la
ciudad de Santo Domingo de Guzmán, Distrito Nacional,
hoy día 29 de Septiembre del año 1967, años 124' de la In. 	 I)
dependencia y 105 9 de la Restauración, dicta en audiencia
pública, como corte de casación, la siguiente sentencia:

Sobre el recurso de casación interpuesto por la Com-
pañía Dominicana de Seguros, C. por A., organizada de
acuerdo con las leyes de la República, domiciliada en la (r.-
sa No. 30 de la calle Arzobispo Meriño, de esta ciudad, re.
presentada por su Presidente, Hugo Villanueva Garmendía.
dominicano, mayor de edad, casado, asegurador, domicihl•

J\do en esta ciudad, contra la sentencia, dictada en sus at-
buciones civiles por la Corte de Apelación de Santo Domi

00, en fecha 31 de Octubre del 1966, cuyo dispositivo se
copia más adelante;

Oído al alguacil de turno en la lectura del rol;
Oído al Lic. Bernardo Díaz hijo, cédula No. 271, serie

18, abogado de la parte recurrente, en la lectura de sus con-
clusiones;

Oído al Dr. Víctor V. Valenzuela, cédula No. 13238.
serie 12, abogado del recurrido, que lo es Heriberto Ramí-
rez Valenzuela, dominicano, mayor de edad, casado, agri-
cultor, domiciliado en la casa No. 39 de la calle Estrelleta
de la ciudad de San Juan de la Maguana;

Oído el dictamen del Magistrado Procurador General
de la República;

Visto el memorial de casación depositado en la Secre-
taría de la Suprema Corte de Justicia en fecha 12 de Enero
de 1967, suscrito por el abogado de la Compañía recurrente;

Visto el memorial de defensa, suscrito por el abogado
del recurrido, y notificado a la recurrente por acto de al.
guacil de fecha 15 de Marzo del 1967;

La Suprema Corte de Justicia, después de haber d -li-
berado y vistos los artículos 1146. 1147, 1153, 1315 y 1316
del Código Civil; 78, 79, 80, 141, 188, 189 y 190 del Código
de Procedimiento Civil, 1ro. de la Ley 1015 del 1936, único
de la Ley 362 del 1932, y 1, 20 y 65 de la Ley sobre Proce-
dimiento de Casación;

Considerando que en la sentencia impugnada y en los
documentos a que ella se refiere consta lo siguiente: a) que
con motivo de una demanda intentada por Heriberto Rami-
:ez Valenzuela contra la Compañía Dominicana de Segu
ros, C. por A., la Cámara Civil y Comercial de la Primera
Circunscripción del Juzgado de Primera Instancia del Dis-
trito Nacional, dictó en fecha 1ro. de Abril de 1965, una
sentencia con el siguiente dispositivo: "FALLA: PRIMERO.
Ratifica el defecto pronunciado en audiencia contra la Com-

ñía Dominicana de Seguros, C. por A., parte demandada,
or falta de concluir; Segundo:— Acoge por ser justas y
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reposar sobre prueba legal, las conclusiones 'formuladas en
audiencia por Heriberto Ramírez Valenzuela, parte deman..
dante, y, en consecuencia: a)— Declara la rescisión del c
trato de seguro, Póliza No. 5684, intervenido en fecha 28 de
Marzo, 1963, entre las partes en causa, por incumplimiento
por parte de la Compañía demandada; b)— Condena a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., a pagarle a
Heriberto Ramírez Valenzuela, la suma de Cuatro Mil Dos..
cientos Dos Pesos Oro (RD$4,202.00) conforme con los tér-
minos de la Póliza arriba señalada, más los intereses lega,
les sobre dicha suma a partir del día de la demanda; c)—
Condena, asimismo, a dicha Compañía Demandada, en fa.
vor del mencionado demandante, al pago de la suma de die?
pesos (RD$10.00) diarios, desde la fecha del accidente de
que se trata, hasta el día en que se produzca el pago de*.a
suma principal, indicada en el ordinal (b), de éste disposi-
tivo, por concepto del lucro-cesante; d)— Condena a la
Compañía sucumbiente, al pago de las costas, con distrae.
ción de las mismas en provecho del Dr. Víctor V. Valen-
zuela"; que sobre el recurso de apelación de la mencionada
Compañía intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sen-
tencia de fecha Primero (1ro.) del mes de Abril de mil no.*
vecientos sesenticinco (1965), dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por ser
regular en la forma; SEGUNDO: Rechaza, por improcede.rr
tes y mal fundadas las conclusiones de la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A.; TERCERO: Confirma la antes
dicha sentencia en todas sus partes; CUARTO: Condena9a
la Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas de ambas instancias, distrayendo las mismas, en
provecho del abogado de la parte intimada, Dr. Víctor Ir
Valenzuela, quien afirma haberlas avanzado en su totalik*
c7ad";

Considerando, que contra la sentencia impugnada la
recurrente invoca los siguientes medios de casación; Primer
Medio: Violación de los Artículos 188, 189 y 190 del Código
dé Procedimiento Civil, exceso de poder, desnaturalizac'ón
de los hechos y falta de motivos. Violación del Artículo 141
del Código de Procedimiento Civil, violación del derecho
de defensa; Segundo Medio: Violación del Artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil. Desnaturalización de 1s)s
hechos; Violación de los Artículos 78, 79 y 80 del Código
de Procedimiento Civil y de las Leyes Nos. 1015 del 1935
y 362 del 1932; Violación del derecho de defensa; Tercer
Medio:.— Violación de los Artículos 1315 y 1316 del Código
Civil. Desnaturalización de los hechos. Violación del Ar.
título 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de Ba-
se Legal; y, Cuarto Medio: Violación de los Artículos 1146.
1147 y 1153 del Código Civil. Desnaturalización de los he-/chos y falta de base legal;

Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio de casación la recurrente alega, en síntesis, que ella
solicitó por instancia dirigida a la Corte a-qua la comuni_
catión de los documentos en que apoyaba sus pretensiones
el demandante Heriberto Ramírez Valenzuela, y muy es-
pecial y señaladamente el contrato de seguro invocado y
los originales de los actos de procedimiento notificados tan..
to en primera instancia como en apelación; que el abogado
del demandante se limitó a notificar a la Compañía que ha-
bía depositado en la Secretaría de la Corte a_qua todos los
documentos de interés para su demanda; que como este
"irregular proceder" no satisfacía el interés de la Compa_
ñía se reiteró en el escrito de defensa y réplica de Techa 17
de Abril de 1966 dicho pedimento, habiendo insistido en
EtPo en la audiencia del 18 de Abril del mismo año; que
parte recurrida no se opuso a ese pedimento; que no obs-
tante la Corte rechazó su solicitud; pero

Considerando que en la sentencia impugnada se expre
a en resumen, lo siguiente: que la Compañía Dominicana

de Seguros, C. por A., notificó a la parte intimada en ape
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reposar sobre prueba legal, las conclusiones 'formuladas en
audiencia por Heriberto Ramírez Valenzuela, parte deman„
dante, y, en consecuencia: a)— Declara la rescisión del c
trato de seguro, Póliza No. 5684, intervenido en fecha 28 de
Marzo, 1963, entre las partes en causa, por incumplimiento
por parte de la Compañía demandada; b)— Condena a la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., a pagarle a
Heriberto Ramírez Valenzuela, la suma de Cuatro Mil Dos.
cientos Dos Pesos Oro (RD$4,202.00) conforme con los tér-
minos de la Póliza arriba señalada, más los intereses lega,
les sobre dicha suma a partir del día de la demanda; c)--
Condena, asimismo, a dicha Compañía Demandada, en fa-
vor del mencionado demandante, al pago de la suma de diez
pesos (RD$10.00) diarios, desde la fecha del accidente de
que se trata, hasta el día en que se produzca el pago de la
suma principal, indicada en el ordinal (b), de éste disposi.
tivo, por concepto del lucro-cesante; d)— Condena a la
Compañía sucumbiente, al pago de las costas, con distrae.
ción de las mismas en provecho del Dr. Víctor V. Valen-
zuela"; que sobre el recurso de apelación de la mencionada
Compañía intervino la sentencia ahora impugnada, cuyo
dispositivo es como sigue: "FALLA: PRIMERO: Declara
bueno y válido el recurso de apelación interpuesto por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., contra sen-
tencia de fecha Primero (lro.) del mes de Abril de mil no- "»
vecientos sesenticinco (1965), dictada por la Cámara de lo
Civil y Comercial de la Primera Circunscripción del Juz-
gado de Primera Instancia del Distrito Nacional, por ser
regular en la forma; SEGUNDO: Rechaza, por improceden-
tes y mal fundadas las conclusiones de la Compañía Domi-
nicana de Seguros, C. por A.; TERCERO: Confirma la antes
dicha sentencia en todas sus partes; CUARTO: Condenada
la Com pañía Dominicana de Seguros, C. por A., al pago de
las costas de ambas instancias, distrayendo las mismas, en
provecho del abogado de la parte intimada, Dr. Víctor W.
Valenzuela, quien afirma haberlas avanzado en su total.
dad";
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Considerando, que contra la sentencia impugnada la
recurrente invoca los siguientes medios de casación; Primer
Medio: Violación de los Artículos 188, 189 y 190 del Código
dé Procedimiento Civil, exceso de poder, desnaturalizac'án
de los hechos y falta de motivos. Violación del Artículo 141

del Código de Procedimiento Civil, violación del derecho
de defensa; Segundo Medio: Violación del Artículo 141 del
Código de Procedimiento Civil. Desnaturalización de les
hechos; Violación de los Artículos 78, 79 y 80 del Código
de Procedimiento Civil y de las Leyes Nos. 1015 del 1935
y 362 del 1932; Violación del derecho de defensa; Tercer
Medio:.— Violación de los Artículos 1315 y 1316 del Código
Civil. Desnaturalización de los hechos. Violación del Ar-
tículo 141 del Código de Procedimiento Civil. Falta de Ba-
se Legal; y, Cuarto Medio: Violación de los Artículos 1146.
1147 y 1153 del Código Civil. Desnaturalización de los he-/chos y falta de base legal;

Considerando que en el desenvolvimiento del primer
medio de casación la recurrente alega, en síntesis, que ella
solicitó por instancia dirigida a la Corte a-qua la comuni-
cación de los documentos en que apoyaba sus pretensiones
el demandante Heriberto Ramírez Valenzuela, y muy es-
pecial y señaladamente el contrato de seguro invocado y
los originales de los actos de procedimiento notificados tan-
to en primera instancia como en apelación; que el abogado
del demandante se limitó a notificar a la Compañía que ha-
bía depositado en la Secretaría de la Corte a-qua todos los
documentos de interés para su demanda; que como este
"irregular proceder" no satisfacía el interés de la Compa-
ñía se reiteró en el escrito de defensa y réplica de fecha 17
de Abril de 1966 dicho pedimento, habiendo insistido en
arlo en la audiencia del 18 de Abril del mismo año; que la
parte recurrida no se opuso a ese pedimento; que no obs-
tante la Corte rechazó su solicitud; pero

Considerando que en la sentencia impugnada se expre
.a en resumen, lo siguiente: que la Compañía Dominicana
de Seguros, C. por A., notificó a la parte intimada en ape.
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'ación el escrito por el cual solicitaba la comunicación de
los documentos de la causa; que, para contestar dicho esct
to el intimado notificó un acto a la intimante por el cual
le invitaba a tomar comunicación en la Secretaría de la
Corte de los documentos que había depositado allí en aon_
yo de su demanda, sin que fuera necesario que se dictara
una sentencia ordenando tal comunicación; que lo que per.
sigue el Artículo 188 del Código de Procedimiento Civi' cs

que no se viole el derecho de defensa, lo que no ha ocurri-
do en el caso; que una sentencia debe intervenir en mal e-
xia de comunicación de documentos en caso de negativa
resistencia de la parte a quien se solicita esa comunicación;
que esos razonamientos de la Corte a.qua son correctos y
pertinentes por lo cual el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del segundo medio
del recurso la recurrente alega, en resumen, que: en sus

conclusiones ante la Corte a.qua solicitó la revocación de la
sentencia de la Cámara Civil y Comercial por violac i ón de
las reglas de procedimiento, al no haberse hecho las noti-
ficaciones de defensas y réplicas indispensables según los
Artículos 78 y 79 del Código de Procedimiento Civil, pa,•a
que se procediese a la celebración de la audiencia en que
debía conocerse de la demanda según lo dispone la Ley
1015 del 11 de Octubre del 1935; y tampoco se dio avenir a
los abogados de la impetrante para asistir a dicha audien-
cia, de conformidad con el Artículo único de la Ley 362 del
16 de Septiembre del 1932 y el Artículo 80 del Código de
Procedimiento Civil; pero

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa que se rechazan esas conclusiones de la recurrente
en razón, de que "tal pecP.mento ha debido formularse par
ante el Tribunal a-quo, y a su debido tiempo, para impedir
la continuación del procedimiento", que la intimante no po_
día en apelación solicitar "la revocación de dicha sentencia
por este motivo, ya que ello daría lugar a declarar nula 11
sentencia y ]a ley señala precisamente los casos en que una

sentencia debe anularse" y esta nulidad no ha sido prevista
por la Ley 1015;

Considerando, que por el efecto devolutivo de la ape_
lación la Corte a.qua estaba en el deber de conocer del fon-
do del litigio y no estaba obligada a declarar en su filio
las irregularidades en que pudo incurrir el Juez del Primer
Grado, ya que éste decidió el fondo del litigio, y, por tanto,
no se trataba en la especie de un caso de avocación en el
cual los jueces están obligados a pronunciar la nulidad de
la sentencia apelada cuando admitan las irregularidades de
forma alegadas; que por estas razones el segundo medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desenvolvimiento del tercer
medio la recurrente alega, en síntesis, que en la sentencia
impugnada no consta que los jueces tuvieron a la vista el
contrato de seguro que regía las relaciones de Heriberto
Ramírez Valenzuela y la Compañía de Seguros, C. por A.,
ya que la copia del Certificado de Seguro a que se refiere la
sentencia del prime grado expresa "que el mismo se rige
por las condiciones generales de la póliza de automóvil .to
emitida por la Compañía, etc.", y ese documento, base de

demanda, no fue presentado nunca al Juez, quien necesa-
riamente tenía que desconocer su contenido, y alcance; pero

Considerando. que en la sentencia impugnada se ex-
presa que el vehículo que sufrió el vuelco, propiedad de
Heriberto Ramírez Valenzuela, estaba asegurado por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., "según consta
en documento depositado"; que si bien no se especifica en
la sentencia que se trata de la póliza firmada por las par-
tes, en el expediente existe una copia del acto de emplaza-
miento en cabeza del cual figura transcrita una certifica-
ción de esa póliza en que se indica que fue expedida por la
Compañía recurrente en favor del recurrido, certificación
qur no fue impugnada por la recurrente ante los jueces del
f do, por lo que estos alegatos constituyen un medio nue_

que no puede ser admitido en casación; que en tales
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ladón el escrito por el cual solicitaba la comunicación de
los documentos de la causa; que, para contestar dicho escti_
to el intimado notificó un acto a la intimante por el cual
le invitaba a tomar comunicación en la Secretaría de la
Corte de los documentos que había depositado allí en anal_
yo de su demanda, sin que fuera necesario que se dictara
una sentencia ordenando tal comunicación; que lo que per.
sigue el Artículo 188 del Código de Procedimiento Civi.
que no se viole el derecho de defensa, lo que no ha ocurri-,
do en el caso; que una sentencia debe intervenir en mate-
ria de comunicación de documentos en caso de negativa o
resistencia de la parte a quien se solicita esa comunicación;
que esos razonamientos de la Corte a.qua son correctos y
pertinentes por lo cual el medio que se examina carece de
fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desarrollo del segundo media
del recurso la recurrente alega, en resumen, que: en sus
conclusiones ante la Corte a.qua solicitó la revocación de la
sentencia de la Cámara Civil y Comercial por violac i ón de
las reglas de procedimiento, al no haberse hecho las noti-
ficaciones de defensas y réplicas indispensables según los
Artículos 78 y 79 del Código de Procedimiento Civil, pa,•a
cue se procediese a la celebración de la audiencia en que
debía conocerse de la demanda según lo dispone la Ley
1015 del 11 de Octubre del 1935; y tampoco se dio avenir a
los abogados de la impetrante para asistir a dicha audien-
cia, de conformidad con el Artículo único de la Ley 362 del
16 de Septiembre del 1932 y el Artículo 80 del Código de
Procedimiento Civil; pero

Considerando, que, en la sentencia impugnada se ex-
presa que se rechazan esas conclusiones de la recurrente
en razón, de que "tal ped'mento ha debido formularse por
ante el Tribunal a-quo, y a su debido tiempo, para impedir
la continuación del procedimiento", que la intimante no po-
día en apelación solicitar "la revocación de dicha sentencie
por este motivo, ya que ello daría lugar a declarar nula 1
sentencia y la ley señala precisamente los casos en que una
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sentencia debe anularse" y esta nulidad no ha sido prevista
por la Ley 1015;

Considerando, que por el efecto devolutivo de la ape-
lación la Corte a.qua estaba en el deber de conocer del fon.
do del litigio y no estaba obligada a declarar en su f9lio
las irregularidades en que pudo incurrir el Juez del Primer
Grado, ya que éste decidió el fondo del litigio, y, por tanto,
no se trataba en la especie de un caso de avocación en el
cual los jueces están obligados a pronunciar la nulidad de
la sentencia apelada cuando admitan las irregularidades de
forma alegadas; que por estas razones el segundo medio del
recurso carece de fundamento y debe ser desestimado;

Considerando, que en el desenvolvimiento del tercer
medio la recurrente alega, en síntesis, que en la sentencia

pugnada no consta que los jueces tuvieron a la vista el
ontrato de seguro que regía las relaciones de Heriberto

Ramírez Valenzuela y la Compañía de Seguros, C. por A.,
ya que la copia del Certificado de Seguro a que se refiere la
sentencia del prime grado expresa "que el mismo se rige
por las condiciones generales de la póliza de automóvil .io
emitida por la Compañía, etc.", y ese documento, base de
la demanda, no fue presentado nunca al Juez, quien necesa-
riamente tenía que desconocer su contenido, y alcance; pero

Considerando, que en la sentencia impugnada se ex-
presa que el vehículo que sufrió el vuelco, propiedad de
Heriberto Ramírez Valenzuela, estaba asegurado por la
Compañía Dominicana de Seguros, C. por A., ''según consta
en documento depositado"; que si bien no se especifica en
la sentencia que se trata de la póliza firmada por las par-
tes , en el expediente existe una copia del acto de emplaza-
miento en cabeza del cual figura transcrita una certifica-
ción de esa póliza en que se indica que fue expedida por la
Compañía recurrente en favor del recurrido, certificación
quE no fue impugnada por la recurrente ante los jueces del
1 do, por lo que estos alegatos constituyen un medio nue-

, que no puede ser admitido en casación; que en tales



nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er
nesto Curiel hijo, Secretario General.

La presente sentencia ha sido dada y firmada por .z:s
señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
diencia públr"-,a del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.
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condiciones el medio que se examina carece también de furo.
damento y debe ser desestimado;

Considerand o, que en el desarrollo del cuarto medio la
ecurrente alega, en resumen, que la sentencia impugnada

no contine motivos que justifiquen los daños y perjuicio :
sufridos por el vehículo; que, además acordó interesen y
daños y perjuicios por el lucro cesante, basándose en los
Artículos 1146, 1147 y 1153 del Código Civil, que rigen pa-
ra las indemnizaciones en daños y perjuicios que resultan
de la falta de cumplimiento de las obligaciones;

Considerando, que, en efecto, el examen de la senten_
cia impugnada revela que ella no contiene motivos que
muestren que los jueces del fondo para condenar a la Con_
paria Aseguradora a una indemnización de RD$4,202.00 en
favor de Heriberto Ramírez Valenzuela, apreciaron que les
daños sufridos por el vehículo alcanzaban esa suma o si eran
de otro valor y por eso fijaron como indemnización el valor
total asegurado, comprobaciones que eran indispensables
para que esta Corte estuviera en condiciones de verificar si
los jueces habían fallado o no correctamente el caso; qur
en tales condiciones, la sentencia impugnada carece, en este
punto de base legal y debe ser casada;

Considerando, que a los términos del artículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa, en el punto delimi-
tado en la presente, la sentencia pronunciada en fecha 31
de Octubre del 1966, por la Corte de Apelación de Santo
Domingo, en sus atribuciones civiles, cuyo dispositivo . Fe
copia en parte anterior del presente fallo, y envía el asunto
por ante la Corte de Apelación de San Pedro de Macorís;
Segundo: Compensa las costas.

(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernan
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche 11.— 1\1,
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pañía Aseguradora a una indemnización de RD$4,202.00 en
favor de Heriberto Ramírez Valenzuela, apreciaron que les
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en tales condiciones, la sentencia impugnada carece, en estt.
punto de base legal y debe ser casada;

Considerando, que a los términos del artículo 65 de la
Ley sobre Procedimiento de Casación las costas pueden ser
compensadas cuando la sentencia fuere casada por falta de
base legal;

Por tales motivos, Primero: Casa, en el punto deliro
Lado en la presente, la sentencia pronunciada en fecha 31
de Octubre del 1966, por la Corte de Apelación de Santo
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(Firmados): Manuel Ramón Ruiz Tejada.— Fernar,,. -
E. Ravelo de la Fuente.— Carlos Ml. Lamarche H.— M

Tiesto Curiel hijo, Secretario General.
La presente sentencia ha sido dada y firmada por .as

nuel D. Bergés Chupani.— Manuel A. Amiama.— Francis-
co Elpidio Beras y Santiago Osvaldo Rojo Carbuccia.— Er

señores jueces que figuran en su encabezamiento, en la au.
-diencia públ:':a del día, mes y año en él expresados, y fue
firmada, leída y publicada por mí, Secretario General, que
certifico. (Fdo.) Ernesto Curiel hijo.



Labor de la Suprema Corte de Justicia, durante el
mes de septiembre de 1967.

A SABER:

Recursos de casación civiles conocidos 	 13
Recursos de casación civiles fallados 	 13
Recursos de casación penales conocidos 	 29
Recursos de casación penales fallados 	 20
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza conocidos 	 7
Recursos de apelación sobre libertad provisional

bajo fianza fallados	 	 7
Autos sobre libertad provisional bajo fianza dic-

tados 	 1
Suspensiones de ejecución de sentencias 	 4
Defectos 	 1
Exclusiones 	 1
Recursos declarados perimidos 	 17
Declinatorias	 	 11
Desistimientos 	 1
Resoluciones ordenando la libertad provisional

Por haberse prestado la fianza 	 4
Juramentación de Abogados 	 2
Nombramientos de Notarios 	 4
Resoluciones Administrativas 	 14
Autos autorizando em plazamientos 	 15
Autos nasmido exnedientes para dictamen 85
Autos ,fiiando causas 	 45
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Ernesto Curiel hijo,
Secretario General de la Suprema

Corte de Justicia.

SANTO DOMINGO, D. N.,
30 de septiembre de 1967.
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